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CIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DE 1962 

Impugnada: Cámara de Cuentas en funciones de Tribu-

nal Superior Administrativo de fecha 18 de abril de 1961. 

materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Jabonería Lavador, C. por A. 

Abogado: Lic. Rafael A. Ortega Peguero. 

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Lic. Luis Henríquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. . 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E .Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día dos del mes 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Jabone-
ría Lavador, C. por A., domiciliada en la Avenida San Mar-
tín, kilómetro 2 1/2 , de Santo Domingo, contra sentencia de 
fecha 18 de abril de 1961, dictada por la Cámara de Cuentas 
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula 3111, se-

rie 1, sello 7909, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 
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CIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DE 1962 

¡impugnada: Cámara de Cuentas en funciones de Tribu-
nal Superior Administrativo de fecha 18 de abril de 1961. 

materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Jaborperia Lavador, C. por A. 

Abogado: Lic. Rafael A. Ortega Peguero. 

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Lic. Luis Henriquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E .Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día dos del mes 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Jabone-
ría Lavador, C. por A., domiciliada en la Avenida San Mar-
tín, kilómetro 2 1/2 , de Santo Domingo, contra sentencia de 
fecha 18 de abril de 1961, dictada por la Cámara de Cuentas 
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula 3111, se-

rie 1, sello 7909, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus Conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 8 de junio d e 
 1961, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega Pueguero, en el 

cual se alegan contra la sentencia impugnada los medio s 
 que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 27 de julio de 
1961, suscrito por el Lic. Luis Henríquez Castillo, Procura. 
dor General Administrativo, en nombre del Estado Do. 
minicano; 

Visto el escrito de ampliación de casación, de fecha 17 
de octubre de 1961, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega 
Peguero; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, ordinal 16, de la Ley N° 
5144, del 6 de junio de 1959; 60 de la Ley N° 1494 de 1947, 
agregado por la Ley N9 3835 de 1954; y 19 y 20, párrafo III, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 14 de septiembre de 1959, la Dirección Gene-
ral de Rentas Internas y Bienes Nacionales requirió a la 
recurrente el pago de la suma de RD$3,047.59 por concepto 
del impuesto establecido por la Ley 5144 del 6 de junio de 
1959 sobre 10 tambores de Aceite de Citronela que la re-
currente había importado el 13 de agosto de 1959; b) que en 
fecha 8 de noviembre de 1959, la misma Dirección General 
desestimó un pedido de reconsideración hecho por la recu-
rrente, de la anterior liquidación; c) que sobre recurso je -
rárquico de la recurrente, el Secretario de Estado de Fi-
nanzas, en fecha 10 de septiembre de 1960, confirmó la 
decisión del Director General mediante Resolución que ter-
mina así: "RESUELVE: PRIMERO: Admitir, como por la 
presente admite, en cuanto a la forma, el recurso jerárquico 
elevado por la Jabonería Lavador, C. por A., contra la De-
cisión contenida en el oficio N° 68215, del 8 de noviembre  

de 1959 de la Dirección General de Rentas Internas y Bie-

nes 
 Nacionales; SEGUNDO: Rechazar, como en efecto re-

c
haz

a, en cuanto al fondo, el presente recurso jerárquico; 
TERCERO: Confirmar, como en efecto confirma, en todas 

su

s partes, la indicada decisión de la Dirección General de 
s y 

u 	

Bienes Nacionales, objeto del presente 

n
srecurso Internas 

 a la Dirección General de Rentas Internas y Bienes 
jerárquico; CUARTO: Comunicar la presente Re-

Nacionales, y a la parte interesada para los fines proceden-
tes"; d) que, sobre recurso de la Jabonería Lavador, C. 
por A., la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal Su-
perior Administrativo, dictó en fecha 18 de abril de 1961 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el re-
curso interpuesto por la Jabonería Lavador, C. por A., 
contra la Resolución N9 363-60, dictada por la Secretaría 
de Estado de Finanzas, en fecha 10 de octubre de 1960; 
SEGUNDO: Rechaza en cuanto al fondo el referido recur-
so, y confirma en todas sus partes y con todas sus conse-
cuencias legales, la Resolución recurrida"; 

Considerando, que en su escrito de ampliación, la recu-
rrente pide que se declare el defecto contra el Estado Do-
minicano, alegando que el mismo no ha constituído abogado 
en el caso; pero, 

Considerando, que el pedimento anterior no fué hecho 
en el memorial de casación, por lo cual no puede ser admi-
tido, a más de que en el expediente consta que el pedimento 
de defecto ya había sido hecho por la recurrente en fecha 
20 de julio de 1961 y que había sido rechazado por la Su-
prema Corte de Justicia, con los motivos pertinentes, por 
su sentencia del 10 de agosto de 1961; 

fun-
da su 

 artículo 1 ° 

que la Jabonería Lavador, C. por A., fun.. 

legal; 2 9---Incorrecta y errónea aplicación del ordinal 16 
;ecuicurosoi  en los siguientes medios: 19—Falta de base 

9  de la Ley 5144 del 6 de junio de 1959; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 8 de junio 
1961, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega Pueguero, en 
cual se alegan contra la sentencia impugnada los me 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 27 de julio 
1961, suscrito por el Lic. Luis Henríquez Castillo, Proc 
dor General Administrativo, en nombre del Estado 
minicano; 

Visto el escrito de ampliación de casación, de fecha 17 
de octubre de 1961, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega 
Peguero; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, ordinal 16, de la Ley N , 

 5144, del 6 de junio de 1959; 60 de la Ley N9  1494 de 1947, 
agregado por la Ley N9 3835 de 1954; y 1 9  y 20, párrafo III, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 14 de septiembre de 1959, la Dirección Gene-
ral de Rentas Internas y Bienes Nacionales requirió a la 
recurrente el pago de la suma de RD$3,047.59 por concepto 
del impuesto establecido por la Ley 5144 del 6 de junio de 
1959 sobre 10 tambores de Aceite de Citronela que la 
currente había importado el 13 de agosto de 1959; b) que en 
fecha 8 de noviembre de 1959, la misma Dirección General 
desestimó un pedido de reconsideración hecho por la recu-
rrente, de la anterior liquidación; e) que sobre recurso je -
rárquico de la recurrente, el Secretario de Estado de Fi-
nanzas, en fecha 10 de septiembre de 1960, confirmó la 
decisión del Director General mediante Resolución que ter-
mina así: "RESUELVE: PRIMERO: Admitir, como por la 
presente admite, en cuanto a la forma, el recurso jerárquico 
elevado por la Jabonería Lavador, C. por A., contra la De-
cisión contenida en el oficio N9 68215, del 8 de noviembre 
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de 1959 
de la Dirección General de Rentas Internas y Bie- 

nes Nacionales; SEGUNDO: Rechazar, como en efecto re- 
nto al fondo, el presente recurso jerárquico; 

TERCERO: Confirmar, como en efecto confirma, en todas 

oeIrinjetrceárurnaqasuico; CUARTO: Comunicar la presente Re- 
y Bienes Nacionales, objeto del presente 

c  

silsrechaoeillutizctarsasi'ón a la Dirección General de Rentas Internas y Bienes 

us 
partes, la indicada decisión de la Dirección General de 

Nacionales, y a la parte interesada para los fines proceden-

tes"; d) que, sobre recurso de la Jabonería Lavador, C. 
por A., la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal Su-
perior Administrativo, dictó en fecha 18 de abril de 1961 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el re-
curso interpuesto por la Jabonería Lavador, C. por A., 
contra la Resolución N 9  363-60, dictada por la Secretaría 
de Estado de Finanzas, en fecha 10 de octubre de 1960; 
SEGUNDO: Rechaza en cuanto al fondo el referido recur-
so, y confirma en todas sus partes y con todas sus conse-
cuencias legales, la Resolución recurrida"; 

Considerando, que en su escrito de ampliación, la recu-
rrente pide que se declare el defecto contra el Estado Do-
minicano, alegando que el mismo no ha constituído abogado 
en el caso; pero, 

Considerando, que el pedimento anterior no fué hecho 
en el memorial de casación, por lo cual no puede ser admi-
tido, a más de que en el expediente consta que el pedimento 
de defecto ya había sido hecho por la recurrente en fecha 
20 de julio de 1961 y que había sido rechazado por la Su-
prema Corte de Justicia, con los motivos pertinentes, por 
su sentencia del 10 de agosto de 1961; 

legalCo ; Considerando, 
 en los siguientes medios: 1 9—Falta de base 

—In 
recurso 	

que la Jabonería Lavador, C. por A., fun- 
da su 

correcta y errónea aplicación del ordinal 16 
del artículo 1 9  de la Ley 5144 del 6 de junio de 1959; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au • 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qu e 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 181 

sENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DE 1962 

sentenc ia  impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 

fecha 5 de abril de 1961. 

`atería: Trabajo. 

Recurrente: Compañia Constructora Elmhurst, C. por A. 

Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez. 

Recurrido: Hatuey Liquet y compartes. 
Abogados: Dres. Claudio J. Adams Espinal y Luis M. Alvarez 

Alonzo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional hoy día cinco del mes 
de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., domiciliada en el 
kilómetro 8 de la Carretera Duarte, contra sentencia de 
fecha 5 de abril de 1961, dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, como tribunal de segundo grado, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por 109 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au • 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIO DE FECHA 5 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 

fecha 5 de abril de 1961. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañia Constructora Elmhurst, C. por A. 
Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez. 

Recurrido: Hatuey Liquet y compartes. 

Abogados: Dres. Claudio J. Aclaras Espinal y Luis M. Alvarez 

Alomo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional hoy día cinco del mes 
de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., domiciliada en el 
kilómetro 8 de la Carretera Duarte, contra sentencia de 
fecha 5 de abril de 1961, dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, como tribunal de segundo grado, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Dr. Claudio Adams Espinal, cédula 17598, s e, 
rie 11, sello 13542, por sí y a nombre de Luis M. Alvare 
Alonzo, abogados de los recurridos Hatuey Liquet, céd 
9607, serie 30, Luis Henríquez García, cédula 6485, serie 
Fabio Gerardo Alegría cédula 5344, serie 32, y José Joaq 
Jardines, cédula 8374, serie 3, cuyos sellos de renovación 
constan, todos dominicanos, mayores de edad, obreros, 
miciliados y residentes en esta ciudad, en la lectura de 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de fecha 14 de junio de 1961, sus-
crito por el Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula 32318, serie 
1, sello 82354, abogado de la recurrente, en el cual propon 
contra la sentencia impugnada los medios que más adelante 
se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de julio de 
1961, suscrito por los Dres. Claudio J. Adams Espinal y 
Luis M. Alvarez Alonzo; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una controversia laboral que no pudo ser 
conciliada en el Departamento de Trabajo de esta Ciudad, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
en fecha 6 de marzo de 1959 una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Concede, un plazo de 
15 días para depositar documentos y ampliaciones de defen-
sa; SEGUNDO: Fija, el día 25 de abril del año en curso 
(1959), .a las nueve (9) horas de la mañana, para conocer de 
la audiencia de informativo a que se ha hecho referencia 
anteriormente; TERCERO: Ordena, que las partes compa-
rezcan el día y hora mencionados, acompañados de sus tes-
tigos para ser oídos en dicha audiencia; CUARTO: Ordena, 
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qu
e el Secretario de este Juzgado de Paz de Trabajo, remita 

una 
 copia certificada de la presente sentencia a cada una 

de las partes"; b) que en fecha 3 de abril de 1959, la Com-
pañía Elmhurst apeló de la indicada sentencia; c) que en 
fecha 16 de abril de 1959, Hatuey Liquet y Compartes, por 

i acto de alguacil invitaron a la Compañía Elmhurst, C. por 
A., a comparecer a la celebración del informativo el 22 de 
abril de 1959; d) que en fecha 17 de abril de 1959, por acto 
de alguacil la Compañía Elmhurst notificó al Magistrado 
Juez de Paz de Trabajo del Distrito Nacional y a las partes 
en litis, que se abstuvieran de celebrar el informativo aludi-
do en razón de que la sentencia que lo ordenó había sido 
objeto de un recurso de apelación; e) que después de cele-
brada la indicada medida de instrucción, el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 5 de junio 
de 1959, una sentencia sobre el fondo del asunto, la cual 
también fué apelada por la Compañía Elmhurst, C. por A.; 
f) que en fecha 25 de septiembre de 1959, la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional celebró una audiencia para 
conocer del recurso de apelación interpuesto por la Compa-
ñía contra la sentencia del 5 de junio de 1959, que falló el 
fondo del asunto; g) que en esa audiencia, el abogado de la 
Compañía presentó las siguientes conclusiones: "PRIMERO: 
Que en razón de que ha sido interpuesto un recurso de ape-
lación contra sentencia interlocutoria dictada por el Juzga-
do de Paz de Trabajo sobre la demanda que hoy conoce este 
tribunal, y tal como se comprueba por la documentación 
que se deposita con este escrito, y siendo el recurso de ape-
lación suspensivo, ordenéis la suspensión o el sobreseimiento 
del presente recurso de apelación contra la sentencia del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, hasta que 
se conozca y decida sobre el recurso de apelación interpues-
toe cfoenchtraa6sednetemnceirza odedle 1959, Juzgado de Paz, interlocutoria, 
de  ya que cualquier sentencia que 
Pudiere dictarse sobre el fondo sería anulada, en caso de 
anularse la sentencia interlocutoria que le sirve de base. 

d 
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Oído el Dr. Claudio Adams Espinal, cédula 17598, s e. 
rie 11, sello 13542, por sí y a nombre de Luis M. Alvarez 
Alonzo, abogados de los recurridos Hatuey Liquet, céd 
9607, serie 30, Luis Henríquez García, cédula 6485, serie 
Fabio Gerardo Alegría cédula 5344, serie 32, y José Joaq 
Jardines, cédula 8374, serie 3, cuyos sellos de renovación 
constan, todos dominicanos, mayores de edad, obreros, d 
miciliados y residentes en esta ciudad, en la lectura de s 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de fecha 14 de junio de 1961, sus-
crito por el Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula 32318, serie 
1, sello 82354, abogado de la recurrente, en el cual propone 
contra la sentencia impugnada los medios que más adelante 
se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de julio de 
1961, suscrito por los Dres. Claudio J. Adams Espinal y 
Luis M. Alvarez Alonzo; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qua 
con motivo de una controversia laboral que no pudo ser 
conciliada en el Departamento de Trabajo de esta Ciudad, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
en fecha 6 de marzo de 1959 una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRLMERO: Concede, un plazo de 
15 días para depositar documentos y ampliaciones de defen-' 
sa; SEGUNDO: Fija, el día 25 de abril del año en curso 
(1959), a las nueve (9) horas de la mañana, para conocer de 
la audiencia de informativo a que se ha hecho referencia 
anteriormente; TERCERO: Ordena, que las partes compa-
rezcan el día y hora mencionados, acompañados de sus tes-
tigos para ser oídos en dicha audiencia; CUARTO: Ordena, 
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q
ue el Secretario de este Juzgado de Paz de Trabajo, remita 

una 
 copia certificada de la presente sentencia a cada una 

de las partes"; b) que en fecha 3 de abril de 1959, la Com-
pañía Elmhurst apeló de la indicada sentencia; c) que en 
fecha 16 de abril de 1959, Hatuey Liquet y Compartes, por 

i acto de alguacil invitaron a la Compañía Elmhurst, C. por 
A., a comparecer a la celebración del informativo el 22 de 

abril 
d) que en fecha 17 de abril de 1959, por acto a de 1959 ; 

de alguacil la Compañía Elmhurst notificó al Magistrado 
Juez de Paz de Trabajo del Distrito Nacional y a las partes 
en litis, que se abstuvieran de celebrar el informativo aludi-
do en razón de que la sentencia que lo ordenó había sido 
objeto de un recurso de apelación; e) que después de cele-
brada la indicada medida de instrucción, el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 5 de junio 
de 1959, una sentencia sobre el fondo del asunto, la cual 
también fué apelada por la Compañía Elmhurst, C. por A.; 
f) que en fecha 25 de septiembre de 1959, la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional celebró una audiencia para 
conocer del recurso de apelación interpuesto por la Compa-
ñía contra la sentencia del 5 de junio de 1959, que falló el 
fondo del asunto; g) que en esa audiencia, el abogado de la 
Compañía presentó las siguientes conclusiones: "PRIMERO: 
Que en razón de que ha sido interpuesto un recurso de ape-
lación contra sentencia interlocutoria dictada por el Juzga-
do de Paz de Trabajo sobre la demanda que hoy conoce este 
tribunal, y tal como se comprueba por la documentación 
que se deposita con este escrito, y siendo el recurso de ape-
lación suspensivo, ordenéis la suspensión o el sobreseimiento 
del presente recurso de apelación contra la sentencia del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, hasta que 
se conozca y decida sobre el recurso de apelación interpues-
to contra sentencia del mismo Juzgado de Paz, interlocutoria, 
de fecha 6 de marzo de 1959, ya que cualquier sentencia que 
Pudiere dictarse sobre el fondo sería anulada, en caso de 
anularse la sentencia interlocutoria que le sirve de base. 
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SEGUNDO: Que reservéis los costos para fallarlos conju ra, 
tamente con el fondo". h) que en fecha 18 de noviembre d e 

 1959 la indicada Cámara dictó una sentencia con el siguien, 
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ordena que la part e 

 más diligente deposite en la Secretaría de esta Cámara un 
 ejemplar auténtico de la sentencia impugnada, dictada por 
 el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 

5 de junio de 1959, en un plazo de Diez Díaz Francos a cons-
tar de la notificación de esta sentencia, al término del cual 
este Tribunal considerará el asunto en estado de ser fallado, 
y, sin necesidad de nueva audiencia, dictará la sentencia que 
creyera de lugar en la audiencia pública correspondiente ; 

 Segundo: Reserva las costas"; i) que entre los documentos 
depositados por la Compañía Elhumhurst en apoyo de sus 
conclusiones (los cuales se mencionan en la sentencia de la 
Cámara a qua del 18 de noviembre de 1959) se encuentran 
los siguientes: "3) Acto de fecha 3 de abril de 1959 del 
ministerial Luis A. Camejo, que contiene recurso de ape-
lación contra la sentencia interlocutoria del Juzgado 
de Paz de Trabajo del 6 de marzo de 1959; 5) copia 
certificada de la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo, 
de fecha 6 de marzo de 1959, que dispone el informativo para 
el día 25 de abril de 1959 y no para el 22 como tuvo lugar, 
según la sentencia sobre el fondo"; j) que en fecha 9 de fe-
brero de 1961, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
conoció del recurso de apelación interpuesto por la Compa-
ñía Elmhurst, C. por A., contra la sentencia del 6 de marzo 
de 1959; k) que en fecha 5 de abril de 1961, la Cámara. 
a qua dictó la sentericia ahora impugnada cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Cons-
tructora Elmhurst, C. por A., contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6 de mar• 
zo de 1959, dictada en favor de Hatuey Liquet, Luis Hen-
ríquez García, Fabio Gerardo Alegría, José Joaquín Jar- 
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dines e  Hilario Félix Tayson, por los motivos precedente- 

mente expuestos; Segundo: Condena a la Compañía Cons- 
C por A., parte sucumbiente, al pago 

acuerdo t'  con.  los artículos 	del Co 	Tra- 

tdclejnIco

atts:costas

d2
eEinhi  
 - m o 

cud
d e

. ldper cedimiento, tan solo en un cincuenta por 

a Ley 

jo, 
	

n e 
N9  637, sob

691 
 re contraódtos 

ig de 
de Traba-

0, vigente; ordenándose su distracción provecho de los 
Doctores Claudio J. Adams Espinal y Luis Marino Alvarez 
Alonzo, quiene afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta 
de base legal. Falta de examen de los documentos sometidos 
al tribunal a quo. Motivación insuficiente y contradictoria. 
segundo Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. No 
contiene las conclusiones de la Compañía. Falta de motivos 
o motivación insuficiente. Tercer Medio: Violación por des-

conocimiento y falta de aplicación del principio 111 del Có-

digo de Trabajo y del art. 47 de la Ley 637 del 16 de junio 
de 1944, sobre contratos de Trabajo. Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación del art. 173 del Código de 
Procedimiento Civil. Quinto Medio: Violación por descono-
cimiento del antiguo art. 53 del Código de Procedimiento 
Civil, en vigor en la fecha de la conciliación. Violación por 
desconocimiento y falta de aplicación de los artículos 1315; 
1328, 1984, 1985, 1987, 1988 del Código Civil; Cuarto Medio: 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del art. 
173 del Código de Procedimiento Civil. Quinto Medio: Vio-
ladón por desconocimiento y falta de aplicación de los ar-
tículos 509 y 511 del Código de Trabajo, y del art. 57 de la 
Ley 637 sobre Contratos de Trabajo. Sexto Medio: Viola-
ción del derecho de defensa. Violación por desconocimiento 
ydesfacoltnaocdime aplicación yfa  ación del art. 8, párrafo 2, inciso H) de la 
Constitución de la República. Séptimo Medio: Violación por 

falta de aplicación del art. 191 del Código 
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SEGUNDO: Que reservéis los costos para fallarlos conjura, 
tamente con el fondo". h) que en fecha 18 de noviembre d e  
1959 la indicada Cámara dictó una sentencia con el sigui en, 
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ordena que la part e  
más diligente deposite en la Secretaría de esta Cámara u n 

 ejemplar auténtico de la sentencia impugnada, dictada por 
 el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 

5 de junio de 1959, en un plazo de Diez Díaz Francos a cons-
tar de la notificación de esta sentencia, al término del cual 
este Tribunal considerará el asunto en estado de ser fallado, 
y, sin necesidad de nueva audiencia, dictará la sentencia que 
creyera de lugar en la audiencia pública correspondiente; 
Segundo: Reserva las costas"; i) que entre los documentos 
depositados por la Compañía Elhumhurst en apoyo de sus 
conclusiones (los cuales se mencionan en la sentencia de la 
Cámara a qua del 18 de noviembre de 1959) se encuentran 
los siguientes: "3) Acto de fecha 3 de abril de 1959 del 
ministerial Luis A. Camejo, que contiene recurso de ape-
lación contra la sentencia interlocutoria del Juzgado 
de Paz de Trabajo del 6 de marzo de 1959; 5) copia 
certificada de la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo, 
de fecha 6 de marzo de 1959, que dispone el informativo para 
el día 25 de abril de 1959 y no para el 22 como tuvo lugar, 
según la sentencia sobre el fondo"; j) que en fecha 9 de fe-
brero de 1961, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
conoció del recurso de apelación interpuesto por la Compa 
fila Elmhurst, C. por A., contra la sentencia del 6 de marzo 
de 1959; k) que en fecha 5 de abril de 1961, la Cámara 
a qua dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Cons-
tructora Elmhurst, C. por A., contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6 de mar- 
zo de 1959, dictada en favor de Hatuey Liquet, Luis Hen- pi, th 

 ríquez García, Fabio Gerardo Alegría, José Joaquín Jar- 
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expuestos; Segundo: Condena a la Compañía Cons-
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 artículos 691 del Código de Tra-
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Félix Tayson, por los motivos precedente- 
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Claudio J. Adams Espinal y Luis Marino Alvarez 

su distracción en provecho de los 

Elmhurst, C. por A., parte sucumbiente, al pago 

la Ley Na 637, sobre contratos de Traba- 
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 quiene afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta 
de base legal. Falta de examen de los documentos sometidos 

al tribunal a quo. Motivación insuficiente y contradictoria. 
segundo Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. No 
contiene las conclusiones de la Compañía. Falta de motivos 
o motivación insuficiente. Tercer Medio: Violación por des-
conocimiento y falta de aplicación del principio 111 del Có-
digo de Trabajo y del art. 47 de la Ley 637 del 16 de junio 
de 1944, sobre contratos de Trabajo. Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación del art. 173 del Código de 
Procedimiento Civil. Quinto Medio: Violación por descono-
cimiento del antiguo art. 53 del Código de Procedimiento 
Civil, en vigor en la fecha de la conciliación. Violación por 
desconocimiento y falta de aplicación de los artículos 1315; 
1328, 1984, 1985, 1987, 1988 del Código Civil; Cuarto Medio: 
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del art. 
173 del Código de Procedimiento Civil. Quinto Medio: Vio-
ladón por desconocimiento y falta de aplicación de los ar-
tículos 509 y 511 del Código de Trabajo, y del art. 57 de la 
Ley 637 sobre Contratos de Trabajo. Sexto Medio: Viola-
ción del derecho de defensa. Violación por desconocimiento 
Y falta 
Constitución de la República. Séptimo Medio: Violación por 
desconocimiento 

 aplicación cació del art. 8, párrafo 2, inciso H) de la 

o y falta de aplicación del art. 191 del Código 
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de Trabajo. Violación por desconocimiento y falta de apii, 
catión de la Ley N9 4123 del año 1955; 

Considerando que en el desenvolvimiento del prim er 
 medio de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si. 

guiente: que la Cámara a qua declaró inadmisible el recurso 
de apelación interpuesto por la Compañía contra la senten. 
cia del 6 de marzo de 1959, en razón de que no depositó la 
copia certificada de dicha sentencia, ni el acto de apelación, 
pero que "esta aseveración es errónea", ya que tales docu-
mentos están depositados en dicha Cámara desde el 25 de 
septiembre de 1959, según se comprueba por la sentencia 
del 18 de noviembre de 1959; que esos documentos fueron 
depositados desde esa fecha, porque la Cámara a qua fijó 
audiencia para conocer de la apelación sobr el fondo del asun-
to sin haber fallado previamente la apelación sobre la senten-
cia que había ordenado el informativo; que tratándose de 
"dos recursos contra sentencias de un mismo tribunal, ante 
la misma Cámara de Trabajo, sobre el mismo asunto", el de-
pósito de documentos "realizado para un recurso ha de ser 
utilizado para el otro, sobre todo como en el caso presente, 
cuando se ha hecho constar al pie del inventario formado 
por el Secretario, una nota que dice textualmente, Nota: 
Estos documentos son independientes de los ya depositados 
en la Secretaría de la Cámara de Trabajo, anteriormente, 
según inventario en poder de la Compañía Elmhurst, fir-
mado por el Secretario de la Cámara de Trabajo en fecha 
25 de septiembre de 1959"; que la Cámara a qua al no pon-
derar esos documentos sometidos a su consideración, dejó 
sin base legal la sentencia impugnada; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a qua para declarar inadmisi- 
ble el recurso de apelación de que se trata se fundó en que 
la Compañía apelante no depositó una copia certificada de la 
sentencia apelada, ni tampoco el acto de apelación; pero, 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 
impugnado y el de los documentos a que él se refiere. mues- 
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tra que contrariamente a lo expresado por el Juez a quo, en 

el 
expediente relativo a la litis laboral sostenida en grado de 

apelación entre los trabajadores Hatuey Liquet y compartes 

y 
la Compañía Elmhurst, C. por A., fueron depositados ante 

a Cámara 
ibaáaill

iar 
certificada 	

el 25 	septiembre de 1959, "una 

copia 

	qua desde 
 de la sentencia del Juzgado de Paz de 

Trabajo Distrito Nacional, del 6 de marzo de 1959", y el 
la 

acto de fecha 3 de abril de 1959, del ministerial Luis A. Ca-
mejo que contiene recurso de apelación" contra la sentencia 

antes indicada; que como la Cámara a qua no ponderó estos 
documentos los cuales hubieran podido eventualmente in-
fluir en el ánimo del Juez para darle a la litis una solición 
distinta, el medio que se examina debe ser acogido, y por 
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por falta 
de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás me-

dios del recurso: 
Considerando que de conformidad con el artículo 65 de 

la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa 
una sentencia por falta de base legal las costas pueden ser 

compensadas. 
Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada 

en fecha 5 de abril de 1961, por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional como 

Tribunal de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo y envía el asunto ante el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal: Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán. —Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señore  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, 

 

leída  y publicada por mí, Secretario General que 
,mortifico, (Fdo,) Ernesto Curiel hijo, 
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de Trabajo. Violación por desconocimiento y falta de apj 
cación de la Ley N9  4123 del año 1955; 

Considerando que en el desenvolvimiento del prim er  medio de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si. 
guiente: que la Cámara a qua declaró inadmisible el recurs o  de apelación interpuesto por la 'Compañía contra la senten-
cia del 6 de marzo de 1959, en razón de que no depositó la 
copia certificada de dicha sentencia, ni el acto de apelación, 
pero que "esta aseveración es errónea", ya que tales doce. 
mentos están depositados en dicha Cámara desde el 25 de 
septiembre de 1959, según se comprueba por la sentencia 
del 18 de noviembre de 1959; que esos documentos fueron 
depositados desde esa fecha, porque la Cámara a qua fijó audiencia para conocer de la apelación sobr el fondo del asun-
to sin haber fallado previamente la apelación sobre la senten-
cia que había ordenado el informativo; que tratándose de 
"dos recursos contra sentencias de un mismo tribunal, ante 
la misma Cámara de Trabajo, sobre el mismo asunto", el d 
pósito de documentos "realizado para un recurso ha de ser  
utilizado para el otro, sobre todo como en el caso presente, 
cuando se ha hecho constar al pie del inventario formado 
por el Secretario, una nota que dice textualmente, Nota:. 
Estos documentos son independientes de los ya depositados 
en la Secretaría de la Cámara de Trabajo, anteriormente,, 
según inventario en poder de la Compañía Elmhurst, fir-
mado por el Secretario de la Cámara de Trabajo en fecha 
25 de septiembre de 1959"; que la Cámara a qua al no pon-
derar esos documentos sometidos a su consideración, dejó 
sin base legal la sentencia impugnada; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a qua para declarar inadmisi- 
ble el recurso de apelación de que se trata se fundó en que 
la Compañía apelante no depositó una copia certificada de la 
sentencia apelada, ni tampoco el acto de apelación; pero, 

Considerando que en la especie, el examen del Tallo 
impugnado y el de los documentos a que él se refiere. mues- 
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tra que contrariamente a lo expresado por el Juez a quo, en 
el expediente relativo a la litis laboral sostenida en grado de 
apelación entre los trabajadores Hatuey Liquet y compartes 
y la Compañía Elmhurst, C. por A., fueron depositados ante 

desde el 25 de szsptiembre de 1959, "una 
de la sentencia del Juzgado de Paz de 

Trabajo 
certificada qua, 

rito NaciOnal, del 6 de marzo de 1959", y el 
acto de fecha 3 de abril de 1959, del ministerial Luis A. Ca-

tado que contiene recurso de apelación" contra la sentencia 
antes indicada; que como la Cámara a qua no ponderó estos 
documentos los cuales hubieran podido eventualmente in-
fluir en el ánimo del Juez para darle a la litis una solición 
distinta, el medio que se examina debe ser acogido, y por 
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por falta 
de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás me-
dios del recurso: 

Considerando que de conformidad con el artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa 
una sentencia por falta de base legal las costas pueden ser 
compensadas. 

Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 5 de abril de 1961, por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional como 

Tribunal de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo y envía el asunto ante el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal: Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán. —Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

firmada, 

e f o r es  
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores le  Jueces d  cldies que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 

leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico, (Fdo,) Ernesto Curiel hijo, 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DE 1962 
Sentencia impugnada: 

Corte de Apelación de Santo Doming
o  dfecha 18 de mayo de 1961. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Maritza Gómez Báez de Bou. 
Abogado: Lic. Patricio V. Quiñones. 

Recurrido: 
Robinson Máximo Manuel Bou Alvarez. 

Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dornhúcana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día siete del mes de febrero de mil novecientos sesenta 
y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maritza 
Gómez Báez de Bou, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada en la ciudad de Santo 
Domingo, cédula 87827, serie 1, sello 29997176, contra sen-tencia 

dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha dieciocho de mayo 

del afio de mil novecientos sesentiuno; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rolí 

Patricio V. Quiñones, cédula 1273, serie 1, 

;c1Lmiicceta.morial de casación depositado en fecha vein-

telailReel  co VO:Pííislidsdidtb:ooenieecemllsal  ;ayo del año de mil novecientos sesenta y uno, 

sello 64, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 

men del Magistrado Procurador General de 

suscrito por el Lic. Patricio V. Quiñones, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha diecisiete de julio 
del año de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el 
Lic. Héctor E. Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 
34455, abogado de la parte recurrida Robinson Máximo Ma-
nuel Bou Alvarez, contador público y comerciante, casado, 
domiciliado y residente en la calle Dr. Delgado N 9  52, de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, cédula 53422, serie 1, 
sello 444; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 809 del Código Civil; y 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta que en ocasión de 
intentar Maritza Gómez Báez de Bou, una demanda en di-
vorcio contra su legítimo esposo Robinson Máximo Manuel 
Bou Alvarez, pidió a la jurisdicción apoderada, una vez aco-
gida su demanda, se le confiara la guarda de sus hijas Fedo-
ra Amelia y Mariangela, menores de cuatro años de edad, 
guarda que ella tenía de hecho, y que en este estado del 
procedimiento el ahora recurrido, Bou Alvarez, pidió al 
juez de los re'ferimientos, se le confiriera, dada la urgencia, 
la guarda d  a de.  las referidas menores, habiendo dictado con 
dicho motivo la jurisdicción apoderada una ordenanza cuyo 
dispositivo  lee así: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Declarar 
que el Juez de los Referimientos es competente para esta- 

por 108 motivos ya enunciados, sobre la demanda en 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DE 1962 
Sentencia impugnada: 

Corte de Apelación de Santo Doming 
fecha 18 de mayo de 1961. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Maritza Gómez Báez de Bou. 
Abogado: Lic. Patricio V. Quiñones. 

Recurrido: Robinson Máximo Manuel Bou Alvarez. 
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominica

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
P ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la o 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día siete del mes de febrero de mil novecientos sesenta 
y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maritza 
Gómez Báez de Bou, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada en la ciudad de Santo 
Domingo, cédula 87827, serie 1, sello 29997176, contra sen-tencia dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha dieciocho de mayo del 
año de mil novecientos sesentiuno; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol 

Oído el Lic. Patricio V. Quiñones, cédula 1273, serie 1, 
sello 64, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 

República; 

clouísdi oon:ls 
dictamen 

 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de mayo del año de mil novecientos sesenta y uno, 
suscrito por el Lic. Patricio V. Quiñones, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha diecisiete de julio 
del año de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el 
Lic. Héctor E. Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 
34455, abogado de la parte recurrida Robinson Máximo Ma-
nuel Bou Alvarez, contador público y comerciante, casado, 
domiciliado y residente en la calle Dr. Delgado N°  52, de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, cédula 53422, serie 1, 
sello 444; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 809 del Código Civil; y 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta que en ocasión de 
intentar Maritza Gómez Báez de Bou, una demanda en di-
vorcio contra su legítimo esposo Robinson Máximo Manuel 
Bou Alvarez, pidió a la jurisdicción apoderada, una vez aco-
gida su demanda, se le confiara la guarda de sus hijas Fedo-
ra Amelia y Mariangela, menores de cuatro años de edad, 
guarda que ella tenía de hecho, y que en este estado del 
procedimiento el ahora recurrido, Bou Alvarez, pidió al 
juez de los re'ferimientos, se le confiriera, dada la urgencia, 
la guarda de las referidas menores, habiendo dictado con 
tudichhopmor 

los 

 motivo la jurisdicción apoderada una ordenanza cuyo 
dispositivo dice así: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Declarar 
que el Juez de los Referimientos es competente para esta-

motivostuir,  ya enunciados, sobre la demanda en 
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atribución de la guarda de los menores de edad Fedora Al
ne‘  lia y Mariangela Bou Gómez, de que se trata, intentada 

por el Licenciado Robinson Máximo Manuel Bou Alva% 
contra su esposa Maritza Gómez Báez de Bou, según a

cto  de fecha veintiséis (26) del mes de enero del año 
1961, en  curso, notificado por el Alguacil Miguel Angel Rodrigo 

	

GUNDO: Rechaza 	 ; sz 

	

, 	las razones y
da en atribución de guardaa de menoresa expuestas la dema n  

, ya dicha; TERCERO: 
en causa"; Compensar, pura y simplemente, las costas entre las partes 

Considerando que habiendo recurrido en apelación con-
tra la referida ordenanza el actual recurrido Bou Alvarez, 
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en fechaa die. 

y 	, la 

	

ciocho de mayo de 	mil novecientos sesenta uno 	s cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA. 
LLA: PRIMERO: Admite en la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Revoca el ordinal segundo de la Or-
denanza dictada por el Magistrado Juez -Presidente de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera , 
Instancia del Distrito Nacional, en funciones de Juez de los 
Referimientos, en fecha nueve(9 

	

novecientos sesenta 	 ) de febrero del año mil y uno (1961), cuyo dispositivo se en-cuentra 
copiado en otro lugar del presente fallo; y, en 

con-secuencia, ordena que en cuanto a lo principal las partes 
se proveerán ante quien fuere de derecho, pero provisionalmen-

te y dada la urgencia del caso, las niñas Fedora Amelia 
y Mariangela, deben ser reintegradas a su padre Licenciado 

Robinson Máximo Manuel Bou Alvarez a quien corresponde 
la guarda de las mismas en virtud de las disposiciones 

del Código Civil; TERCERO: Ordenaque la presente sentencia 
sea provisionalmente ejecutoria y sin prestación de fianza; 

Y„, CUARTO: Compensa las costas"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada se ale-
gan los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Vio-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta 
de consignar en la sentencia impugnada las conclusiones 

de 

intimada en apelación". "Segundo Medio: Violación 
la Parte ulti  
del Párrafo  1, Art. 12 de la Ley de Divorcio N9  1306 bis, 

reformada por Ley N9  3932, de fecha 20 de septiembre de Po er 
954". "Tercer Medio: Falta de motivos"; 

1  Considerando que por el tercer medio del recurso la re- 
currente alega la violación del artículo 141 del Código de 
procedimiento Civil, debido a que la Corte a qua al dictar 

leti 
decisión no dió los motivos fundamentales sobre los cua-

les "necesariamente ha debido pronunciarse, como son los 
relativos a la atribución de la guarda teniendo en cuenta en 
primer término la mayor ventaja e interés de los meno-
res . que fué lo que precisamente el Juez de primer grado 
tuvo en cuenta para dictar su fallo"; 

Considerando que la Corte a qua para dictar su deci-
sión, se fundó, esencialmente en que "de acuerdo con lo que 
establece el artículo 373 del Código Civil, es al padre a quien 
le corresponde la guarda de sus hijos legítimos"; que si bien 
dicha Corte al revocar la decisión del juez de los referi-
mientos estaba en libertad de pronunciarse en el sentido en 
que lo hizo, esto es, confiriendo la guarda de las ya dichas 
menores a su legítimo padre, estaba obligada sin embargo 
a fundar su decisión en las circunstancias de hecho que se 
trataba de conjlrar, relativas a la mayor ventaja e interés 
actual de las menores Fedora Amelia y Mariangela, y que 
caracterizaban la urgencia justificativa de la demanda; que 
al dar como base de la decisión impugnada un motivo fun-
damental carente de pertinencia, la Corte a qua ha incurrido 
al dictar la sentencia impugnada en la violación invocada 
en el presente medio, por lo cual la sentencia recurrida debe 
ser casada sin que haya lugar a ponderar los demás medios 
del recurso"; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha die-
ciocho de mayo del año de mil novecientos sesenta y uno, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente 
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 
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atribución de la guarda de los menores de edad Fedora Ar
ne‘  ha y Mariangela Bou Gómez, de que se trata, in 

por el Licenciado Robinson Máximo Manuel Bou Alvtentada 

atto  contra su esposa Maritza Gómez Báez de Bou, según act
o  de fecha veintiséis (26) del mes de enero del año 

1961, en  curso, notificado por el Alguacil Miguel 
GUNDO: 	 Angel Rodrigo; st. Rechaza, por las razones ya expuestas la 

demanda
. 

en causa ; 

en atribución de guarda de menores, ya dicha; TERCER°

" 
Compensar, pura y simplemente, las costas entre las 

partes  

Considerando que habiendo recurrido en apelación con. 
tra la referida ordenanza el actual recurrido Bou Alvarez, 
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en fechaa die. 
ciocho de mayo de mil novecientos sesenta y uno, la snten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el sig,uiente: e 

"FA-LLA: 
PRIMERO: Admite en la forma, el presente de I 

apelación; SEGUNDO: Revoca el ordinal segundo recurso 
 de la Or. denanza dictada por el Magistrado Juez-Presid 

Cámara de lo Civil 	 ente de la / 
y Comercial del Juzgado de 	• Instancia del Distrito Nacional, en funciones de JuezPrimera 

 de lo Referimientos, en fecha nueve (9 	 s 
) de febrero del año mil novecientos sesenta y uno (1961), cuyo dispositivo 

se en-cuentra 
copiado en otro lugar del presente 'fallo; y, en 

con-secuencia, ordena que en cuanto a lo principal las partes 
se proveerán ante quien fuere de derecho, pero provisionalmen-

te y dada la urgencia del caso, las niñas Fedora Amelia 
y Mariangela, deben ser reintegradas a su padre Licenciado Robinson Máximo 

Manuel Bou Alvarez a quien corresponde 
la guarda de las mismas en virtud de las disposiciones del 
Código Civil; TERCERO: Ordena que la presente sentencia 
sea provisionalmente ejecutoria y sin prestación de fianza; 

Y CUARTO: Compensa las costas"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada se ale-
gan los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Vio' 
ladón del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta 
de consignar en la sentencia impugnada las 

conclusiones de 

intimada 
la Parte 

 i mada en apelación". "Segundo Medio: Violación 

de
l Párrafo 1, Art. 12 de la Ley de Divorcio N9  1306 bis, 

formada por la Ley N9  3932, de fecha 20 de septiembre de 
re 
1954'C'ons"Tiedle'Creanr dMoecid ioe: pFoarlt:l tdeercemromtiveodsio

"; del recurso la re-
currente alega la violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, debido a que la Corte a qua al dictar

u 
decisión no dió los motivos fundamentales sobre los cua-

les "necesariamente ha debido pronunciarse, como son los 
relativos a la atribución de la guarda teniendo en cuenta en 
primer término la mayor ventaja e interés de los meno-
res ... que fué lo que precisamente el Juez de primer grado 
tuvo en cuenta para dictar su fallo"; 

Considerando que la Corte a qua para dictar su deci-
sión, se fundó, esencialmente en que "de acuerdo con lo que 
establece el artículo 373 del Código Civil, es al padre a quien 
le corresponde la guarda de sus hijos legítimos"; que si bien 
dicha Corte al revocar la decisión del juez de los referi-
mientos estaba en libertad de pronunciarse en el sentido en 
que lo hizo, esto es, confiriendo la guarda de las ya dichas 
menores a su legítimo padre, estaba obligada sin embargo 
a fundar su decisión en las circunstancias de hecho que se 
trataba de conjlrar, relativas a la mayor ventaja e interés 
actual de las menores Fedora Amelia y Mariangela, y que 
caracterizaban la urgencia justificativa de la demanda; que 
al dar como base de la decisión impugnada un motivo fun-
damental carente de pertinencia, la Corte a qua ha incurrido 
al dictar la sentencia impugnada en la violación invocada 
en el presente medio, por lo cual la sentencia recurrida debe 
ser casada sin que haya lugar a ponderar los demás medios 
del recurso"; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha die-
ciocho de mayo del año de mil novecientos sesenta y uno, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente 
falló y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 
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sENTENCIA DE FECHA '7 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia  linpugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 29 de agosto del año 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Amadeo Benítez. 
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(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chuparn. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alf re. 

 do Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Genera). 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au• 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día siete de febre-
ro de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la Inde-
pendencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amadeo 
Benítez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 617, 
serie 67, cuyo sello de renovación no se especifica, domici-
liado en esta ciudad, contra sentencia correccional dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha vein-
tinueve de agosto de mil novecientos sesentiuno, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en la fecha misma de la deci-
sión impugnada, en la cual no se expresa ningún motivo de-
terminado de casación; 



(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Ber a. —F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupan¡, 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.-- Alf re. 

 do Conde Pausas.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

cm 401 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DE 1962 

sentenc ia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 29 de agosto del año 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Amadeo Benítez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día siete de febre-
ro de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la Inde-
pendencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amadeo 
Benítez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 617, 
serie 67, cuyo sello de renovación no se especifica, domici-
liado en esta ciudad, contra sentencia correccional dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha vein-
tinueve de agosto de mil novecientos sesentiuno, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en la fecha misma de la deci-
sión impugnada, en la cual no se expresa ningún motivo de-
terminado de casación; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber d el 
berado y vistos los artículos 379, 401 y 463 del Código p e 

 nal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la decisión impugnada y en lo s 

 documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) qu 
por actuaciones de la Policía Nacional, el prevenido Amad 
Benítez fué sometido a la acción de la justicia, por el deli 
de robo; b) que apoderada del asunto la Primera Cám 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó sobre el caso en fecha treintiuno del mes de mayo 
del año de 1961, una sentencia cuyo dispositivo se copia 
el de la decisión impugnada; 

Considerando que habiendo recurrido el prevenido en 
apelación, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en 
fecha veintinueve de agosto del año 1961, la sentencia ahora 
recurrida, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 
31 de mayo de 1961, cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice así: 'FALLA: Primero: Declara a Amadeo Benítez, de 
generales que constan, culpable del delito de robo, en per-
juicio de María Johnson de Núñez, y, en consecuencia, se 
le condena, a un mes de prisión correccional, más al pago 
de las costas penales causadas'. TERCERO: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa: "que un día de la primera quincena del mes de mayo 
de 1961, el prevenido, de oficio relojero, se presentó a la 
casa de la querellante María Johnson de Núñez, con el obje-
to de preguntarle si tenía algún reloj que arreglar, y éste, 
aprovechándose de la oportunidad de que dicha querellante 
entró un momento donde la dueña de la casa señora Ellabea 
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dulentamente edfeecutnoas:"4gaanveituaoscedrecaoadoe; duonndpe abaresdteaaresteenstaciduoe  
w. 

Honeycutt, el procesado Amadeo Benítez, sustrajo frau-

ro siguientes 

 tounl  valor de RD$400.00"; 
en Considerando que en los hechos así establecidos por la 

Cep iro:rnet be d aea 

titutivos del delito de robo de cosas cuyo valo
artíc
r no

ulo 401, 
de mil pesos oro; previsto y sancionado por el  
inciso segundo del Código Penal, con la pena de tres meses 

a un 
año de prisión correccional y multa de cincuenta a cien 

pesos; q  
hechos 

de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde, y que si bien solamente condenó al prevenido, d es-

cargo, a la pena de un mes de prisión correccional, sin que en 
pués de declararlo culpable de la infracción puesta a su 

la sentencia se declare el acoger en su favor el beneficio la ca-circunstancias atenuantes, esto no puede dar lugar a inte-
sación de la sentencia recurrida, por ser, contrario 

la causa, se encuentran reunidos los elementos cons- 
que fueron regularmente aportados en la instruc- q

ua mediante la ponderación de los elementos de 

ue, en consecuencia la Corte a qua atribuyó a los 

pero de buena calidad", efectos que ascienden 

excede 

al de 

rés del prevenido; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Amadeo Benítez, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha veintinueve de agosto de 
mil novecientos sesentiuno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

ha
(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 

F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupan!. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de 
berado y vistos los artículos 379, 401 y 463 del Código p 
nal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en lo s 
 documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

 por actuaciones de la Policía Nacional, el prevenido Amadeo 
Benítez fué sometido a la acción de la justicia, por el deli 
de robo; b) que apoderada del asunto la Primera Cám 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó sobre el caso en fecha treintiuno del mes de mayo 
del año de 1961, una sentencia cuyo dispositivo se copia en 
el de la decisión impugnada; 

Considerando que habiendo recurrido el prevenido en 
apelación, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en 
fecha veintinueve de agosto del año 1961, la sentencia ahora 
recurrida, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 
31 de mayo de 1961, cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice así: 'FALLA: Primero: Declara a Amadeo Benítez, de 
generales que constan, culpable del delito de robo, en per-
juicio de María Johnson de Núñez, y, en consecuencia, se 
le condena, a un mes de prisión correccional, más al pago 
de las costas penales causadas'. TERCERO: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa: "que un día de la primera quincena del mes de mayo 
de 1961, el prevenido, de oficio relojero, se presentó a la 
casa de la querellante María Johnson de Núñez, con el obje-
to de preguntarle si tenía algún reloj que arreglar, y éste, 
aprovechándose de la oportunidad de que dicha querellante 
entró un momento donde la dueña de la casa señora Ellabea 

BOLETÍN JUDICIAL 

el procesado Amadeo Benítez, sustrajo frau- 
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par de aretes que efectos: 4 anillos de oro; un p '
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pero de buena calidad", efectos que ascienden 
no son de oro 

Considerando que en los hechos así establecidos por la en total  q u a  

mediante la ponderación de los elementos de 
Corte 

t a a  l a un valor de RD$400.00"; 

regularmente aportados en la instruc-
Prueba que fueron regu 
ción de la causa, se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos dos de robo e cosas cuyo valor no excede 
de rail pesos oro; previsto y d sancionado por el artículo 401, 
inciso segundo del Código Fenal, con la pena de tres meses 
a un año de prisión correccional y multa de cincuenta a cien 
pesos; que, en consecuencia la Corte a qua atribuyó a los 
hechos de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde, y que si bien solamente condenó al prevenido, des-
pués de declararlo culpable de la infracción puesta a su 
cargo, a la pena de un mes de prisión correccional, sin que en 
la sentencia se declare el acoger en su favor el beneficio de 
circunstancias atenuantes, esto no puede dar lugar a la ca-
sación de la sentencia recurrida, por ser, contrario al inte-

rés del prevenido; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Amadeo Benítez, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha veintinueve de agosto de 
mil novecientos sesentiuno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente Tallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E . Ravelo de la Fuente.— Manuel P. Bergés Chupan!. 
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—Barón T. Sánchez L.— Ole rio Helena Guzmán.— E r, nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qu e  certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

UDICIAL 	 197 

SENTENCIA DE FE 	7 DE FEBRERO DE 1962 

la Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
Sentene  fecha 31 de agosto de 1961. 

yfateria: Penal. 

Recurrentes: Procurador General de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo y Alberto Andrés Pérez Tolentino, 

bogados; de Alberto Andrés Pérez Tolentino, Dra. Altagracia G. 

Maldonado P., Dr. Victor Manuel Mangual y Dr. Radha-

més P. Maldonado P. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día siete del mes de febrero de mil novecientos se-
senta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go y por Alberto Andrés Pérez Tolentino, dominicano, ma-
yor de edad, oficinista, domiciliado y residente en la casa 
N9  67 de la calle "Ana Valverde", de esta ciudad, cédula 
N' 31420, serie 31, sello N° 1452166, contra sentencia co-
rreccional dictada en fecha 31 de agosto de 1961, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copla más adelante; 
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—Barón T. Sánchez L.— Ole\fa rio Helena Guzmán. 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qu e  certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sENTENC1A DE FEC1L 7 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 31 de agosto de 1961. 

Materia: Penal. 

rtecurreffics: Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo y Alberto Andrés Pérez Tolentino. 

Abogados: de Alberto Andrés Pérez Tolentino, Dra. Altagracia G. 

Maldonado P., Dr. Victor Manuel Mangual y Dr. Radha-

rnés P. Maldonado P. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día siete del mes de febrero de mil novecientos se-
senta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go y por Alberto Andrés Pérez Tolentino, dominicano, ma-
yor de edad, oficinista, domiciliado y residente en la casa 
N9 67 de la calle "Ana Valverde", de esta ciudad, cédula 
N" 31420, serie 31, sello 1\7° 1452166, contra sentencia co-
rreccional dictada en fecha 31 de agosto de 1961, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Altagracia García Maldonado Pinales, cé, 

dula 38221, serie P, sello N9  76477, por sí y por los docto. 
res Víctor Manuel Mangual, cédula 18900, serie 13, sello 
N9 2170, y Radhamés B. Maldonado Pinales, cédula N4 
50563, serie P, sello N9 68656, abogados del recurrente Al. 
berto Andrés Pérez Tolentino, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha 7 de septiembre de 
1961, a requerimiento del Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en la cual se invocan los 
medios que más luego serán enunciados; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, en fecha 7 de septiembre de 1961, a requeri-
miento del doctor Radhamés B. Maldonado y Pinales, abo-
gado del recurrente Alberto Andrés Pérez Tolentino, en la 
cual se expresa que los medios en que se funda este recurso 
"serán expuestos en el memorial de casación que será de-
positado oportunamente"; 

Visto el memorial de casación de fecha 10 de noviembre 
de 1961, suscrito por los doctores Víctor Manuel Mangual, 
Radhamés B. Maldonado Pinales y Altagracia G. Maldona-
do Pinales, abogados del recurrente Alberto Andrés Pérez 
Tolentino, en el cual se invocan los medios que más adelan-
te serán expuestos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408 del Código Penal; 269, 272 
y 273 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Códi-
go Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
30 de septiembre de 1960, S. Marino Arvelo G. presentó que- 
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ante el Procurador Fiscal del Distrito Nacional contra 
rella 
Alberto 

Andrés Pérez por el hecho de éste haber dispuesto 

Provecho de. 
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del Distrito Nacinal
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 dicto un

de 
 reque
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 rimiento mediante

Fiscal 
 el 

o  
cual apoderó al Juez de Instrucción de la Primera Circuns-
cripción del mismo Distrito Judicial, para que instruyera la 

sumaria 
óna correspondiente, por tratarse del crimen de abuso cai 

de confianza por una suma mayor de un mil pesos; c) 
que en fecha 7 de diciembre de 1960, el Juez de Instrucción 
dictó acerca del hecho la siguiente providencia calificativa-
"RESOLVEMOS: Primero: Declarar, como en efecto decla 
ramos, que existen cargos suficientes para considerar al 
nombrado Alberto Andrés Pérez, como autor del cPesos, rimen d

en 
e 

Abuso de Confianza por una suma Mayor de Mil  
perjuicio de Marino Arvelo González, hecho éste previsto y 
sancionado por el artículo 408, en su primera parte, párrafo 
único, (Modificado por la Ley N' 461, del 17 de mayo del 
1941, publicada en la Gaceta Oficial N^ 5595), del Código 
Penal, y de los cuales cargos está apoderada la Primera Cá-
mara, del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal. Segundo: Enviar, como en efecto enviamos, por ante el 
Tribunal Criminal, al nombrado Alberto Andrés Pérez, para 
que allí sea juzgado por la infracción de que está inculpado 
de acuerdo a la ley que rige la materia; y Tercero: Que la 
presente providencia calificativa sea notificada por nuestro 
Secretario tanto al Magistrado Procurador Fiscal, cuanto al 
mencionado inculpado, y que las actuaciones de la instruc-
ción y un estado de los documentos y objetos que han de 
obrar como elementos de convicción sean trasmitidos inme-
diatamente después de expirado el plazo de apelación de que 
es suceptible esta providencia calificativa, a dicho funcio-
nario para los fines que establece la ley"; d) que así apode-
rada del caso, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 5 de 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Altagracia García Maldonado Pinales, 

dula 38221, serie 11, sello N9  76477, por sí y por los docto. 
res Víctor Manuel Mangual, cédula 18900, serie 13, sello  
I\19 2170, y Radhamés B. Maldonado Pinales, cédula N9 
50563, serie Di, sello N9 68656, abogados del recurrente 
berto Andrés Pérez Tolentino, en la lectura de sus co 
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la . 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha 7 de septiembre de 
1961, a requerimiento del Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en la cual se invocan los 
medios que más luego serán enunciados; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, en fecha 7 de septiembre de 1961, a requeri-
miento del doctor Radhamés B. Maldonado y Pinales, abo-
gado del recurrente Alberto Andrés Pérez Tolentino, en la 
cual se expresa que los medios en que se funda este recurso 
"serán expuestos en el memorial de casación que será de-
positado oportunamente"; 

Visto el memorial de casación de fecha 10 de noviembre 
de 1961, suscrito por los doctores Víctor Manuel Mangual, 
Radhamés B. Maldonado Pinales y Altagracia G. Maldona-
do Pinales, abogados del recurrente Alberto Andrés Pérez 
Tolentino, en el cual se invocan los medios que más adelan-
te serán expuestos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408 del Código Penal; 269, 272 
y 273 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Códi-
go Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
30 de septiembre de 1960, S. Marino Arvelo G. presentó que- 
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 dictó un requerimiento mediante

Fiscal 
 el 

al Juez de Instrucción de la Primera Circuns- 
cripción del mismo Distrito Judicial, para que instruyera la 
sumaria correspondiente, por tratarse del crimen de abuso 
de confianza por una suma mayor de un mil pesos; c) 
que en fecha 7 de diciembre de 1960, el Juez de Instrucción 
dictó acerca del hecho la siguiente providencia calificativa . 

 "RESOLVEMOS: Primero: Declarar, como en efecto decla-
ramos, que existen cargos suficientes para considerar al 
nombrado Alberto Andrés Pérez, como autor del crimen de 
Abuso de Confianza por una suma Mayor de Mil Pesos, en 
perjuicio de Marino Arvelo González, hecho éste previsto y 
sancionado por el artículo 408, en su primera parte, párrafo 
único, (Modificado por la Ley 1\1 6  461, del 17 de mayo del 
1941, publicada en la Gaceta Oficial N^ 5595), del Código 
Penal, y de los cuales cargos está apoderada la Primera Cá-
mara, del Juzgado de Primera Instancia del Distrito an N acio

el  
- 

nal. Segundo: Enviar, como en efecto enviamos, por te  
Tribunal Criminal, al nombrado Alberto Andrés Pérez, para 
que allí sea juzgado por la infracción de que está inculpado 
de acuerdo a la ley que rige la materia; y Tercero: Que la 
presente providencia calificativa sea notificada por nuestro 
Secretario tanto al Magistrado Procurador Fiscal, cuanto al 
mencionado inculpado, y que las actuaciones de la instruc-
ción y un estado de los documentos y objetos que han de 
obrar como elementos de convicción sean trasmitidos inme-
diatamente después de expirado el plazo de apelación de que 
es suceptible esta providencia calificativa, a dicho funcio-
nario para los fines que establece la ley"; d) que así apode-
rada del caso, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 5 de 
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julio de 1961, la sentencia que contiene el dispositivo que 
sigue: "FALLA: PRIMERO: Varía la calificación dada a 
los hechos puestos a cargo del nombrado Alberto Andrés 
Pérez Tolentino, de generales que constan, del crimen de 
abuso de confianza por una suma mayor de mil pesos en 
perjuicio de Salvador Marino Arvelo González, por la del 
delito de abuso de confianza, y en consecuencia, lo declara 
culpable de dicho delito y lo condena a sufrir dos (2) 
meses de prisión correccional; y al pago de una multa de 
RD$50.00, multa que en caso de insolvencia compensará con 
prisión a razón de un día por cada peso dejado de pagar; Se-
gundo: Declarar, regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por Salvador 
Marino Arvelo González, representado por el Lic. J. Agustín 
Gautier Chalas en contra de Alberto Andrés Pérez Tolenti-
no, y en cuanto al fondo se condena a Alberto Andrés Pérez 
Tolentino a restituir la suma de RD$729.22, en favor de la 
parte civil constituída, suma esta disipada por el acusado 
en perjuicio de la mencionada parte civil constituida: Ter-
cero: Declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por Alberto An-
drés Pérez Tolentino, representado por el Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual, en contra de Salvador Marino Arvelo Gon-
zález, y en cuanto al fondo rechaza sus conclusiones por 
improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Declara la incom-
petencia del Tribunal para conocer y fallar en cuanto a la 
restitución de la consola marca "Lowe-Opta", modelo Vi-
trina Nogal, 2154-W, Número y Serie, 21-294-93, en razón 
de la materia; Quinto: Condena a Andrés Alberto Pérez 
Tolentino, al pago de las costas penales causadas; Sexto: 
Compensa pura y simplemente las costas civiles causadas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación 
terpuestos por el Procurador General de la Corte de Apela -
ción de Santo Domingo, el acusado y las partes civiles cons-
tituidas, intervino la sentencia ahora impugnada en casa -
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: A 
te en la forma, los presentes recursos de apelación; Segun 

Revoca la sentencia apelada, dictada en atribuciones cri-
minales por la primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 del mes 
de julio del año 1961, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
primero: Varía la calificación dada a los hechos puestos a 
cargo del nombrado Alberto Andrés Pérez Tolentino, de 
generales que constan, del crimen de abuso de confianza 
por una suma mayor de mil pesos en perjuicio de Salvador 
Marino Arvelo González, por la del delito de abuso de con-
fianza, y, en consecuencia, lo declara culpable de dicho deli-
to y lo condena a sufrir Dos (2) Meses de prisión correccio-
nal; y al pago de una multa de RD$50.00, multa que en 
caso de insolvencia compensará con prisión a razón de un 
día por cada peso dejado de pagar; Segundo: Declarar, re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por Salvador Marino Arvelo Gon-
zález, representado por el Lic. J. Agustín Gautier Chalas en 
contra de Alberto Andrés Pérez Tolentino, y en cuanto al 
fondo se condena a Alberto Andrés Pérez Tolentino, a resti-
tuir la suma de RD$729.22 en favor de la parte civil cons-
tituida, suma ésta disipada por el acusado en perjuicio de 
la mencionada parte civil constituida; Tercero: Declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por Alberto Andrés Pérez Tolenti-
no, representado por el Dr. Víctor Manuel Mangual, en 
contra de Salvador Marino Arvelo González, y, en cuanto al 
fondo rechaza sus conclusiones por improcedentes y mal 
fundadas; Cuarto: Declara la incompetencia del Tribunal 
para conocer y fallar en cuanto a la restitución de la conso-
la marca "Lowe Opta", modelo vitrina Nogal, 2154-W nú-
mero y serie 21-294-93, en razón de la materia; Quinto: Con-
dena a Andrés Alberto Pérez Tolentino, al pago de las cos-
tas penales causadas; Sexto: Compensa pura y simplemente 
las costas civiles causadas". y actuando por propia autoridad 
descarga al acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino del 
crimen de abuso de confianza por una suma mayor de mil 
Pesos oro, en perjuicio de Marino Salvador Amelo Gonzá- 
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te en la forma, los presentes recursos de apelación; Segundo' 

julio de 1961, la sentencia que contiene el dispositivo qu e 
 sigue: "FALLA: PRIMERO: Varía la calificación dada a 

los hechos puestos a cargo del nombrado Alberto Andrés 
Pérez Tolentino, de generales que constan, del crimen de 
abuso de confianza por una suma mayor de mil pesos en 
perjuicio de Salvador Marino Arvelo González, por la del 
delito de abuso de confianza, y en consecuencia, lo declara 
culpable de dicho delito y lo condena a sufrir dos (2) 
meses de prisión correccional; y al pago de una multa de 
RD$50.00, multa que en caso de insolvencia compensará con 
prisión a razón de un día por cada peso dejado de pagar; Se-
gundo: Declarar, regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por Salvador 
Marino Arvelo González, representado por el Lic. J. Agustín 
Gautier Chalas en contra de Alberto Andrés Pérez Tolenti-
no, y en cuanto al fondo se condena a Alberto Andrés Pérez 
Tolentino a restituir la suma de RD$729.22, en favor de la 
parte civil constituida, suma esta disipada por el acusado 
en perjuicio de la mencionada parte civil constituida: Ter-
cero: Declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por Alberto An-
drés Pérez Tolentino, representado por el Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual, en contra de Salvador Marino Arvelo Gon-
zález, y en cuanto al fondo rechaza sus conclusiones por 
improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Declara la incom-
petencia del Tribunal para conocer y fallar en cuanto a la 
restitución de la consola marca "Lowe-Opta", modelo Vi-
trina Nogal, 2154-W, Número y Serie, 21-294-93, en razón 
de la materia; Quinto: Condena a Andrés Alberto Pérez 
Tolentino, al pago de las costas penales causadas; Sexto: 
Compensa pura y simplemente las costas civiles causadas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el acusado y las partes civiles cons-
tituidas, intervino la sentencia ahora impugnada en casa -
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Adrni• 

Revoca la sentencia apelada, dictada en atribuciones cri- 
primera Cámara de lo Penal del Juzgado de inales Por la 

primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 del mes 
de julio del año 1961, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
primero: Varía la calificación dada a los hechos puestos a 
cargo del nombrado Alberto Andrés Pérez Tolentino, de 
generales que constan, del crimen de abuso de confianza 
por una suma mayor de mil pesos en perjuicio de Salvador 
Marino Arvelo González, por la del delito de abuso de con-
fianza, y, en consecuencia, lo declara culpable de dicho deli-
to y lo condena a sufrir Dos (2) Meses de prisión correccio-
nal; y al pago de una multa de RD$50.00, multa que en 
caso de insolvencia compensará con prisión a razón de un 
día por cada peso dejado de pagar; Segundo: Declarar, re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por Salvador Marino Arvelo Gon-
zález, representado por el Lic. J. Agustín Gautier Chalas en 
contra de Alberto Andrés Pérez Tolentino, y en cuanto al 
fondo se condena a Alberto Andrés Pérez Tolentino, a resti-
tuir la suma de RD$729.22 en favor de la parte civil cons-
tituida, suma ésta disipada por el acusado en perjuicio de 
la mencionada parte civil constituída; Tercero: Declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por Alberto Andrés Pérez Tolenti-
no, representado por el Dr. Víctor Manuel Mangual, en 
contra de Salvador Marino Arvelo González, y, en cuanto al 
fondo rechaza sus conclusiones por improcedentes y mal 
fundadas; Cuarto: Declara la incompetencia del Tribuna] 
Para conocer y fallar en cuanto a la restitución de la conso-
la marca "Lowe Opta", modelo vitrina Nogal, 2154-W nú-
mero y serie 21-294-93, en razón de la materia; Quinto: Con-
dena a Andrés Alberto Pérez Tolentino, al pago de las cos-
tas penales causadas; Sexto: Compensa pura y simplemente 
las costas civiles causadas". y actuando por propia autoridad 
descarga al acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino del 
Crimen de abuso de confianza por una suma mayor de mil 
pesos oro, en perjuicio de Marino Salvador Arvelo Gonzá- 
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lez, por no existir en la especie violación de ninguno de los 
contratos que limitativamente establece el artículo 408 d el 
Código Penal; y ordena en consecuencia, su libertad, a no s er 

 que se encuentre retenido por otra causa; Tercero: Admi, 
te en cuanto a la forma, las constituciones en parte ci vil 
de que se trata; Cuarto: Rechaza por improcedentes, la s 

 conclusiones de la parte civil y la del prevenido constituido 
 en parte civil; Quinto: Compensa las costas civiles entre 

 ambas partes; y Sexto: Declara las costas penales de oficio"; 

En cuanto al recurso del Procurador General de la 
Corte a qua 

Considerando que en el acta del recurso consta que el 
recurrente declaró lo siguiente: "Que el motivo de este 
recurso es por considerar que la Corte ha hecho una des-
ajustada interpretación de las apreciaciones muy genera-
lizadas en el comercio, de despacho de mercancías en con-
signación, al considerar que no encuadra dentro de las dis-
posiciones del artículo 408 del Código Penal, la falta del 
depositario de no rendir cuenta dentro del plazo determina-
do, o de devolver dentro del mismo plazo las mercancías no 
vendidas, como en el caso de la especie en que se determinó 
que el inculpado no devolvió al vencimiento del plazo acor-
dado ni posteriormente, parte de las mercancías que recibió 
en consignación, ni cubrió el importe de las mismas ascen-
dentes a un valor superior a mil pesos. Que en esas opera-
ciones, la una parte reune la doble calidad de comprador 
y depositario, lo que resulta del hecho de recibir las mer-
cancías con sus precios determinados y la obligación de 
devolver las mercancías no vendidas. Que en esas circuns -
tancias consideramos que al no cumplir con su obligación el 
inculpado, violó uno de los contratos encuadrados, por el 
artículo 408 del Código Penal y en ese orden la Corte (a qua) 
hizo una errónea interpretación del artículo citado"; 

Considerando que uno de los elementos esenciales para 
la existencia del abuso de confianza previsto por el artítu ddikic  

408 del código Penal, es que el contrato de cuya violación 

s
e trate sea de los enumerados en _dicho texto legal, esto 

es,  de  un contrato de alquiler, depósito, mandato, prenda, 
préstamo a uso o comodato, o de los contratos para los cua-
les la cosa ha sido entregada para un trabajo asalariado o 

„o a
salariado o que impliquen el deber de presentar o devol-

;-
erlsa cosa confiada o de hacer una aplicación determinada; 

Considerando, que los Jueces del fondo tienen facultad 

para apreciar soberanamente, conforme a la común inten-
ción de las partes, el sentido y el alcance de las cláusulas 
de un contrato tomado como base para un sometimiento por 
abuso de confianza, a fin de determinar la verdadera natu-
raleza jurídica de la convención; 

Considerando, que en la especie, en la sentencia impug-
nada consta que la Corte a qua estableció, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, los si-
guientes hechos: "a) que desde el mes de octubre del año 
1957, hasta principio del año 1960, entre el comerciante 
Salvador Marino Arvelo González, parte civil constituida, 
y el acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino, de ocupación 
agente vendedor, se realizaron en distintas ocasiones y en 
forma casi sucesiva una serie de operaciones comerciales, en 
las cuales la parte civil constituida entregaba al acusado 
cierta cantidad de mercancías en consignación, pero con la 
facultad para el acusado de venderlas a su mejor convenien-
cia, y al precio fijado por él a su entera libertad; b) que en 
dichas operaciones se fijaba un término de 30 días para el 
Pago de las facturas correspondientes y se le otorgaba ade-
más 
Poder devolver las mercancías que no vendiera, y que según 
su propia declaración, el acusado era como el dueño de di- 
chas al 

ea 	por la parte civil constituida, el derecho de 

mercancías; ca ncias; c) que en las copias de las facturas que 
figuran en el expediente, en la casilla correspondiente a las 
condiciones, reza la expresión: "en consignación por 30 
días". y a

l 

pie de las mismas facturas hay una nota que 
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lez, por no existir en la especie violación de ninguno de lo s 
 contratos que limitativamente establece el artículo 408 dei 

Código Penal; y ordena en consecuencia, su libertad, a no ser  
que se encuentre retenido por otra causa; Tercero: Admi, 
te en cuanto a la forma, las constituciones en parte civil 
de que se trata; Cuarto: Rechaza por improcedentes, l as 

 conclusiones de la parte civil y la del prevenido constituido 
 en parte civil; Quinto: Compensa las costas civiles entre 

 ambas partes; y Sexto: Declara las costas penales de oficio";  

En cuanto al recurso del Procurador General de la 
Corte a qua 

Considerando que en el acta del recurso consta que el 
recurrente declaró lo siguiente: "Que el motivo de este 
recurso es por considerar que la Corte ha hecho una des-
ajustada interpretación de las apreciaciones muy genera-
lizadas en el comercio, de despacho de mercancías en con-
signación, al considerar que no encuadra dentro de las dis-
posiciones del artículo 408 del Código Penal, la falta del 
depositario de no rendir cuenta dentro del plazo determina-
do, o de devolver dentro del mismo plazo las mercancías no 
vendidas, como en el caso de la especie en que se determinó 
que el inculpado no devolvió al vencimiento del plazo acor-
dado ni posteriormente, parte de las mercancías que recibió 
en consignación, ni cubrió el importe de las mismas ascen-
dentes a un valor superior a mil pesos. Que en esas opera-
ciones, la una parte reune la doble calidad de comprador 
y depositario, lo que resulta del hecho de recibir las mer-
cancías con sus precios determinados y la obligación de 
devolver las mercancías no vendidas. Que en esas circuns -
tancias consideramos que al no cumplir con su obligación el 
inculpado, violó uno de los contratos encuadrado:, por el 
artículo 408 del Código Penal y en ese orden la Corte (a qua) 
hizo una errónea interpretación del artículo citado"; 

Considerando que uno de los elementos esenciales 
la existencia del abuso de confianza previsto por el a  

408 del Código Penal, es que el contrato de cuya violación 

se trate 
sea de los enumerados en dicho texto legal, esto 

es,  de un contrato de alquiler, depósito, mandato, prenda, 
préstamo a uso o comodato, o de los contratos para los cua-
les la cosa ha sido entregada para un trabajo asalariado o 

asalariado o que impliquen el deber de presentar o devol-

Jr la cosa confiada o de hacer una aplicación determinada; 
Considerando, que los Jueces del fondo tienen facultad 

para apreciar soberanamente, conforme a la común inten-
ción de las partes, el sentido y el alcance de las cláusulas 
de un contrato tomado como base para un sometimiento por 
abuso de confianza, a fin de determinar la verdadera natu-
raleza jurídica de la convención; 

Considerando, que en la especie, en la sentencia impug-
nada consta que la Corte a qua estableció, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, los si-
guientes hechos: "a) que desde el mes de octubre del año 
1957, hasta principio del año 1960, entre el comerciante 
Salvador Marino Arvelo González, parte civil constituida, 
y el acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino, de ocupación 
agente vendedor, se realizaron en distintas ocasiones y en 
forma casi sucesiva una serie de operaciones comerciales, en 
las cuales la parte civil constituida entregaba al acusado 
cierta cantidad de mercancías en consignación, pero con la 
facultad para el acusado de venderlas a su mejor convenien-
cia, y al precio fijado por él a su entera libertad; b) que en 
dichas operaciones se fijaba un término de 30 días para el 
Pago de las facturas correspondientes y se le otorgaba ade-
más s aml 

mercancías; 

por la parte civil constituída, el derecho de 
Poder devolver las mercancías que no vendiera, y que según 
su propia declaración, el acusado era como el dueño de di-

e en el expediente, en la casilla correspondiente a las 
cmlasza; cl) que en las copias de las facturas que 

figuran 
la expresión: "en consignación por 30 ejiansd,i,ioynaecs, anl 

pie de las mismas facturas hay una nota que 



• 
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dice: "No haremos nuevos pedidos si no ha cancelado el a n, 
terior. Los despachos son por cuenta y riesgo del compr a

-dor"; y d) que de acuerdo con la declaración de la parte 
 civil constituida Salvador Marino Arvelo González, ésta 
 dice: yo no interfería en la venta en nada, él era como duo, 

ño de las mercancías; él sabía lo que hacía, si él las vendía 
o las regalaba eran cosas de él, un asunto de él, si no las 
vendía él podía devolver todo y mi obligación era recibirla"; 

Considerando que los jueces del fondo expresan, ade-
más, en su sentencia, "que de los hechos y circunstancias de 
la causa ha quedado revelado que la común intención de las 
partes ha sido la de otorgar por la parte civil constituida al 
acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino, la transferencia 
de la propiedad de las mercancías facturadas, ya que dicho 
acusado tenía el derecho de disponer de las mismas a su

, 

entera conveniencia o interés, con lo cual quedaría desnatu-
ralizado en su esencia jurídica, tanto un contrato de depó-
sito como de mandato, ya que en el primero, se recibe 
cosa de otro con la obligación de guardarla y restituirla en 
riaturaleza, y en el segundo, el mandante encarga al manda-
tario de hacer un acto en su nombre y por su cuenta, y en 
el caso ocurrente, el acusado realizaba las ventas de las 
mercancías por su propia cuenta"; que "en vista de los ra-
zonamientos anteriormente expresados, esta Corte es de 
criterio que en la especie se trata de un contrato de venta 
condicional y a término"; 

Considerando que lo anteriormente transcrito pone de 
manifiesto, que para darle al contrato su verdadera califi-
cación legal, los jueces del fondo han apreciado mediante 
los elementos de prueba sometidos al debate, que el contrato 
intervenido entre las partes constituye una "venta condicio -
nal a término", conforme a la común intención de las par-
tes, y no el contrato que se indica en el escrito de la con-
vención; que siendo esta una apreciación soberana de los 
Jueces de la causa, escapa a la censura de la casación; 

Considerando que la venta es un contrato que no está 
comprendido entre los enunciados por el citado artículo 408 
del  código penal; que, en consecuencia, al haberse descarga-

do al acusado del crimen de abuso de confianza que se le im-
putó, por no haberlo cometido, en la sentencia impugnada 

se 
 ha hecho una correcta interpretación de ese texto legal; 

En cuanto al recurso del acusado constituido en parte Civil. 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: "Medio: Unico: Violación al 
artículo 269 del Código de Procedimiento Criminal. Viola-
ción al artículo 273 del Código de Procedimiento Criminal. 
Desnaturalización de los hechos. Falta de base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio 
propuesto, el recurrente, sostiene, en síntesis, que el quere-
llante S. Marino Arvelo G., "teniendo pleno conocimiento 
de la existencia de un contrato puramente civil" entre ellos, 
"quiso desnaturalizarlo por todos los medios a su alcance, 
para llevar en forma acomodaticia al recurrente a la juris-
dicción criminal y ocasionarle los daños y perjuicios que 
no ha querido reconocer la jurisdicción de segundo grado"; 
que las pruebas aportadas al debate para establecer la falta 
cometida por el querellante, constituido en parte civil, no 
fueron ponderadas por los jueces del fondo; que esas prue-
bas "ponen de manifiesto, que contrariamente a como lo 
ha apreciado la Corte a qua, sí hubo mala fé y ligereza 
censurable de parte de Salvador Marino Arvelo González", 
al "ocultar la realidad de los hechos, negarlos por ante la 
jurisdicción correspondiente, y finalmente tergiversarlos, 
primero, con el deliberado propósito de obtener un pago 
violento de parte del recurrente, y segundo, causarle los 
daños y perjuicios que le ocasionó con las molestias, morti-
ficaciones y penalidades sufridas a través de todo el curso 
del proceso"; por todo lo cual "resulta evidente que la Corte 
A qua, al rechazar la demanda reconvencional en dalos y 
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dice: "No haremos nuevos pedidos si no ha cancelado el an, 
tenor. Los despachos son por cuenta y riesgo del compr a, 
dor"; y d) que de acuerdo con la declaración de la parte 

 civil constituida Salvador Marino Arvelo González, esta 
 dice: yo no interfería en la venta en nada, él era como due. 

ño de las mercancías; él sabía lo que hacía, si él las vendí a  
o las regalaba eran cosas de él, un asunto de él, si no las 
vendía él podía devolver todo y mi obligación era recibirla" ;  

Considerando que los jueces del fondo expresan, ade. 
más, en su sentencia, "que de los hechos y circunstancias de 
la causa ha quedado revelado que la común intención de las 
partes ha sido la de otorgar por la parte civil constituida al 
acusado Alberto Andrés Pérez Tolentino, la transferencia 
de la propiedad de las mercancías facturadas, ya que dicho 
acusado tenía el derecho de disponer de las mismas a su 
entera conveniencia o interés, con lo cual quedaría desnato- 
ralizado en su esencia jurídica, tanto un contrato de depó-
sito como de mandato, ya que en el primero, se recibe la 
cosa de otro con la obligación de gilardarla y restituirla en 
iiaturaleza, y en el segundo, el mandante encarga al manda-
tario de hacer un acto en su nombre y por su cuenta, y en 
el caso ocurrente, el acusado realizaba las ventas de las 
mercancías por su propia cuenta"; que "en vista de los ra-
zonamientos anteriormente expresados, esta Corte es de 
criterio que en la especie se trata de un contrato de venta 
condicional y a término"; 

Considerando que lo anteriormente transcrito pone de 
manifiesto, que para darle al contrato su verdadera califi-
cación legal, los jueces del fondo han apreciado mediante 
los elementos de prueba sometidos al debate, que el contrato 
intervenido entre las partes constituye una "venta condicio -
nal a término", conforme a la común intención de las par-
tes, y no el contrato que se indica en el escrito de la con-
vención; que siendo esta una apreciación soberana de los 
Jueces de la causa, escapa a la censura de la casación; 

41 considerando que la venta es un contrato que no está 
emprendido entre los enunciados por el citado artículo 408 

mi 
código penal; que, en consecuencia, al haberse descarga-

-do—al acusado del crimen de abuso de confianza que se le im-

putó , 

por no haberlo cometido, en la sentencia impugnada 

se 
 ha hecho una correcta interpretación de ese texto legal; 

En cuanto al recurso del anisado constituido en parte Civil. 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: "Medio: Unico: Violación al 
artículo 269 del Código de Procedimiento Criminal. Viola-
ción al artículo 273 del Código de Procedimiento Criminal. 
Desnaturalización de los hechos. Falta de base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio 
propuesto, el recurrente, sostiene, en síntesis, que el quere-
llante S. Marino Arvelo G., "teniendo pleno conocimiento 
de la existencia de un contrato puramente civil" entre ellos, 
"quiso desnaturalizarlo por todos los medios a su alcance, 
para llevar en forma acomodaticia al recurrente a la juris-
dicción criminal y ocasionarle los daños y perjuicios que 
no ha querido reconocer la jurisdicción de segundo grado"; 
que las pruebas aportadas al debate para establecer la falta 
cometida por el querellante, constituido en parte civil, no 
fueron ponderadas por los jueces del fondo; que esas prue-
bas "ponen de manifiesto, que contrariamente a como lo 
ha apreciado la Corte a qua, sí hubo mala fé y ligereza 
censurable de parte de Salvador Marino Arvelo González", 
al "ocultar la realidad de los hechos, negarlos por ante la 
jurisdicción correspondiente, y finalmente tergiversarlos, 
primero, con el deliberado propósito de obtener un pago 
violento de parte del recurrente, y segundo, causarle los 
"¡los y perjuicios que le ocasionó con las molestias, morti-
ficaciones y penalidades sufridas a través de todo el curso 
del proceso"; por todo lo cual "resulta evidente que la Corte 
A qua, al rechazar la demanda reconvencional en daños y 



206 	 BOLETÍN JUDICIAL 

perjuicios incoada por el recurrente Alberto Andrés Pé rez 
 Tolentino, contra la parte civil constituída, Salvador Marino 

 Arvelo González, violó los artículos 269 y 273 del Código 
 de Procedimiento Criminal, desnaturalizó los hechos y dicto 

 una sentencia falta de base legal"; 

Considerando que, en principio, el ejercicio de un de-
recho no puede ser la fuente de daños y perjuicios contra el 
titular de ese derecho, puesto que toda reparación o indem. 
nización tiene por fundamento una falta que no existe cuan-
do el daño es causado por dicho ejercicio; que para poder 
imputar una falta generadora de responsabilidad al titular 
de un derecho, es indispensable establecer que hubo ligereza 
censurable, o que el móvil del ejercicio del derecho o el 
fin del mismo es contrario al espíritu del derecho ejercido, 
o que este ejercicio obedece al propósito ilícito de perjudicar 
a otra persona; que, en la sentencia impugnada consta que, 
en la especie, fué establecido "por los documentos que 
obran en el expediente, que la querella y la constitución en 
parte civil del señor Salvador Marino Arvelo González fue-
ron hechas en ejercicio de los derechos que le acuerdan los 
artículos 63 y 67 del Código de Procedimiento Criminal, y 
que con ello la parte civil constituída no ha cometido nin-
guna falta, ya que los debates del proceso revelan que al 
obrar como lo hizo, el señor Salvador Marino Arvelo Gon-
zález no realizó una acción de mala fé, ni cometió ligereza 
censurable, no habiendo incurrido con su hecho en nada que 
comprometa su responsabilidad civil"; que esa compro-
bación, de que Salvador Marino Arvelo González, al pre-
sentar la querella y constituirse en parte civil, no obró de 
mala fé ni con ligereza censurable, se ajusta a los hechos 
comprobados soberanamente por los jueces del fondo; que 
lo anteriormente expuesto demuestra también que los he-
chos de la causa no han sido desnaturalizados, y que el 
fallo impugnado contiene una exposición completa de los 
mismos, que ha permitido verificar que la ley ha sido en es- 
te aspecto correctamente aplicada; • 
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Considerando, en cuanto a la violación del artículo 273 

del Código de 
Procedimiento Criminal, que esta disposición 

limita a prescribir que "la misma sentencia de ab-

solución 
se limita 

o condenación del acusado, pronunciará respecto a 

sil daños y perjuicios reclamados por éste o por la parte 

-ir; que la sentencia impugnada, que descargó al acusado 

Alberto Andrés Pérez Tolentino de la acusación puesta a su 

cargo, falló al mismo tiempo tanto sobre la demanda en da-

ños  y perjuicios de la parte civil intentada contra el acusado, 
como sobre la demanda de éste contra aquella, rechazando 
ambas demandas, con lo cual las decidió y dejó satisfechas 
así las exigencias del referido artículo 273; 

Considerando que en el presente caso no procede esta-
tuir sobre las costas relativas a la acción civil, causadas en 
esta instancia, no obstante sucumbir el recurrente Alberto 
Andrés Pérez Tolentino, ya que la parte contra la cual es 

dirigido el presente recurso, no ha comparecido y no ha 
tenido, por tanto, oportunidad de formular pedimento algu-
no al respecto; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por el Procurador General de la Corte 
de Apelación da Santo Domingo y por Alberto Andrés Pé-
rez Tolentino, contra la sentencia correccional dictada en 
fecha 31 de agosto de 1961 por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas 
relativas a la acción pública de oficio. 

(Firmados) T.  rmado:hMariuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
—F.E.CRonad 

Pausas.— Ernesto Curiel hijo. Secretario 

dveloe la Fuente. —Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón 

 

señores 

ne . 
La 

 
General. 

Jueces 

 
e 

G ea 

Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al- 
fredo 

 ente sentencia ha sido dada y firmada por los 

 

firmada, leída 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
, da y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.-- 

(Fdqou figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia 	

que E rnesto Curiel hijo. 
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perjuicios incoada por el recurrente Alberto Andrés Pérez 
Tolentino, contra la parte civil constituida, Salvador Mari no 

 Arvelo González, violó los artículos 269 y 273 del Código 
 de Procedimiento Criminal, desnaturalizó los hechos y dictó 

una sentencia falta de base legal"; 

Considerando que, en principio, el ejercicio de un de. 
recho no puede ser la fuente de daños y perjuicios contra el 
titular de ese derecho, puesto que toda reparación o inderri. 
nización tiene por fundamento una falta que no existe cuan-
do el daño es causado por dicho ejercicio; que para poder 
imputar una falta generadora de responsabilidad al titular 
de un derecho, es indispensable establecer que hubo ligereza 
censurable, o que el móvil del ejercicio del derecho o el 
fin del mismo es contrario al espíritu del derecho ejercido, 
o que este ejercicio obedece al propósito ilícito de perjudicar 
a otra persona; que, en la sentencia impugnada consta que, 
en la especie, fué establecido "por los documentos que 
obran en el expediente, que la querella y la constitución en 
parte civil del señor Salvador Marino Arvelo González fue-
ron hechas en ejercicio de los derechos que le acuerdan los 
artículos 63 y 67 del Código de Procedimiento Criminal, y 
que con ello la parte civil constituída no ha cometido nin-
guna falta, ya que los debates del proceso revelan que al 
obrar como lo hizo, el señor Salvador Marino Arvelo Gon-
zález no realizó una acción de mala fé, ni cometió ligereza 
censurable, no habiendo incurrido con su hecho en nada que 
comprometa su responsabilidad civil"; que esa compro-
bación, de que Salvador Marino Arvelo González, al pre-
sentar la querella y constituirse en parte civil, no obró de 
mala fé ni con ligereza censurable, se ajusta a los hechos 
comprobados soberanamente por los jueces del fondo; que 
lo anteriormente expuesto demuestra también que los he -
chos de la causa no han sido desnaturalizados, y que el 
fallo impugnado contiene una exposición completa de los 
mismos, que ha permitido verificar que la ley ha sido en es -
te aspecto correctamente aplicada; 
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Considerando, en cuanto a la violación del artículo 273 

	

Código 	a p  Procedimiento Criminal, que esta disposición 

leg 
prescr ibir que "la misma sentencia de ab-

solución o condenación del acusado, pronunciará respecto a 

daños y perjuicios reclamados por éste o por la parte 

cl
^ ;71 , '; que la sentencia impugnada, que descargó al acusado 
Alberto Andrés Pérez Tolentino de la acusación puesta a su 

c
argo, falló al mismo tiempo tanto sobre la demanda en da-

ños y perjuicios de la parte civil intentada contra el acusado, 

como sobre la demanda de éste contra aquella, rechazando 
ambas demandas, con lo cual las decidió y dejó satisfechas 
así las exigencias del referido artículo 273; 

Considerando que en el presente caso no procede esta-
tuir sobre las costas relativas a la acción civil, causadas en 
esta instancia, no obstante sucumbir el recurrente Alberto 
Andrés Pérez Tolentino, ya que la parte contra la cual es 
dirigido el presente recurso, no ha comparecido y no ha 
tenido, por tanto, oportunidad de formular pedimento algu-
no al respecto; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por el Procurador General de la Corte 
de Apelación da Santo Domingo y por Alberto Andrés Pé-
rez Tolentino, contra la sentencia correccional dictada en 
fecha 31 de agosto de 1961 por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas 
relativas a la acción pública de oficio. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
f---reFd.oE.CRonadvelopde la Fuente. —Manuel D. Bergés Chupani. 

General. 

T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al- . 

señores Jueces 

Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo. Secretario 

au- 
diencia cjia pública 

leída y publicada por mí, Secretario General que a, e 
pu lea del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada , 

presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Fsdque figuran en su encabezamiento, en la au-

cert 
 

certifico.—. ,— o.) Ernesto Curiel hijo. 



              

              

              

    

208 	 BOLET.. J ICIAL 

   

BOL ín JUDICIAL 	 209 

       

              

    

SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DE 1962 

 

lirio
1 recurso de apelación interpuesto por Gabriela Banks 

a 
e d erhorst contra sentencia del 5 de mayo de 1959, dicta-

da Por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito Nacio-

na►
, en cuanto a la forma; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 

contra The London Assurance Company por haber sido le-
galmente citada y no haber comparecido; TERCERO: Que 
debe declarar, como al efecto declara, oponible a The 
London Assurance Company, compañía Aseguradora de la 
camioneta placa N9  1709, para el primer semestre del año 
1959, propiedad del señor José Castro Rodríguez, de acuer-
do con el artículo 10 de la Ley 417 sobre Póliza de Seguros 
de Vehículos de Motor, la sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe en otra parte del presente fallo; CUARTO: Que debe 
condenar y condena a The London Assurance Company al 
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Alejandro Francisco Coén Peynado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Alejandro Fco. Coén Peynado, cédula 

39733, serie 1, sello 2433, abogado de Gabriela Banks Van-
derhorst, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula 
972, serie 66, sello 3547528, parte interviniente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído 	del Magistrado Procurador General de la   

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha 10 de julio de 1961, 
a requerimiento del Lic. Noel Graciano, cédula 128, serie 
47, sello 2947, en representación de la recurrente, en la cual 
ndioeesevaisinsív: 

'o' 

oca ningún medio determinado de casación; 
Vista Eesl acta de desistimiento que copiada textualmente 

la República Dominicana, hoy día veinte de octubre de mil 
novecientos Domingo, Distrito Nacional, Capital de tato  

y uno, años 118' de la Independencia y 
99 ' de la Restauración, siendo las 10:25 de la mañana, antes 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal d e  re. 
 cha 8 de mayo de 1961. 

 

           

           

   

Materia: Penal. 

      

   

Recurrente: La London Assurance Company. 

  

   

Interviniente: Gabriel Banks Vanderhorst. 
Abogado: Dr. Alejandro Francisco Coén Peynado. 

  

     

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día nueve del mes de febrero de mil novecientos 
sesenta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la London 
Assurance Company, compañía organizada de acuerdo con 
las leyes de Inglaterra, con domicilio en la oficina de su 
agente general en el país, la Compañía de Indemnizaciones, 
C. por A., situada en el Edificio El Palacio, de Santo I» 
mingo, de la que es Presidente Hugo Villanueva Garmendía, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, casado, cédula 
7533, serie 23, sello 65, contra sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correc -
cionales, en fecha 8 de mayo de 1961, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y vá' 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal d e  re, 
cha 8 de mayo de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: La London Assurance Company. 

Interviniente: Gabriel Banks Vanderhorst. 
Abogado: Dr. Alejandro Francisco Coén Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Ámiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con. 
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día nueve del mes de febrero de mil novecientos 
sesenta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la London 
Assurance Company, compañía organizada de acuerdo con 
las leyes de Inglaterra, con domicilio en la oficina de su 
agente general en el país, la Compañía de Indemnizaciones, 
C. por A., situada en el Edificio El Palacio, de Santo Do-
mingo, de la que es Presidente Hugo Villanueva Garmendía, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, casado, cédula 
7533, serie 23, sello 65, contra sentencia dictada por la cor-
te de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correc -
cionales, en fecha 8 de mayo de 1961, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y vll* 

recurso de apelación interpuesto por Gabriela Banks 

ylid:ndecirhorst contra sentencia del 5 de mayo de 1959, dicta-

da  por la Segunda Cámara de lo Penal del Distrito Nacio-
nal, en cuanto a la forma; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 
contra The London Assurance Company por haber sido le-

e  'mente citada y no haber comparecido; TERCERO: Que 
;be declarar, como al efecto declara, oponible a The 
London Assurance Company, compañía Aseguradora de la 
camioneta placa N9  1709, para el primer semestre del año 
1959, propiedad del señor José Castro Rodríguez, de acuer-
do con el artículo 10 de la Ley 417 sobre Póliza de Seguros 
de Vehículos de Motor, la sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe en otra parte del presente fallo; CUARTO: Que debe 
condenar y condena a The London Assurance Company al 
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Alejandro Francisco Coén Peynado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Alejandro Feo. Coén Peynado, cédula 

39733, serie 1, sello 2433, abogado de Gabriela Banks Van-
derhorst, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula 
972, serie 66, sello 3547528, parte interviniente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído 	del Magistrado Procurador General de la   

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha 10 de julio de 1961, 
a requerimiento del Lic. Noel Graciano, cédula 128, serie 
47, sello 2947, en representación de la recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta de desistimiento que copiada textualmente 
dice así: "En Santo Domingo, Distrito Nacional, Capital de 
la República Dominicana, hoy día veinte de octubre de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia y 
99 ' de la Restauración, siendo las 10:25 de la mañana s  antes 
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del conocimiento por esta Suprema Corte de Justicia en 
 funciones de Corte de Casación del recurso de casación i n-

terpuesto por The London Assurance, en la fecha y contr a 
 la sentencia que más adelante se indicará, por ante mí, Ex, 

nesto Curiel hijo, Secretario General de la Suprema Corte 
de Justicia, compareció el Doctor Rafael Duarte Pepín, abo. 
gado, Cédula 24776, serie 31, sello 2133, quien me mostró 
un Poder especial otorgado en esta misma fecha por Th e 

 London Assurance, debidamente legalizado por el Notario 
Público de los del número del Distrito Nacional, señor Ar-
mando Pellerano Sánchez, el cual se anexa a la presente 
acta, y me declaró que a nombre y representación de The 
London Assurance, desiste pura y simplemente del recurso 
de casación interpuesto por la dicha The London Assurance, 
en fecha 10 de julio de 1961, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribu-
ciones correccionales, con motivo de la causa seguida a Ra-
món Vidal S: y José Castro R., en fecha ocho de mayo de 
mil novecientos sesenta y uno. En fé de lo cual se levanta la 
presente acta, que leída al exponente la firma junto con-
migo, Secretario General que certifica. (Firmados) Dr. Ra-
fael Duarte Pepín.— Ernesto Curiel hijo". 

Visto el escrito de conclusiones de la parte interviniente, 
de fecha 20 de octubre de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el recurso de casación subsiste con 
todos sus efectos a pesar del desistimiento del recurrente 
mientras la Suprema Corte de Justicia no haya estatuido 
acerca de ese desistimiento, puesto que es a ella a quien co-
rresponde apreciarlo y dar acta de él, en caso de que pro-
ceda; 

Considerando que el examen de los documentos del 
proceso muestra que el mismo día fijado para conocer en 
audiencia pública del presente recurso de casación, la re• 
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,un.en 
te London Assurance Company, debidamente repre-

sentada por el Dr. Rafael Duarte Pepín, compareció ante la 
secretaría de la Suprema Corte de Justicia y declaró que 
desistía pura y simplemente de su recurso, de lo cual se 
levantó el acta correspondiente; que en la audiencia presen-
tó conclusiones la parte interviniente Gabriela Banks Van-
derhorst tendientes a que se declarara inadmisible el recur-

s
o de casación y se condenara a la recurrente al pago de las 

costas; 
Considerando que es de principio que toda parte que 

desiste está obligada al pago de las costas; 

Considerando que en el presente caso procede acoger 
con todas sus consecuencias, el desistimiento de la recu- 
rrente; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Gabriela Banks Vanderhorst; Segundo: Da acta del desisti-
miento hecho por la London Assurance Company, del recur-
so de casación por ella interpuesto contra la sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en fecha 8 de mayo de 1961, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; y en consecuencia declara que no ha lugar a estatuir 
sobre dicho recurso; y Tercero: Condena a la desistente 
London Assurance Company, al pago de las costas, orde-
nándose la distracción de ellas en provecho del abogado Dr. 
Alejandro Francisco Coén Peynado, quien ha afirmado 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
--F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al-
fredo Conde Pausas.— -Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 
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del conocimiento por esta Suprema Corte de Justicia en 
 funciones de Corte de Casación del recurso de casación in_ 

terpuesto por The London Assurance, en la fecha y contr a  
la sentencia que más adelante se indicará, por ante mí, Er. 
nesto Curiel hijo, Secretario General de la Suprema Corte 
de Justicia, compareció el Doctor Rafael Duarte Pepín, abo. 
gado, Cédula 24776, serie 31, sello 2133, quien me mostró 
un Poder especial otorgado en esta misma fecha por Th e 

 London Assurance, debidamente legalizado por el Notario 
Público de los del número del Distrito Nacional, señor Ar-
mando Pellerano Sánchez, el cual se anexa a la presente 
acta, y me declaró que a nombre y representación de The 
London Assurance, desiste pura y simplemente del recurso 
de casación interpuesto por la dicha The London Assurance, 
en fecha 10 de julio de 1961, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribu-
ciones correccionales, con motivo de la causa seguida a Ra-
món Vidal S: y José Castro R., en fecha ocho de mayo de 
mil novecientos sesenta y uno. En fé de lo cual se levanta la 
presente acta, que leída al exponente la firma junto con-
migo, Secretario General que certifica. (Firmados) Dr. Ra-
fael Duarte Pepín.— Ernesto Curiel hijo". 

Visto el escrito de conclusiones de la parte interviniente, 
de fecha 20 de octubre de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el recurso de casación subsiste con 
todos sus efectos a pesar del desistimiento del recurrente 
mientras la Suprema Corte de Justicia no haya estatuido 
acerca de ese desistimiento, puesto que es a ella a quien co-
rresponde apreciarlo y dar acta de él, en caso de que pro-: 
ceda; 

Considerando que el examen de los documentos del 
proceso muestra que el mismo día fijado para conocer en 
audiencia pública dei presente recurso de casación, la re» 
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Currente London Assurance Company, debidamente repre- 
sentada por el Dr. Rafael Duarte Pepín, compareció ante la 

retaría de 
la Suprema Corte de Justicia y declaró que 

desistía 
pura y simplemente de su recurso, de lo cual se 

levantó el acta correspondiente; que en la audiencia presen- 
tó conclusiones la parte interviniente Gabriela Banks Van- 
derhorst tendientes a que se declarara inadmisible el recur- 
so de casación y se condenara a la recurrente al pago de las 

costas; 

Considerando nsiderando que es de principio que toda parte que 
desiste está obligada al pago de las costas; 

Considerando que en el presente caso procede acoger 
con todas sus consecuencias, el desistimiento de la recu- 

rrente; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

a Gabriela Banks Vanderhorst; Segundo: Da acta del desisti-

miento hecho por la London Assurance Company, del recur-
so de casación por ella interpuesto contra la sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en fecha 8 de mayo de 1961, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; y en consecuencia declara que no ha lugar a estatuir 

sobre dicho recurso; y Tercero: Condena a la desistente 
London Assurance Company, al pago de las costas, orde-
nándose la distracción de ellas en provecho del abogado Dr. 
Alejandro Francisco Coén Peynado, quien ha afirmado 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
--Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al-
fredo Conde Pausas.— -Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General, 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au•  diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q ue  certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sryTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 14 de junio de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Genoveva Frías. 
Abogado: Dr. Leo Nanita Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero 
del año de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Genoveva 
Frías, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula N° 
57520, serie 1 3, sello N° 2411727, contra sentencia correc-
cional dictada en fecha 14 de junio de 1961 por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a qua, en fecha 22 de junio de 1961, a requerimien-
to del doctor Leo Fabian Nanita Cuello, cédula N° 52869, 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au, 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q ue 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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s£NTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 14 de junio de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Genoveva Frias. 

Abogado: Dr. Leo Nanita Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupan!, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero 
del año de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Genoveva 
Frías, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula N° 
57520, serie 1 1, sello N° 2411727, contra sentencia correc-
cional dictada en fecha 14 de junio de 1961 por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a qua, en fecha 22 de junio de 1961, a requerimien-
to del doctor Leo Fabián Nanita Cuello, cédula N° 52869, 
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serie la, sello N9 2656, en nombre y representación del rece. 
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinad o 

 de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 66 de la Ley de Cheques NQ 
2859; 405 del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pre.7' 
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
18 de noviembre de 1959, José Antonio Jiménez, Presiden, 
te-Tesorero de la Ganadera Industrial Dominicana, C. por,  
A., presentó querella por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, contra Genoveva Frías por el hecho de ésta 
haberle emitido de mala té cuatro cheques sin provisión pre-
via y disponible; b) que en fecha 14 del mes de diciembre del 
año 1959, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada 
del hecho, lo decidió con la sentencia que contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto 
contra la nombrada Genoveva Frías, por no haber compa-
recido a la audiencia de esta fecha no obstante haber sido 
legalmente citada por Ministerio de Alguacil; SEGUNDO: 
Declara a la nombrada Genoveva Frías, culpable del delito 
de violación a la Ley de cheques (expedición de cheques sin 
fondo) y en consecuencia la condena a sufrir dos años de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$11,309.05 
equivalente a la suma de los cheques sin fondo expedidos 
por dicha nombrada; Tercero: se declara regular y válida 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha 
en audiencia por la Ganadera Industrial Dominicana, C. 
por A.; parte querellante, representada por el Dr. Bienve-
nido Fernández Pichardo y condena en defecto a dicha nom-
brada Genoveva Frías a pagar a la parte civil constituida la 
suma de RD$11,309.05 equivalente al monto de los cheques 
sin fondo expedidos por dicha nombrada Genoveva Frías a 
la citada entidad comercial más al pago de los intereses le- 

al 
correspondientes a esa suma a partir de la fecha de la 

Bales 
queersella; Cuarto: o. se condena a la nombrada Genoveva Frías 

a  

pago de las costas penales y civiles distraídas estasúlti-
mas a favor del abogado representante de la parte civil 
constituida Dr. Bienvenido Fernández Pichardo"; e) que 
sobre el recurso de oposición interpusto por la prevenida, 

s
la misma Cámara dictó el día 29 de

e 
 febrero de 1960 otra 

sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara nulo el recurso de oposición interpuesto por la 
nombrada Genoveva Frías contra sentencia dictada en fe-
cha 14-12-59 por esta Cámara Penal, que la condenó a Dos 
Años de Prisión Correccional, al pago de una multa de RD 
$11,309.05 y al pago de una indemnización de RD$11,309.05 
equivalente al monto de los cheques sin fondo expedidos por 
dicha nombrada Genoveva Frías, a favor de la Ganadera 
Industrial, C. por A., más el pago de los intereses legales 
correspondientes sobre dicha suma, más el pago de las 
costas penales y civiles, con distracción de estas últimas 
en favor del Dr. Bienvenido Fernández Pichardo abogado 
representante de la citada entidad comercial parte civil 
constituida en audiencia; Segundo: Se confirma en todas sus 
partes la sentencia indicada tanto desde el punto de vista 
penal como en lo referente al aspecto civil de las indemni-
zaciones condenando a dicha recurrente al pago de las cos-
tas"; d) que sobre la apelación de la prevenida, la Corte 
a qua dictó en fecha 20 de marzo de 1961 una sentencia 
con el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en la forma, el presente recurso de ape-
lación interpuesto por la prevenida Genoveva Frías; Segun-
do: Pronuncia el defecto contra la prevenida Genoveva Frías, 
por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
legalmente citada; Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional en fecha 29 de febrero de 1960, excepto en cuanto 
acuerda los intereses correspondientes al monto de los elle- 
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serie 1*, sello N9  2656, en nombre y representación del recu. 
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 66 de la Ley de Cheques N9  
2859; 405 del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
18 de noviembre de 1959, José Antonio Jiménez, Presiden-
te-Tesorero de la Ganadera Industrial Dominicana, C. por 
A., presentó querella por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, contra Genoveva Frías por el hecho de ésta 
haberle emitido de mala fé cuatro cheques sin provisión pre-
via y disponible; b) que en fecha 14 del mes de diciembre del 
año 1959, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada 
del hecho, lo decidió con la sentencia que contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto 
contra la nombrada Genoveva Frías, por no haber compa-
recido a la audiencia de esta fecha no obstante haber sido 
legalmente citada por Ministerio de Alguacil; SEGUNDO: 
Declara a la nombrada Genoveva Frías, culpable del delito 
de violación a la Ley de cheques (expedición de cheques sin 
fondo) y en consecuencia la condena a sufrir dos años de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$11,309.05 
equivalente a la suma de los cheques sin fondo expedidos 
por dicha nombrada; Tercero: se declara regular y válida 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha 
en audiencia por la Ganadera Industrial Dominicana, C. 
por A.; parte querellante, representada por el Dr. Bienve-
nido Fernández Pichardo y condena en defecto a dicha nom-
brada Genoveva Frías a pagar a la parte civil constituída la 
suma de RD$11,309.05 equivalente al monto de los cheques 
sin fondo expedidos por dicha nombrada Genoveva Frías a 
la citada entidad comercial más al pago de los intereses le- 

Bales correspondientes a esa suma a partir de la fecha de la rr 
querella; Cuarto: se condena a la nombrada Genoveva Frías 

a 
pago de las costas penales y civiles distraídas estas últi-

mas 
a favor del abogado representante de la parte civil 

constituída Dr. Bienvenido Fernández Pichardo"; c) que 
sobre el recurso de oposición interpuesto por la prevenida, 
la misma Cámara dictó el día 29 de febrero de 1960 otra 
sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara nulo el recurso de oposición interpuesto por la 
nombrada Genoveva Frías contra sentencia dictada en fe-
cha 14-12-59 por esta Cámara Penal, que la condenó a Dos 
Años de Prisión Correccional, al pago de una multa de RD 
$11,309.05 y al pago de una indemnización de RD$11,309.05 
equivalente al monto de los cheques sin fondo expedidos por 
dicha nombrada Genoveva Frías, a favor de la Ganadera 
Industrial, C. por A., más el pago de los intereses legales 
correspondientes sobre dicha suma, más el pago de las 
costas penales y civiles, con distracción de estas últimas 
en favor del Dr. Bienvenido Fernández Pichardo abogado 
representante de la citada entidad comercial parte civil 
constituida en audiencia; Segundo: Se confirma en todas sus 
partes la sentencia indicada tanto desde el punto de vista 
penal como en lo referente al aspecto civil de las indemni-
zaciones condenando a dicha recurrente al pago de las cos-
tas"; d) que sobre la apelación de la prevenida, la Corte 
a qua dictó en fecha 20 de marzo de 1961 una sentencia 
con el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en la forma, el presente recurso de ape-
lación interpuesto por la prevenida Genoveva Frías; Segun-
do: Pronuncia el defecto contra la prevenida Genoveva Frías, 
Por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
legalmente citada; Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional en fecha 29 de febrero de 1960, excepto en cuanto 
acuerda los intereses correspondientes al monto de los che- 
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ques sin fondo expedidos por la prevenida Genoveva Frías, 
de la suma de RD$11,309.05; y, en consecuencia, condena a 
dicha prevenida Genoveva Frías por el delito de violación 
a la Ley de cheques en perjuicio de La Ganadera Industrial 
Dominicana, C. por A., a Dos Años de Prisión Correccional, 
al pago de una multa de RD$11,309.05, y al pago de una 
indemnización de RD$11,309.05, equivalente al monto de los 
cheques sin fondo expedidos por dicha prevenida; Cuarto: 
Condena a la prevenida Genoveva Frías al pago de las costas 
penales"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, el presente recurso de oposición; Se-
gundo: Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedi-
mento de que se declare la incompetencia de esta Corte, 
propuesto por la prevenida Genoveva Frías; Tercero: Con-
firma la sentencia en defecto dictada por esta Corte el día 
20 de marzo del año en curso, 1961, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Admite en la forma, el presente 
recurso de apelación interpuesto por la prevenida Genove-
va Frías; Segundo: Pronuncia el defecto contra la preveni-
da Genoveva Frías, por no haber comparecido a esta au-
diencia para la cual fué legalmente citada; Tercero: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccio-
cionales por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 29 de 
febrero de 1960, excepto en cuanto acuerda los intereses 
correspondientes al monto de los cheques sin fondo expedi-
dos por la prevenida Genoveva Frías, de la suma de RD 
$11,309.05; y, en consecuencia„ condena a dicha prevenida 
Genoveva Frías por el delito de violación a la ley de che-
ques en perjuicio de La Ganadera Industrial Dominicana, 
C. por A., a Dos Años de Prisión Correccional, al pago de 
una multa de RD$11,309.05, y al pago de una indemniza-
ción de RD$11,309.05, equivalente al monto de los cheques 
sin fondo expedidos por dicha prevenida; Cuarto; Conden4  

a la  prevenida Genoveva Frías al pago de las costas penales. 

Cuarto: Condena a la prevenida Genoveva Frías al pago de 

iascCsolatansCsi'dOerte a qua desestimó la excepción de incompeten-
cia 

que, según consta en la sentencia impug-

nada, 
 propuesta por la prevenida fundándose en "que es el 

tribunal penal y no el civil, el Tribunal competente para 
conocer de la violación de la Ley de cheques, ya que el he-
cho cometido por la prevenida es una infracción penal"; que 
al decidirlo así, se hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, los 
siguientes hechos: a) que "Genoveva Frías ha expedido cua-
tro cheques a favor de la Ganadera Industrial Dominicana, 
C. por A., contra el Banco de Reservas de la República Domi-
nicana, sucursal de la avenida Mella N9 91, de esta ciudad; 
b) que los referidos cheques son los siguientes: el marcado 
con el N9  70, de fecha 16 de octubre de 1959, por la suma 
de Tres Mil Treinticinco pesos oro y sesenta y nueve cen-
tavos, (RDS3.035.69); otro marcado con el NQ 73, del 17 de 
octubre del 1959, por la suma de cuatro mil novecientos pe-
sos con sesenta y seis centavos, (RD$4,966.66); otro mar-
cado con el N9 71, de fecha 19 de octubre de 1959, por la 
suma de dos mil ochocientos ochenta y un pesos oro setenta 
centavos, (RD$2.881.70) ; y otro al portador, marcado con 
el N9 78, del 18 de octubre de 1959. por la suma de cuatro-
cientos veinticinco pesos oro (RD$425.00), presentados al 
mencionado Banco por la referida Compañía Ganadera In-
dustrial Dominicana, C. por A., ascendentes dichos cheques 
a RD$11,309.05; c) que el pago de esos cheques fué rehu-
sado nor falta de (provisión) por el Banco de Reservas de la 
República Dominicana, sucursal de la avenida Mella N 9  91, 
de esta ciudad, en las siguientes fechas: los números 70, 73 
Ny9787,1e el 222 d í2a21e 

octubre 
 de u e oct bre del año 1959, y el marcado con el 

u
b 

re de ese mismo año; d) que la men- 
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ques sin fondo expedidos por la prevenida Genoveva Frías, 
de la suma de RD$11,309.05; y, en consecuencia, condena a 4 
dicha prevenida Genoveva Frías por el delito de violación 
a la Ley de cheques en perjuicio de La Ganadera Industrial 
Dominicana, C. por A., a Dos Años de Prisión Correccional, 
al pago de una multa de RD$11,309.05, y al pago de una 
indemnización de RD$11,309.05, equivalente al monto de los 
cheques sin fondo expedidos por dicha prevenida; Cuarto: 
Condena a la prevenida Genoveva Frías al pago de las costas 
penales"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, el presente recurso de oposición; Se-
gundo: Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedi-
mento de que se declare la incompetencia de esta Corte, 
propuesto por la prevenida Genoveva Frías; Tercero: Con-
firma la sentencia en defecto dictada por esta Corte el día 
20 de marzo del año en curso, 1961, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Admite en la forma, el presente 
recurso de apelación interpuesto por la prevenida Genove-
va Frías; Segundo: Pronuncia el defecto contra la preveni-
da Genoveva Frías, por no haber comparecido a esta au-
diencia para la cual fué legalmente citada; Tercero: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccio-
cionales por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 29 de 
febrero de 1960, excepto en cuanto acuerda los intereses 
correspondientes al monto de los cheques sin fondo expedi-
dos por la prevenida Genoveva Frías, de la suma de RD 
$11,309.05; y, en consecuencia„ condena a dicha prevenida 
Genoveva Frías por el delito de violación a la ley de che-
ques en perjuicio de La Ganadera Industrial Dominicana, 
C. por A., a Dos Años de Prisión Correccional, al pago de 
una multa de RD$11,309.05, y al pago de una indemniza-
ción de RD$11,309.05, equivalente al monto de los cheques 
sin fondo expedidos por dicha prevenida; Cuarto; Condena  

a ja  prevenida Genoveva Frías al pago de las costas penales. 
cuarto: Condena a la prevenida Genoveva Frías al pago de 

las 

ropuesta por la prevenida fundándose en "que es el 

tribunal 

Considerando que, según consta en la sentencia impug-

nada, ada, la Corte a qua desestimó la excepción de incompeten-

cia  no el civil, el Tribunal competente para 
 la violación de la Ley de cheques, ya que el he-

cho 

ib o  ucnoarni 

cometido 

teei d o  

por la prevenida es una infracción penal"; que 
al decidirlo así, se hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, los 
siguientes hechos: a) que "Genoveva Frías ha expedido cua-
tro cheques a favor de la Ganadera Industrial Dominicana, 
C. por A., contra el Banco de Reservas de la República Domi-
nicana, sucursal de la avenida Mella N°  91, de esta ciudad; 
b) que los referidos cheques son los siguientes: el marcado 
con el N°  70, de fecha 16 de octubre de 1959, por la suma 
de Tres Mil Treinticinco pesos oro y sesenta y nueve cen-
tavos, (RDS3.035.69) ; otro marcado con el N° 73, del 17 de 
octubre del 1959, por la suma de cuatro mil novecientos pe-
sos con sesenta y seis centavos, (RD$4,966.66); otro mar-
cado con el N9 71, de fecha 19 de octubre de 1959, por la 
suma de dos mil ochocientos ochenta y un pesos oro setenta 
centavos, (RD$2.881.70) ; y otro al portador, marcado con 
el N9  78, del 18 de octubre de 1959. por la suma de cuatro-
cientos veinticinco pesos oro (RD$425.00), presentados al 
mencionado Banco por la referida Compañía Ganadera In-
dustrial Dominicana, C. por A., ascendentes dichos cheques 

da: e°  s t na ° r  ciudad, 

a RD$11,309.05; c) que el pago de esos cheques fué rehu-
sado 
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da
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cionada compañía Ganadera Industrial, C. por A., intimó 
a la señorita Frías para que en el plazo de dos días por todo 
término, efectuara el depósito de las sumas necesarias en 
las oficinas de la institución bancaria arriba indicada, para 
cubrir el importe de los cuatro cheques ya mencionados, a 
fin de que esa sociedad pudiera tener el pago de los mismos; 
y que una vez transcurrido dicho plazo, volvió a presentar 
al Banco de Reservas de la República Dominicana, sucursal 
de la avenida Mella N9  91, de esta ciudad, los cuatro cheques 
ya descritos, siendo otra vez rehusado su pago el día 6 de 
noviembre de 1959"; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a qua constituyen a cargo de la prevenida Genoveva 
Frías el delito de emitir de mala fé cheques sin provisión 
previa y disponible, delito previsto por el artículo 66 de la 
Ley de Cheques, N9  2859, del año 1951, y sancionado por di-
cho texto legal combinado con el artículo 405 del Código 
Penal con las penas de prisión correccional de seis meses a 
dos años y multa que no puede ser inferior al monto del che-
que o de la insuficiencia de la provisión; que, por consiguien-
te, al condenar a la prevenida, después de haberla declarado 
culpable del indicado delito, a las penas de dos años de 
prisión correccional y multa de RD$11.309.05, "equivalen-
te al monto de los cheques sin (provisión) expedidos por 
dicha prevenida", la Corte a qua hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que el penúltimo párrafo del artículo 66 de la citada Ley N° 
2859 expresa que "en caso de procedimientos penales contra 
el librador, el acreedor que se haya constituido en parte ci-
vil podrá demandar ante los Jueces de la acción pública, una 
suma igual al importe del cheque, más los daños y perjui-
cios, si ha lugar, pero si lo prefiere, podrá también deman-
dar en pago de su reclamación ante la jurisdicción corres-
pondiente"; que la indicada demanda por el importe del che-
que ante el Juez de lo Penal es una acción (su' generis) yen  

restitución, que, aún cuando está fundada sobre la existen-
cia dei crédito en ocasión del cual el cheque ha sido emitido, 

sume con la infracción penal; que, en la especie, los Jueces 
del fondo condenaron a la prevenida al pago de la suma de 
RD$11,309.05, importe de los cheques expedidos a favor de 
la Ganadera Industrial, C. por A., y reclamada por esta 
Compañía en sus conclusiones corno parte civil constituída; 
que, por tanto, la Corte a qua hizo una correcta aplicación 
del texto legal antes mencionado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Genoveva Frías contra sentencia co-
rreccional dictada en fecha 14 de junio de 1961, por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupan'. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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término, efectuara el depósito de las sumas necesarias en 
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2859 expresa que "en caso de procedimientos penales contra 
el librador, el acreedor que se haya constituido en parte ci-
vil podrá demandar ante los Jueces de la acción pública, una 
suma igual al importe del cheque, más los daños y perjui-
cios, si ha lugar, pero si lo prefiere, podrá también deman-
dar en pago de su reclamación ante la jurisdicción corres-
pondiente"; que la indicada demanda por el importe del che-
que ante el Juez de lo Penal es una acción (sul generis) en  

restitución, que, aún cuando está fundada sobre la existen-
cia del crédito en ocasión del cual el cheque ha sido emitido, 
surge con la infracción penal; que, en la especie, los Jueces 
del fondo condenaron a la prevenida al pago de la suma de 
RD$11,309.05, importe de los cheques expedidos a favor de 
la Ganadera Industrial, C. por A., y reclamada por esta 
compañía en sus conclusiones como parte civil constituida; 
que, por tanto, la Corte a qua hizo una correcta aplicación 
del texto legal antes mencionado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 27 de enero de 196 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Recurrido: Luis Martich Félix. 
Abogado: Dr. Francisco José Díaz Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, D. N., hoy día 
nueve de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' 
de la Independencia y 99' de la Restauración, dicta en au-
diencia 'pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, entidad co-
mercial, industrial y agrícola, constituida según las leyes de 
la República Dominicana, con su domicilio y asiento princi-
pal en la casa N9 48 de la calle Isabel la Católica, de la Ciu -
dad de Santo Domingo, contra sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris -
tóbal, como Tribunal de Trabajo, en fecha 27 de enero de 
1961, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula 8401, serie 

r, sello 833, abogado de la recurrente, en la lectura de sus 

c:

Oído el ; dictamen del Magistrado Procurador General 

enenlelaaluOslitesc de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12
ePú  
tretaría 
oebilimeae;  

V 
	memorial d31 recurso de casación depositado 

de mayo de 1961, suscrito por el abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los 
medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Fran-
cisco José Díaz Peralta, cédula 21753, serie 2*, sello 89082, 
abogado del recurrido Luis Martich Félix, dominicano, ma-
yor de edad, cédula 17753, serie 2*, sello 7853, domiciliado 
y residente en la sección de Pizarrete, del municipio de Ba-
ní, notificado al abogado de la recurrente en fecha 16 de 
junio de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, inciso 3 9, del Código de 
Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65, 
39 de la Ley sofre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que previa ten-
tativa infructuosa de conciliación, Luis Martich Félix in-
coó una demanda laboral contra la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales, con motivo de la cual el Juzga-
do de Paz del Distrito Municipal de Yaguate, como Tribunal 
de Trabajo de primer grado, dictó en fecha 1 9  de julio de 
1960, la sentencia cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar como al efecto declara injusti-
ficado el despido que la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, C. por A., (ingenio Caei) ha hecho contra 
su trabajador de diez años Luis Martich Félix; SEGUNDO: 
Que rechaza el derecho de vacaciones para el demandante 
mis Mart .  Félix, ic e , por no corresponderle por ser un trabaja- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Cristóbal, de fecha 27 de enero de 1951. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol 

Recurrido: Luis Martich Félix. 

Abogado: Dr. Francisco José Díaz Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, D. N., hoy día 
nueve de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' 
de la Independencia y 99' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, entidad Co-
mercial, industrial y agrícola, constituida según las leyes de 
la República Dominicana, con su domicilio y asiento princi-
pal en la casa N9 48 de la calle Isabel la Católica, de la Ciu -
dad de Santo Domingo, contra sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris -
tóbal, como Tribunal de Trabajo, en fecha 27 de enero de 
1961, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula 8401, serie 

r, sello 833, abogado de la recurrente, en la lectura de sus 

conclouy  
Oído 

 t000n eeesl  

de 

 la secretariasReceir:tbalriícaa;  de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12 

; dictamen del Magistrado Procurador General 

el memorial C.12.1 recurso de casación depositado 

de mayo de 1961, suscrito por el abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los 
medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Fran-
cisco José Díaz Peralta, cédula 21753, serie 2°, sello 89082, 
abogado del recurrido Luis Martich Félix, dominicano, ma-
yor de edad, cédula 17753, serie 2 0 , sello 7853, domiciliado 
y residente en la sección de Pizarrete, del municipio de Ba-
ní, notificado al abogado de la recurrente en fecha 16 de 
junio de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, inciso 39, del Código de 
Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65, 
3^ de la Ley sofre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que previa ten-
tativa infructuosa de conciliación, Luis Martich Félix in-
coó una demanda laboral contra la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales, con motivo de la cual el Juzga-
do de Paz del Distrito Municipal de Yaguate, como Tribunal 
de Trabajo de primer grado, dictó en fecha r de julio de 
1960, la sentencia cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar como al efecto declara injusti-
ficado el despido que la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, C. por A., (ingenio Caei) ha hecho contra 
su trabajador de diez años Luis Martich Félix; SEGUNDO: 
Que rechaza el derecho de vacaciones para el demandante 
Ltlis Martich Félix, por no corresponderle por ser un trabaja- 
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dor de campo; TERCERO: Que debe declarar como al efes. 
to declara resuelto el contrato de trabajo entre Luis Mar-
tich Félix y la Compañía Anónima de Explotaciones Indus. 
triales, C. por A.; CUARTO: Que debe condenar como al 
efecto condena a la Compañía Anónima de Explotacione s 

 Industriales, C. por A., al pago de las indemnizaciones de 
cesantía y preaviso que se le adeuda al demandante Luis 
Martich Félix a causa del despido que contra Martich ha 
hecho la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales 
injustificadamente, calculados con la duración de diez (10) 
años ininterrumpidos que llevara Luis Martich Félix en la 
empresa Caei; QUINTO: Condenar a la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, C. por A., pagarle al deman-
dante Luis Martich Félix, el salario transcurrido desde la 
fecha del despido hasta la fecha de la presente sentencia 
condenatoria; SEXTO: Condenarle también al pago de las 
costas hasta la ejecución de la sentencia como parte que 
sucumbe; SEPTIMO: Rechazar como al efecto rechaza las 
conclusiones escritas por el abogado de la parte demanda-
da"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, como tribunal de trabajo de segundo grado, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice asía "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, C. por A., contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate, de fecha 1 9  del 
mes de julio del año mil novecientos sesenta (1960), en fun-
ciones de tribunal de trabajo de primer grado; SEGUNDO: 
Declara resuelto por culpa del patrono, el contrato de traba-
jo intervenido entre la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales, C. por A., y el señor Luis Martich Félix; TER -
CERO: Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales a pagar al trabajador Luis Martich, los valores 
correspondientes al auxilio de cesantía, equivalentes a quin' 

de  
salarios por cada año de servicio prestado sin ex- 

ce días  ceaer a una cantidad equivalente a los salarios de un año; y 

además una suma igual al salario de veinticuatro días co-
rrespondientes al plazo de desahucio calcwaaos el importe del 
plazo de desahucio, tomando como base el promedio de los 
salarios devengados por el trabajador Luis Martich Félix, o 

sea el sueldo de cien pesos mensuales RD$100.00; CUAR-
TO: Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales, C. por A., a pagar al trabajador Luis Martich, 
una suma igual a los salarios que habría recibido desde el 
día de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder dicha suma de los 
salarios correspondientes a tres meses; QUINTO: Condena 
a la Compañía. Anónima de Explotaciones Industriales, C. 
por A., parte sucumbiente en esta litis, al pago de las 

• 	costas"; 

Considerando que la recurrente, en su memorial de ca-
sación, invoca contra la sentencia impugnada, los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Contradicción de motivos equi-
valentes a falta de motivos"; "SEGUNDO MEDIO: Desna-
turalización de los hechos"; y "TERCER MEDIO: Falta de 
motivos (Nuevo aspecto)"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
primeros medios, que se examinan conjuntamente se alega, 
en esencia, que el tribunal a quo dió por establecido que el 
trabajador Luis Martich Félix tenía a su cargo la obliga-
ción de informar a su patrono la terminación de los traba-
jos realizados en el campo, para que la empresa realizara 
los pagos correspondientes, y que fué despedido por el he-
cho de haber informado la terminación de unos trabajos que 
no estabanaolra 

 

 l

recurrente, 
la m 

 teermp  terminados realmente, y los cuales fueron paga- 
dos 

p  

	

Os revel 	

resa en 
esas condiciones; que esos hechos, 

 evidencian una falta de Martich, y no 
obstante la sentencia decide "que los hechos así comproba-
dos , an que dicho trabajador no ha sido negligente en 
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dor de campo; 1 	tatCERO: Que debe declarar como al efe s. 
to declara resuelto el contrato de trabajo entre Luis Ma r. 
tich Félix y la Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales, C. por A.; CUARTO: Que debe condenar como al 
efecto condena a la Compañía Anónima de Explotacione s 

 Industriales, C. por A., al pago de las indemnizaciones de 
cesantía y preaviso que se le adeuda al demandante Luis 
Martich Félix a causa del despido que contra Martich ha 
hecho la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales 
injustificadamente, calculados con la duración de diez (10) 
años ininterrumpidos que llevara Luis Martich Félix en la 
empresa Caei; QUINTO: Condenar a la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, C. por A., pagarle al deman-
dante Luis Martich Félix, el salario transcurrido desde ;a 
fecha del despido hasta la fecha de la presente sentencia 
condenatoria; SEXTO: Condenarle también al pago de las 
costas hasta la ejecución de la sentencia como parte que 
sucumbe; SEPTIMO: Rechazar como al efecto rechaza las 
conclusiones escritas por el abogado de la parte demanda-
da"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, como tribunal de trabajo de segundo grado, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así' "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, C. por A., contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate, de fecha 19 del 
mes de julio del año mil novecientos sesenta (1960), en fun-
ciones de tribunal de trabajo de primer grado; SEGUNDO: 
Declara resuelto por culpa del patrono, el contrato de traba-
jo intervenido entre la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales, C. por A., y el señor Luis Martich Félix; TER-
CERO: Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales a pagar al trabajador Luis Martich, los valores 
correspondientes al auxilio de cesantía, equivalentes a quin' 

ce  días de salarios por cada año de servicio prestado sin ex-

ceder a  una cantiaad equivalente a los salarlos de un año; y 

además  una suma igual al salario de veinticuatro días co-
rrespondientes al plazo ae desahucio calcwaaos el importe del 

lazo de desahucio, tomando como base el promedio de los 
plazo devengados por el trabajador Luis Martich Félix, o 
sea el sueldo de cien pesos mensuales RD$100.00; CUAR-
TO: Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales, C. por A., a pagar al trabajador Luis Martich, 
una suma igual a los salarios que habría recibido desde el 
día de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder dicha suma de los 
salarios correspondientes a tres meses; QUINTO: Condena 
a la Compañía. Anónima de Explotaciones Industriales, C. 
por A., parte sucumbiente en esta litis, al pago de las 

• costas"; 

Considerando que la recurrente, en su memorial de ca-
sación, invoca contra la sentencia impugnada, los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Contradicción de motivos equi-
valentes a falta de motivos"; "SEGUNDO MEDIO: Desna-
turalización de los hechos"; y "TERCER MEDIO: Falta de 
motivos (Nuevo aspecto)"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
primeros medios, que se examinan conjuntamente se alega, 
en esencia, que el tribunal a quo dió por establecido que el 
trabajador Luis Martich Félix tenía a su cargo la obliga-
ción de informar a su patrono la terminación de los traba-
jos realizados en el campo, para que la empresa realizara 
los • pagos correspondientes, y que fué despedido por el he-
cho por la e  o dpehaberr7p ormado la terminación de unos trabajos que 
n estaban stab  a n la  terminados realmente, y los cuales fueron paga- 
dos 
• la recurrente, evidencian una falta de Martich, y no 

empresa 

 sentencia decide "que los hechos así comproba- 
dos revela 

e 
obstante, 

 
en esas condiciones; que esos hechos, 

revelan que dicho trabajador no ha sido negligente en 

• 
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sus labores, ni ha cometido faltas graves, ni perjuicios en el 
desempeño de sus labores", y que su despido fué injustificad o;  

Considerando que, el hecho de que un trabajador, en el 
desempeño de sus labores, informe a su patrono para fines 
de pago, que un trabajo ha sido terminado sin haber sido 
realmente terminado, constituye una falta de probidad, al 
tenor de las disposiciones del artículo 78, inciso 3", del Có-

• digo de Trabajo; que, cuando a los hechos admitidos como 
verdaderos no se les da el sentido o alcance inherentes a 
su propia naturaleza, se incurre en desnaturalización de 
los hechos, y la sentencia que adolece de ese vicio debe 
ser casada; 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada resulta que el tribunal a quo dió por establecido que 
Luis Martich Félix, fué despedido de su cargo de mayordo-
mo de la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, 
por unos trabajos que se habían pagado sin estar termina-
dos, teniendo a su cargo dicho trabajador la obligación de 
informar la terminación de los trabajos realizados en los 
campos de la empresa; que, después de dar esos hechos por 
comprobados, el tribunal expresa textualmente en su sen-
tencia "que los hechos así comprobados revelan que Luis 
Martich Félix, no ha sido negligente en sus labores, ni ha 
cometido faltas graves ni perjuicios graves durante el des-
empeño de sus labores, y que por consiguiente, procede con-
denar a la patrona a pagar al trabajador las prestaciones 
previstas en el Código de Trabajo por tratarse de un des-
pido injustificado; 

Considerando que al decidir de esa manera, el tribunal 
a quo, dió a los hechos comprobados un sentido contrario a 
su propia naturaleza y, consecuentemente, violó el artículo 
78, inciso 3", del Código de Trabajo; que, por tanto, 'procede 
casar la sentencia impugnada, sin que sea necesario ponde-
rar los demás medios invocados por la recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
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diciaj de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de segun-

do 
 grado, en fecha 27 de enero de 1961, cuyo dispositivo ha 

sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asun-

to  por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
_F. E. Ravelo de la Fuente. —Manuel D. Bergés Chupani. 
_Barón T. Sánchez L.— Alfredo Conde Pausas.— Olegario 
Helena Guzmán.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sus labores, ni ha cometido faltas graves, ni perjuicios en el 
desempeño de sus labores", y que su despido fué injustificad o;  

Considerando que, el hecho de que un trabajador, en el 
desempeño de sus labores, informe a su patrono para fines 
de pago, que un trabajo ha sido terminado sin haber sido 
realmente terminado, constituye una falta de probidad, al 
tenor de las disposiciones del artículo 78, inciso 3°, del Có-

• digo de Trabajo; que, cuando a los hechos admitidos como 
verdaderos no se les da el sentido o alcance inherentes a 
su propia naturaleza, se incurre en desnaturalización de 
los hechos, y la sentencia que adolece de ese vicio debe 
ser casada; 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada resulta que el tribunal a quo dió por establecido que 
Luis Martich Félix, fué despedido de su cargo de mayordo-
mo de la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, 
por unos trabajos que se habían pagado sin estar termina-
dos, teniendo a su cargo dicho trabajador la obligación de 
informar la terminación de los trabajos realizados en los 
campos de la empresa; que, después de dar esos hechos por 
comprobados, el tribunal expresa textualmente en su sen-
tencia "que los hechos así comprobados revelan que Luis 
Martich Félix, no ha sido negligente en sus labores, ni ha 
cometido faltas graves ni perjuicios graves durante el des-
empeño de sus labores, y que por consiguiente, procede con-
denar a la patrona a pagar al trabajador las prestaciones 
previstas en el Código de Trabajo por tratarse de un des-
pido injustificado; 

Considerando que al decidir de esa manera, el tribunal 
a quo, dió a los hechos comprobados un sentido contrario a 
su propia naturaleza y, consecuentemente, violó el artículo 
78, inciso 3", del Código de Trabajo; que, por tanto, 'procede 
casar la sentencia impugnada, sin que sea necesario ponde-
rar los demás medios invocados por la recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju• 

dioiaj de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de segun- 

do 
 grade, en fecha 27 de enero de 1961, cuyo dispositivo ha 

sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asun-

to  por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
__F. E. Ravelo de la Fuente. —Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Alfredo Conde Pausas.— Olegario 
Helena Guzmán.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas en funciones de Tribu. 
nal Superior Administrativo, de fecha 18 de abril de 196 1.  

Materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Hacienda Sonador, C. por A. 
Abogado: Dr. Rafael Rodriguez Peguero. 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Luis E. Henriquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón 
T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día doce del mes 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ha-
cienda Sonador, C. por A., domiciliada en Bonao, Provincia 
de La Vega, contra sentencia de fecha 18 de abril de 1961, 
dictada por la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal 
Superior Administrativo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 26 de junio de 
1961, suscrito por el Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula 

e 1 sello 458, en el cual se proponen contra la 
16935, serie  

sentencia impugnada los medios que más adelante se in- 

dican; Visto el memorial de defensa de fecha 4 de agosto de 
1961, suscrito por el Lic. Luis Henríquez Castillo, en su 
calidad de Procurador General Administrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315, 2244 y 2277 del Código 
Civil; 60 de la Ley 1494 de 1947, agregádole por la Ley 
3835, de 1954, y 19  de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación, y la Ley NQ 5772; 
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 6 de abril de 1960, la Caja Dominicana de Seguros 
Sociales hizo una fiscalización a la Hacienda Sonador, C. 
por A., de la cual dicha Hacienda resultaba deudora de 
RD$2,032.82; por concepto de cotizaciones no pagadas en 
los años 1957, 1958 y 1959; b) que sobre recurso jerárquico 
de la Hacienda Sonador, C. por A., el Secretario de Estado 
de Salud Pública mantuvo el balance, por RD$1,475.30 a que 
había quedado reducida la acreencia primeramente estable-
cida, mediante Resolución del 2 de noviembre de 1960 que 
termina así: 'Resuelve: Mantener la Decisión del Director 
General de la Caja Dominicana de Seguros Sociales de fe-
cha 9 de junio de 1960, dictada en relación con el caso de 
que se trata; c) que sobre recurso contencioso de la Ha-
cienda Sonador, C. por A., la Cámara de Cuentas, en fun-
ciones de Tribunal Superior Administrativo, dictó en fecha 
18 de abril de 1961 una sentencia, que es la ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "Falla: 
Primero: Declara regular en la forma el recurso interpues-
to por la Hacienda Sonador, C. por A., en liquidación, por 
conducto del doctor Rafael Rodríguez Peguero, contra la 
Resolución de la Secretaría de Estado de Salud y Previsión 
Social, dictada en fecha 2 de noviembre de 1960; Segundo: 
Rechaza en cuanto al fondo el referido recurso, y confirma 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas en funciones de Trib u. 
 nal Superior Administrativo, de fecha 18 de abril de 1961.  

Materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Hacienda Sonador, C. por A. 
Abogado: Dr. Rafael Rodriguez Peguero. 

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Lic. Luis E. Henriquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón 
T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del Se- 4,0 

 cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día doce del mes 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ha-
cienda Sonador, C. por A., domiciliada en Bonao, Provincia 
de La Vega, contra sentencia de fecha 18 de abril de 1961, 
dictada por la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal 
Superior Administrativo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 26 de junio de 
1961, suscrito por el Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula 
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16935, serie 1, sello 458, en el cual se proponen contra la 
impugnada los medios que más adelante se in- 

dican; 
en 

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de agosto de 
1961, suscrito por el Lic. Luis Henríquez Castillo, en su 
calidad de Procurador General Administrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315, 2244 y 2277 del Código 
Civil; 60 de la Ley 1494 de 1947, agregádole por la Ley 
3835, de 1954, y 19 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación, y la Ley NQ 5772; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 6 de abril de 1960, la Caja Dominicana de Seguros 
Sociales hizo una fiscalización a la Hacienda Sonador, C. 
por A., de la cual dicha Hacienda resultaba deudora de 
RD$2,032.82; por concepto de cotizaciones no pagadas en 
los años 1957, 1958 y 1959; b) que sobre recurso jerárquico 
de la Hacienda Sonador, C. por A., el Secretario de Estado 
de Salud Pública mantuvo el balance, por RD$1,475.30 a que 
había quedado reducida la acreencia primeramente estable-
cida, mediante Resolución del 2 de noviembre de 1960 que 
termina así: 'Resuelve: Mantener la Decisión del Director 
General de la Caja Dominicana de Seguros Sociales de fe-
cha 9 de junio de 1960, dictada en relación con el caso de 
que se trata; c) que sobre recurso contencioso de la Ha-
cienda Sonador, C. por A., la Cámara de Cuentas, en fun-
ciones de Tribunal Superior Administrativo, dictó en fecha 
18 de abril de 1961 una sentencia, que es la ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "Falla: 
Primero: Declara regular en la forma el recurso interpues-
to por la Hacienda Sonador, C. por A., en liquidación, por 
conducto del doctor Rafael Rodríguez Peguero, contra la 
Resolución de la Secretaría de Estado de Salud y Previsión 
Social, dictada en fecha 2 de noviembre de 1960; Segundo: 
Rechaza en cuanto al fondo el referido recurso, y confirma 
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en todas sus partes y con todas sus consecuencias legales, 
la Resolución recurrida"; 

Coniderando, que, contra la entencia impugnada, la 
recurrente propone los siguientes medios de casación: "19 
Errónea interpretación del artículo 2244 del Código Civil; 
mala aplicación del artículo 1315 y violación del artículo 
2277 del mismo Código; y 29 Violación del artículo 1315 
del Código Civil, en otro aspecto"; 

Considerando, que, con posterioridad a la interposición 
del recurso de casación de la Hacienda Sonador, C. por A., 
fué dictada la Ley N9 5772, promulgada el 31 de diciembre 
de 1961, cuyos dos primeros artículos disponen lo que si-
gue: "Art. 1.—Se condona al pago de todas las obligaciones 
que, por concepto de cotizaciones del Seguro Social, adeu-
den los patronos de empresas agrícolas y pecuarias hasta 
el 31 de diciembre de 1961.. Art. 2.—Se exceptúan de dichas 
condonaciones las empresas agrícolas y pecuarias que reali-
cen actividades industriales relacionadas con el producto de 
sus cultivos, así como aquellas que se encuentran o que pue-
den encontrarse bajo el control de la Dirección General de 
Recuperación y Control de Bienes Recuperados contra las 
cuales tenga o pueda tener reclamaciones pendientes la 
Caja Dominicana de Seguros Sociales"; 

Considerando que de la sentencia impugnada resulta 
que la Hacienda Sonador, C. por A., es una empresa de 
trabajos agrícolas, pero sin que se determine si en dicha 
Hacienda se realizan actividades industriales relacionadas 
con el producto de sus cultivos; que, por tanto, esta Suprema . 
Corte de Justicia no está, en la especie, en condiciones de 
saber si la recurrente está favorecida o no por la condona-
ción de cotizaciones a que se refieren los textos legales 
transcritos; 

Considerando, que en los recursos contencioso-adminis-
trativos no procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Casa en todas sus partes la senten-
cia de la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Su- 
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perior Administrativo, de fecha 18 de abril de 1961 cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 

el asunto a la misma Cámara para los fines 

r

envía 

madíaos) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 

,( Y  E. nv 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 

1ag—eBalFlrallen 
E 
s.  T r. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Ernesto 

Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1962 
Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Cristóbal, de fecha 8 de julio de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Australio Castro Cabrera. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Julia A. Neville (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
Ropública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día doce del mes 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Australio 
Castro Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado, con-
tador público, cédula 198, serie 72, sello 493, domiciliado y 
residente en esta ciudad, contra sentencia dictada por la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha ocho de ju-
lio de mil novecientos sesenta; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la República; 
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Visto el memorial del recurso de casación, suscrito por 

el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 48, sello 
15778, abogado del recurrente, y depositado en la Secreta-

ría de 
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 16 de junio 

de 1961, en el cual se invocan los medios que luego se 

Indican; 
Vista la resolución dictada por la Suprema Corte de 

Justicia, en fecha 27 de julio de 1961, que declara el defecto 
contra la recurrida Julia N. Neville; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo; 
1, 20 y 65, inciso 3° de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
previa tentativa infructuosa de conciliación, Australio Cas-
tro Cabrera incoó una demanda laboral contra Julia N. Ne-
ville, con motivo de la cual el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, dictó en fecha 12 de julio de 
1957 la sentencia cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza, la demanda intentada por el señor Aus-
tralio Castro Cabrera, como Julia N. Neville en pago de 
indemnizaciones al amparo del Código de Trabajo, por im-
procedente y mal fundada; y SEGUNDO: Declara los cos-
tos de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Australio Castro Cabrera, la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 20 de octubre de 1958, la sentencia 
cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por 
infundado, y según los motivos precedentemente expuestos, 
el recurso de apelación interpuesto por Australio Castro 
Cabrera, contra la sentencia de trabajo del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, 
dictada en favor de Julia N. Neville, cuyas conclusiones aco-
ge por ser fundadas y en consecuencia confirma la senten- 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Cristóbal, de fecha 8 de julio de 1960. 
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Recurrente: Australio Castro Cabrera. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 
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República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
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lio de mil novecientos sesenta; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 1 
de la República; 
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Visto el memorial del recurso de casación, suscrito por 

el Dr.  A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 48, sello 
15778, abogado del recurrente, y depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 16 de junio 
de 1961, en el cual se invocan los medios que luego se 
indican; 

Vista la resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia, en fecha 27 de julio de 1961, que declara el defecto 
contra la recurrida Julia N. Neville; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo; 
1, 20 y 65, inciso 3° de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
previa tentativa infructuosa de conciliación, Australio Cas-
tro Cabrera incoó una demanda laboral contra Julia N. Ne-
ville, con motivo de la cual el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, dictó en fecha 12 de julio de 
1957 la sentencia cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza, la demanda intentada por el señor Aus-
tralio Castro Cabrera, como Julia N. Neville en pago de 
indemnizaciones al amparo del Código de Trabajo, por im-
procedente y mal fundada; y SEGUNDO: Declara los cos-
tos de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Australio Castro Cabrera, la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 20 de octubre de 1958, la sentencia 
cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por 
infundado, y según los motivos precedentemente expuestos, 
el recurso de apelación interpuesto por Australio Castro 
Cabrera, contra la sentencia de trabajo del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, 
dictada en favor de Julia N. Neville, cuyas conclusiones aco-
ge por ser fundadas y en consecuencia confirma la senten. 
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cia recurrida de fecha 12 de julio de 1957; SEGUNDO: Con-
dena a Australio Castro Cabrera, parte intimante que su, 
cumbe, al pago de tan sólo los costos"; e) que en fecha 26 
de mayo de 1959, la Suprema Corte de Justicia, casó esa última sentencia, y envió el asunto al Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el cual dia 
tó al respecto la sentencia ahora impugnada, con el dispa 
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara resuelto y 
sin responsabilidad para el patrono, el contrato de trabajo 
intervenido entre Julia N. Neville y Australio Castro Ca. 
brera, por haber incurrido en faltas el trabajador; SEGUN-
DO: Condena a la parte sucumbiente al pago de las costas"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca, contra la sentencia impugnada, el siguiente 
medio: "Violación del artículo 82 del Código de Trabajo''; 

Considerando que en el desenvolvimiento del único medio 
que el recurrente invoca en apoyo de su recurso, se alega, 
en esencia, que Australio Castro Cabrera demandó a su 
patrona Julia N. Neville, en cobro de las prestaciones pre-
vistas por el Código de Trabajo en favor de los trabajado-
res en los casos de despido injustificado; que, el Tribunal 
a quo, declaró resuelto y sin responsabilidad para el patro-
no, el contrato de trabajo intervenido entre Julia N. Ne-
ville y Australio Cabrera, por estimar que el trabajador 
había incurrido en faltas; que, en la especie, el patrono no 
había comunicado el despido del trabajador, a la autoridad 
del trabajo correspondiente, en el término de 48 horas, 
lo que fué alegado por el demandante ante el Tribunal 
a quo, por lo que en la sentencia impugnada se ha violado 
el artículo 82 del Código de Trabajo; 

Considerando que al tenor del artículo 82 del Código de 
Trabajo el despido que no haya sido comunicado a la auto-
ridad del trabajo correspondiente, en el término de 48 horas 
previsto por el artículo 81 del mismo Código, se reputa que 
carece de justa causa; 

Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo de-

iaro resuelto y sin responsabilidad para el patrono el con-

etrato de trabajo que mediaba entre Julia N. Neville y Aus-

tralio Castro 
Cabrera, por estimar que el trabajador había 

incurrido en faltas que justificaban su despido; que el exa-

men de la sentencia. impugnada y de los documentos a que 

ella se refiere, evidencia que el despido del trabajador Aus-

tralio Castro Cabrera no fué comunicado al Departamento 

de Trabajo en el plazo de 48 horas previsto por el artículo 

81 del Código de Trabajo; que por consiguiente, ese despi-

do debe reputarse como carente de causa justa, de acuerdo 

con el artículo 82 del mismo Código; que, al no reconocerlo 

así, la sentencia impugnada violó este último texto legal, 

y por tanto, procede acoger el presente medio; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-

ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 

en fecha 8 de julio de 1960, cuya dispositivo ha sido timas-. 

crito en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 

por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Condena a la 

recurrida al pago de las costas, las cuales se declaran dis-
traídas en provecho del Dr. A. Ballester Hernández, quien 
declara haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Be-
ras.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico, (Fdo,) Ernesto Curiel hijo, 
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por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Condena a la 

recurrida al pago de las costas, las cuales se declaran dis-
traídas en provecho del Dr. A. Ballester Hernández, quien 
declara haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Be-
ras.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
rmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
rtifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo, 
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SENTENCIA. DE 

Sentencia impugnada: 
de septiembre 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Domínguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L., 
(legado Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día doce 
del mes de febrero de 1962, años 118' de la Independencia 
y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Do-
mínguez, dominicano, casado, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado y residente en Angosto, municipio de Jaraba-
coa, cédula 6446, serie 50, cuyo sello de renovación no cons-
ta en el expediente, contra sentencia pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha 7 de septiembre de 1961, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; SEGUNDO: Confirma en el aspecto penal la sen-
tencia recurrida dictada por la Segunda Cámara Penal de 
La Vega, en fecha dieciséis de febrero del año mil nove-
cientos sesenta y uno, que condenó al prevenido Juan Do-
minguez, —de generales que constan®, a sufrir dos afio# 

correccional y costas, como autor del delito de 

colación a la 

 	ea  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído la Ley 1\19  2402; y la modifica en el sentido de 

fijar en la suma de un peso cincuenta centavos oro, la pen- 

ór 
mensual a cargo del referido inculpado y en favor de 

la menor°r 
María Lucía, procreada con su esposa Juliana de 

ja 
 cruz; TERCERO: Condena además al prevenido al pago 

::lictamen del Magistrado Procurador General 

de lascdoost eais  s  

la 
Vista el 	del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Luis 
Emilio Vidal, cédula 26192, serie 1, quien actúa a nombre y 
representación del recurrente, en fecha 29 de septiembre de 
1961, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N9  2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
Podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley N9  2402, de 1950; que, por tanto, 
el Presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan Domínguez, contra 
/sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

FECHA 12 DE FEBRERO DE 1962 

Corte de Apelación de La Vega de fecha 7 
de 1961. 
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SENTENCIA. DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 7 
de septiembre de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Domínguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chup.ani, licenciados Barón T. Sánchez L., 
()legado Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día doce 
del mes de febrero de 1962, años 118' de la Independencia 
y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Do-
mínguez, dominicano, casado, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado y residente en Angosto, municipio de Jaraba-
coa, cédula 6446, serie 50, cuyo sello de renovación no cons-
ta en el expediente, contra sentencia pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha 7 de septiembre de 1961, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; SEGUNDO: Confirma en el aspecto penal la sen-
tencia recurrida dictada por la Segunda Cámara Penal de 
La Vega, en fecha dieciséis de febrero del año mil nove-
cientos sesenta y uno, que condenó al prevenido Juan Do-
mínguez, —de generales que constan—, a sufrir dos efic4  

prisión  correccional y costas, como autor del delito de 
la Ley N" 2402; y la modifica en el sentido de 

fijar 	
a 	

de un peso cincuenta centavos oro, la pen- 

maría Lucía, procreada con su esposa Juliana de 

C ruz 

f ar en la suma 
1 

la menor 
sia mensual 

costas"; 

ión mensua a cargo del referido inculpado y en favor de 

de las 

TERCERO: Condena además al prevenido al pago ; TERC 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

de 
	e 

República; 
 l Vista 	ta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría 

 la 

 eclre taría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Luis 
Emilio Vidal, cédula 26192, serie 1, quien actúa a nombre y 
representación del recurrente, en fecha 29 de septiembre de 
1961, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N9  2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-
Pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley N 9  2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan Domínguez, contra 
"tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
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7 de septiembre de 1961, dictada en sus atribuciones corroe. 
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar d

el presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de 11111 a  Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán— Alfredo Conde Pausas 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.  

111 La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— ,(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

sentenc ia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 3 de agosto de 1961. 

materia: penal. 

Recurrentes: Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 14 de febrero 
del año 1962, años 118' de la Independencia y 99' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, corno corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vetilio 
Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa, dominicanos, 
mayores de edad, solteros agricultores, del domicilio y re-
sidencia de Jima Jaragua, municipio de Higüey, cédulas 
3561, 8888 y 3667, de la serie 28, cuyos sellos de renovación 
no constan, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha tres de agosto del año de mil novecientos sesen-
tiuno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secre- 

Iría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Pedro 
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7 de septiembre de 1961, dictada en sus atribuciones corre 
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrent e  pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de 
Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánch 
L.— Olegario Helena Guzmán— Alfredo Conde Pausas, 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

0N-TESCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia, nnpugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 3 de agosto de 1961. 

gatería: Penal. 

rentes: Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, 	constituida por los Jueces licenciados 

tMPircall

iime regularmente 	
re

r Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 

Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 14 de febrero 
del año 1962, años 118' de la Independencia y 99' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vetilio 
Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa, dominicanos, 
mayores de edad, solteros agricultores, del domicilio y re-
sidencia de Jima Jaragua, municipio de Higüey, cédulas 
3561, 8888 y 3667, de la serie 28, cuyos sellos de renovación 
no constan, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha tres de agosto del año de mil novecientos sesen-
tiuno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

de lalg  República; 

e 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

úbl liaclaguaeil de turno en la lectura del rol; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secre-
taría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr, Pedro 

1 
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María Solimán Bello, cédula 2612, serie 28, sello 7767, en 
 representación del Dr. Arévalo 'Cederlo Valdez, abogado de  los recurrentes, y en la cual no se expresa ningún medi e  determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii, 
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley /\19 43 de fech e 

 15 de septiembre de 1930, 463 del Código Penal 1382 del 
Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 22 de noviembre de 1960, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, dictó una sentencia por medio de la 
cual dispuso sobreseer hasta tanto la jurisdicción compe-
tente decidiera acerca de la excepción prejudicial de propie-
dad inmobiliaria suscitada en audiencia, el conocimiento de 
un recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de la misma Corte y por el Lic. Enrique 
J. Peynado, parte civil constituída, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de la Al-
tagracia, que había descargado a los prevenidos recurrentes 
de la prevención de violación de propiedad en perjuicio del 
Lic. Peynado González; b) que habiendo recurrido en ca-
sación contra la expresada sentencia, la Suprema Corte de 
Justicia casó la decisión recurrida, y envió el asunto por 
ante la Corte de Apelación de Santo Domingo; y, e) que esta 
última Corte dictó en fecha 2 de agosto de 1961, la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
Primero: Admite en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación de que se trata; Segundo: Revoca la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de la Altagracia de fecha 19 de julio del año 1960, 
que descargó a los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Gue-
rrero y Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, del delito de vio-
lación de propiedad en perjuicio del Lic. Julio F. Peynado, 
y obrando por propia autoridad, declara a dichos prevenidos, 
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a
bles del delito de violacin de propiedad en perjuicio ó 

Julio F. Peynado, y, n consecuencia, los condena culp   

der 
c
ho eruto al pago de una multa de Veinte Pesos Oro l 

ficho 
	cada uno, acogiendo en su favor circunstan- 

cias atenuantes; Tercero: Admite la constitución en parte 
interpuesta por el Lic. Julio F. Peynado, contra los 

civil
revenidos 	

Cedan°, Eladio Guerrero y Tomás de la 

Tomás Lao, 
arle a

y, en consecuencia, condena a dichos 
Rosa (a) 
prevenidos a pag 	

dicha parte civil constituída, la suma 
de Un Peso Oro (RD$1.00), cada uno, a título de daños y 
perjuicios; Cuarto: Condena a los prevenidos Vetilio Cedano, 
Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, al 
pago solidario de las costas penales; y Quinto: Condena a 
los prevenidos Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás 
de la Rosa (a) Tomás Lao, al pago de las costas civiles"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente suministrados en la instrucción de la causa "que 
los prevenidos se introdujeron en una propiedad del Lic. 
Julio F. Peynado, sin permiso de éste"; que en los hechos 
así establecidos se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad, previsto y 
sancionado por la ley N9  43 de fecha 15 de octubre de 1930, 

al tenor de cuyo artículo 1 9 , "Toda persona que se introduz-
ca en una heredad, finca o plantación sin permiso del dueño, 
arrendatario o usufructuario, será castigada con prisión 
correccional no menor de tres meses ni mayor de un año y 
multa de cinco a cien pesos"; que de consiguiente la Corte 
a qua al condenar a los prevenidos recurrentes a la pena de 
veinte pesos oro de multa cada uno, acogiendo en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes una vez admitida 
su culpabilidad, impuso a dichos prevenidos una pena que 
se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 
a qua dió por establecido que el Lic. Enrique J. 

Perlado, constituido en parte civil, sufrió a consecuencia 

• 

238 
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María Solimán Bello, cédula 2612, serie 28, sello 7767, e  representación del Dr. Arévalo ,Cedeño Valdez, abogado de  los recurrentes, y en la cual no se expresa ningún medi e  determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii, 

berado, y vistos los artículos 1 de la Ley N9 43 de fech a  15 de septiembre de 1930, 463 del Código Penal 1382 del 
Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 22 de noviembre de 1960, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, dictó una sentencia por medio de la 
cual dispuso sobreseer hasta tanto la jurisdicción compe-
tente decidiera acerca de la excepción prejudicial de propie-
dad inmobiliaria suscitada en audiencia, el conocimiento de 
un recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de la misma Corte y por el Lic. Enrique 
J. Peynado, parte civil constituida, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de la Al-
tagracia, que había descargado a los prevenidos recurrentes 
de la prevención de violación de propiedad en perjuicio del 
Lic. Peynado González; b) que habiendo recurrido en ca-
sación contra la expresada sentencia, la Suprema Corte de 
Justicia casó la decisión recurrida, y envió el asunto por 
ante la Corte de Apelación de Santo Domingo; y, c) que esta 
última Corte dictó en fecha 2 de agosto de 1961, la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
Primero: Admite en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación de que se trata; Segundo: Revoca la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de la Altagracia de fecha 19 de julio del año 1960, 
que descargó a los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Gue- 
rrero y Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, del delito de vio- 
lación de propiedad en perjuicio del Lic. Julio F. Peynado, 
y obrando por propia autoridad, declara a dichos prevenidos/ 
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culpables del delito de violación de propiedad en perjuicio 

del Lic 
 julio F. Peynado, y, en consecuencia, los condena 

Por 
dicho azlito al pago de una multa de Veinte Pesos Oro 

(RD$20.00), cada uno, acogiendo en su favor circunstan- 
riasatenuantes Tercero: Admite la constitución en parte 

v
- atenuantes; por el Lic. Julio F. Peynado, contra los 

epirevenidos Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la 
Rosa (a) Tomás Lao, y, en consecuencia, condena a dichos 
prevenidos a pagarle a dicha parte civil constituida, la suma 
de Un Peso Oro (RD$1.00), cada uno, a título de daños y 
perjuicios; Cuarto: Condena a los prevenidos Vetilio Cedano, 
Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, al 
pago solidario de las costas penales; y Quinto: Condena a 
los prevenidos Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás 
de la Rosa (a) Tomás Lao, al pago de las costas civiles"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente suministrados en la instrucción de la causa "que 
los prevenidos se introdujeron en una propiedad del Lic. 
Julio F. Peynado, sin permiso de éste"; que en los hechos 
así establecidos se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad, previsto y 
sancionado por la ley N9  43 de fecha 15 de octubre de 1930, 
al tenor de cuyo artículo 1 9, "Toda persona que se introduz-
ca en una heredad, finca o plantación sin permiso del dueño, 
arrendatario o usufructuario, será castigada con prisión 
correccional no menor de tres meses ni mayor de un año y 
multa de cinco a cien pesos"; que de consiguiente la Corte 
a qua al condenar a los prevenidos recurrentes a la pena de 
veinte pesos oro de multa cada uno, acogiendo en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes una vez admitida 
su 

Corte 

 u Ccuolpaebilidad, impuso a dichos prevenidos una pena que 
se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 
a qua dió por establecido que el Lic. Enrique J. 

Peynado, constituido en parte civil, sufrió a consecuencia 

238 
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de los hechos cometidos por los prevenidos, daños 

al 

d  y per.  os morales y materiales cuyo monto la misma parte 
civi
jui

l  fijó en 
la suma de un peso oro, con respecto a cada u no;  que, por tanto, al condenar a los prevenidos pago de dich

a  suma, a título de indemnización en provecho de la pa
rte  civil constituida, la Corte a qua hizo una correcta aplicación 

del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la  sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi. que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y 
Tomás de la Rosa, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en atribuciones correcciona-
les, en fecha 3 de agosto del año 1961, cuyo dispositivo se 
ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Seguido: 
Condena a dichos recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 

s5NTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 6 

de octubre de 1961. 

Materia: pena • 

Recurrente: Ramón Alfonso Martínez Tavárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 14 del mes de febrero, del año mil novecientos 
sesenta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Alfonso Martínez Tavárez, dominicano, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en la calle "La Rosita" N9  2, de 
Santiago de los Caballeros, cédula 40128, serie 31, sello 
1266752, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha seis del mes de octubre 
del año mil novecientos sesenta y uno; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído 	del Magistrado Procurador General 

de la   

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha seis del mes de octu-

bre del año mil novecientos sesenta y tino; 
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de los hechos cometidos por los prevenidos, dañosy 

parte ci vil  
cios morales y materiales cuyo monto la misma 
fijó en la suma de un peso oro, con respecto a a u

o,  que, por tanto, al condenar a los prevenidos al pago dcad 
e dic suma, a título de indemnización en provecho de la Pa

rt
ha  

e  civil constituida, la Corte a qua hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, l
a  sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y 
Tomás de la Rosa, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en atribuciones correcciona-
les, en fecha 3 de agosto del año 1961, cuyo dispositivo se 
ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Se ,urdo: 
Condena a dichos recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia 
impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 6 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

de octubre de 1961. 

materia: penal. 

Ramón Alfonso Martínez Tavárez. 
Recurrente: 

Dios, Patria y Libertad. 
Ropública 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 14 del mes de febrero, del año mil novecientos 
sesenta y dos, años 118' de la Independencia y 99' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca- 
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Alfonso Martínez Tavárez, dominicano, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en la calle "La Rosita" NQ 2, de 
Santiago de los Caballeros, cédula 40128, serie 31, sello 
1266752, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha seis del mes de octubre 
del año mil novecientos sesenta y uno; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a, qua en fecha seis del mes de octu-
bre del año mil novecientos sesenta y uno; 

• 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber d
el berado, y vistos los artículos 406, 408 

	

Código Penal; 	 y 463, inciso 60 dei  Casación; 
y 1 y 65 	 i

de la Ley sobre Procedimiento de 

Considerando que en la sentencia impugnada y en j
os  documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 

veinte del mes de julio del año 
mil novecientos 

sesenta y la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera in
s, tanela del Distrito Judicial de Santiago, regularmente 

apo- derada por el mi 	
o público, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que 

	 decla. rar y declara al nombrado Ramón Alfonso Martínez Ta. 
várez, culpable del delito de abuso de confianza, en perjuicio 
de Agustín Toribio Aracena (Méjico), y en consecuencia, 
lo condena a sufrir la pena d tres meses de prisión correo. 

	

acogiendo acogiendo 
	de 

 en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: Que debe condenar y condena a dicho inculpado 
al pago de las costas"; b) que sobre recurso de apelación 

	l
g 
r  interpuesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San- 
	‘,.• tiago dictó una sentencia en defecto en fecha doce del mes 

de septiembre del año mil novecientos sesenta 
	, dispositivo se copia cuyo a continuación: " 	
y uno c 

Pronuncia defecto contra el prevenido , quien no compareció FALLA: PRIMERO: 
a la audiencia para la cual fué citado legalmente; SEGUN-
DO: Admite en la forma el recurso de apelación; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada, dictada en  correccionales, en fecha veinte de julio del preseatribuciones  

n 1961, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera  año 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, medite la 
cual condenó al nombrado Ramón Alfonso Martínezan 

 Tavá-rez a la pena de tres meses de prisión correccional 
y  costas acogiend 	
es por 

de Agustín To- 

a 
ndena

o en su favor circunstancias atenuantes las 
el delito de abuso de confianza en perjuici 
tibio Aracena (a) Méjico; CUARTO: Co 

	al inculpado al pago de las costas"; y, c) que cont esta sentencia in-terpuso el prevenido recurso de oposición; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-

t
iene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 
n la forma el recurso de oposición; SEGUNDO: Modifica 

la sentencia en defecto dictada por esta Corte en fecha doce 
de septiembre del año en curso, 1961, que confirmó la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha veinte de julio del presente año, 1961, por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, mediante la cual condenó al nombrado 
Ramón Antonio Martínez Tavárez a la pena de tres meses 
de prisión correccional y a las costas, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, por el delito de abuso de con-
fianza en perjuicio de Agustín Toribio Aracena (a) Méjico; 

y, juzgando de nuevo el caso, lo condena a la pena de un 
mes de prisión correccional y al pago de una multa de cin-
cuenta pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; TERCERO: Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido: a) que el prevenido recibió de Agustín Toribio la 
cantidad de doce billetes de la Lotería Nacional correspon-
dientes al sorteo del día cuatro del mes de junio del año mil 
novecientos sesenta y uno, valorados en ciento nueve pesos 
oro (RD$109.00) para que los vendiera con el encargo de 
entregar el dinero producido o los billetes no vendidos el 
domingo siguiente; b) que celebrado el sorteo el prevenido 
no entregó el producido ni los billetes; y, e) que requerido a 
cumplir el mandato que se le había dado alegó que había 
vendido los billetes a crédito pero sin poder indicar a qué 
Personas los había acreditado, presumiéndose en tal caso 
que había dispuesto del referido dinero; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a qua, constituyen el delito de abuso de confianza, 
previsto por el artículo 408 del Código Penal y sancionado 
Por el articulo 406 del mismo Código con las penas de pri• 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber d
eii‘  

----,,, 

berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, inciso 6n d
el  ) Casación; Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Considerando que en la sentencia impugnada en 1
05  documentos a que ella se refiere consta: a y 

) que en fecha veinte del mes de julio del año mil novecientos sesenta 
y l Primerinc.  de Santiago, 	armente re do gul 	apo- derada por el ministerio público, dictó una sentencia cuyo 

dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe. 
rar y declara al nombrado Ramón Alfonso Martínezdecla- 

Ta-várez, culpable del delito de abuso de confianza, en perjuicio 
de Agustín Toribio Aracena (Méjico), y en consecuencia, 
lo condena a sufrir la pena de tres meses de prisión correc-
cional, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: Que debe condenar condena a dicho inculpado 
interpuesto 
al pago de las costas"; b) 	

y 
que 	sobre recurso de apelación 

por el prevenido, la Corte de Apelación de San-
tiago dictó una sentencia en defecto en fecha doce del mes 
de septiembre del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia defecto contra el prevenido, quien no compareció 
a la audiencia para la cual fué citado legalmente; SEGUN-
DO: Admite en la forma el recurso de apelación; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales, en fecha veinte de julio de 
1961, por la Segunda Cámara Penal del Juzgl adpresente

o de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, mediante la 
cual condenó al nombrado Ramón Alfonso Martínez Tavá-
rez a la pena de tres meses de prisión correccional 

galas  costas acogiendo en su favor circunstancias atenuantes por 
el delito de abuso de confianza en per de 
ribio Aracena (a) Méjico; CUARTO: juicio Condena Agustín To- 

a al inculpado al pago de las costas"; y, c) que cont esta sentencia In-terpuso el prevenido recurso de oposición; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-

tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 
n la forma el recurso de oposición; SEGUNDO: Modifica 

la 
sentencia en defecto dictada por esta Corte en fecha doce 

de septiembre del año en curso, 1961, que confirmó la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha veinte de julio del presente año, 1961, por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, mediante la cual condenó al nombrado 
Ramón Antonio Martínez Tavárez a la 'pena de tres meses 
de prisión correccional y a las costas, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, por el delito de abuso de con-
fianza en perjuicio de Agustín Toribio Aracena (a) Méjico; 
y, juzgando de nuevo el caso, lo condena a la pena de un 
mes de prisión correccional y al pago de una multa de cin-
cuenta pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; TERCERO: Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido: a) que el prevenido recibió de Agustín Toribio la 
cantidad de doce billetes de la Lotería Nacional correspon-
dientes al sorteo del día cuatro del mes de junio del año mil 
novecientos sesenta y uno, valorados en ciento nueve pesos 
oro (RD$109.00) para que los vendiera con el encargo de 
entregar el dinero producido o los billetes no vendidos el 
domingo siguiente; b) que celebrado el sorteo el prevenido 
no entregó el producido ni los billetes; y, c) que requerido a 
cumplir el mandato que se le había dado alegó que había 
vendido los billetes a crédito pero sin poder indicar a qué 
Personas los había acreditado, presumiéndose en tal caso 
que había dispuesto del referido dinero; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a qua, constituyen el delito de abuso de confianza, 
previsto por el artículo 408 del Código Penal y sancionado 
Por el articulo 406 del mismo Código con las penas de pri- 
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sión correccional de uno a dos años y multa que no baj
ará  de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la tercera pa
rte  de las indemnizaciones y restituciones que se deban al agr . viado; que por consiguiente, al imponerle a dicho prevenido
a, después de declararlo culpable las penas de un mes de , 

sión correccional y cincuenta pesos de multa, acogiendo e prin 
su favor circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo un correcta aplicación de la ley; a  

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifiqu
e  su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Antonio Martínez Tavárez, 
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha 6 del mes de octubre del año 1961, cuyo dispositivo ha sido copiado 

en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
--F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al- 
fredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 6 

de septiembre de 1961. 

Materia: Penal. 

ReCUrrerite: Santos Gómez Alba. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 

Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
ae Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 14 del mes de febrero de 1962, años 118' de 
la Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos 
Gómez Alba, dominicano, agricultor, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en la Sección Jagua Gorda del Munici-
pio—de La Vega, cédula 32821, serie 54, contra sentencia de 
fecha 6 de septiembre de 1961, pronunciada en defecto por 
la Corte de Apelación de La Vega en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha 29 de septiembre de 

1961 , a requerimiento del abogado Dr. Luis Emilio Vidal 

Pérez; cédula 26192, serie 1, en representación del preveni- 
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sión correccional de uno a dos años y multa que no bajará 
de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la tercera partl 
de las indemnizaciones y restituciones que se deban al agr, 
viado; que por consiguiente, al imponerle a dicho prevenidoa, 
después de declararlo culpable las penas de un mes de 

 Sión correccional y cincuenta 	 pri, 
de multa, acogieno en su favor circunstancias atenuantes,

pesos 
 la Corte a qua hizo

d 
 una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Antonio Martínez Tavárez, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha 6 del mes 

de octubre del año 1961, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fo. Elpidio 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. e 

 Bergés 
ChBeras. 

upan —Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.—i. 
Al-fredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes  firmada, leída 	 y año en él expresados, y fué 

y publicada por mí, Secretario General que certifico.— (Fdo.) Ernesto 
Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 

---- 

sENTENCIA 
DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia ipugnada: 
Corte de Apelación de La Vega de fecha 6 

de septiembre de 1961. 

ylateria: Penal. 

Recurrente: Santos Gómez Alba. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
ae Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 14 del mes de febrero de 1962, años 118' de 
la Independencia y 99' de la Restauración, dieta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos 
Gómez Alba, dominicano, agricultor, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en la Sección Jagua Gorda del Munici-
Pie—de La Vega, cédula 32821, serie 54, contra sentencia de 
fecha 6 de septiembre de 1961, pronunciada en defecto por 
la Corte de Apelación de La Vega en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Rep 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído 

 República; 
Vista

del Magistrado Procurador General 

de la  
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha 29 de septiembre de 

1961, a requerimiento del abogado Dr. Luis Emilio Vidal 
Pérez; cédula 26192, serie 1, en representación del preveni- 
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do, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
casación;  de  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Proce.. 
dimiento Criminal, 1 y 19 de la Ley 1608 de 1947, 406 y 
463 del Código Penal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;  

Considerando que en la sentencia impugnada 
 documentos a que ella se refiere consta: a) que en Yen los
fecha 23 de marzo de 1960, Juan José Gómez, en representación de 

la Compañía "La Ozama Trading Company, C", 
presentó querella contra Santos Gómez A. 

	
por A. 

, por hecho de éste haber desmantelado un Jeep que había adel 
 quirido en venta condicional, antes de pagar la totalidad del precio 

convenido; b) que apoderada del conocimiento del caso por 
el ministerio público la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega lo 
decidió por sentencia de fecha 19 de septiembre de 1960, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pro- 
nuncia el defecto contra el nombrado Santos Gómez Alba, 
por no haber comparecido a audiencia no obstante haber 
sido legalmente citado; Segundo: Se declara a Santos Gó- 
mez Alba culpable de abuso de confianza en perjuicio de la 
Ozama Trading Co., C. por A., y en consecuencia se le 
condena a sufrir 6 meses de prisión correccional acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se le con-
dena al pago de las costas"; e) que sobre el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido, la misma Cámara dictó 
en fecha 3 de noviembre de 1960, una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: Primero: Se declara nulo y sin nin-
gún valor el recurso de oposición interpuesto por Santos 
Gómez Alba contra la sentencia Núm. 1734 dictada por esta 
Cámara Penal en fecha 19 del mes de septiembre del año 
en curso, que lo condenó en defecto a sufrir 6 meses de 
prisión correccional y costas por el delito de Abuso 

de Con-fianza en perjuicio de la Ozama Trading Co. (en la persona  

de su 
representante) por no haber comparecido a audiencia 

obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se con-
dena al pago de las costas"; d) que sobre apelación del pre-

venido la Corte a qua dictó en fecha 17 de enero de 1961, 
una sentencia en defecto con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Pronun-
cia defecto en contra del prevenido Santos Gómez Alba, por 
no haber comparecido a esta audiencia estando regular-
mente citado; Tercero: Confirma la sentencia dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, el tres de noviembre 
del año mil novecientos sesenta, que declaró nulo el recurso 
de oposición interpuesto por el nombrado Santos Gómez 
Alba, de generales en el expediente—, contra sentencia 
dictada por dicho tribunal de fecha diecinueve de septiem-
bre del mismo año, que le condenó en defecto a Seis Meses 
de prisión correccional y al pago de las costas, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, como autor del delito 
de abuso de confianza en perjuicio de la Ozama Trading 
Company, C. por A.; Cuarto: Condena además al prevenido 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición del pre- 
venido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME- 
RO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto por el 
nombrado Santos Gómez Alba, de generales en el expedien- 
te—, contra sentencia dictada por esta Corte de Apelación 
en fecha 17 de enero de 1961, que le condenó en defecto a 
sufrir Seis Meses de prisión correccional y al pago de las 
costas, como autor del delito de Abuso de Confianza en per- 
juicio de la Ozama Trading Company, C. por A.; por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante estar citado; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que del examen hecho por esta Suprema 
Corte de Justicia de la sentencia de fecha 6 de septiembre 
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do, en la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Pr

oce-dimiento Criminal, 1 y 19 de la Ley 1608 de 1947, 406 
 463 del Código Penal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimienty de Casación; o 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 23 
de marzo de 1960, Juan José Gómez, en representación de 
la Compañía "La Ozama Trading Company, C. por A. 

, por ", presentó querella contra Santos Gómez A. 
éste haber desmantelado un Jeep que había adquirido hecho de 

 en venta condicional, antes de pagar la totalidad del precio 
convenido; b) que apoderada del conocimiento de 
el ministerio público la Segunda Cámara Penal dell caso por 

 de Primera Instancia del Distrito Judicial de 	
Juzgado 
Va lo decidió por sentencia de fecha 19 de septiembre La dee 

 1
g

960, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pro- 
nuncia el defecto contra el nombrado Santos Gómez Alba, 
por no haber comparecido a audiencia no obstante haber 
sido legalmente citado; Segundo: Se declara a Santos Gó- 
mez Alba culpable de abuso de confianza en perjuicio de la 
Ozama Trading Co., C. por A., y en consecuencia se le 
condena a sufrir 6 meses de prisión correccional acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se le con-
dena al pago de las costas"; c) que sobre el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido, la misma Cámara dictó 
en fecha 3 de noviembre de 1960, una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: Primero: Se declara nulo y sin nin-
gún valor el recurso de oposición interpuesto por Santos 
Gómez Alba contra la sentencia Núm. 1734 dictada por esta 
Cámara Penal en fecha 19 del mes de septiembre del año 
en curso, que lo condenó en defecto a sufrir 6 meses de 
prisión correccional y costas por el delito de Abuso 

de Con-fianza en perjuicio de la ()zaina Trading .Co. (en la persona 
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de su r
epresentante) por no haber comparecido a audiencia 

obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se con-
dena al pago de las costas"; d) que sobre apelación del pre-
venido la Corte a qua dictó en fecha 17 de enero de 1961, 
una sentencia en defecto con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Pronun-
cia defecto en contra del prevenido Santos Gómez Alba, por 
no haber comparecido a esta audiencia estando regular-
mente citado; Tercero: Confirma la sentencia dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, el tres de noviembre 
del año mil novecientos sesenta, que declaró nulo el recurso 
de oposición interpuesto por el nombrado Santos Gómez 
Alba, de generales en el expediente—, contra sentencia 
dictada por dicho tribunal de fecha diecinueve de septiem-
bre del mismo año, que le condenó en defecto a Seis Meses 
de prisión correccional y al pago de las costas, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, como autor del delito 
de abuso de confianza en perjuicio de la Ozama Trading 
Company, C. por A.; Cuarto: Condena además al prevenido 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición del pre- 
venido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME- 
RO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto por el 
nombrado Santos Gómez Alba, de generales en el expedien- 
te—, contra sentencia dictada por esta Corte de Apelación 
en fecha 17 de enero de 1961, que le condenó en defecto a 
sufrir Seis Meses de prisión correccional y al pago de las 
costas, como autor del delito de Abuso de Confianza en per- 
juicio de la Ozama Trading Company, C. por A.; por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante estar citado; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que del examen hecho por esta Suprema 
Corte de Justicia de la sentencia de fecha 6 de septiembre 
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de 1961, dictada por la Corte a qua, y de los documentos a 
que ella se refiere, resulta: a) que el prevenido Santos Gó-
mez A. fué regularmente citado para la audiencia de 

la Corte a qua del 6 de septiembre de 1961; b) que el prevenido 
no compareció a dicha audiencia; y c) que el Procurador 
General de la Corte pidió que se declarara nulo el recurs

o  de oposición de dicho prevenido; que en tales condiciones, 
la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley al de-
clarar la nulidad de ese recurso; 

Considerando, que, en materia penal, cuando como en 
la especie, se rechaza un recurso de casación contra una 
sentencia que declara nula una oposición, el recurso se ex- 
tiende a la primera sentencia en defecto, contra la cual se hizo la oposición; 

Considerando que en la sentencia dictada en defecto el 17 de 
enero de 1961, por la Corte a qua, se dan por estable- 

cidos, mediante la ponderación de los elementos de prueb 
regularmente administrados en la instrucción de la causa,a  
los hechos siguientes: a) que en fecha 8 de enero de 1959, 
Santos Gómez Alba, le compró a la Ozama Trading Compa-
ny, C. pór A., bajo el sistema de venta condicional de mue-
bles un Jeep usado marca Willys, modelo 1954, motor 4-
J74695, Chasis 454, G.B. 2-40922, por la suma de RD 
$1,100 (mil cien pesos oro); b) que el comprador dejó de 
pagar la suma de RD$184.50; (ciento ochenticuatro pesos 
con cincuenta centavos); c) que en fecha 22 de febrero de 
1960, la Ozama Trading Company, C. por A., por acto 

de alguacil intimó al deudor a pagar esa suma en el término de 
diez días; d) que el deudor no obtemperó a ese requeri-
miento; e) que en fecha 21 de abril de 1960, a pedimento de 
la acreedora, el Juez de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, dictó un auto ordenando la incauta-
ción del referido Jeep; f) que al ejecutar este auto el algua-
cil actuante comprobó, por acto de fecha 18 de mayo de 1960, que 

dicho Jeep se encontraba en el taller de mecánica 
del señor Juan García, deteriorado, por lo cual no pudo in-
pautarse del mismo; 
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Considerando que los hechos así establecidos por la 

e rte  a qua constituyen a cargo del prevenido Santos Gómez 
Alba, el delito de abuso de confianza previsto por el inciso 
) del artículo 19 de la ley 1608 de 1947, sobre Ventas Con-

dicionales de Muebles, y sancionado con las penas de pri-
sión correccional de uno a dos años y multa que no bajará 
de  50 pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las 
indemnizaciones y restituciones que se deban al agraviado 
de conformidad con el artículo 406 del Código Penal; que, 
por consiguiente, la Corte a qua al condenar al prevenido, 
después de haberlo declarado culpable del indicado delito, a 
la pena de 6 meses de prisión correccional, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación de 
la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santos Gómez Alba, contra sentencia 
de fecha 6 de septiembre de 1961, dictada por la Corte de 
Apelación de La Vega, en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación del mismo preve-
nido contra la sentencia dictada en defecto por esa Corte, 
en fecha 17 de enero de 1961; Tercero: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre-
do Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia 

firmada, leída 
_III día, mes y año en él expresados, la que 

y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Pdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de 1961, dictada por la Corte a qua, y de los documentos a que ella se refiere, resulta: a) que el prevenido Santos 
. mez A. fué regularmente citado para la audiencia de 

l Góa Corte a qua 
del 6 de septiembre de 1961; b)que el prevenido 

no compareció a dicha audiencia; y e) que el 
General de la Corte pidió que se declarara nulo e cur so 
de recurso de oposición de dicho prevenido; que en tales condiciones, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley al de-clarar la nulidad de ese recurso; 

Considerando, que, en materia penal, cuando como en 
la especie, se rechaza un recurso de casación contra una 
sentencia que declara nula una oposición, el recurso se ex- 
tiende a la primera sentencia en defecto, contra la cual 

se hizo la oposición; 

Considerando que en la sentencia dictada en defecto 
el 17 de enero de 1961, por la Corte a qua, se dan por estable- cidos, mediante la ponderación de los elementos de prueba 

regularmente administrados en la instrucción de la causa, 
los hechos siguientes: a) que en fecha 8 de enero de 1959, 
Santos Gómez Alba, le compró a la Ozama Trading Compa- 
ny, C. pór A., bajo el sistema de venta condicional de mue- 
bles un Jeep usado marca Willys, modelo 1954, motor 4- 
J74695, Chasis 454, G.B. 2-40922, por la suma de RD 
$1,100 (mil cien pesos oro); b) que el comprador dejó de 
pagar la suma de RD$184.50; (ciento ochenticuatro pesos 
con cincuenta centavos); e) que en fecha 22 de febrero de 
1960, la Ozama Trading Company, C. por A., por acto de 
alguacil intimó al deudor a pagar esa suma en el término 

de diez días; d) que el deudor no obtemperó a ese requeri-
miento; e) que en fecha 21 de abril de 1960, a pedimento de 
la acreedora, el Juez de Paz de la Segunda Circunscriión 
del Distrito Nacional, dictó un auto ordenando la incaupc 

 a-ción del referido Jeep; f) que al ejecutar este auto el algua-
cil actuante comprobó, por acto de fecha 18 de mayo de 1960, que 

dicho Jeep se encontraba en el taller de mecánica 
del señor Juan García, deteriorado, por lo cual no pudo in-
qautarse del mismo; 

C onsiderando que los hechos así establecidos por la 
qua constituyen a cargo del prevenido Santos Gómez 

forte 
a ,  el delito de abuso de confianza previsto por el inciso 

e) del artículo 19 de la ley 1608 de 1947, sobre Ventas Con-

dicionales de Muebles, y sancionado con las penas de pri-

sión correccionniaelxredueni: el dos años y multa que no bajará 
1 tanto de la tercera parte de las 

jndede5m0 ilzs:csiOnes y restituciones que se deban al agraviado 
de conformidad con el artículo 406 del Código Penal; que, 
por consiguiente, la Corte a qua al condenar al prevenido, 

después de haberlo declarado culpable del indicado delito, a 

la pena de 6 meses de prisión correccional, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación de 

la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santos Gómez Alba, contra sentencia 
de fecha 6 de septiembre de 1961, dictada por la Corte de 

Apelación de La Vega, en atribuciones correccionales, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación del mismo preve-
nido contra la sentencia dictada en defecto por esa Corte, 
en fecha 17 de enero de 1961; Tercero: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre-
do Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico,— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 21 de julio de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Santiago Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia„ regularmente constituida por los Jus 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Eecel licenciados 

pidio Beras, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuek D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra 

sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
Pérez, dominicano, mayor de edad, 

re 	 agricultor, domicilia do y sidente en la villa de Enriquillo, cédula 2117, serie 
21, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, consti-

i 	tuído en parte civil, contra sentencia correccional dictada en fecha 	
Corte de Apelación de 

a 21 de julio de 1961 por la C 
Barahona, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara válidos en la forma los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido Carlos Eugenio Cuesta Vidal y 
Santiago Pérez, parte civil constituida, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, dictada en atribuciones correccionales en fecha 
tres (3) de mayo de 1961, cuyo dispositivo figura en otro lugar 

del presente fallo; SEGUNDO; Revoca la sentencia 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha 26 de julio de 1961, a requerimiento 
del doctor Luis Beltrán Pérez Espinosa, cédula 23164, serie 
18, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en 
nombre y representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1„ 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente, 
constituído en parte civil, no invocó, cuando declaró su re-
curso, ningún medio determinado de casación; que dicho 
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la 
declaración de su recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Santiago Pérez contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Barahona, en sus atri- 

unida y, en consecuencia, descarga al prevenido Cárlos recurrida  Cuesta Vidal, de toda responsabilidad penal; TER-
cERO: Rechaza. las conclusiones de Santiago Pérez, parte 
civil constituida, formuladas contra la Compañía 'Consorcio 
Algodonero, C. por A., persona civilmente responsable, por 

iinprOcedente y mal fundadas; 'CUARTO: Condena a San-
tiago Pérez, parte civil constituida, al pago de las costas de 
ambas instancias"; 

del Magistrado Procurador General 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen  

de la República; 

• 
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de fech a  

• 

SENTENCIA DE 

Sentencia impugnada: 

21 de julio de 

Materia: Penal. 

Recurrente: Santiago Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema 
ticia„ regularmente constituida por los Jueces Corte de Jus-
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpiclio licenciados 

Beras, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. 
Fuente, doctor Manuel" D. Ber gés Chupani, licenciados Ba- 

Ravelo de la 

rón T. Sánchez L. Olegario Helena Guzm, asistido s del 
Secretario General, y en la Sala donde celebra án 

 sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional hoy día 14 del mes 
de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
Pérez, dominicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado 
y residente en la villa de Enriquillo, cédula 2117, serie 21, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, consti- 
tuido en parte civil, contra sentencia correccional dictada en 

fecha 21 de julio de 1961 por la Corte de Apelación de 
Barahona, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara válidos en la forma los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido Carlos Eugenio Cuesta Vidal y 
Santiago Pérez, parte civil constituida, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, dictada en atribuciones correccionales en fecha 
tres (3) de mayo de 1961, cuyo dispositivo figura en otro Jugar 

del presente fallo; SEGUNDO; Revoca la sentencia  

n consecuencia, descarga al prevenido Carlos 

su—lierdo
rida e  Cuesta Vidal, de toda responsabilidad penal; TER-

csR.0: Rechaza las conclusiones de Santiago Pérez, parte 
civil constituida, formuladas contra la Compañía 'Consorcio 
Algodonero, C. por A., persona civilmente responsable, por 

~• roe edente y mal fundadas; CUARTO: Condena a San-
tiago Pérez, parte civil constituida, al pago de las costas de 

ambasOídinostallel alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Idae cl aovrRti 

Corte p

aa  úqebull iaacca t; 

en fecha 26 de julio de 1961, a requerimiento 
a del recurso levantada en la secretaría de 

del doctor Luis Beltrán Pérez Espinosa, cédula 23164, serie 
18, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en 
nombre y representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1„ 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento. de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 

funda,
unmemorial con la exposición de los medios en que se 

será obligatorio, a pena de nulidad, si no ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente, 
constituído en parte civil, no invocó, cuando declaró su re-
curso, ningún medio determinado de casación; que dicho 
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la 
declaración de su recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Santiago Pérez contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Barahona, en sus atri- 

FECHA 14 DE FEBRERO DE 
1962 

Corte de Apelación de Barahona 
1961. 
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buciones correccionales, en 
dispositivo ha sido copiado 
fallo; y Segundo: Condena 
costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.-- E r  nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

au-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

sorrENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

senten 
 j'opugnada• Coi te de Apelación de La Vega de fecha 18 
cia   

de septiembre de 1961. 

: penal. 

te: Patricio Burgos Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto dé Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de 
febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Patricio 
Burgos Tapia, dominicano, mayor de edad, soltero, mecáni-
co, domiciliado y residente en La Vega, cédula 21813, serie 
47, cuyo sello de renovación no se especifica, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 18 de septiembre de 
1961, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a, qua, en fecha 8 de septiembre de 

1961 , a requerimiento del Dr, Luis Emilio Vidal Pérez, abo. 

fecha 21 de julio de 1961, 
en parte anterior del pres 

 al recurrente al pago de 
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buciones correccionales, en fecha 21 de julio de 1961, cu 1,0 
 dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 

fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de l as  costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani: 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán, Er. 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

sentenda 
impugnada: Coi te de Apelación de La Vega de fecha 18 

de septiembre de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Patricio Burgos Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto dé Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de 
febrero de mil novecientos sesenta y dos, años 118' de la 
Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Patricio 
Burgos Tapia, dominicano, mayor de edad, soltero, mecáni-
co, domiciliado y residente en La Vega, cédula 21813, serie 
47, cuyo sello de renovación no se especifica, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 18 de septiembre de 
1961, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha 8 de septiembre de 

1961 , a requerimiento del Dr, Luis Emilio Vidal Pérez, ah> 
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gado, cédula 26192,serie la, a nombre y representación del 
nado de casación; 
recurrente, en la cual no se expresa ningún medio deternii, 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber l-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, del delo 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Caardió; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguie 
que en fecha 3 de enero de 1961, Patrio Burgos 

Ta
nte: a) 
pia sometido a la acción de la justicia, prevenido de haber fué 

cG. metido abuso de confianza; b) que apod 	del asunto la Segunda Cámara Penal del Juzgado deerada 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó  febrero del mismo año una sentencia cuyo en dispfecha 22 c e 

ositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra 
el nombrado Patricio Burgos Tapia, por no haber compa- 
recido a la audiencia no obstante estar legalmente citado; 
SEGUNDO: Se declara culpable al nombrado Patricio Bur- 
gos Tapia, del delito de abuso de confianza, en perjuicio de 
Ezequiel Abréu, y en consecuencia se condena a sufrir 3 
meses de prisión correccional, acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se condena además al pago 
de las costas"; b) que sobre recurso de opos del re- 
venido, la misma Cámara dictó en fecha treceición 

 de abril
p 

 de 1961, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Se declara nulo y sin ningún valor el recurso de 
oposición interpuesto por Patricio Burgos Tapia, a la sen-
tencia Núm. 236 de fecha 23 de febrero de 1961 que lo con-
denó en defecto a sufrir 3 meses de prisión correccional, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, por el deli-
to de abuso de confianza, en perjuicio de Ezequiel Abréu, 
por no haber comparecido a la audiencia en oposición; SE-
GUNDO: Se condena al pago de las costas"; 

Considerando que habiendo recurrido el prevenido en 
Apelación, la Corte de Apelación de La Vega dictó sobre 
dicho recurso, en fecha seis de julio de mil novecientos 

se"' 

_ntiuno, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA- 

,A :  PRIMERO: Declara regular y válido el presente re-
Curso de apelación; SEGUNDO: Pronuncia defecto contra 

e

1 prevenido por no haber comparecido estando legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida dictada 
por la Segunda Cámara Penal de La Vega, en fecha trece 

del mes de abril del año 1961, cuyo dispositivo figura co-
piado en otro lugar del presente fallo; CUARTO: Condena 
al recurrente al pago de las costas"; y sobre recurso de opo-
sición contra la expresada decisión, la misma Corte dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo y sin efecto 
el recurso de oposición interpuesto por el nombrado Patricio 
Burgos Tapia, de generales en el expediente, contra sen-
tencia dictada por esta Corte en fecha seis del mes de julio 
del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar citado regular-
mente"; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las 
costas"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia dictada en defecto en materia correccional es 
nula si el oponente no comparece a sostener la oposición; 
que en el fallo impugnado por el presente recurso de casa-
ción es constante que el oponente no compareció a la au-
diencia fijada para conocer de su recurso, no obstante haber 
sido legalmente citado, y que el ministerio público pidió en 
sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en conse-
cuencia, los mencionados textos legales fueron correctamen-
te aplicados por la Corte a qua al declarar nulo y sin ningún 
efecto el recurso interpuesto por Patricio Burgos Tapia 
aconntetrraiorlamseenntteencictiaaddai;ctada por la misma Corte en fecha ya 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opa. 
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nado de casación; recurrente, en la cual no se expresa ningún medio deternii, 

La Suprema Corte de Justicia, 
después de 	dele' 

 
Casación ;  

berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, del haber 
Có Penal, y 1 y 65 de la I.,ey sobre Procedimiento de Considerando que en la sentencia im 

documentos a que ella se refiere, consta luo pugnad 
siguient:

a y en los 
a) que en fecha 3 de enero de 1961, Patrio Brgos Tapia flié 

, prevenido de haber eG. 
sometido a la acción de la justicia 
metido abuso de confianza; b) q 
Segunda Cámara Penal del Juz gado de Primera Instancia ue apoderada del asunto la 

del Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 22 de febrero del mismo 
año una sentencia cuyo dispositivo dice 

así: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Patricio Burgos  re 	 Tapia, pr no haber compa- 
cido a la audiencia no obstante estaro legalmente citado:• 

p , del deli SEGUNDO: Se declara culpable al nombrado Patricio Bur-gos Ta la 
 de abuso de confianza, enuio de Ezequiel Abréu, y en consecuencia se condenap e 

arj su
ic
frir 3 meses 

de prisión correccional, acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se a además al pago conde de las costas"; b) que sobre recurso de n 

opos 	del pre- venido, la misma Cámara dictó en fecha te ició 
de
n 
  abril de 1961, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara n

n irte ulo y sin ningún valor el recurso de 
oposiciórpuesto por Patricio Burgos Tapia, a la sen-
tencia Núm. 236 de fecha 23 de febrero de 1961 que lo con 
denó en defecto a sufrir 3 meses de prisión correccional, acogiendo a su 

favor circunstancias atenuantes, por el deli-
to de abuso de confianza, en perjuicio de Ezequiel Abréu, por no haber comparecid o  a la audiencia en oposición; SE-GUNDO: Se condena al pago de las costas"; 

Considerando que habiendo recurrido el preveni do en 
Apelación, la Corte de Apelación de La Vega dictó sobre 
dicho recurso, en fecha seis de julio de mil novecientos ces 

ntitalo, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
-eA: PRIMERO: Declara regular y válido el presente re- 

curso 
11 de apelación; SEGUNDO: Pronuncia defecto contra 
e1 prevenido por no haber comparecido estando legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida dictada 
por la Segunda Cámara Penal de La Vega, en fecha trece 
del mes de abril del año 1961, cuyo dispositivo figura co-
piado do en otro lugar del presente fallo; CUARTO: Condena 
al recurrente al pago de las costas"; y sobre recurso de opo-
sición contra la expresada decisión, la misma Corte dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo y sin efecto 
el recurso de oposición interpuesto por el nombrado Patricio 
Burgos Tapia, de generales en el expediente, contra sen-
tencia dictada por esta Corte en fecha seis del mes de julio 
del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar citado regular-
mente"; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las 
costas"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia dictada en defecto en materia correccional es 
nula si el oponente no comparece a sostener la oposición; 
que en el fallo impugnado por el presente recurso de casa-
ción es constante que el oponente no compareció a la au-
diencia fijada para conocer de su recurso, no obstante haber 
sido legalmente citado, y que el ministerio público pidió en 
sus conclusiones la nulidad de La oposición; que, en conse-
cuencia, los mencionados textos legales fueron correctamen-
te aplicados por la Corte a qua al declarar nulo y sin ningún 
efecto el recurso interpuesto por Patricio Burgos Tapia 
aconntetrraiorlamseenntetencictiaadadi;ctada por la misma Corte en fecha ya 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opo- 
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siciónpor no haber comparecido el oponente, se extiend e  la primera sentencia en defecto que estatuyó sobre el fondo  de la prevención, cuando como en la especie, la sentencia 
es mantenida en casación; 

Considerando que el examen de la sentencia dictada en 
defecto en fecha seis de julio de mil novecientos sesentiuno, 
pone de manifiesto que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue. 
ron regularmente administrados en la instrucción de la eau. 
sa, "que Ezequiel Abréu y Abréu le entregó un radio marca 
Philips, de seis tubos, en el mes de noviembre de 1960, para 
fines de reparación, al nombrado Patricio Burgos Tapia, 
y que éste dispuso del mismo y lo empeñó en la casa de 

com-pra venta del señor Justo Alvarez P."; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
abuso de confianza previsto por la parte final del artículo 
408 del Código Penal y penado por su artículo 406 con las 
penas de prisión correccional de uno a dos años y multa que 
no bajará de cincuenta pesos ni excederá el tanto de la ter-
cera parte de las indemnizaciones y restituciones que se 
deban al agraviado; que la Corte a qua al condenar al pre-
venido a la pena de tres meses de prisión correccional, aco-
giendo en su provecho el beneficio de circunstancias ate-
nuantes después de declararlo culpable del expresado delito, 
impuso a dicho prevenido una pena que se encuentra ajus-tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca -sación interpuesto por Patricio Burgos Tapia, contra sen-
tencia correccional dictada por la corte de Apelación de 
La Vega, en fecha dieciocho de septiembre de mil novecien-
tos sesentiuno, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar  

dei presente fallo; 
y Segundo: Condena a dicho recurrente 

a pago de las costas. 
- (Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 

_F. E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 

_Barón T. Sánchez L.— 
Olegario Helena Guzmán.— Er-

nesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes 
y año en él expresados y fué 

firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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nuantes después de declararlo culpable del expresado delito, 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1%2 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia 
 Judicial de El Seibo de fecha 	
del Distrito 

26 de septiembre de 195 8.  
Materia: Civil. 

Recurrentes: Eduardo Ciprián y Sergio Rosario. 
.Abogado: Dr. Luis E. Figueroa C. 

Recurridos: Rafael de Padua y Bertilia Díaz (Exclusión). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En 
Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licencia 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco El ideó Bera dos

s, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 

L 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chu, licenciados Ba-rón T. Sánchez . 	 Chupani, l 

, Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala 

donde celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito 
Nacional, hoy día 14 del mes de febrero de mil novecien-
tos sesenta y dos, arios 118' de la Independencia y 99' de lá Restauración, 

dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eduardo 
Ciprián, dominicano, mayor de edad, casado, 

agricultor, do-miciliado en la Sección rural El Cuey, 
Mio ibo Provincia del mismo nombre, cédula 231un ici 

, se
p del
rie 25,

S 
 s
e
e

,
llo 1197554, y Sergio Rosario, dominicano, mayor de edad, 

sol-tero, 
agricultor, domiciliado también en El Cuey, cédula 

10465, serie 28, sello 1447718, dictada en 
contra sentencia dic 

fecha 26 de septiembre de 1958, en atribuciones civiles, por 
El Seibo; 
el Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

6 
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Oído 
el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. W A. Báez Brito, cédula 31853, serie 26, 
sello 2073, en representación del Dr. Luis E. Figueroa C., 

serie 28 sello 61638, abogado de los recurrentes, 

Id eried litiaal:IRíed 2ce°p ública; 

ura de sus conclusiones; 
el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación de fecha 8 de noviembre 
de 1960, suscrito por el Dr. Luis Eduardo Morel P., cédula 
18352, serie 47, sello 61635, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se in- 
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 9 , 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 17 de noviembre de 1956, el abogado del Estado 
ante el Tribunal de Tierras, por instancia de Rafael de Pa-
dua y Bertilia Díaz, notificó un acto a Eduardo Ciprián, 
para que en el término de quince días desalojara un predio 
de terreno de Eduardo Ciprián ocupada por Sergio Rosario, 
desalojo que se efectuó el 18 de enero de 1958; b) que, sobre 
demanda en reintegranda de Ciprián y Rosario, el Juzgado 
de Paz del Municipio de El Seibo dictó una sentencia el 3 de 
junio de 1958 con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Se-
rechazan las pretensiones del representante de la parte 
demandada, en el sentido de que este Juzgado de Paz es 
incompetente para conocer de la presente litis; SEGUNDO: 
Se fija un informativo que se efectuará el día 18 del mes en 
curso, a las 9 a.m., con el fin de considerar los alegatos 
invocados por la parte demandante, y a la vez se le concede 
a la parte demandada la oportunidad de efectuar un contra-
informativo en la fecha señalada, o en otra que le sea más 
conveniente; TERCERO: Se reservan las costas"; e) que 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DE 1962 

Judicial de El Seibo de fecha 26 de septiembre de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrentes : Eduardo Ciprián y Serio 
Abogado: Dr. Luis E. Figueroa C. g Rosario. 

 

Recurridos: Rafael de Padua y Bertilia Díaz (Exclusión). 
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e
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. W A. Báez Brito, cédula 31853, serie 26, 

ello 2073, en representación del Dr. Luis E. Figueroa C., 
édula 2, serie 28 sello 61638, abogado de los recurrentes, 
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en  Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la lectura de sus conclusiones; 

de lav  Ris  etopúebllimcaem; 

de 1960, suscrito por el Dr. Luis Eduardo Morel P., cédula 
memorial de casación de fecha 8 de noviembre 

18352, serie 47, sello 61635, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se in-

dican; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 19, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 17 de noviembre de 1956, el abogado del Estado 
ante el Tribunal de Tierras, por instancia de Rafael de Pa-
dua y Bertilia Díaz, notificó un acto a Eduardo Ciprián, 
para que en el término de quince días desalojara un predio 
de terreno de Eduardo Ciprián ocupada por Sergio Rosario, 
desalojo que se efectuó el 18 de enero de 1958; b) que, sobre 
demanda en reintegranda de Ciprián y Rosario, el Juzgado 
de Paz del Municipio de El Seibo dictó una sentencia el 3 de 
junio de 1958 con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Se-
rechazan las pretensiones del representante de la parte 
demandada, en el sentido de que este Juzgado de Paz es 
incompetente para conocer de la presente litis; SEGUNDO: 
Se fija un informativo que se efectuará el día 18 del mes en 
Curso, a las 9 a.m., con el fin de considerar los alegatos 
invocados por la parte demandante, y a la vez se le concede 
a la parte demandada la oportunidad de efectuar un contra-
informativo en la fecha señalada, o en otra que le sea más 
conveniente; TERCERO: Se reservan las costas"; c) que 
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sobre apelación de Rafael de Padua y Bertilia Díaz, el 
Juzgado de Primera Instancia de El Seibo dictó en fecha 
26 de septiembre de 1958 una sentencia, que es la ahora 
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "EA, 
LLA: En audiencia pública: PRIMERO: Que debe declara r 

 como en efecto declara bueno y válido el recurso de apela, 
ción interpuesto por los señores Rafael de Paula o Padua 
y Vetilia Díaz, contra la sentencia del Juzgado de Paz del 
Municipio de El Seibo, de fecha tres (3) del mes de junio 
del año mil novecientos cincuentiocho; SEGUNDO: Que de-
be pronunciar como en efecto pronuncia la incompetencia, 
en razón de la materia del Juzgado de Paz del Municipio de 
El Seibo, para conocer de la demanda incoada por los seño-
res Eduardo Ciprián y Sergio Rosario, Contra los señores 
Rafael de Paula o Padua y Vetilia Díaz, en reintegranda, 
por no ser materia que está dentro de las atribuciones ex-
cepcionales de los Juzgados de Paz, sólo cuando la reinte-
granda sea realmente posesoria; TERCERO: Revocar como 
en efecto revoca en todas sus partes, la sentencia del Juz-
gado de Paz del Municipio de El Seibo de fecha tres (3) del 
mes de junio del año mil novecientos cincuentiocho, objeto 
de la apelación; CUARTO: Que debe condenar como en 
efecto condena a los señores Eduardo Ciprián y Sergio Ro-
sario, solidariamente al pago de las costas procesales del 
procedimiento, ordenando su distracción en provecho del 
Doctor Jorge Martínez Lavandier, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; d) que en fecha 14 de sep-
tiembre de 1961, a instancia del Dr. Luis E. Figueroa C., en 
nombre de Eduardo Ciprián y Sergio Rosario, la Suprema 
Corte de Justicia dictó una Resolución por la cual se declaró 
la exclusión de los recurridos Rafael de Padua y Bertilia 
Díaz, dominicanos, mayores de edad, solteros, agricultor 
el primero y de oficios domésticos la segunda, cédulas 3308 
y 1586, series 25, sellos 2287 y 102849, respectivamente, 
ambos domiciliados en El Cuey— del derecho de presentarse 
en audiencia a exponer sus medios de defensa en este re-
curso de casación; 
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Considerando, que, los recurrentes alegan contra la sen- 

• impugnada los siguientes medios: 19—Falsa interpre- 

c
ió/1 del inciso 4, artículo 7, de la Ley de Registro de tencla  

tTaierras, 
modificado por la Ley N 9  1860, del 18 de diciembre 

de 1948; 
29—Violación del inciso 5 del artículo 1 9  del Có- 

Procedimiento Civil; 39— Falta de motivos y de 
digo de  
base 

Ice:slielerando, que, 
en apoyo de su tercer medio de ca-

sación los recurrentes alegan que la sentencia impugnada 

no dado 
ningún motivo para revocar la sentencia que 

di ha ctó el 
Juez de Paz, sentencia ésta que se fundamentó en 

la 
consideración de que la demanda que se elevó ante él 

era de carácter posesorio; 
Considerando, que, es regla general quloe 

s jueces es-

tán en el 
deber de motivar sus decisiones; que staobliga-

ción es 
particularmente imperativa euando lositteeex en gra-

do de apelación-,) revocan una sentencia de primer grado; 

en la especie, el examen de los Considerandos de la sen-
tencia impugnada pone de manifiersto que 

ninguno de ellos 

fué consagrado a justificar la decisión del Juzgado a quo 

en el sentido de que la demanda elevada a su tribunal ésta 
era 

una acción petitoria y no una acción posesoria, cuestión  

que es capital en el litigio ocurrente; que, por tanto, la 

sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de pon-
derar el mérito de los dos primeros medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

en grado de apelación y atribuciones civiles por el Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo en 

fecha 26 de septiembre de 1958, cuyo dispositivo se ha 
co- 

piado en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 

al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La 

Romana; Segundo: Condena a los recurridos Rafael de Pau- 

la y Bertilia Díaz al pago de las costas y ordena su distrac- 
ción en provecho de los Dres. Luis Eduardo Morel P. y Luis 

E. Figueroa  C. abogados de los recurrentes, quienes afir- 
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sobre apelación de Rafael de Padua y Bertilia Díaz, o 
Juzgado de Primera Instancia de El Seibo dictó en Techa  
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y Vetilia Díaz, contra la sentencia del Juzgado de Paz del 
Municipio de El Seibo, de fecha tres (3) del mes de junio 
del año mil novecientos cincuentiocho; SEGUNDO: Que de-
be pronunciar como en efecto pronuncia la incompetencia, 
en razón de la materia del Juzgado de Paz del Municipio de 
El Seibo, para conocer de la demanda incoada por los seño-
res Eduardo Ciprián y Sergio Rosario, Contra los señores 
Rafael de Paula o Padua y Vetilia Díaz, en reintegranda, 
por no ser materia que está dentro de las atribuciones ex-
cepcionales de los Juzgados de Paz, sólo cuando la reinte-
granda sea realmente posesoria; TERCERO: Revocar como 
en efecto revoca en todas sus partes, la sentencia del Juz-
gado de Paz del Municipio de El Seibo de fecha tres (3) del 
mes de Junio del año mil novecientos cincuentiocho, objeto 
de la apelación; CUARTO: Que debe condenar como en 
efecto condena a los señores Eduardo Ciprián y Sergio Ro-
sario, solidariamente al pago de las costas procesales del 
procedimiento, ordenando su distracción en provecho del 
Doctor Jorge Martínez Lavandier, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; d) que en fecha 14 de sep-
tiembre de 1961, a instancia del Dr. Luis E. Figueroa C., en 
nombre de Eduardo Ciprián y Sergio Rosario, la Suprema 
Corte de Justicia dictó una Resolución por la cual se declaró 
la exclusión de los recurridos Rafael de Padua y Bertilia 
Díaz, dominicanos, mayores de edad, solteros, agricultor 
el primero y de oficios domésticos la segunda, cédulas 3308 
y 1586, series 25, sellos 2287 y 102849, respectivamente, 
ambos domiciliados en El Cuey— del derecho de presentarse 
en audiencia a exponer sus medios de defensa en este re-
curso de casación; 
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en grado de apelación y atribuciones civiles por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo en 
fecha 26 de septiembre de 1958, cuyo dispositivo se ha co- 
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Romana; Segundo: Condena a los recurridos Rafael de Pau- 
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262 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 263 
BOLETÍN JUDICIAL 

man haberlas avanzado en su totalidad, en el memorial d
e  casación, el primero, y en sus conclusiones, el segundp. 

 (Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al. 
fredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge
neral. .. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 so•TENCIA  

sentenc
ia bnpug-nada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 4 

de abril de 1960. 

atería: Tierras. 

Recurrentes: María Sarante Araujo, Pedro Rosa de Jesús, Ramón 
Rosa de Jesús, y los Sucesores de María de la Cruz de Je- 

sús Vda. de Jesús. 
Abogados: Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Dr. Rafael Alcides Ca- 

mejo. 

Recurridos: Gloria Josefina Antigua de Ortiz, Tobías Cabrera 
hijo, Alejandrina de Jesús y Pedro de Jesús, Dimas Fer-
nando Diloné, Ignacia de Jesús, María Celedonia G., Juana 

María Ramírez. 
Abogados: Lic. Eduardo Sánchez Cabral y Lic. Narciso Conde 

Pausas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero 
del año 1962, dictada en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Serante Araujo, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Santo 
Domingo, cédula 22235, serie 56, sello 507581; Pedro Rosa 
de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
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sENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia  impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 4 

de abril de 1960. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Maria Sarante Araujo, Pedro Rosa de Jesús, Ramón 
Rosa de Jesús, y los Sucesores de Maria de la Cruz de Je- 

sús Vda. de Jesús. 
Abogados: Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Dr. Rafael Alcides Ca- 
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Idos: Gloria Josefina Antigua de Ortiz, Tobías Cabrera 

hijo, Alejandrina de Jesús y Pedro de Jesús, Dimas Fer-
nando Diloné, Ignacia de Jesús, Maria Celedonia G., Juana 

María Ramírez. 
gados: Lic. Eduardo Sánchez Cabral y Lic. Narciso Conde 

Pausas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero 
del año 1962, dictada en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Serante Araujo, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Santo 
Domingo, cédula 22235, serie 56, sello 507581; Pedro Rosa 

II de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
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cédula 2650, serie 58, sello 3945559, domiciliado y residente
• en la Sección de Yanabo, del Municipio de Castillo; Ramón  

Rosa de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, a gri-
cultor, cédula 1313, serie 63, sello 2374967, domiciliado y rea 
sidente en Yaiba, Municipio de Castillo; y los Sucesores de 
María de la Cruz de Jesús Vda. de Jesús, señores Pedro, 
Isidoro, Rafael, domiciliados en Yaiba, Municipio de Castillo, 
agricultores, dominicanos, mayores de edad, solteros, Adela 
de Jesús, mayor de edad, soltera, dominicana, domiciliada y 
residente en La Ceiba de los Pájaros, Municipio de Villa 
Rivas, de quehaceres domésticos, cuyas cédulas no constan 
en el expediente, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras del 4 de abril del 1960, dictada en relación con la 
Parcela N9 37 del Distrito Catastral N9 2 del Municipio de 
Villa Rivas; Parcelas Nos. 19, 20, 22, 37, 38, 39, 40 y 151 
del Distrito Catastral N9 4 del Municipio de Castillo; Parce-
las Nos. 184 y 338, del Distrito Catastral N9 3 de Villa Rivz 
y Parcelas Nos. 74 y 75 del Distrito Catastral N 9  6 del Municipio de Cotuí; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación de fecha 6 de junio del 
1960, suscrito por el Lic. Elpidio Eladio Mercedes, cédula 
440, serie 47, sello 75063 y el Dr. Rafael Alcides Camejo, 
cédula 274, serie 76, sello 68642, abogados de los recurren- 
tes, y en el cual se invocan los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el Lic. Eduar-
do Sánchez Cabral, cédula 4018, serie 31, sello 6365, abogado 
del recurrido Manuel Ramón Antigua, dominicano, agricul-
tor, domiciliado en Yaiba, Sección del Municipio de Castillo, 
cédula 644, serie 47, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente; 

Visto el Memorial de defensa, suscrito por el Lic. Eduar-
do Sánchez Cabral, abogado de la recurrida Gloria Josefina 
Antigua de Ortiz, dominicana, de quehaceres domésticos, 

  

cédula 3223, serie 59, cuyo sello de renovación no consta en 

el expediente ; 
Visto el memorial de defensa suscrito por el mismo abo-

g 
ado a nombre de los recurridos Tobías Cabrera hijo, pro- 

domiciliado y residente en Castillo, cédula 2831, serie 59, 
fesor de instrucción pública, mayor de edall, dominicano, 

cuyo sello de renovación no consta en el expediente; Ale-
jandrina de Jesús, dominicana, mayor de edad, de quehace-
res domésticos, cédula 43327, serie 59, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente; y Pedro de Jesús, agri-
cultor, dominicano, mayor de edad, cédula 36498, serie 59, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, domi-
ciliado y residente en Yaiba, sección del Municipio de 

Castillo; Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Nar-
ciso Conde Pausas, cédula 6363, serie 56, sello 34807, abo-
gado de los recurridos Dimas Fernando Diloné Ramírez, 
dominicano, agricultor, mayor de edad, cédula 3245, serie 
59, sello 3912447; Ignacia de Jesús, dominicana, de queha-
ceres domésticos, cédula 271, serie 59, sello 2335123; Maria 
Celedonia Gutiérrez, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, cédula 117, serie 59, sello 2335158; y Jua-
na María Ramírez, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, cédula 653, serie 59, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, domiciliados y residentes 
en la sección de Yaiba, Municipio de Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 193, 214 y siguientes de la 
Ley de Registro de Tierras; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
Por acto del 9 de octubre del 1956, del Notario Lic. Narciso 
Conde Pausas, Estebanía de Js. Vda. Cabrera otorgó testa-
mento en favor de Dimas Fernando Diloné Ramírez, Juana 
María Ramírez, Manuel Ramón Antigua, Gloria Josefina 
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cédula 2650, serie 58, sello 3945559, domiciliado y residente 
en la Sección de Yanabo, del Municipio de Castillo; Ramón  
Rosa de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, ag rt. 
cultor, cédula 1313, serie 63, sello 2374967, domiciliado y re. 
sidente en Yaiba, Municipio de Castillo; y los Sucesores de 
María de la Cruz de Jesús Vda. de Jesús, señores Pedro, 
Isidoro, Rafael, domiciliados en Yaiba, Municipio de Castillo, 
agricultores, dominicanos, mayores de edad, solteros, Adela 
de Jesús, mayor de edad, soltera, dominicana, domiciliada y 
residente en La Ceiba de los Pájaros, Municipio de Villa 
Rivas, de quehaceres domésticos, cuyas cédulas no constan 
en el expediente, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras del 4 de abril del 1960, dictada en relación con la 
Parcela N° 37 del Distrito Catastral N° 2 del Municipio de 
Villa Rivas; Parcelas Nos. 19, 20, 22, 37, 38, 39, 40 y 151 
del Distrito Catastral N° 4 del Municipio de Castillo; Parce-
las Nos. 184 y 338, del Distrito Catastral N° 3 de Villa Rivz 
y Parcelas Nos. 74 y 75 del Distrito Catastral N° 6 del 
Municipio de Cotuí; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación de fecha 6 de junio del 
1960, suscrito por el Lic. Elpidio Eladio Mercedes, cédula 
440, serie 47, sello 75063 y el Dr. Rafael Alcides Camejo, 
cédula 274, serie 76, sello 68642, abogados de los recurren- 
tes, y en el cual se invocan los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito pór el Lic. Eduar-
do Sánchez Cabral, cédula 4018, serie 31, sello 6365, abogado 
del recurrido Manuel Ramón Antigua, dominicano, agricul-
tor, domiciliado en Yaiba, Sección del Municipio de Castillo, 
cédula 644, serie 47, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente; 

Visto el Memorial de defensa, suscrito por el Lic. Eduar-
do Sánchez Cabral, abogado de la recurrida Gloria Josefina 
Antigua cle Ortiz, dominicana, de quehaceres domésticos, 
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jandrina de Jesús, dominicana, mayor de edad, de quehace-
res domésticos, cédula 43327, serie 59, cuyo sello de reno-

vación no consta en el expediente; y Pedro de Jesús, agri-
cultor, dominicano, mayor de edad, cédula 36498, serie 59, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, domi-
ciliado y residente en Yaiba, sección del Municipio de 

Castillo; 
Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Nar- 

ciso Conde Pausas, cédula 6363, serie 56, sello 34807, abo-
gado de los recurridos Dimas Fernando Diloné Ramírez, 
dominicano, agricultor, mayor de edad, cédula 3245, serie 

59, sello 3912447; Ignacia de Jesús, dominicana, de queha-
ceres domésticos, cédula 271, serie 59, sello 2335123; María 
Caledonia Gutiérrez, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, cédula 117, serie 59, sello 2335158; y Jua-
na María Ramírez, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, cédula 653, serie 59, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, domiciliados y residentes 
en la sección de Yaiba, Municipio de Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de 'haber deli-
berado, y vistos los artículos 193, 214 y siguientes de la 
Ley de Registro de Tierras; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
Por acto del 9 de octubre del 1956, del Notario Lic. Narciso 
Conde Pausas, Estebanía de Js. Vda. Cabrera otorgó testa-
mento en favor de Dimas Fernando Diloné Ramírez, Juana 
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266 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Antigua de Ortiz, María Celedonia Gutiérrez, Fabián c a  brera hijo y en favor también de sus hermanos, Pedro, Ma, 
ría Salomé, Ignacia, María de la Cruz y Alejandrina; b) 
que en fecha 3 de noviembre del 1956 falleció la testadora 
Estebanía de Jesús Vda. Cabrera, quien no dejó ni deseen: 
dientes y ascendientes, sino hermanos; c) que el 9 de enero 
del 1957, el legatario Dimas Fernando Diloné Ramírez de. 
mandó el envío en posesión de los bienes testados, a los 
hermanos de la legataria, antes mencionados, y a los sobri- 
nos de ésta, Pablo, Francisco Alberto, Carmelo, Eugenia, 
Mercedes, Juana María de Jesús Castillo; d) que el 23 de 
octubre de 1957, María Eugenia Sarante Araujo, Pedro Ro- 
sa de Jesús, Ramón Rosa de Jesús y María de la Cruz de 
Jesús Vda. de Jesús, demandaron en liquidación y parti-
ción de los bienes relictos por Estebanía de Jesús Vda. Ca-
brera, a Ignacia de Jesús y a los Sucesores de Urbano de 
Jesús, demanda que fué fallada por sentencia en defecto que 
ordenó la partición y liquidación de estos bienes, en fecha 
20 de febrero del 1958; e) que en fecha 28 de febrero del 
1958, los legatarios, antes mencionados, pidieron al Tribu-
nal de Tierras que se les declarara sus calidades y se hi-
ciesen figurar en sus nombres los derechos pertenecientes 
a su causante en los inmuebles registrados que les fueron 
legados; f) que por decisión N9 1 del 25 de mayo del 1959 
del Juez de Jurisdicción Original designado por el Tribunal 
Superior de Tierras para conocer del pedimento antes seña-
lado, se rechazaron las conclusiones de María Eugenia Arau-
jo y compartes tendientes a que se declinara este asunto 
por ante el Tribunal ordinario; declaró legatarios a título 
particular de la finada Estebanía de Jesús Vda. Cabrera a 
Dimas Fernando Diloné Ramírez, Pedro de Jesús Germán, 
Manuel Ramón Antigua de Jesús, Gloria Josefina Antigua 
de Ortiz, Juana María Ramírez, María Celedonia Gutiérrez, 
Ignacia de Jesús, Alejandrina de Jesús, Tobías Cabrera hi-
jo, y Salomé de Jesús Germán, representada por sus here-
deros, Manuel Ramón Antigua de Jesús y Juana Antigua 
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declaró renunciante del legado que le había sido 
de buido por el testamento a María de la Cruz de Jesús Vda. 

Jesús, determinó los herederos de María Salomé de 

djeej:-  jan
' án, antes mencionados, y ordenó la cancelación 

Jesús 
de 

 varios certificados de títulos y la expedición de otros 
ue sobre el recurso 

 en favor de sus dueños; g) q
so 

Pedro Rosa 
de 

 apelación de María Sarante Araujo, 	
de 

Jesús, Ramón Rosa de Jesús y Sucs. de María de la Cruz 

es 
 Jesús Vda. de Jesús, el Tribunal Superior de Tierras 

dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 

así: "FALLA: 19—Se rechaza el recurso de apelación inte 
Rafa e

r-

puesto por el Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Dr. l 
Alcides Camejo Reyes, en nombre y en representación de 
María Eugenia Sarante Araujo, Pedro Rosa 

món. .0,3a do Jesús y de los Sucesores de María Cruz de 
JesCts Viuda de Jesús, por improcedente y mal fundado; 

29
— Se confirma la decisión apelada, cuyo dispositivo dice 

así: "FALLA: 19—Rechazar, como al efecto rechaza, el 
pedimento de los señores María Eugenia Sarante Araujo, do-
minicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, solte-
ra, cédula W 22235, serie W 56, domiciliada y residente en 
Santo Domingo; Pedro Rosa de Jesús, dominicano, mayor 
de edad, soltero, agricultor, cédula N 9  2650, serie 58, domi-

ciliado y residente en "Yaiba", Castillo; Ramón Rosa de 
Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé-
dula NQ 1313, serie 63, domiciliado y residente en "Yaiba", 
Castillo; y María de la Cruz de Jesús Viuda de Jesús, domi-
nicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, 

cédula 1\19  208, serie 59, domiciliada y residente en "Yaiba", 
Castillo, tendiente a que se declinara este asunto por ante 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 29—Declarar, co-
mo al efecto declara, legatarios a título particular de la fi-
nada Estebanía de Jesús Viuda Cabrera, a los señores Di-
mas Fernando Diloné Ramírez, Pedro de Jesús Germán, 
Manuel Ramón Antigua y de Jesús, Gloria Joserina An- 
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Antigua de Ortiz, María Celedonia Gutiérrez, Fabián Ca 
brera hijo y en favor también de sus hermanos, Pedro, ma, 
ría Salomé, Ignacia, María de la Cruz y Alejandrina; b) 
que en fecha 3 de noviembre del 1956 falleció la testadora 
Estebanía de Jesús Vda. Cabrera, quien no dejó ni descen-
dientes y ascendientes, sino hermanos; c) que el 9 de enero 
del 1957, el legatario Dimas Fernando Diloné Ramírez de-
mandó el envio en posesión de los bienes testados, a los 
hermanos de la legataria, antes mencionados, y a los sobri-
nos de ésta, Pablo, Francisco Alberto, Carmelo, Eugenia, 
Mercedes, Juana María de Jesús Castillo; d) que el 23 de 
octubre de 1957, María Eugenia Sarante Araujo, Pedro Ro-
sa de Jesús, Ramón Rosa de Jesús y María de la Cruz de 
Jesús Vda. de Jesús, demandaron en liquidación y parti-
ción de los bienes relictos por Estebanía de Jesús Vda. Ca-
brera, a Ignacio. de Jesús y a los Sucesores de Urbano de 
Jesús, demanda que fué fallada por sentencia en defecto que 
ordenó la partición y liquidación de estos bienes, en fecha 
20 de febrero del 1958; e) que en fecha 28 de febrero del 
1958, los legatarios, antes mencionados, pidieron al Tribu- 
nal de Tierras que se les declarara sus calidades y se hi- 
ciesen figurar en sus nombres los derechos pertenecientes 
a su causante en los inmuebles registrados que les fueron 
legados; f) que por decisión I•1 9  1 del 25 de mayo del 1959 
del Juez de Jurisdicción Original designado por el Tribunal 
Superior de Tierras para conocer del pedimento antes seña- 
lado, se rechazaron las conclusiones de María Eugenia Arau- 
jo y compartes tendientes a que se declinara este asunto 
por ante el Tribunal ordinario; declaró legatarios a título 
particular de la finada Estebanía de Jesús Vda. Cabrera a 
Dimas Fernando Diloné Ramírez, Pedro de Jesús Germán, 
Manuel Ramón Antigua de Jesús, Gloria Josefina Antigua 
de Ortiz, Juana María Ramírez, María Celedonia Gutiérrez, 
Ignacia de Jesús, Alejandrina de Jesús, Tobías Cabrera hi- 
jo, y Salomé de Jesús Germán, representada por sus here- 
deros, Manuel llamón Antigua de Jesús y Juana Antiguo 
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b de  jesu 
. declaró renunciante del legado que le había sido 

atribuido' por el testamento a María de la Cruz de Jesús Vda. 
determinó los herederos de María Salomé de 

de (iiue  eejves¿%mán, antes 
mencionados, y ordenó la cancelación 

jesúsarios certificados de títulos y la expedición de otros 

vos en favor  de sus dueños; g) que sobre el recurso 

l 

  

María Sarante Araujo, Pedro Rosa de 

de Jesús 

ablación 

 Jesús, el Tribunal Superior de Tierras Jesús
, Ramón Rosa de Jesús y Sucs. de María de la Cruz de 

dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 

así: "FALLA: 1 9—Se rechaza el recurso de apelación int
fae
er- 

1 
puesto por el Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Dr. Ra 
Alcides Camejo Reyes, en nombre y en representación de 
maría Eugenio. Saxante Araujo, Pedro Rosa de Jesús, Ra- 

món 	
da Jesús y de los Sucesores de María Cruz de 

Jesús Viuda de Jesús, por improcedente y mal 	 dice 
fundado; 

r-- Se confirma la decisión apelada, cuyo dispositivo  
así: "FALLA: 19—Rechazar, como al efecto rechaza, el 
pedimento de los señores María Eugenia Sarante Araujo, do-
minicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, solte-

ra, cédula N 9  22235, serie N9  56, domiciliada y residente en 
Santo Domingo; Pedro Rosa de Jesús, dominicano, mayor 
de edad, soltero, agricultor, cédula N 9  2650, serie 58, domi-

ciliado y residente en "Yaiba", Castillo; Ramón Rosa de 

Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé-

dula N9  1313, serie 63, domiciliado y residente en "Yaiba", 
Castillo; y María de la Cruz de Jesús Viuda de Jesús, domi-
nicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, 
cédula iN<? 208, serie 59, domiciliada y residente en "Yaiba", 
Castillo, tendiente a que se declinara este asunto por ante 
la cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 29--Declarar, co-
mo al efecto declara, legatarios a título particular de la fi-
nada Estebanía de Jesús Viuda Cabrera, a los señores Di- 
mas Fernando Diloné Ramírez, Pedro de Jesús Germán, 
Manuel Ramón Antigua y de Jesús, Gloria Josefina 
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tigua de Ortiz, Juana María Ramírez, María Celedonia 
Gutiérrez, Ignacia de Jesús, Alejandrina de Jesús, Tobí as 

 Cabrera hijo (a) Papito y María Salomé de Jesús Germá 
esta última finada, representada por sus únicos heredero' 

 Manuel Ramón Antigua y de Jesús y Juana Antigua os
dey Jesús, instituidos con tal calidad por el testamentoautén. 

tico recibido por el Notario Público, Lic. Narciso Conde 
Pausas, de acuerdo con el Acto N9 74, de fecha 9 de octubre 
del ario 1956. 39-Declarar, como al efecto declara, renun. 
ciante del legado que le fué atribuído por el testamento 
arriba indicado, a la señora María de la Cruz de Jesús viu. 
da de Jesús, de generales anotadas. 4 9-Declarar, como al 
efecto declara, que los únicos herederos de la finada María 
Salomé de Jesús Germán, son sus hijos legítimos Manuel 
Ramón Antigua y de Jesús y Juana Antigua y de Jesús, y, 
por consiguiente, las únicas personas con derecho a recoger 
sus bienes relictos y transigir con los mismos. 59- Ordenar, 
como al efecto ordena, que el Secretario del Tribunal de 
Tierras, una vez que haya recibido los planos definitivos de 
las Parcela N9 151 del Distrito Catastral N9 4 del Municipio 
de Castillo, Provincia Duarte, expida el Decreto de Registro 
correspondiente, en favor del señor Manuel Ramón Antigua 
y de Jesús, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
cédula N9 644, serie N9  47, domiciliado y residente en "Yai-
ba", sección del Municipio de Castillo. 6 9-Ordenar como 
al efecto ordena, que el Registrador de Títulos del Departa-
mento de San Francisco de Macorís, cancele los Certificados 
de Títulos Nos. 118, 178, 146, 128, 138, 129, 154, 132, 139 
y 140, correspondientes a las Parcelas Nos. 37 del Distrito 
Catastral N9 2 del Municipio de Castillo; 184 y 338 del Dis-
trito Catastral N9 3 del Municipio de Villa Riva; 19, 20, 22, 
37, 38, 39 y 40 del Distrito Catastral N9 4 del Municipio de 
Castillo, Provincia Duarte, respectivamente, para que en 
su lugar expida otros, que amparen el derecho de propiedad 
sobre las mismas, en la siguiente forma: PARCELA NU-
MERO 37, del Distrito Catastral N 9  2 del Municipio de Cas' 
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Sitio 	
Díaz", Provincia Duarte, con una ex- 

tención suPe 
derficial de 04 pis., 34 As., 34 Cas•, en favor del 

sUano 
 uel Ramón Antigua y de Jesús, de generales ano-

s
ea
- or 

t
das. Distrito Catastral N" 4 del Muni 

ba"
c

,
i 
 Provincia 
pio de Castillo

Dua,rte: 
si- 

tios de "Rancho de Nigua" "La Cei
9, c 

y 
 on una extención superficial de 

PARCELA NUMERO 1  
3
04s., 56 As., 72 Cas., en favor del señor Dimas Fernando 

Diloné Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-

cultor, cédula N9 
 3245, serie 59, domiciliado y residente en 

"Yaiba", Castillo; PARCELA NUMERO 20, con una exten-
sión superficial de 03 Hs., 15 As., 71 Cas., en favor del seño 

rn r Dimas Fernando Diloné Ramírez, de generales anotadas; 
PARCELA NUMERO 22, con una extensión superfal de 
20 Hs., 83 As., 75 Cas., en la siguiente forma y proporción: 
a) Una porción de 02 Hs., 20 As., 10 Cas., 20 Dm2., con sus 
mejoras de cacao, en favor de la señora Juano sea 18 Hs., 

a María Ra-

mírez, de generales ignoradas; y b) El resto  
63 As., 64 Cas., 80 Dm2., en favor del señor Dimas Hernan-
do Diloné Ramírez, de generales anotaas; PARCELA NU-
MERO 37, con una extensión superficial

d 
 de 08 Hs., 48 As., 31 

Cas., en favor de la señora Gloria Josefina Antigua d ti
e
c os 

Ortizé, 

dominicana, mayor de edad, de quehaceres domés, c- 

dula N9 
 3223, serie 59, domiciliada y residente en Santo 

Domingo; PARCELA NUMERO 38, con una extensión su- 
perficial de 04 Hs., 78 As., 18 Cas., en favor de la señora 
María Celedonia Gutiérrez, de generales ignoradas; PAR- 
CELA NUMERO 39, con una extensión superficial de 08 
lis., 95 As., 57 Cas., en favor del señor Manuel Ramón An- 
tigua y de Jesús, de generales que constan; PARCELA NU- 
MERO 40, con una extensión superficial de 00 Hs., 88 As., 
23 Cas., en favor del señor Dimas Fernando Diloné Ramí- 
rez, de generales anotadas; Distrito Catastral N

9  3 del Mu- 

nicipio de Villa Riva, sitio de "Ceiba de los Pájaros", Pro- 
vincia Duarte: PARCELA NUMERO 184, con una exten- 
sión superficial de 10 Hs., 76 As., 39 Cas., en 

la siguiente 

proporción: a) 05 Hs., 38 As., 19 Ces., 50 Dra., en favor 
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I 	' 

tigua de Ortiz, Juana María Ramírez, María Celedonia 
Gutiérrez, Ignacia de Jesús, Alejandrina de Jesús, Tobías 
Cabrera hijo (a) Papito y María Salomé de Jesús Germán 
esta última finada, representada por sus únicos heredero' 
Manuel Ramón Antigua y de Jesús y Juana Antigua y d e  Jesús, instituícios con tal calidad por el testamento autén. 
tico recibido por el Notario Público, Lic. Narciso Conde 
Pausas, de acuerdo con el Acto N 9  74, de fecha 9 de octubre del ario 1956. 3°-Declarar, corno al efecto declara, rentm. 
ciante del legado que le fué atribuído por el testamento 
arriba indicado, a la señora María de la Cruz de Jesús viu-
da de Jesús, de generales anotadas. 49-Declarar, como al 
efecto declara, que los únicos herederos de la finada María 
Salomé de Jesús Germán, son sus hijos legítimos Manuel 
Ramón Antigua y de Jesús y Juana Antigua y de Jesús, y, 
por consiguiente, las únicas personas con derecho a recoger 
sus bienes relictos y transigir con los mismos. 5°- Ordenar, 
como al efecto ordena, que el Secretario del Tribunal de 
Tierras, una vez que haya recibido los planos definitivos de 
las Parcela N9  151 del Distrito Catastral N9 4 del Municipio 
de Castillo, Provincia Duarte, expida el Decreto de Registro 
correspondiente, en favor del señor Manuel Ramón Antigua 
y de Jesús, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
cédula N9  644, serie N9  47, domiciliado y residente en "Yai-
ba", sección del Municipio de Castillo. 6 9-Ordenar como 
al efecto ordena, que el Registrador de Títulos del Departa-
mento de San Francisco de Macorís, cancele los Certificados 
de Títulos Nos. 118, 178, 146, 128, 138, 129, 154, 132, 139 
y 140, correspondientes a las Parcelas Nos. 37 del Distrito 
Catastral N9 2 del Municipio de Castillo; 184 y 338 del Dis-
trito Catastral N9 3 del Municipio de Villa Riva; 19, 20, 22, 
37, 38, 39 y 40 del Distrito Catastral 1\19 4 del Municipio de 
Castillo, Provincia Duarte, respectivamente, para que en 
su lugar expida otros, que amparen el derecho de propiedad 
sobre las mismas, en la siguiente forma: PARCELA NU- 
MERO 37, del Distrito Catastral N 9  2 del Municipio de Cas- • 

00
, sitio de "Juana Díaz", Provincia Duarte, con una ex- 

ención 
 superficial de 04 Hs., 34 As., 34 Cas., en favor del 

IVIanuel Ramón Antigua y de Jesús, de generales ano- 

señor istrito Catastral " "La Ce 
l N" 4 del Municipio de Castillo, si- 

tios de " 
DRancho de Nigua y "iba", Provincia Duarte: 

PARCELA NUMERO 19, con una extención superficial de 

3
1 lis., 56 As., 72 Cas., en favor del señor Dimas Fernando 

Diloné 
Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-

cultor, cédula N9 3245, serie 59, domiciliado y residente en 
"Yaiba", Castillo; PARCELA NUMERO 20, con una exten-

s
ión superficial de 03 Hs., 15 As., 71 Cas., en favor del señor 

Dimas Fernando Diloné Ramírez, de generales anotadas; 
PARCELA NUMERO 22, con una extensión superficial de 
20 Hs., 83 As., 75 Cas., en la siguiente forma y proporción: 
a) Una porción de 02 Hs., 20 As., 10 Cas., 20 Dm2., con sus 
mejoras de cacao, en favor de la señora Juana María Hs 

Ra-

mírez, de generales ignoradas; y b) El resto o sea 18 ., 
63 As., 64 Cas., 80 Dm2., en favor del señor Dimas Hernan-
do Diloné Ramírez, de generales anotadas; PARCELA NU-
MERO 37, con una extensión superficial de 08 Hs., 48 As., 31 
Cas., en favor de la señora Gloria Josefina Antigua de Ortiz, 
dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, cé-
dula N9  3223, serie 59, domiciliada y residente en Santo 
Domingo; PARCELA NUMERO 38, con una extensión su- 
perficial de 04 Hs., 78 As., 18 Cas., en favor de la señora 
María Celedonia Gutiérrez, de generales ignoradas; PAR- 
CELA NUMERO 39, con una extensión superficial de 08 
Hs., 95 As., 57 Cas., en favor del señor Manuel Ramón An- 
tigua y de Jesús, de generales que constan; PARCELA NU- 
MERO 40, con una extensión superficial de 00 Hs., 88 As., 
23 Cas., en favor del señor Dimas Fernando Diloné Ramí- 
rez, de generales anotadas; Distrito Catastral N 9  3 del Mu- 

nicipio de Villa Riva, sitio de "Ceiba de los Pájaros", Pro- 
vincia Duarte: PARCELA NUMERO 184, con una exten- 
sión superficial de 10 11s., 76 As., 39 Cas., en la 

siguiente 

Proporción; a) 05 lis., 38 As,, 19 Cas., 50 Dm2., en favor 
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de Manuel Ramón Antigua y de Jesús, de generales ano-
tadas; y b) 05 Hs., 38 As., 19 Cas., 50 Dm2., en favor de la 
señora Juana Antigua de Jesús, dominicana, mayor d e  edad, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
"Yaiba", Castillo; PARCELA NUMERO 338, con una ex. 
tención superficial de 13 Hs., 61 As., 73 Cas., en favor del 
señor Pedro de Jesús Germán, dominicano, mayor de edad, 
agricultor, cédula N9  55, serie 59, domiciliado y residente 
en "Yaiba", Castillo; 7 9—Ordenar, como al efecto ordena, 
que el Registrador de Títulos del Departamento de La Ve-
ga, cancele los Crtificados de Títulos Nos. 462 y 463, corres-
pondientes a las Parcelas Nos. 74 y 75 del Distrito Castral 
N9 6 del Municipio de Cotuí, Sitio de "Don Miguel", Sec-
ción de Cerrejón Provincia Sánchez Ramírez, para que en 
su lugar expida otros, que amparen el derecho de propiedad 
sobre las mismas, en la siguiente forma: Distrito Catastral 
N9 6 del Municipio de Cotuí, sitio de "Don Miguel", Sección 
de "Cerrejón", Provincia Sánchez Ramírez: PARCELA NU-
MERO 74, con una extensión superficial de 03 Hs., 47 As., 
75 ,Cas., en favor del señor Manuel Ramón Antigua y de 
Jesús, de generales anotadas; PARCELA NUMERO 75, con 
una extensión superficial de 23 Hs., 86 As., 17 Cas., en la si-
guiente proporción: a) 06 Hs., 28 As., 86 Cas., 30 Dm2., en 
favor del señor Pedro de Jesús Germán, de generales anota-
das; b) 09 Hs., 43 As., 29 Cas., 50 Dm2., en favor de la señora 
Alejandrina de Jesús, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en "Yaiba", Cas-
tillo; y c) El resto o sea 08 Has., 14 As., 01 Cas., 20 Dm2., 
en favor del señor Manuel Ramón Antigua y de Jesús, de 
generales anotadas"; 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso el medio siguiente: Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, Violación de los artículos 193 
y 214 de la Ley de Registro de Tierras; Errónea aplicación 
de los artículos 1011 y 1014 del Código ChTil; - Vi9ládón del  
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der 	
de defensa, de las reglas de la competencia; Desna- 

tuecho ralización de los hechos y elementos de la causa y exceso 

de poder; 
Considerando que los recurridos han presentado como 

medio de inadmisión la caducidad del recurso de casación 

po
r haberles sido notificado el emplazamiento después el caso, 

de 

vencidos los treinta días que acuerda la ley para  

y
a que la notificación del emplazamiento les fué hecha el 

g de julio del 1961, a pesar de que la autorización para 
emplazar es de fecha 6 de junio del mismo año; pero 

Considerando que de acuerdo con los artículos 66 y 67 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación los plazos esta-
blecidos en esta ley son francos y se aumentan en razón de 
la distancia; que, el examen del expediente muestra que una 
de las partes tiene su domicilio en Villa Riva, lugar lo cua

que se 

encuentra a 180 kilómetros de Santo Domingo, por l, 
teniendo en cuenta que la ley concede a las partes un día por 
cada 30 kilómetros de distancia entre el Tribunal en donde 
se ventila el asunto y el domicilio de las partes, el plazo pa-
ra interponer el presente recurso de casación quedó au-
mentado en provecho de todos los recurrentes en 7 días, y 
por tanto dicho emplazamiento podía ser notificado, váli-
damente, el 9 de julio del 1961; por todo lo cual este medio 
de inadmisión debe ser desestimado; 

Considerando que los recurridos Dimas Fernando Dilo-
né Ramírez, Ignacia de Jesús, María Celedonia Gutiérrez 

y Juana María Ramírez, han propuesto la inadmisión del 
presente recurso de casación en razón de haber sido diri-
gido contra personas fallecidas, esto es, contra Pedro de 
Jesús, quienes habían muerto con anterioridad a la fecha 
del emplazamiento, según se comprueba por las actas de 
defunción de los mismos, depositadas en el expediente; pero 

Considerando que los recurridos antes mencionados no 
tienen interés en pedir la nulidad del emplazamiento basán- 
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de Manuel Ramón Antigua y de Jesús, de generales ano-
tadas; y b) 05 Hs., 38 As., 19 Cas., 50 Dm2., en favor de l a 

 señora Juana Antigua de Jesús, dominicana, mayor de 
 edad, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 

"Yaiba", Castillo; PARCELA NUMERO 338, con una ex. 
tención superficial de 13 Hs., 61 As., 73 Cas., en favor del 
señor Pedro de Jesús Germán, dominicano, mayor de edad, 
agricultor, cédula N9  55, serie 59, domiciliado y residente 
en "Yaiba", Castillo; 7Q—Ordenar, como al efecto ordena, 
que el Registrador de Títulos del Departamento de La Ve.. 
ga, cancele los Crtificados de Títulos Nos. 462 y 463, corres.. 
pondientes a las Parcelas Nos. 74 y 75 del Distrito Castra] 
No 6 del Municipio de Cotuí, Sitio de "Don Miguel", Sec-
ción de Cerrejón Provincia Sánchez Ramírez, para que en 
su lugar expida otros, que amparen el derecho de propiedad 
sobre las mismas, en la siguiente forma: Distrito Catastral 
N9  6 del Municipio de Cotuí, sitio de "Don Miguel", Sección 
de "Cerrejón", Provincia Sánchez Ramírez: PARCELA NU-
MERO 74, con una extensión superficial de 03 Hs., 47 As., 
75 ,Cas., en favor del señor Manuel Ramón Antigua y de 
Jesús, de generales anotadas; PARCELA NUMERO 75, con 
una extensión superficial de 23 Hs., 86 As., 17 Cas., en la si-
guiente proporción: a) 06 Hs., 28 As., 86 Cas., 30 Dm2., en 
favor del señor Pedro de Jesús Germán, de generales anota-
das; b) 09 Hs., 43 As., 29 Cas., 50 Dm2., en favor de la señora 
Alejandrina de Jesús, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en "Yaiba", Cas-
tillo; y e) El resto o sea 08 Has., 14 As., 01 Cas., 20 Dm2., 
en favor del señor Manuel Ramón Antigua y de Jesús, de 
generales anotadas"; 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso el medio siguiente: Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, Violación de los artículos 193 
y 214 de la Ley de Registro de Tierras; Errónea aplicación 
de los artículos 1011 y 1014 del Código Civil; 'Violación  del 

ec
ho de defensa, de las reglas de la competencia; Desna-

der tura,lización de los hechos y elementos de la causa y exceso 

de  poder; 
Considerando que los recurridos han presentado como 

medio de inadmisión la caducidad del recurso de casación 

po
r haberles sido notificado el emplazamiento después de 

v
s treinta días que acuerda la ley

l 
 paraué h el caso, 

yencidos loa que la notificación del emplazamiento es fecha el 
9 de julio del 1961, a pesar de que la autorización para 
emplazar es de fecha 6 de junio del mismo año; pero 

Considerando que de acuerdo con los artículos 66 y 67 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación los plazos tizón de 

esta-

blecidos en esta ley son francos y se aumentan en r  
la distancia; que, el examen del expediente muestra que una 
de las partes tiene su domicilio en Villa Riva, lugar que se 
encuentra a 180 kilómetros de Santo Domingo, por lo cual, 
teniendo en cuenta que la ley concede a las partes un día por 
cada 30 kilómetros de distancia entre el Tribunal en donde 
se ventila el asunto y el domicilio de las partes, el plazo pa-
ra interponer el presente recurso de casación quedó 

au- 

mentado en provecho de todos los recurrentes en 7 días, y 
por tanto dicho emplazamiento podía ser notificado, váli- 
damente, el 9 de julio del 1961; por todo lo cual este medio 
de inadmisión debe ser desestimado; 

Considerando que los recurridos Dimas Fernando Dilo-
né Ramírez, Ignacia de Jesús, María Celedonia Gutiérrez 
y Juana María Ramírez, han propuesto la inadmisión del 
presente recurso de casación en razón de haber sido diri-
gido contra personas fallecidas, esto es, contra Pedro de 
Jesús, quienes habían muerto con anterioridad a la fecha 
del emplazamiento, según se comprueba por las actas de 
defunción de los mismos, depositadas en el expediente; pero 

Considerando que los recurridos antes mencionados no 
tienen interés en pedir la nulidad del emplazamiento basán-_ 
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dose en el hecho de haber sido notificado a otros dos leg a- 
tarios que habían muerto, por cuanto, la alegada nulidad no  afectaría sus derechos en litigioé por lo cual este medio de 
inadmisión debe ser desestimado; 

Considerando, respecto del recurso de casación, que los 
recurrentes alegan, en síntesis, en el desenvolvimiento del 
(mico medio del recurso, que el Tribunal a quo debió decli. 
nar el asunto por ante la jurisdicción de derecho común 
apoderada ya de la partición, lo que le fué pedido por con.. 
clusiones formales, por cuanto entre los bienes objeto de 
dicha partición existen inmuebles que no han sido sometidos 
a saneamiento catastral, así como también bienes muebles, 
por lo cual el Tribunal de Tierras es incompetente para es- 
tatuir en relación con las demandas incoadas sobre esos 
derechos; pero 

Considerando que se trata en el caso de una solicitud de 
transferencia dirigida por los legatarios de Estebanía de 
Js. Vda. Cabrera al Tribunal Superior de Tierras con el fin 
de que se expidieran los certificados de Títulos correspon-
dientes a las diferentes parcelas mencionadas precedente-
mente en 'favor de cada uno de dichos legatarios y, también, 
de la determinación de los herederos de la legataria María 
Salomé de Js. Germán, razones por las cuales el Tribunal 
a quo no tenía que declinar el asunto por ante la jurisdicción 
ordinaria apoderada anteriormente de la partición de los 
bienes de Estebanía de Js. Vda. Cabrera, sino ordenar la 
transferencia y la determinación de herederos solicitadas, 
lo que hizo el Tribunal, exclusivamente, sobre los terrenos 
registrados, comprendidos en los legados; por lo cual este 
aspecto del medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que los recurrentes alegan también, en 
síntesis, que el Tribunal a quo rechazó su pedimento de nue-
vo juicio hecho con el propósito de proceder a la inscripción 
en falsedad del testamento otorgado por Estebanía de Js. 
Cabrera, fundándose el Tribunal en que dicho procediznien• 
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es i
ncidental 

dental y no fuí pedido ni en el Tribunal de derecho 

to ni en el Tribunal de Tierras; que, los recurrentes 

comeso también 
 que no podían llevar a cabo las formalida-

a1en

de
:de la inscripción en falsedad sin que el Tribunal 

a quo 

conociera previamente de su competencia, para que las 
partes llevaran aquel procedimiento por ante el Tribunal 
competente; que al no acogerse su pedimento de nuevo juicio 

el Tribunal a quo 
privó a los actuales recurrentes del doble 

grado de jurisdicción "y estatuyó sin poner a la contraparte 
en condiciones de llenar las formalidades prescritasfalsedad 

por la 

ley en relación con la excepción de "; 

pero Considerando que para proceder a la inscripción en fal-
sedad el Tribunal Superior de Tierras no está obligado a or-
denar la celebración de un nuevo juicio, ya que es ante el 
mismo Tribunal apoderado del incidente ante el que debe 
realizarse dicho procedimiento, según lo disponen 
los 214 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; que, 
contrariamente a lo expresado por los recurrentes, el Tri-

bunal a quo, 
antes de pronunciarse sobre el pedimento de 

éstos relativos a la inscripción en falsedad dió motivos es-
pecíficos por los cuales rechazó la excepción de incompe-
tencia propuesta por los recurrentes; por lo cual este aser

s- 
debe 

pecto del medio carece también de fundamento y  

desestimado; 
Considerando que los recurrentes alegan, además, que 

el Tribunal a quo 
rechazó la demanda en secuestro incoada 

por ellos basándose en que esta medida era ya inútil por 
cuanto por su sentencia quedaba resuelta la litis, sin tener 
en cuenta que dicho fallo no había adquirido la autoridad de 
la cosa definitivamente juzgada y por tanto la litis no había 

concluido; pero 
Considerando que como el pedimento de secuestro fué 

hecho al mismo tiempo que se presentaron las conclusiones 
al fondo y éste fué resuelto en contra de los recurrentes, el 
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dose en el hecho de haber sido notificado a otros dos le ga. 
 tarios que habían muerto, por cuanto, la alegada nulidad no  afectaría sus derechos en litigioé por lo cual este medio d e  in,admisión debe ser desestimado; 

Considerando, respecto del recurso de casación, que los 
recurrentes alegan, en síntesis, en el desenvolvimiento del 
único medio del recurso, que el Tribunal a quo debió decli. 
nar el asunto por ante la jurisdicción de derecho corricm 
apoderada ya de la partición, lo que le fué pedido por con-
clusiones formales, por cuanto entre los bienes objeto de 
dicha partición existen inmuebles que no han sido sometidos 
a saneamiento catastral, así como también bienes muebles, 
por lo cual el Tribunal de Tierras es incompetente para es- 
tatuir en relación con las demandas incoadas sobre esos 
derechos; pero 

Considerando que se trata en el caso de una solicitud de 
transferencia dirigida por los legatarios de Estebanía de 
Js. Vda. Cabrera al Tribunal Superior de Tierras con el fin 
de que se expidieran los certificados de Títulos correspon-
dientes a las diferentes parcelas mencionadas precedente-
mente en favor de cada uno de dichos legatarios y, también, 
de la determinación de los herederos de la legataria María 
Salomé de Js. Germán, razones por las cuales el Tribunal 
a quo no tenía que declinar el asunto por ante la jurisdicción 
ordinaria apoderada anteriormente de la partición de los 
bienes de Estebanía de Js. Vda. Cabrera, sino ordenar la 
transferencia y la determinación de herederos solicitadas, 
lo que hizo el Tribunal, exclusivamente, sobre los terrenos 
registrados, comprendidos en los legados; por lo cual este 
aspecto del medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que los recurrentes alegan también, en 
síntesis, que el Tribunal a quo rechazó su pedimento de nue-
vo juicio hecho con el propósito de proceder a la inscripción 
en falsedad del testamento otorgado por Estebanía de Js. 
Cabrera, fundándose el Tribunal en que dicho procediznien• 
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4., es 
 incidental y no fuí pedido ni en el Tribunal de derecho 

común ni 
en el Tribunal de Tierras; que, los recurrentes 

a  también 
que no podían llevar a cabo las formalida - 

-dZ
dae la inscripción en falsedad sin que el Tribunal 

a quo 

conociera previamente de su competencia, para que las 
partes llevaran aquel procedimiento por ante el Tribunal 
ompetente; que al no acogerse su pedimento de nuevo juicio 

el Tribunal a quo 
privó a los actuales recurrentes del doble 

grado de jurisdicción "y estatuyó sin poner a la contraparte 

co
s formalidades prescritas por la 

en condiciones de llenar la ción de inscripción en falsedad"; 
ley 

en relación con la excep  

Considerando que para proceder a la inscripción en fal- pero 

sedad el Tribunal Superior de Tierras no está obligado a or-
denar la celebración de un nuevo juicio, ya que el 
mismo Tribunal apoderado del incidente ante el que debe 
realizarse dicho procedimiento, según lo disponen los artícu-
los 214 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; que, 
contrariamente a lo expresado por los recurrentes, el Tri-

bunal a quo, antes de pronunciarse sobre el pedimento de 
éstos relativos a la inscripción en falsedad dió motivos es-
pecíficos por los cuales rechazó la excepción de incompe

-

tencia propuesta por los recurrentes; por lo cual este as-
pecto del medio carece también de fundamento y debe ser 

desestimado; 
Considerando que los recurrentes alegan, además, que 

el Tribunal a quo rechazó la demanda en secuestro in coada 
por ellos basándose en que esta medida era ya inútil por 
cuanto por su sentencia quedaba resuelta la litis, sin tener 
en cuenta que dicho fallo no había adquirido la autoridad de 
la cosa definitivamente juzgada y por tanto la litis no había 
concluido; pero 

Considerando que como el pedimento de secuestro fué 
hecho al mismo tiempo que se presentaron las conclusiones 
al fondo y éste fué resuelto en contra de los recurrentes, el 
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ordenamiento del secuestro era improcedente, por lo 
este último aspecto del medio carece igualmente de l'un 
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
sación interpuesto por María Sarante Araujo, Pedro R 
de Jesús, Ramón Rosa de Jesús; y los Sucesores de Mar 
de la Cruz de Jesús Vda. de Jesús, señores Pedro, lsidoro 
Rafael y Adela de Jesús, contra sentencia del 'Tribunal s 
perior de Tierras de fecha 4 de abril de 1960, dictada 
relación con la Parcela N9 37 del Distrito Catastral I \ 
del Municipio de Villa Riva; Parcelas Nos. 19, 20, 22, 37, 
39, 40 y 151 del Distrito Catastral N9 4 del Municipio 
Castillo; Parcelas Nos. 184 y 338 del Distrito Catastral 
3 del Municipio de Villa Riva; y Parcelas Nos. 74 y 75 de 
Distrito Catastral N9 6 del Municipio de Cotul, cuyo dispo. 
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 
S 

 

~nen& impugnada: 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-. 

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 3 de 

octubre de 1961. 

pueda: Penal. 

Recurrente: Domingo Guilbe. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 

Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 

Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-

rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero 

de 
 

1962, arios 118' de la Independencia y 99' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 

Guilbe, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 52053, serie 1, sello 13355, 
contra sentencia correccional dictada en grado de apelación 
en fecha 3 de octubre de 1961 por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría del 

Tribunal a quo en la misma fecha en que fué dictada la 

274 
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ordenamiento del secuestro era improcedente, 
por este último aspecto del medio carece igualment e lo ella  

de funda  mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
ea  sación interpuesto por María Sarante Araujo, Pedro R os‹; de Jesús, Ramón Rosa de Jesús; y los Sucesores de 

María de la Cruz de Jesús Vda. de Jesús, señores Pedro, Isid oro  Rafael y Adela de Jesús, contra sentencia del Tribunal s
u: perior de Tierras de fecha 4 de abril de 1960, dictada 
en relación con la Parcela N9 37 del Distrito Catastral N^ 
2 del Municipio de Villa Riva; Parcelas Nos. 19, 20, 22, 37, 38, 39, 40 y 151 del Distrito Catastral N° 4 del Municipio 

de Castillo; Parcelas Nos. 184 y 338 del Distrito Catastral 
N 3 del Municipio de Villa Riva; y Parcelas Nos. 74 y 75 del Distrito Catastral N9 6 del Municipio de Cotuí, cuyo dispo-

sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel D. Bergés Chupani. 
— Barón T. Sánchez L.-- Olegario Helena Guzmán.— 

Er-nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 

en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario 
General que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia 
hupugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 3 de 

octubre de 1961. 

gatería: Penal. 

11.ocurrente: Domingo Guilbe. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel 

A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo 

Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero 

de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Guilbe, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado y 

residente en esta ciudad, cédula 52053, serie 1, sello 13355, 
contra sentencia correccional dictada en grado de apelación 
en fecha 3 de octubre de 1961 por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copla más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría del 

Tribunal a quo en la misma fecha en que fué dictada la 
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sentencia, a requerimiento del recurrente, en la cual no se  invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 3, apartado a) y párrafo 
de la Ley N9 2022, del año 1949, modificada por la Ley 
N9  3749, del año 1954; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi, 
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad el 
día 3 de septiembre de 1961, Domingo Guilbe y Manuel 
Fuello Castro fueron sometidos a la acción de la justicia 
inculpados de haber violado la Ley N9 2022, sobre acci-
dente causados con el manejo de un vehículo de motor, en 
perjuicio de Francisco Holguín; b) que el Juzgado de Paz de 
Asuntos Penales del Distrito Nacional, regularmente apo-
derado del caso, lo decidió por su sentencia de fecha 4 de 
septiembre de 1961, con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Condena a Domingo Guilbe, al pago de una mul-
ta de RD$6.00, a sufrir la pena de 6 días de prisión correc-
cional y ordena la cancelación de su licencia para conducir 
vehículos de motor, por un período de 2 meses a partir de 
la extinción de la pena, por violar el artículo 3 párrafo a), 
de la Ley 2022 en perjuicio de Francisco Holguín; SEGUN-
DO: Descarga a Manuel Fuello Castro, por insuficiencia de 
pruebas; TERCERO: Condena a Domingo Guilbe al pago 
de las costas y las declara de oficio en cuanto respecta a Ma-
nuel Fuello Castro"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido Domingo Guilbe, intervino la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por Domingo Guilbe, de generales 
anotadas, contra sentencia del Juzgado de Asuntos Penales 
del Distrito Nacional, de fecha 4 de septiembre de 1961, 
que lo condenó a 6 días de prisión y RD$6.00 de multa, y 
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cancelación de su licencia para manejar vehículos de motor 

un período d. e, 
 2 meses, a partir de la extinción de la 

por  pena por violación al artículo 3, párrafo a) de la Ley N9 
v  
-20

22,en perjuicio de Francisco Holguín, por haber sido 
interpuesto en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: 
confirmaen todas sus partes la mencionada sentencia; 
TERCERO: Condena a Domingo Guilbe, al pago de las 
costas de la presente alzada"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la - 
causa, que al ocurrir el accidente de que se trata, el pre-
venido Domingo Guilbe conducía su vehículo "a exceso de 
velocidad, en violación al Reglamento de Tránsito vigente, y 
a causa de ese exceso no pudo detenerlo a fin de evitar el 
accidente, causante de los golpes y heridas sufridos por el 
agraviado", los cuales curaron antes de diez días; 

Considerando que los hechos así establecidos por el 
Tribunal a quo constituyen el delito de golpes por impru-
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del recurrente, delito previsto por el artículo 
3 de la Ley N 9  2022, del año. 1949, modificada por la Ley 
N9 3749 de 1954, entonces en vigor, y sancionado por el 
apartado a) de dicho texto legal con las penas de seis días a 
seis meses de prisión y multa de seis a ciento ochenta pe-
sos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, a las penas 
de 6 días de prisión y RD$6.00 de multa, ordenándose, ade- 
más, la cancelación de su licencia para manejar vehículo de 
motor por un período de dos meses, a partir de la extinción 
daepllicaascpenase la  impuestas, el Tribunal a quo hizo una correcta 

aplicación de 

 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi- 
fique su casación; 
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sentencia, a requerimiento del recurrente, en la cual no s e  invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber den-

berado, y vistos los artículos 3, apartado a) y párrafo iv 
de la Ley 1\19 2022, del año 1949, modificada por la Ley 
N9  3749, del año 1954; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi. 
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad el 
día 3 de septiembre de 1961, Domingo Guilbe y Manuel 
Fuello Castro fueron sometidos a la acción de la justicia 
inculpados de haber violado la Ley N9 2022, sobre acci-
dente causados con el manejo de un vehículo de motor, en 
perjuicio de Francisco Holguín; b) que el Juzgado de Paz de 
Asuntos Penales del Distrito Nacional, regularmente apo-
derado del caso, lo decidió por su sentencia de fecha 4 de 
septiembre de 1961, con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Condena a Domingo Guilbe, al pago de una mul-
ta de RD$6.00, a sufrir la pena de 6 días de prisión correc-
cional y ordena la cancelación de su licencia para conducir 
vehículos de motor, por un período de 2 meses a partir de 
la extinción de la pena, por violar el artículo 3 párrafo a), 
de la Ley 2022 en perjuicio de Francisco Holguín; SEGUN-
DO: Descarga a Manuel Puello Castro, por insuficiencia de 
pruebas; TERCERO: Condena a Domingo Guilbe al pago 
de las costas y las declara de oficio en cuanto respecta a Ma-
nuel Puello Castro"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido Domingo Guilbe, intervino la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por Domingo Guilbe, de generales 
anotadas, contra sentencia del Juzgado de Asuntos Penales 
del Distrito Nacional, de fecha 4 de septiembre de 1961, 
que lo condenó a 6 días de prisión y RD$6.00 de multa, y  

cancelación de su licencia para manejar vehículos de motor 

por un 
 período de 2 meses, a partir de la extinción de la 

n
ena, por violación al artículo 3, párrafo a) de la Ley N 9  

1022, en perjuicio de Francisco Holguín, por haber sido 
interpuesto en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: 
confirma en todas sus partes la mencionada sentencia; 
TERCERO: Condena a Domingo Guilbe, al pago de las 
costas de la presente alzada"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, que al ocurrir el accidente de que se trata, el pre-
venido Domingo Guilbe conducía su vehículo "a exceso de 
velocidad, en violación al Reglamento de Tránsito vigente, y 
a causa de ese exceso no pudo detenerlo a fin de evitar el 
accidente, causante de los golpes y heridas sufridos por el 
agraviado", los cuales curaron antes de diez días; 

Considerando que los hechos así establecidos por el 
Tribunal a qtio constituyen el delito de golpes por impru-
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del recurrente, delito previsto por el artículo 
3 de la Ley 1\19 2022, del ario 1949, modificada por la Ley 
No 3749 de 1954, entonces en vigor, y sancionado por el 
apartado a) de dicho texto legal con las penas de seis días a 
seis meses de prisión y multa de seis a ciento ochenta pe-
sos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, a las penas 
de 6 días de prisión y RD$6.00 de multa, ordenándose, ade-
más, sli ea, asla cancelación de su licencia para manejar vehículo de 
motor por un período de dos meses, a partir de la extinción 

aplicación 
de la  penas impuestas, el Tribunal a quo hizo una correcta 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia unstenecasiaalcmiópnuignada no contiene vicio alguno que justi- 
fique 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de e a. sación interpuesto por Domingo Guilbe contra sentenei, 
correccional dictada en grado de apelación en fecha 3 d e  octubre de 1961, por la Primera Cámara Penal del Juzgado  de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Se. gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fcó. Elpidio Beras 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— El.. 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 103 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BÓLETLI JUDICIAL 

sENTESCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 

sentenc
ia, impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

27 de junio de 1961. 

materia: Penal. 

Recurrente: José Manuel de la Cruz. 
AogadO: Dr. Armando Rodriguez Pichardo. 

Recurrido: Nassim J. Diná, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tic!a, régule.n.T.tenrie constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L., 
Olegario Helena Guzmán, y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy 16 del 
mes de febrero del año 1962, años 118' de la Independencia 
y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel de la Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, Za-
patero, domiciliado Sr residente en Santiago, cédula 33210, 
serie 31, contra sentencia dictada en fecha 27 de junio de 
1961 por la Corte de apelación de Santiago, en atribuciones 
correccionales, cuyo clispositiv ose copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 	- 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

retaría de lá Corte a qua en fecha 30 dé octubre de 

279 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de c a, sación interpuesto por Domingo Guilbe contra sentencia 
correccional dictada en grado de apelación en fecha 3 d 
octubre de 1961, por la Primera Cámara Penal del Juzg, 

 de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositi 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 

y 8 gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fcó. Elpidio Bera 
--F. E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel D. 

-- Bergés Chupan —Barón T. Sánchez L. Olegario Helena Guzmán.— z 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1133 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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• SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1962 

tencia 	
rt impugnada: Coe de Apelación de Santiago, de fecha 

27 de junio de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Manuel de la Cruz. 

Abogado: Dr. Armando Rodríguez Pichardo. 

Recurrido: Nassim J. Diná, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

F.,1. Ts7A-nbre de la República, la SupTerna Corte de jus-
ticie, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Eipidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L., 
Olegario Helena Guzmán, y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy 16 del 
mes de febrero del año 1962, años 118' de la Independencia 
y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel de la Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, Za-
patero, domiciliado y residente en Santiago, cédula 33210, 
serie 31, contra sentencia dictada en fecha 27 de junio de 
1961 por la Corte de apelación de Santiago, en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositiv ose copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de lá Corte a qua en fecha 30 dé octubre de 
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1961, a requerimiento del abogado Dr. Armando Rodri_ 
guez Pichardo, cédula 40923, serie 31, sello 81642, en re_ presentación del prevenido José Manuel de la Cruz, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber do. 
berado y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; y 1 y 19 de la Ley 1608 de 1947, 406 
y 463 escala 61 del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 

31 de marzo de 1960, Juan Elías, en representación de la 
Compañía Nassim J. Diná, C. por A., presentó querella 
contra José Manuel de la Cruz, por el hecho de éste haber 
dispuesto de dos televisores que había adquirido en venta 
condicional, antes de pagar la totalidad del precio convenido; 
b) que apoderada del conocimiento del caso por el Ministe-
rio Público, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, lo decidió 
por sentencia de fecha 14 de junio de 1960, cuyo dispositivo 
dice así: "PRIMERO: Pronuncia defecto contra el nombra-
do José Manuel de la Cruz por no haber comparecido a la 
audiencia de este día no obstante estar legalmente citado; 
Segundo: Declara al prevenido José Manuel de la Cruz cul-pable del delito de violación a la Ley N9 1608 sobre Ventas 
Condicionales de Muebles (abuso de confianza) en perjuicio 
de Nassim J. Diná, C. por A., y en consecuencia condena a 
dicho prevenido a sufrir Seis Meses de Prisión correccional, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; y, Tercero: 
Condena al precitado prevenido al pago de las costas pe-
nales"; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por 
el prevenido, la misma Cámara dictó en fecha 21 de di-
ciembre de 1961, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "PRIMERO: Declara nulo, sin ningún valor ni 
efecto el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
José Manuel de la Cruz cántra sentencia dictada por este 
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tr
ibunal en fecha 14 de junio de 1960, que lo condenó a su-

frir seis meses 
de prisión correccional y al pago de las costas, 

por 
el delito de violación a la Ley N 9  1608 (abuso de confian-

;a) en  perjuicio de la Nassim J. Diná C. por A.; y Segundo: 
-Ce.ndena referido oponente al pago de las costas de su 

recurso"; al d) que sobre el recurso de apelación interpuesto 

por 
el prevenido, la Corte a qua dictó en fecha 12 de mayo • 

de 1961, una sentencia en defecto, con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el pre-

venido José Manuel de la Cruz, por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; 
Segundo: Admite en la forma el recurso de apelación; Ter-
cero: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha veintiuno de diciembre de 1960, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual 
declaró nulo y sin valor ni efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado José Manuel de la Cruz, con-
tra sentencia dictada en fecha catorce de junio del mismo 
año, por dicha Cámara Penal, que lo condenó a Seis Meses 
de Prisión correccional y a las costas, por el delito de vio-
lación a la Ley 1608, en perjuicio de Nassim J.,Diná, C. por 
A.; Cuarto: Condena al inculpado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición del pre-
venido, la Corte a gua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición 
Interpuesto por el nombrado José Manuel de la Cruz, con-
tra sentencia dictada por esta Corte, en defecto, en fecha 
doce de mayo del año en curso, 1961, que confirmó la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha veintiuno de diciembre de 1960, por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, mediante la cual declaró nulo y sin 
efecto el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
J°sé Manuel de la Cruz, contra sentencia dictada en fecha 
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1961, a requerimiento del abogado Dr. Armando Rodri, 
guez Pichardo, cédula 40923, serie 31, sello 81642, en re_ 
presentación del prevenido José Manuel de la Cruz, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del. 
berado y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; y 1 y 19 de la Ley 1608 de 1947, 406 
y 463 escala 63  del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
31 de marzo de 1960, Juan Elías, en representación de la 
Compañía Nassim J. Diná, C. por A., presentó querella 
contra José Manuel de la Cruz, por el hecho de éste haber 
dispuesto de dos televisores que había adquirido en venta 
condicional, antes de pagar la totalidad del precio convenido; 
b) que apoderada del conocimiento del caso por el Ministe- 
rio Público, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, lo decidió 
por sentencia de fecha 14 de junio de 1960, cuyo dispositivo 
dice así: "PRIMERO: Pronuncia defecto contra el nombra-
do José Manuel de la Cruz por no haber comparecido a la 
audiencia de este día no obstante estar legalmente citado; 
Segundo: Declara al prevenido José Manuel de la Cruz cul-
pable del delito de violación a la Ley N3 1608 sobre Ventas 
Condicionales de Muebles (abuso de confianza) en perjuicio de Nassim J. Diná, C. por A., y en consecuencia condena a 
dicho prevenido a sufrir Seis Meses de Prisión correccional, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; y, Tercero: 
Condena al precitado prevenido al pago de las costas pe-nales"; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por 
el prevenido, la misma Cámara dictó en fecha 21 de di-ciembre de 1961, una sentencia cuyo dispositivo es el si-guiente: "PRIMERO: Declara nulo, sin ningún valor ni 
efecto el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
José Manuel de la Cruz contra sentencia dictada por esta 
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Tribunal en fecha 14 .d.e junio de 1960, que lo condenó a su- 

fr
ir seis meses de prisión correccional y al pago de las costas, 

por el delito de violación a la Ley N 3  1608 (abuso de confian- 

) en perjuicio de la Nassim J. Diná C. por A.; y Segundo: 
Condena al referido opon

l 
 ente al pago de las costas de su 

recurso"; 
d) que sobre e re curso de apelación interpuesto 

por el 
prevenido, la Corte a qua dictó en fecha 12 de mayo 

de 1961, una sentencia en defecto, con el siguiente disposi-

tivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el pre-

venido José Manuel de la Cruz, por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; 
Segundo: Admite en la forma el recurso de apelación; Ter-
cero: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha veintiuno de diciembre de 1960, 

por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual 
declaró nulo y sin valor ni efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado José Manuel de la Cruz, con-
tra sentencia dictada en fecha catorce de junio del mismo 
año, por dicha Cámara Penal, que lo condenó a Seis Meses 
de Prisión correccional y a las costas, por el delito de vio-
lación a la Ley 1608, en perjuicio de Nassim J.,Diná, C. por 

A.; Cuarto: Condena al inculpado al pago de las costas"; 
Considerando que sobre el recurso de oposición del pre-

venido, la Corte a oua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el nombrado José Manuel de la Cruz, con-
tra sentencia dictada por esta Corte, en defecto, en fecha 
doce de mayo del año en curso, 1961, que confirmó la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha veintiuno de diciembre de 1960, por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, mediante la cual declaró nulo y sin 
efecto el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
José Manuel de la Cruz, contra sentencia dictada en fecha 
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catorce de junio del mismo ario, por dicha Cámara Penal, 
que lo condenó a Seis Meses de Prisión Correccional y a l as 

 costas, por el delito de violación a la Ley 1608, en perjuicio 
de Nassin J. Diná, C. por A., en razón de no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido citado le-
galmente; Segundo: Condena al prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que del examen hecho por esta Suprema 
Corte de Justicia de la sentencia de fecha 27 de junio de 
1961, dictada por la Corte a qua, y de los documentos a que 
ella se refiere, resulta: a) que el prevenido José Manuel de 
la Cruz, fué regularmente citado para la audiencia de la 
Corte a qua del 27 de junio de 1961, por acto de alguacil de 
fecha 22 del mismo mes; b) que el prevenido no comper-
ció a dicha audiencia; y c) que el Procurador General de J7? 
Corte de Apelación pidió que se declarara nulo el recurso de 
oposición de dicho prevenido; que, en tales condiciones, la 
'Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley al de-
clarar la nulidad de ese recurso; 

Considerando que en materia penal, cuando como en la 
especie, se rechaza un recurso de casación contra una sen-
tencia que declara nula una oposición, el recurso se extiende 
a la primera sentencia en defecto, contra la cual se hizo la 
oposición; 

Considerando que en la sentencia dictada en defecto 
el 12 de mayo de 1961, por la Corte a qua; se dan por esta-
blecidos mediante la ponderación de los elementos de prue-
ba regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, los hechos siguientes: a) que en fecha 25 de agosto de 
1958, José Manuel de la Cruz compró a Nassim J. Diná, 
C. por A., mediante contrato de venta condicional, dos tele-
visores "Westinghouse", modelo 21T-202 y 21-201, por la 
suma de RD$750.00; b) que el comprador dejó de pagar la 
suma de RD$240.00; e) que en fecha 25 de enero de 1960, la Nassim J. Diná, C. por A., le hizo al deudor intimación  

de 
 pago de la suma adeudada, sin que éste obtemperara a 

ese 
requerimiento; d) que en fecha 11 de marzo de 1960, 

pedimento de la acreedora, el Juez de Paz de la Primera 
Turiripcitm del Municipio de Santiago dict 5 un Auto 

Ciridenan
sc do incautación de los referidos televisores, e) que 

por 
acto de aguacil la indicada compañía "trató de ejecutar 

dicho Auto", pero no pudo incautarse de los televisores, 
«debido a la invencible oposición hecha por el señor José 
istanuel de la Cruz"; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 

Corte a qua constituyen a cargo del prevenido José Manuel 
de La Cruz, el delito de abuso de confianza previsto por el 
inciso e) del artículo 19 de la Ley 1608 de 1947, sobre Ven-
tas Condicionales de Muebles y sancionado con las penas 
de prisión correccional de uno a dos años y multa que no 
bajará de 50 pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte 
de las indemnizaciones y restituciones que se debaii di' agra-
viado, de conformidad con el artículo 406 del Código Penal; 
que, por consiguiente, la Corte a qua al condenar al preve-
nido, después de haberlo declarado culpable del indicado 
delito, a la pena de 6 meses de prisión correccional, aco-
giendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta apli- 
cación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia

su 	
ió  nstenecalasaiempnugnada no contiene vicio alguno que justi-

fique 
 tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por José Manuel de la Cruz, contra sen-
tencias dictadas en atribuciones correccionales, por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha 27 de junio de 1961 y 12 
de mayo del mismo año, cuyos dispositivos se han copiado 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de la 
Fuente,— Manuel I), Bergés Chupani,— Barón T, Sánchez 
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catorce de junio del mismo año, par dicha Cámara Pen al , 
 que lo condenó a Seis Meses de Prisión Correccional y a las  

costas, por el delito de violación a la Ley 1608, en perjuicio 
de Nassin J. Diná, C. por A., en razón de no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido citado le-
galmente; Segundo: Condena al prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que del examen hecho por esta Suprema 
Corte de Justicia de la sentencia de fecha 27 de junio de 
1961, dictada por la Corte a qua, y de los documentos a que 
ella se refiere, resulta: a) que el prevenido José Manuel de 
la Cruz, fué regularmente citado para la audiencia de la 
Corte a qua del 27 de junio de 1961, por acto de alguacil de fecha 22 del mismo mes; b) que el prevenido no cornper7 
ció a dicha audiencia; y e) que el Procurador General de 1? 
Corte de Apelación pidió que se declarara nulo el recurso de_ 
oposición de dicho prevenido; que, en tales condiciones, la 
'Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley al de-
clarar la nulidad de ese recurso; 

Considerando que en materia penal, cuando como en la 
especie, se rechaza un recurso de casación contra una sen-
tencia que dellara nula una oposición, el recurso se extiende 
a la primera sentencia en defecto, contra la cual se hizo la 
oposición; 

Considerando que en la sentencia dictada en defecto 
el 12 de mayo de 1961, por la Corte a qua; se dan por esta-
blecidos mediante la ponderación de los elementos de prue-
ba regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, los hechos siguientes: a) que en fecha 25 de agosto de 
1958, José Manuel de la Cruz compró a Nassim J. Diná, 
C. por A., mediante contrato de venta condicional, dos tele-
visores "Westinghouse", modelo 21T-202 y 21-201, por la 
suma de RD$750.00; b) que el comprador dejó de pagar la 
suma de RD$240.00; c) que en fecha 25 de enero de 1960, 
la Nassim J. Diná, C. por A., le hizo al deudOr intimación  

de pago 
de la suma adeudada, sin que éste obtemperara a 

ese requerimiento; 
d) que en fecha 11 de marzo de 1960, 

a 
 pedimento de la acreedora, el Juez de Paz de !a Primera 

circunscripción ael Municipio de Santiago dict S un Auto 

or ndo 
por 	

1,, incautación de los referidos televisores, e) que 

drean:t acto de 
aguacil la indicada compañía "trató de ejecutar 

dicho Auto", pero no pudo incautarse de los televisores, 
"debido a la invencible oposición hecha por el señor José 

lan7oince sl idelaraCnruzdo "q;ue los hechos así establecidos por la 

Corte 
a qua constituyen a cargo del prevenido José Manuel 

de La 
Cruz, el delito de abuso de confianza previsto por el 

inciso e) del artículo 19 de la Ley 1608 de 1947, sobre Ven-
tas Condicionales de Muebles y sancionado con las penas 
de prisión correccional de uno a dos años y multa que no 
bgjará de 50 pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte 
de las indemnizaciones y restituciones que se deba a ai agra-
viado, de conformidad con el artículo 406 del Código Penal; 
que, por consiguiente, la Corte a qua al condenar al preve-
nido, después de haberlo declarado culpable del indicado 
cielito, a la pena de 6 meses de prisión correccional, aco-
giendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 

	

flasee su 
	

ió nstenecaiasaicmpnugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique 

 tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Manuel de la Cruz, contra sen-
tencias dictadas en atribuciones correccionales, por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha 27 de junio de 1961 y 12 
de mayo del mismo año, cuyos dispositivos se han copiado 
en parte anterior del presente 'fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de la 
Pante,— Manuel D, Bergés Chupara,— Barón T, Sánchez 
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L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas., 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au, 

diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

que certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

..------- 
SENTENCIA DE IFECIIA 19 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fechas 26 de mayo y 23 de agasto de 1961. 

Materia: penal. 

Recurrente: Félix Vásquez. 

Dios, Palia y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 

Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-

rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-

de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 

celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-

nal, hoy día 19 del mes de febrero del año 1962, años 118' 

de la Independencia y 99' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 

Sobre recursos de casación interpuestos por Félix Vás-
quez, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, domi-

ciliado y residente en l i calle Isabel la Católica N 9  81, 

Santo Domingo, Distrito Nacional, cédula 19474, serie 18, 

sello 2691, contra sentencias correccionales dictadas por la 

Corte de Apelación de Santo Domingo en fechas 26 de mayo 

y 23 de agosto del año 1961, cuyos dispositivos se copian 

más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
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L.— 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pa 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 	 usas.  

La presente sentencia ha sido dada y firm 
	por  los  ada señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a

u, 
en él expresados y fué 

certifico 

diencia pública del día, mes y ario 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que  , (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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shNTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1962 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sento Domingo de 

fechas 26 de mayo y 23 de agosto de 1961. 

Materia: Penal. 

rente: Félix Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 19 del mes de febrero del año 1962, años 118' 
de la Independencia y 99' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre recursos de casación interpuestos por Félix Vás-
quez, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, domi-
ciliado y residente en lda calle Isabel la Católica NQ 81, 
Santo Domingo, Distrito Nacional, cédula 19474, serie 18, 
sello 2691, contra sentencias correccionales dictadas por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo en fechas 26 de mayo 
y 23 de agosto del año 1961, cuyos dispositivos se copian 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en l
a  Secretaría de la Corte a qua en fecha 23 del mes de agost o 

 minado de casación; 
del año 1961. y en la cual no se invoca medio alguno deter- 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro

. 
ll 

cedimiento Criminal, 1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 
Proce- dimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada mi 
documentos a que ella se refiere consta: a) que y 

en fe 
los

cha 3 del mes de marzo del año 1960, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, re-
gularmente apoderada del caso por el Procurador Fiscal del mismo 

Distrito Judicial, dictó una sentencia en defecto, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se pronuncia 

e defecto en contra de Félix Vásquez, de generales ignorados,l 
por no haber comparecido a esta audiencia 

 fué regularmente citado; Segundo: 	
para la cual 

Declara culpable del de- li 	
, 

 

lito de abuso de confianza en perjuicio de la Regia y Mella 
C. por A. y en consecuencia se le condena a Seis (6) Meses 
de Prisión Correccional, y costas penales causadas"; b) que 

Mi sobre recurso de oposición interpuesto 	 el prevenido la mencionada Cámara Penal dictó en fecha
por 

 25 de abril del año 
1960, otra sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-

LLA: Primero: Declara, nulo el Recurso de Oposición inter-
puesto por el nombrado Félix Vásquez, de generales igno-
radas, contra la sentencia dictada en defecto por este Tri-bunal, en 

fecha 3 de marzo del 1960, que lo condenó a sufrir la pena 
de (6) Seis Meses de Prisión Correccional, al pego de las 

costas penales, por el delito de Violación a la
y 

 Ley 1\19 608 Abuso de confianza, en perjuicio de la Regia, y Mella; 
Segundo: Ordena, la Ejecución pura y Simple de la Senten-
cia, y se le condena al pago de las costas penales de ambas Instancias"; c) que sobre recurso de apelación interpuest9 
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por el prevenido, la Corte a qua dictó en fecha 20 del mes de 
marzo del año 1961, una sentencia en defecto cuyo dispo-

sitivo aparece transcrito en el de la sentencia impugnada en 
oposición; d) que sobre recurso de oposición interpuesto por 

el prevenido la Corte a qua dictó en fecha 26 de mayo del año 
1961, una sentencia que anuló dicho recurso, cuyo dispositi-
vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
nulo el recurso, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara nulo el recurso de Oposición 
interpuesto por el prevenido Félix Vásquez, por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué legalmente 
citado; recurso de Oposición interpuesto en fecha 18 de 
abril de 1961, contra sentencia dictada por esta Corte en 
fecha 20 de marzo de 1961, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Admite en la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido 
Félix Vásquez, por no haber comparecido a esta audiencia, 
para la cual fué legalmente citado; Tercero: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 25 de abril de 
1960, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara, 
nulo el recurso de Oposición interpuesto por el nombrado 
Félix Vásquez de generales ignoradas, contra la sentencia 
dictada en defecto por este Tribunal, en fecha 3 de marzo 
del 1960, que lo condenó a sufrir la pena de (6) Seis Meses 
de Prisión Correccional, y al pago de las costas penales, por 
el delito de Violación a la Ley N9  1608, Abuso de confianza, 
en perjuicio de la Regia y Mella; Segundo: Ordena, la eje-
cución pura y simple de la sentencia, y se le condena al pago 
de las costas penales de ambas instancias; Cuarto: Condena 
al prevenido al pago de las costas; SEGUNDO: Condena al 
oponente Félix Vásquez al pago de las costas"; y, e) que con-
tra esta sentencia interpuso nuevo recurso de oposición y 
sobre el mismo intervino la sentencia ahora impugnada en 
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Prime. 
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Vista el acta del recurso de casación, levantad a 

a gost
o 

Secretaría 
de la Corte a qua en fecha 23 del mes de 

a o  
alguno minado de casación; 

del año 1961 y en la cual no se invoca medio 
	deter- 

La Suprema 
Corte de Justicia, después de haber 

deli-
berado, 

y vistos los artículos 188 y 208 del Código de 
Pro-cedimiento Criminal, 1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre 

Proce-dimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada ?n documentos a que ella se refiere consta: a) que y 
en 'fe 

los
cha 3 del mes de marzo del año 1960, la Primera Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
re-gularmente 

apoderada del caso por el Procurador Fiscal 
del mismo Distrito Judicial, dictó una sentencia en defecto, 
cu-yo 

dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se pronuncia 
e defecto 

en contra de Félix Vásquez, de generales ignorados,l 
por no haber comparecido a esta audiencia para la 
fué regularmente citado; Segundo: Declara culpable del cua 

 de_
l  

Tito de abuso de confianza 
C. por A. 	 , en perjuicio de la Regia y Mella y en consecuencia se le condena a Seis (6) 

Meses de Prisión Correccional, y costas penales 	" b) sobre recurso de oposición interpuesto por causadas 
el prev

; 
 eni 

que 
do la mencionada Cámara Penal dictó en fecha 25 de abril 

del ario 
1960, otra sentencia con el siguiente dispositivo: 

"FA-LLA: 
Primero: Declara, nulo el Recurso de O posición inter-

puesto por el nombrado Félix Vásquez, de generales 
igno-radas, 

contra la sentencia dictada en defecto por este 
Tri-bunal, en fecha 3 de marzo del 1960, que lo condenó a sufrir la pena 

de (6) Seis Meses de Prisión Correccional, al 
go de 

las costas penales, por el delito de Violación a lay 
LeypaN' 608 Abuso de confianza, en perjuicio de la Regia y Mella; 

Segundo: Ordena, la Ejecución pura y Simple de la Senten-
cia, y se le condena al pago de las costas penales de ambas Instancias"; e) que sobre recurso de apelación interpuest9 

Po 
el prevenido, la Corte a qua dictó en fecha 20 del mes de 

marzo del año 1961, una sentencia en defecto cuyo dispo-
sitivo aparece transcrito en el de la sentencia impugnada en 
oposición; d) que sobre recurso de oposición interpuesto por 
el prevenido la Corte a qua dictó en fecha 26 de mayo del año 
1961, una sentencia que anuló dicho recurso, cuyo dispositi-

vo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara 
nulo el recurso, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara nulo el recurso de Oposición 
interpuesto por el prevenido Félix Vásquez, por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué legalmente 
citado; recurso de Oposición interpuesto en fecha 18 de 
abril de 1961, contra sentencia dictada por esta Corte en 
fecha 20 de marzo de 1961, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Admite en la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido 
Félix Vásquez, por no haber comparecido a esta audiencia, 
para la cual fué legalmente citado; Tercero: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 25 de abril de 
1960, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara, 
nulo el recurso de Oposición interpuesto por el nombrado 
Félix Vásquez de generales ignoradas, contra la sentencia 
dictada en defecto por este Tribunal, en fecha 3 de marzo 
del 1960, que lo condenó a sufrir la pena de (6) Seis Meses 
de Prisión Correccional, y al pago de las costas penales, por 
el delito de Violación a la Ley I\1 9  1608, Abuso de confianza, 
en perjuicio de la Regia y Mella; Segundo: Ordena, la eje-
cución pura y simple de la sentencia, y se le condena al pago 
de las costas penales de ambas instancias; Cuarto: Condena 
al prevenido al pago de las costas; SEGUNDO: Condena al 
oponente Félix Vásquez al pago de las costas"; y, e) que con-
tra esta sentencia interpuso nuevo recurso de oposición y 
sobre el mismo intervino la sentencia ahora impugnada en 
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Prime. 
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te 

ro: Declara inadmisible el recurso de oposición interpuesto 

 
por el nombrado Félix Vásquez, de generales que con 
contra la sentencia dictada por esta Corte en fecha 26 star,, 
mayo del año en curso, 1961, cuyo dispositivo dice a sí. 'FALLA: Primero: Declara nulo el recurso de oló; 
interpuesto por el prevenido Félix Vásquez posie 

	

, 	no haber comparecido a esta audiencia para la cual fuépor 
legalmente citado; recurso de oposición interpuesto en fecha 18 de abril 

de 1961, contra sentencia dictada por esta Corte en fecha 
20 de marzo de 1961, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri-mero: Admite en la forma, el presente recurso de apelacin; 
Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido e

Féllx Vasquez, por no haber comparecido a esta audiencia, para 
la cual fué legalmente citado; Tercero: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tarcia del Distrito Nacional en fecha 25 de abril de 19 :0, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara nulo el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Félix 
Vásquez, de generales ignoradas, contra la sentencia clic-
tacla en defecto por este Tribunal, en fecha 3 de marzo 

del 1960, que lo condenó a sufrir la pena de (6) Seis Meses de 
Prisión Correccional, y al pago de las costas penales, por 
delito de Violación a la Ley N9 1608, Abuso de Confianza el 

, en perjuicio de la Regia y Mella, C. por A.; Segundo: Ordena 
la ejecución pura y simple de la sentencia, y se le condena 
al pago de las costas penales de ambas instancias"; Cuarto: 
Condena al prevenido al pago de las costas; Segundo: Con-
dena al oponente Félix Vásquez al pago de las Costas'; 

Se-gundo: 
Condena al prevenido al pago de las costas"; 

En cuanto al recurso sobre la sentencia del 26 de mayo, 1961 

Considerando que el plazo para los recursos de casa-
ción es de diez días; que cuando se trata, como en la es-
pecie, de una sentencia dictada en defecto, este plazo corre 
a partir del día en que la oposición no fuere admisible; 

Considerando que el examen del expediente revela que 
la sentencia dictada por la Corte a qua en fecha 26 del mes 

de  mayo del año 1961, que declaró nulo el recurso de oposi-
ción del prevenido contra sentencia de la misma Corte que 
lo condenó en defecto el día 20 de marzo del año 1961, le 
fué regularmente notificada por acto de alguacil de fecha 
13 de junio del mismo año; que, en ese sentido, su recurso 
de casación debió haber sido interpuesto dentro de los diez 
días después de su notificación, por residir en el mismo lugar 
en donde se dictó el fallo; que habiendo interpuesto dicho 
recurso en fecha 23 del mes de agosto del año 1961, es decir, 
a los dos meses y once días después de su notificación, su 
mencionado recurso debe ser declarado inadmisible por 
tardío; 

En cuanto a la sentencia del día 23 de agosto de 1961. 
Considerando que la regla "oposición sobre oposición 

no vale" que rige en materia civil, es aplicable también a la 
materia penal; que, por consiguiente, no se puede interpo-
ner un nuevo recurso de oposición contra la sentencia res-
pecto de la cual el primer recurso de oposición ha sido de-
clarado nulo, frente a la incomparescencia del prevenido y 
a pedimento del ministerio público, como en el caso ocu-
rrente; 

Considerando que para declarar inadmisible el último 
recurso de oposición, la Corte a qua expresa que "el incul-
pado Félix Vásquez interpuso recurso de oposición, pero es 
evidente que ese recurso es inoperante, ya que se trata de 
una sentencia que había declarado nulo el recurso de opo-
sición"; que, en la especie, en el fallo impugnado consta que 
la Corte a qua declaró nulo el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido contra sentencia correccional dicta-
da en defecto en fecha 26 del mes de mayo de 1961; que, 
en esas circunstancias, al declarar inadmisible el citado 
recurso de oposición, fundándose en la regla arriba enuncia-
da, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley; 
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ro: Declara inadmisible el recurso de oposición interpuesto 
por el nombrado Félix Vásquez, de generales que constan 
contra la sentencia dictada por esta Corte en fecha 26 dj 

curso, mayo del año en cuo, 1961, cuyo dispositivo dice así: 
'FALLA: Primero: Declara nulo el recurso de oiciónr 
interpuesto por el prevenido Félix Vásquez, por n pos

o haber comparecido a esta audiencia para la cual fué legal 
citado; recurso de oposición interpuesto en fecha 18 demente 

 il de 1961, contra sentencia dictada por esta Crte en fech abra 
20 de marzo de 1961, cuyo dispositivo dice así

o
: 'Falla: mero: 

 Admite en la forma, el presente recurso de apelaci¿n; 
Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Félix 
Vasquez, por no haber comparecido a esta audiencia, para 
la cual fué legalmente citado; Tercero: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tar cia del Distrito Nacional en fecha 25 de abril de 19 

, 0, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara nulo el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Félix 
Vásquez, de generales ignoradas, contra la sentencia dic-
tacia en defecto por este Tribunal, en fecha 3 de marzo del 
1960, que lo condenó a sufrir la pena de (6) Seis Meses de 
Prisión Correccional, y al pago de las costas  delito 	 penales, por el pe lito d

o 
 e Violación a la Ley N`,  1608, Abuso de Confianza, en 

rjuici de la Regia y Mella, C. por A.; Segundo: Ordena 
la ejecución pura y simple de la sentencia, y se le condena 
al pago de las costas penales de ambas instancias"; Cuarto: 
Condena al prevenido al pago de las costas; Seguncle: Con-
dena al oponente Félix Vásquez al pago de las Costas . ; Se-gundo: Condena al prevenido al pago de las costas"; 
En 

cuanto al recurso sobre la sentencia del 26 de mayo, 
1961 

Considerando que el plazo para los recursos de casa-
ción es de diez días; que cuando se trata, corno en la es-
pecie, de una sentencia dictada en defecto, este plazo 

corre a partir del día en que la oposición no fuere admisible; 

Considerando que el examen del expediente revela que 

la sentencia dictada por la Corte a qua en fecha 26 del mes 

de mayo del año 1961, que declaró nulo el recurso de oposi-

ción del prevenido contra sentencia de la misma Corte que 
lo  condenó en defecto el día 20 de marzo del año 1961, le 
fué regularmente notificada por acto de alguacil de fecha 
13 de junio del mismo año; que, en ese sentido, su recurso 

de casación debió haber sido interpuesto dentro de los diez 
días después de su notificación, por residir en el mismo lugar 
en donde se dictó el fallo; que habiendo interpuesto dicho 
recurso en fecha 23 del mes de agosto del año 1961, es decir, 
a los dos meses y once días después de su notificación, su 
mencionado recurso debe ser declarado inadmisible por 
tardío; 

En cuanto a la sentencia del día 23 de agosto de 1961. 

Considerando que la regla "oposición sobre oposición 
no vale" que rige en materia civil, es aplicable también a la 
materia penal; que, por consiguiente, no se puede interpo-
ner un nuevo recurso de oposición contra la sentencia res-
pecto de la cual el primer recurso de oposición ha sido de-
clarado nulo, frente a la incomparescencia del prevenido y 
a pedimento del ministerio público, como en el caso ocu-
rrente; 

Considerando que para declarar inadmisible el último 
recurso de oposición, la Corte a qua expresa que "el incul-
pado Félix Vásquez interpuso recurso de oposición, pero es 
evidente que ese recurso es inoperante, ya que se trata de 
una sentencia que había declarado nulo el recurso de opo-
sición"; que, en la especie, en el fallo impugnado consta que 
la Corte a qua declaró nulo el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido contra sentencia correccional dicta-
da en defecto en fecha 26 del mes de mayo de 1961; que, 
en esas circunstancias, al declarar inadmisible el citado 
recurso de oposición, fundándose en la regla arriba enuncia-
da, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, l
a  sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisble, 
tardío, el recurso de casación interpuesto por Félix por 

quez en lo que se refiere a la sentencia dictada en Vás. 
 atribu. clones correccionales por la Corte de Apelación de Santo 

Domingo en fecha 26 del mes de mayo del año 1961, cu 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 

	
yo 

presente 
n se refi 

fallo; Segundo: Rechaza el mencionado recurso de casació 
en lo que refiere a la sentencia correccional dictada por 
la misma Corte en fecha 23 del mes de agosto del año 1961, 
cuyo dispositivo ha sido también copiado en parte anterior 

pago de las costas. 
del presente fallo; y, Tercero: ,Condena al recurrente al 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—Barón T. —F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 

Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al-
General. fredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

■ 	
diencia pública del día 
fué firmada, leída 	, mes y año en él expresados, la que i0 	 y publicada 1 	 por mí, Secretario General i  l l

11 
' que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

t, 
lit, 
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Materia: Trabajo. 

Recurrente: José Ramón Olaizola Arocena. (Excluido). 

Recurrido: Bienvenido Nova. 
abogado: Dr. José María Acoste Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes 
de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
món Olaizola Arocena, español, mayor de edad, casado, elec-
tricista, domiciliado en la ciudad de Santo Domingo, cédula 
27697, serie 1, sello 57773, contra sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 14 de abril de 1961; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista la resolución de esta Suprema Corte de Justicia, 

de techa doce de septiembre del año en curso, por medio de 

sentencia impugnada: Cámara de Trubajo del Distrito Nacional 

de fecha 14 de abril de 1961. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1962 



sIENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 1962 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 

de fecha 14 de abril de 1961. 

ylateria: Trabajo. 

Recurrente: José Ramón Olaizola Arocena. (Excluido). 

Recurrido: Bienvenido Nova. 
abogado: Dr. José María Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifj as su casación; 	 ci 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, p
or  tardío, el recurso de casación interpuesto por Féliás 

quez en lo que se refiere a la sentencia dictada en x V , 
atribu ciones correccionales por la Corte de Apelación de Sant . 

Domingo en fecha 26 del mes de mayo del año 1961, cuy o  
o  

1 	
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 

11 	
fallo; Segundo: 

Rechaza el mencionado recurso de casación 
en lo que se refiere a la sentencia correccional dictada por 
la misma Corte en fecha 23 del mes de agosto del año 196 1, 
cuyo dispositivo ha sido también copiado en parte anterior 

pago de las costas. 
del presente fallo; y, Tercero: Condena al recurrente al 

,l
1 —F (Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 

11  F.• E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Ohupani. 
1 —Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al-

General. fredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
II 	señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

au- il 	diencia pública del día 
fl  i 	fué firmada leída 	, mes y año en él expresados, la que I , 	

y publicada por mí, Secretario General F~f[ , 	que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 19 del mes 
de febrero de 1962, años 118' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
món Olaizola Arocena, español, mayor de edad, casado, elec-
tricista, domiciliado en la ciudad de Santo Domingo, cédula 
27697, serie 1, sello 57773, contra sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 14 de abril de 1961; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista la resolución de esta Suprema Corte de Justicia, 

da
de fecha doce de septiembre del año en curso, por medio de 



il 
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la cual se declaró la exclusión del recurrente Olaizola cena; 	 Aro.  
Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 

por el Dr. Luis Enrique Suazo Tirado, cédula 52137, se
rie  1, sello 2164, en fecha 7 de junio del 1961, en el cual se in. 

voca el medio de casación que más adelante se expesa; 
Visto el memorial de defensa del recurrido Bi

en vena 
 do Nova, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi. 

dente en la calle Máximo Grullón N° 80, de Santo Domingo, cédula 22352, serie 18, sello 61, suscrito por su  
el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, serieabogado 

31, sello 473, en fecha siete de septiembre del año de 1961; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y  documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: en los 
a) con motivo de una demanda laboral incoada por el tr que 

aba- jador Bienvenido Nova, contra su patrono José Ramón Olai- 
zola Arocena, tras infructuosa tentativa de conciliación, el 
Jusgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos sesenta, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: 
Ratifica, el defecto pronunciado en audiencia contra la 
parte demandada por no haber comparecido a pesar de ha- 
ber sido legalmente citada; SEGUNDO: Declar, la resci-
sión del contrato de trabajo que existió entre las a  partes por causa de despido injustificado; TERCERO: Condena, al pa-
trono José Ramón Aleizola Arocena, a pagarle al trabaja-
dor Bienvenido Nova, los valores correspondientes a 24 días 
de preaviso, 30 días por concepto de auxilio de cesantía. las 
vacaciones y 11 días por salarios dejados de pagar, calcu-lado 

todo a base de un salario de RD$125.00 mensuales; 
CUARTO: Condena, al señor José Ramón Oleizola Arocena 
a pagarle al trabajador Bienvenido 

Nova una suma igual a los salarios que habría recibido 
dicho trabajador desde el 

día 
de su demanda, hasta que intervenga sentencia definiti-

va  dictada en última instancia, sin exceder a los salarios 
rresponclientes a tres meses; QUINTO: Rechaza, por ser 

cinO'iprocedente ante esta Jurisdicción la distracción de costas 
solicitada por la parte demandante"; b) que no conforme 
con dicha decisión, al patrono Olaizola Arocena recurrió en 
apelación, y la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha catorce de 
abril del año mil novecientos sesenta y uno la decisión ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por José Ramón Olaizo- 

Arocena contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 28 de septiembre de 1960, 
dictada en favor de Bienvenido Nova, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; SEGUNDO: 
Rechaza, en cuanto al fondo, dicho recurso de alzada, se-
gún las razones procedentemente expuestas, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia apelada, revocándola tan 
sólo en lo referente a los once (11) días de salarios dejados 
de pagar, cuya condenación consigna; TERCERO: Condena 
al patrono José Ramón Olaizola Arocena, parte sucumbien-
te, al pago de las costas del procedimiento, tan sólo en un 
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del 
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N9 637, sobre Con-
tratos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en 
favor del Dr. José María Acosta Torres, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en apoyo del único medio de su re-
curso en el cual se alega falta de base legal la recurrente 
invoca, en síntesis, que el Juzgado a quo omitió ponderar el 
documento suscrito por el Ingeniero J. Barroso Sánchez 
Guerra, por ella depositado, documento que justifica la de-
cisión de renunciar a las medidas de prueba acordadas en 
su beneficio, así como lo bien fundado de sus alegaciones; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da Pone de manifiesto que antes de dictar su decisión sobre 
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la cual se declaró la exclusión del recurrente Olaizola cena; 	 Aro.  
Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 

por el Dr. Luis Enrique Suazo Tirado, cédula 52137, serie 
1, sello 2164, en fecha 7 de junio del 1961, en el cual s i 
voca el medio de casación que más adelante se expre 

 es
n. 
 Visto el memorial de defensa del recurrido, Bienvenj. 

do Nova, dominicano, mayor de edad, domiciliado 
y res dente en la calle Máximo Grullón N9 80, de Santo Domingo, 

cédula 22352, serie 18, sello 61, suscrito por su ab
,  el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, serioegado 

31, sello 473, en fecha siete de septiembre del año de 
1961; La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y  documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) en los 
 qu con motivo de una demanda laboral incoada por el 

traba- 
e 

jador 
Bienvenido Nova, contra su patrono José Ramón 

Olai- zola 
Arocena, tras infructuosa tentativa de conciliación, 

el Jusgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó 
en fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos 

sesenta, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: 
Ratifica, el defecto pronunciado en audiencia contra 

la parte demandada por no haber comparecido a pesar 
de h ber 

sido legalmente citada; SEGUNDO: Declara, 
la resci

-
sión 

del contrato de trabajo que existió entre las partes 
por causa de despido injustificado; TERCERO: Condena, al 
pa-trono José Ramón Aleizola Arocena, a pagrle ja-

dor Bienvenido Nova, los valores correspondia
entes

al 
 a 24
traba 

días de preaviso, 30 días por concepto de auxilio de cesantía, 
las vacaciones y 11 días por salarios dejados de pagar, calcu-

lado todo a base de un salario de RD$125.00 mensuales; 
CUARTO: Condena, al señor José Ramón Oleizola Arocena 
a pagarle al trabajador Bienvenido Nova 

una suma Igual a los salarios que habría recibido dicho 
trabajador desde el  

----- 
día  de  su demanda, hasta que intervenga sentencia definiti-

va  dictada en última instancia, sin exceder a los salarios 

°P 
Tespondientes a tres meses; QUINTO: Rechaza, por ser 

. 

rocedente ante esta Jurisdicción la distracción de costas 
solicitada por la parte demandante"; b) que no conforme 
scondicha decisión, al patrono 

abajo deldel Juzgado de Primera 
Arocena recuió en 

apelación, y la Cámara de Trabaj  
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha catorce de 
abril del año mil novecientos sesenta y uno la decisión ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por José Ramón Olaizo-
la Arocena contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 28 de septiembre de 1960, 
dictada en favor de Bienvenido Nova, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; SEGUNDO: 
Rechaza, en cuanto al fondo, dicho recurso de alzada, se-
gún las razones procedentemente expuestas, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia apelada, revocándola tan 
sólo en lo referente a los once (11) días de salarios dejados 
de pagar, cuya condenación consigna; TERCERO: Condena 
al patrono José Ramón Olaizola Arocena, parte sucumbien-
te, al pago de las costas del procedimiento, tan sólo en un 
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del 
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N9  637, sobre Con-
tratos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en 
favor del Dr. José María Acosta Torres, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en apoyo del único medio de su re-
curso en el cual se alega falta de base legal la recurrente 
invoca, en síntesis, que el Juzgado a quo omitió ponderar el 
documento suscrito por el Ingeniero J. Barroso Sánchez 
Guerra, por ella depositado, documento que justifica la de-
cisión de renunciar a las medidas de prueba acordadas en 
su beneficio, así como lo bien fundado de sus alegaciones; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da Pone de manifiesto que antes de dictar su decisión sobre 



Recurrente: Crucito Romero. 

Abogados: 
Dres. A. Sandino González de León, Juan Luperón Vás- 

quez y Victor Manuel Mangual. 

Recurrido: Luis Medina Montás. 
Abogado: Dr. Federico Read Medina. 

Dios, Patria y Libertad. 
E 	 República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 21 de febrero del año 1962, años 118' de la Inde-
pendencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Crucito 
Romero, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domi-
ciliado y residente en la casa N9  158 de la calle "Padre Aya-
la" de la ciudad de San Cristóbal, cédula 60855, serie 1 1 , 
sello 1025116, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
Corno Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 28 de 
noviembre de 1960, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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el fondo, el Juzgado a quo ordenó la celebración de un inf
or, mativo y la comparecencia personal de las partes a 

 que el patrono José Ramón Olaizola Arocena " fin d e  
hiciera prueba de la justa causa del despido" del obrero y que 

d 
la 

patrono renunció a ambas medidas, ateniéndose en icho 
 cuanto a los fines perseguidos con aquéllas, al contenido de un 

do. cumento suscrito por el arquitecto J. Barroso Sánchez, e
n  fecha 15 de febrero de 1961, y depositado po el ahora 

re. currente; que al dictar su decisión el Juzgadora  quo omiti ponderar dicho documento, a lo cual estaba tanto más obli- ó 

gado cuanto que el patrono Olaizola Arocena había 
confiado exclusivamente a su contenido la suerte de su derecho, al 

renunciar a las medidas de instrucción de que pudo 
preva-lerse; que en tales circunstancias es preciso admitir 
que la sentencia impugnada carece de base legal, como lo 

ha ale-gado la recurrente, por lo que debe ser casada; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional en fecha 14 de abril de 1961, cuyo dis-positivo 

se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés. Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.-- Er- 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

au-diencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia, impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

judicial de San Cristóbal, de fecha 28 de noviembre de 1960. 

materia: Trabajo. 

Ole 
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el fondo, el Juzgado a quo ordenó la celebración de un infor. mativo y la comparecencia personal de las partes a fin de  que el patrono José Ramón Olaizola Arocena "hiciera 
prueba de la justa causa del despido" del obrero y que d 

la 
ich patrono renunció a ambas medidas, ateniéndose en cuant o 

a los fines perseguidos con aquéllas, al contenido de un do-
cumento suscrito por el arquitecto J. Barroso Sánchez, e n  fecha 15 de febrero de 1961, y depositado por el ahora re-
currente; que al dictar su decisión el Juzgado a quo omitió ponderar dicho documento, a lo cual estaba tanto más obli-
gado cuanto que el patrono Olaizola Arocena había 

confiado exclusivamente a su contenido la suerte de su derecho, al 
renunciar a las medidas de instrucción de que pudo preva-
lerse; que en tales circunstancias es preciso admitir que la 
sentencia impugnada carece de base legal, como lo ha ale-
gado la recurrente, por lo que debe ser casada; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 	•• por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 

del Distrito Nacional en fecha 14 de abril de 1961, cuyo 
dis-positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 

asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Er-nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 28 de noviembre de 1960. 

gat,eria: Trabajo. 

Recurrente: Crucito Romero. 
Abogados: Dres. A. Sandino González de León, Juan Luperón Vás- 

quez y Victor Manuel Mangual. 

Recurrido: Luis Medina Montás. 
Abogado: Dr. Federico Read Medina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 21 de febrero del año 1962, años 118' de la Inde-
pendencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Crucito 
Romero, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domi-
ciliado y residente en la casa N° 158 de la calle "Padre Aya-
la" de la ciudad de San Cristóbal, cédula 60855, serie 1/, 
sello 1025116, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
Como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 28 de 
noviembre de 1960, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Dído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Dr. A. Sandino González de León, cédula 
57749, serie 1, sello 72170, por sí y a nombre de los doctores Juan 

Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual, 
abo recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 	

gados del 
Oído el Dr. Federico Read Medina, cédula 32132, 

serie  1, sello 62781, abogado del recurrido Luis Medina Montás, 
dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado y 

residente en la casa N9 65, de la calle Padre Ayala, de la Ciudad 
de San 

Cristóbal, cédula 4866, serie 2, sello 12907, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador 
General de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en 
la Secre-taría 

de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 7 
de abril de 1961, suscrito por los abogados de los recurrentes, 

en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de mayo 
de 1961, suscrito por el abogadc del recurrido y notificado a 

los abogados del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-berado, y vistos los artículos 61 de la ley N9  637, del 16 de junio de 1944 modificado por la ley 
1\19 5055 del 19 de di-ciembre 

de 1958; 4 y siguientes de la ley N9 5235 del 25 de 
octubre de 1959; 141 del Código Civil; y 1 y 65 inciso 39 de la ley sobre procedimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada 
y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que,  previa tentativa infructuosa de conciliación, Crucito Rome-ro, 

demandó a su patrono Luis Medina Montás, en cobro de la 
cantidad de Veinticinco pesos oro (RD$25.00), por con-cepto de 

regalía pascual, demanda con motivo de la cual el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal dictó en fe-cha 
16 de abril de 1959, la sentencia cuyo dispositivo se co-pia: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza la presente demanda por Improcedente y mal fundada; 

Segun" 

Que debe declarar el defecto por falta de concluir del 
do:   
deinandado, 

señor Luis Medina Montás; Tercero: Que debe 

condenar y condena al pago de las costas al demandante, 

señor Crucito Romero, por haber sucumbido en el presente 

caso”; b) que sobre apelación interpuesta por Crucito Ro-

mero, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 

de San Cristóbal, dictó en fecha 28 de noviembre de 1961, 

sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara inadmisible 

el recurso de apelación interpuesto por Crucito Romero, con-

tra sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio dictada 

en fecha 16 de abril de 1959; Segundo: Condena a Crucito 

Romero, parte sucumbiente, al pago de las costas"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-

currente invoca, contra la sentencia impugnada, los siguien-

tes medios: "PRIMER MEDIO: Violación por desconoci-

miento de los artículos 1, y 16 del Código de Trabajo. Vio-
lación por Desconocimiento de los artículos 81 y 82 del Có-
digo de Trabajo. Violación por desconocimiento de los ar-
tículos 77 y 78 del Código de Trabajo. Violación por desco-
nocimiento de los Artículos 83 y 84 del Código de Trabajo. 
Violación por desconocimiento e inaplicación del artículo 
21 del reglamento 7676 del 6 de octubre del 1951 para la 
aplicación del Código de Trabajo. Violación del artículo 
1315 del Código Civil y de los principios sobre la prueba. 
Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta de base 
legal"; "SEGUNDO MEDIO: Violación por falsa y errónea 
interpretación del artículo 6 de la Ley 4652 del 24 de marzo 
del 1957 sobre regalía pascual obligatoria. Violación por des-
conocimiento de los artículos 5 y 7 de la Ley 4652 del 24 de 
rUarzo 

z 

Por falsa errónea, y pésima interpretación del artículo 61 
de la Ley 637 del 16 de junio del 1944 sobre contrato de 
traba

jo". 1957 sobre regalía pascual obligatoria. Violación 

"TERCER MEDIO: Violación por desconocimien- 
to del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; caren- 
cia, ausencia e insi,liciencia de motivos, Contradicción de 
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do:  Que debe declarar el defecto por falta de concluir del 
demandado, o señor Luis Medina Montás; Tercero: Que debe 
condenar y condena al pago de las costas al demandante, 

flor Crucito Romero, por haber sucumbido en el presente 
señor  b) que sobre apelación interpuesta por Crucito Ro- 
mero, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, dictó en fecha 28 de noviembre de 1961, 
sentencia atora impugnada cuyo dispositivo se copia: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto por Crucito Romero, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio dictada 
en fecha 16 de abril de 1959; Segundo: Condena a Crucito 
Romero, parte sucumbiente, al pago de las costas"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca, contra la sentencia impugnada, los siguien-
tes medios: "PRIMER MEDIO: Violación por desconoci-
miento de los artículos 1, y 16 del Código de Trabajo. Vio-
lación por Desconocimiento de los artículos 81 y 82 del Có-
digo de Trabajo. Violación por desconocimiento de los ar-
tículos 77 y 78 del Código de Trabajo. Violación por desco-
nocimiento de los Artículos 83 y 84 del Código de Trabajo. 
Violación por desconocimiento e inaplicación del artículo 
21 del reglamento 7676 del 6 de octubre del 1951 para la 
aplicación del Código de Trabajo. Violación del artículo 
1315 del Código Civil y de los principios sobre la prueba. 
Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta de base 
legal"; "SEGUNDO MEDIO: Violación por falsa y errónea 
interpretación del artículo 6 de la Ley 4652 del 24 de marzo 
del 1957 sobre regalía pascual obligatoria. Violación por des-
conocimiento de los artículos 5 y 7 de la Ley 4652 del 24 de 
marzo del 1957 sobre regalía pascual obligatoria. Violación 
Por falsa errónea, y pésima interpretación del artículo 61 
de la Ley 637 del 16 de junio del 1944 sobre contrato de 
trabajo"; "TERCER MEDIO: Violación por desconocimien-
to del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; caren-
cia, ausencia e insuficiencia de motivos, Contradicción de 
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Oído el Dr. A. Sandino González deLeón, cédula 57'749, 
serie 1, sello 72170, por sí y a nombre de los doctores Juan 
Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual, el 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; abogados d 

 
Oído el Dr. Federico Read Medina, cédula 32132, seri

e  1, sello 62781, abogado del recunido Luis Medina 
y r Montás, dominicano mayor de edad, chófer, domiciliado residente 

en la casa N9 65, de la calle Padre Ayala, de la Ciudad de 

de sus conclusiones; San Cristóbal, cédula 4866, serie 2, sello 12907, en la lectura 

de la República; Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación depositado en Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 7la 

de abril de 1961, suscrito por los abogados de los recurrentes, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de mayo de 
1961, suscrito por el abogadc del recurrido y notificado a los abogados del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 61 de la ley 

N9 637, del 16 de junio de 1944 modificado por la ley 
N9 5055 del 19 de di-ciembre de 1958• 4 y siguientes de la ley N9 5235 del 25 

de octubre de 1959; 141 del Código Civil; 
la ley sobre procedi 	 y 1 y 65 inciso 39 de procedimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

,  previa tentativa infructuosa de conciliación, Crucito Rome-
ro, demandó a su patrono Luis Medina Montás, en cobro de 
la cantidad de Veinticinco pesos oro (RD$25)r con- 
cepto de regalía pascual, demanda con motivo .0 d 0

e
, 
 la

P 
 cual el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal dictó en fe-

cha 16 de abril de 1959, la sentencia cuyo dispositivo 
se co-pia: "FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza la 

presente demanda por improcedente y mal fundada; Segun" 
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motivos; falta de base legal. Violación a losprincipios q
ue  prohiben el fallo ultra-petita, por haber fallado lo 

que nc, se le ha pedido sobre un asunto que no es de orden público''. 
"CUARTO MEDIO: Violación por falsa aplicación del artícu, 
lo 130 del Código de Procedimiento Civil. Violación 

por des. conocimiento e inaplicación de los artículos 688, 
691 del Código de Trabajo y 52 de la ley 637 del 16 de 

junio de 1944, modificada de la ley N9 5055 del 19 de 
diciembre de 1958"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo medió se alega, esencialmente, que la disposición legal que 
declara inadmisible el recurso de apelación de las sentencias 
dictadas por los Tribunales de Trabajo, rige los procedi- mientos relativos a litigios originados en la ruptura o re- solución de los Contratos de Trabajo, cuando tengan por fundamento la reclamación de las prestaciones previstas 
por el Código de Trabajo por despido, dimisión o por cual- quiera otra causa, pero no se aplica al caso de incumpli- miento de la obligación que impone al patrono el artículo 
7 de la Ley 4652 del año 1957 de pagar al trabajador la 
regalía pascual a más tardar el 24 de diciembre de cada ario; que, por consiguiente, el Tribunal a quo hizo una falsa 
aplicación del artículo 61 de la ley N9 637 del 16 de junio de 
1944, al declarar inadmisible la apelación interpuesta contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Municipio de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de primer grado, en fecha 16 de abril de 1959; pero, 

Considerando que la ley N9 637 del 16 de junio de 1944, 
que señala el procedimiento a seguir en caso de litigios labo-rales, 

establece que toda controversia surgida como conse-
cuencia de un contrato de Trabajo, deberá ser sometido a la tentativa de conciliación que la misma ley establece, y que 
los tribunales competentes para conocer de las contestacio-
nes de esa naturaleza, son los Juzgados de Paz, como Tri-bunales de Trabajo de primer grado, y los Juzgados de Pri- 
mera Instancia como Tribunales de Trabajo de Segundo 
Grado; 
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Considerando que al tenor de la ley 1\19  5055 del 19 de 

mbre de 	, ata 1958 que modifica el artículo 61 de la men- 
dicie 
cionada ley 

NQ 637, no es admisible la apelación de las 

sentencias de los Tribunales de Trabajo, cuando el valor 

envuelto 
en la demanda sea de RD$50.00, o menos; que es 

P
reciso 

admitir que las cuestiones relativas a la regalía pas-
cual forman parte de la situación contractual que existe en-

tre el trabajador y el patrono, como resulta del mismo con-

texto de la ley que instituye dicha regalía; que por consi-

guiente, las controversias que surjan al respecto son de ca-

rácter laboral y no escapan a las previsiones del referido 

artícculoo6ild  61
; Considerando que en la especie, del examen de la sen-

tencia impugnada, y de los documentos a que ella se refiere 

resulta que, como consecuencia de un contrato de trabajo, 

surgió una controversia entre Crucito Romero y su patrono 

Luis Medina Montás, respecto del pago de la regalía pascual; 

que el trabajador sometió el caso al Departamento de Tra-

bajo para fines de conciliación, y al no llegarse a un acuerdo, 

demandó a su patrono en cobro de RD$25.00, por concepto 

de dicha regalía ante el Juzgado de Paz, como Tribunal de 

Trabajo de primer grado; que, esa demanda fué rechazada 
por estimar dicho Tribunal que, siendo Crucito Romero un 

trabajador a destajo, no tenía derecho a la regalía pascual; 

que, disconforme Romero apeló, ante el Tribunal a quo, el 

cual declaró inadmisible la apelación basándose en que el 

monto de la demanda hacía que el caso no fuera susceptible 
Ideey N  ese, 6recrurso, de acuerdo con el artículo 61 de la citada 

Considerando que, al decidir de esa manera el tribunal 
a quo hizo una correcta aplicación del citado artículo 61, y 
por tanto 

ser 
 ntr 
 desestimado; 

Considerandoadqoue 

que examina carece de fundamento y 
debe 

 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio se alega, en resumen, que en el caso ocurrente se esta-
bleció la existencia del contrato de trabajo que existía entre 
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motivos; falta de base legal. Violación a los principios qu
e  prohiben el fallo ultra-petita, por haber fallado 

lo que no  se le ha pedido sobre un asunto que no es de orden público
"CUARTO MEDIO: Violación por falsa aplicación del artícu, 
lo 130 del Código de Procedimiento Civil. Violación por des_ conocimiento e inaplicación de los artículos 688, 691 del Código de Trabajo y 52 de la ley 637 del 16 de junio de 
1944, modificada de la ley N9  5055 del 19 de cliciemb de 1958"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medid se-  alega, esencialmente, que la disposición legal que declara inadmisible el recurso de apelación de las 

sentencias dictadas por los Tribunales de Trabajo, rige los procedi-
mientos relativos a litigios originados en la ruptura o re-
solución de los Contratos de Trabajo, cuando tengan por 
fundamento la reclamación de las prestaciones previstas por el Código de Trabajo por despido, dimisión o por cual-quiera otra causa, pero no se aplica al caso de incumpli-miento 

de la obligación que impone al patrono el artículo 
7 de la Ley 4652 del año 1957 de pagar al trabajador la 
regalía pascual a más tardar el 24 de diciembre de cada año; que, por consiguiente, el Tribunal a quo hizo una falsa 
aplicación del artículo 61 de la ley N9 637 del 16 de junio de 
1944, al declarar inadmisible la apelación interpuesta contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Municipio de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de 
primer grado, en fecha 16 de abril de 1959; pero, 

Considerando que la ley 1\19 637 del 16 de junio de 1944, 
que señala el procedimiento a seguir en caso de litigios labo-
rales, establece que toda controversia surgida como conse-cuencia de un contrato de Trabajo, deberá ser sometido a 
la tentativa de conciliación que la misma ley establece, y que 
los tribunales competentes para conocer de las contestacio- 
nes de esa naturaleza, son los Juzgados de Paz, como Tri- bunales de Trabajo de primer grado, y los Juzgados de Pri- mera 

Instancia como Tribunales de Trabajo de Segundo Grado; 

BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que al tenor de la ley N 9  5055 del 19 de 
diciembre de 1958, que modifica el artículo 61 de la men-

cionada ley I\19  637, no es admisible la apelación de las 

s
entencias de los Tribunales de Trabajo, cuando el valor 

envuelto en la demanda sea de RD$50.00, o menos; que es 

preciso admitir que las cuestiones relativas a la regalía pas-

cual forman parte de la situación contractual que existe en-
tre el trabajador y el patrono, como resulta del mismo con-

texto de la ley que instituye dicha regalía; que por consi-

guiente, las controversias que surjan al respecto son de ca-

rácter laboral y no escapan a las previsiones del referido 

artículo 61; 
Considerando que en la especie, del examen de la sen-

tencia impugnada, y de los documentos a que ella se refiere 

resulta que, como consecuencia de un contrato de trabajo, 

surgió una controversia entre Crucito Romero y su patrono 

Luis Medina Montás, respecto del pago de la regalía pascual; 

que el trabajador sometió el caso al Departamento de Tra-
bajo para fines de conciliación, y al no llegarse a un acuerdo, 
demandó a su patrono en cobro de RD$25.00, por concepto 

de dicha regalía ante el Juzgado de Paz, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado; que, esa demanda fué rechazada 
por estimar dicho Tribunal que, siendo Crucito Romero un 
trabajador a destajo, no tenía derecho a la regalía pascual; 
que, disconforme Romero apeló, ante el Tribunal a quo, el 
cual declaró inadmisible la apelación basándose en que el 

monto de la demanda hacía que el caso no fuera susceptible 
de ese recurso, de acuerdo con el artículo 61 de la citada 
ley N9  637; 

Considerando que, al decidir de esa manera el tribunal 
a quo hizo una correcta aplicación del citado artículo 61, y 

debe 
e  setantr 

desestimado; 
Considerando

que examina carece de fundamento y 
eb  

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio se alega, en resumen, que en el caso ocurrente se esta-
bleció la existencia del contrato de trabajo que existía entre 
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Crucito Romero, y Luis Medina Montás, que duró hasta 
 13 de julio de 1958, y que este último no aportó la 	
el 

pru  de la liberación de sus obligaciones; y que sólo mediante u
n
;  
a  absoluta carencia de motivos y una desnaturalización de l

os  hechos se justifica el rechazamiento de la apelación, 
sin que  se expongan los hechos que permitan a la Suprema C 

de Justicia verificar si la ley ha sido correctamente aorte 
plica. da, lo que constituye la falta de base legal; pero, 

'Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que el Tribunal a quo, para declarar inadmisible la apelación 
interpuesta por Crucito Ramírez, se fundó exclusivamente 
en que la cuantía de la demanda la haría inapelable, de 
acuerdo con las disposiciones del artículo 61 de la menciona- 
da ley 1\l.9 637, sin decidir nada respecto de la existencia del 
contrato de trabajo o del cumplimiento de las obligaciones 
del patrono; que, por consiguiente, este aspecto del medio 
que se examina, por referirse a cuestiones de fondo que no 
tenían que ser resueltas sino en el caso de que la apelación 
fuera admisible, carece de pertinencia y debe ser desestima- 
do; que, por otra parte, de las consideraciones hechas en 
relación con el medio precedentemente examinado, se des- 
prende que la sentencia impugnada contiene motivos sufi- 
cientes que justifican su dispositivo, así como una exposición 
de los hechos que permite a esta Suprema Corte verificar 
que, en la especie, la ley ha sido aplicada correctamente; 
que por tanto, en ese aspecto, este medio también carece 
de fundamento y debe ser igualmente desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio, el recurrente reproduce los alegatos relativos a la 
falta de motivos es de base legal, que al examinar el medio 
anterior fueron ponderado y declarados sin fundamento; 
que, además, alegó que el fallo impugnado viola los princi-
pios que prohiben fallar ultra petita, "porque si es verdad 
que el artículo 61 de la ley 637 dispone que es inapelable 
toda sentencia que se pronuncia sobre una suma cuya cuan-
tía no exceda de RD$25.00, no es menos cierto que esa 

mposición no puede ser aplicada de elido por el Juez, por 

cuanto 
no es de orden público"; pero, 

Considerando que cuando la ley suprime la apelac
en 

 ión 
las 

, 

lo haca por razones de interés general, y no pued  
partes aún cuando estén de acuerdo, interponer el recurso 
de apelación en los casos en que la ley ha dispuesto

o, 
 que de- 

ban ser conocidos en instancia única; que, por tant Tri-
bunal de Apelación debe pronunciar de oficio la inadmisi-
bilidad del recurso interpuesto en tales casos; 

Considerando que, por consiguiente, en la especie, al 
declarar inadmisible de oficio la apelación de que se trata, 

el Tribunal a quo hizo una correcta aplicación de la ley, y 
por tanto el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del cuarto y 
último medio se alega, en resumen, que la sentencia impug-
nada dispone en su ordinal segundo "condena a Crucito Ro-
mero, parte sucumbiente, al pago de las costas"; que al 
decidir de esa manera, sostiene el recurrente, que el Tri-
bunal a quo hizo una falsa aplicación del artículo 130 del 
Código de Procedimiento Civil, por que éste es un caso 
regido por el Código de Trabajo y las leyes referentes; que 
ha desconocido el artículo 52 de la Ley 637, que dispone que 
los abogados percibirán en un 50 por ciento de los honora-
rios a que tienen derecho en materia civil conforme la tarifa 
de costas Judiciales, y 688 y 691 del Código de Trabajo, que 
le imponían la obligación de determinar en qué proporción 
le son exigibles al recurrente las costas como lo exigen los 
referidos artículos; pero, 

Considerando que si bien, es cierto que de acuerdo con 
el artículo 52 de la citada ley N9  637, los abogados que ac-
túen ante los tribunales de trabajo, de segundo grado o la 
Suprema Corte de Justicia, en asuntos laborales, sólo per-
cibirán el cincuenta por ciento de los honorarios a que tie-
nen derecho en materia civil, conforme la Tarifa de Costas 
Judiciales, no es necesario, para que tenga efecto esa dis- 



300 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETtN JUDICIAL 
301 

Crucito Romero, y Luis Medina Montás, 
que duró hasta el  13 de julio de 1958, y que este último no aportó la  de la liberación de sus obligaciones; y que sólo mediante u na

ba  prue  

absoluta carencia de motivos y una desnaturalización de los 
hechos se justifica el rechazamiento de la apelación, sin q

ue  se expongan los hechos que permitan a la Suprema Corte 
de Justicia verificar si la ley ha sido correctamente aplica. 
da, lo que constituye la falta de base legal; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela que el Tribunal a quo, para declarar inadmisible la apelación interpuesta, por Crucito Ramírez, se fundó exclusivamente 
en que la cuantía de la demanda la haría inapelable, de 
acuerdo con las disposiciones del artículo 61 de la menciona-da ley N9 637, sin decidir nada respecto de la existencia del 
contrato de trabajo o del cumplimiento de las obligaciones 
del patrono; que, por consiguiente, este aspecto del medio 
que se examina, por referirse a cuestiones de fondo que no 
tenían que ser resueltas sino en el caso de que la apelación 
fuera admisible, carece de pertinencia y debe ser desestima-
do; que, por otra parte, de las consideraciones hechas en 
relación con el medio precedentemente examinado, se des-
prende que la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes que justifican su dispositivo, así como una exposición 
de los techos que permite a esta Suprema Corte verificar 
que, en la especie, la ley ha sido aplicada correctamente; 
que por tanto, en ese aspecto, este medio también carece 
de fundamento y debe ser igualmente desestimado;  

disicio'n no puede ser aplicada de Oficio por el Juez, por 

e aC d rando que cuando la ley suprime la apelación, 

lo hace Por 

pioe de orden público"; pero, 

r razones de interés general, y no pueden las 
partes aún cuando estén de acuerdo, interponer el recurso 

de 
apelación en los casos en que la ley ha dispuesto que de-

ban ser conocidos en instancia única; que, por tanto, el Tri-
bunal de Apelación debe pronunciar de oficio la inadmisi-
bilidad del recurso interpuesto en tales casos; 

Considerando que, por consiguiente, en la especie, al 
declarar inadmisible de oficio la apelación de que se trata, 
el Tribunal a quo hizo una correcta aplicación de la ley, y 
por tanto el medio que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del cuarto y 
último medio se alega, en resumen, que la sentencia impug-
nada dispone en su ordinal segundo "condena a Crucito Ro-
mero, parte sucumbiente, al pago de las costas"; que al 
decidir de esa manera, sostiene el recurrente, que el Tri-
bunal a quo hizo una falsa aplicación del artículo 130 del 
Código de Procedimiento Civil, por que éste es un caso 
regido por el Código de Trabajo y las leyes referentes; que 
ha desconocido el artículo 52 de la Ley 637, que dispone que 
los abogados percibirán en un 50 por ciento de los honora-
rios a que tienen derecho en materia civil conforme la tarifa 
de costas Judiciales, y 688 y 691 del Código de Trabajo, que 
le imponían la obligación de determinar en qué proporción 
le son exigibles al recurrente las costas como lo exigen los 
referidos artículos; pero, 

Considerando que si bien, es cierto que de acuerdo con 
el artículo 52 de la citada ley N9  637, los abogados que ac-
túen ante los tribunales de trabajo, de segundo grado o la 
Suprema Corte de Justicia, en asuntos laborales, sólo per-
cibirán el cincuenta por ciento de los honorarios a que tie-
nen derecho en materia civil, conforme la Tarifa de Costas 
Judiciales, no es necesario, para que tenga efecto esa dis- 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio, el recurrente reproduce los alegatos relativos a la 
falta de motivos es de base legal, que al examinar el medio 
anterior fueron ponderado y declarados sin fundamento; 
que, además, alegó que el fallo impugnado viola los princi-
pios que prohiben fallar ultra petita, "porque si es verdad 
que el artículo 61 de la ley 637 dispone que es inapelable 
toda sentencia que se pronuncia sobre una suma cuya cuan-
tía no exceda de RD$25.00, no es menos cierto que esa 



302 

i 

BOLETLY JUDICIAL 

----________ 

diga 
posición legal, que la sentencia que condene en costas lo 
expresamente, ya que es en el momento en que se proceda 

a 
dicha reducción legal; 
la tasación de las costas cuando debe tenerse en cuenta 

Considerando que por consiguiente, en la especie 
condenar a la parte sucumbiente al pago de las costa

s
, 
 , e

l 
l  Tribunal a quo no incurrió en la violación de los textos lega. les a que 

se refiere el medio que se examina, el cuall, po
r  tanto, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Crucito Romero, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia 

del Dis-trito Judicial de San Cristóbal, en fecha 28 de noviembre 
de 1960, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en favor del Dr. Federico Read 
Medina, abogado del recurrido, que declara haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio &ras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Al-

General. fredo Conde Pausas.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Pdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 1962 
--- 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 10 de 

mayo del 1961. 

qateria: Tierras. 

Recurrentes: Ramón Castaños Cárdenas, y Maria Luis. 

Abogado: Lic. R. Francisco Thevenln. 

Recurridos: José Antonio Evangelista, Victoria Evangelista, Teo-
doro Evangelista y Altagracia Evangelista de Castaños. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupuni, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde 
Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 26 de febrero de 1962, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Castaños Cárdenas, mayor de edad, dominicano, soltero, 
agricultor, del domicilio y residencia de San Miguel, Muni-
cipio de Cotuí, cédula 2793, serie 49, sello 56431 y María 
Luis, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, del do-
micilio y residencia de San Miguel, Municipio de Cotuí, cé-
dula 1214, serie 49, sello 2847775, contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 10 de mayo del 1961, 
dictada en relación con la Parcela N 9  1150 del Distrito Ca-
tastral N9 7 del Municipio de Cotuí; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 



sentencio impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 10 de 

mayo del 1961. 

uateria: Tierras. 

gecurrentes: Ramón Castaños Cárdenas, y Maria Luis. 
Abogado: Lic. R. Francisco Thevenln. 

Recurridos: José Antonio Evangelista, Victoria Evangelista, Teo-
doro Evangelista y Altagracia Evangelista de Castaños. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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posición legal 	 ----____ 
, que la sentencia que condene en costas lo di

ga  expresamente, ya que es en el momento en que se proced
a a 

 dicha reducción legal; 
la tasación de las costas cuando debe tenerse en 

Cuenta 
Considerando que por consi 

condenar a la 	 guíente, en la especie 
a l Tribunal a 	partn sucumbiente al pago de las 

costa  quo 
no incurrió en la violación de los textosl lega. 

Por tales 	

s, el 
les a que se refiere el medio 

 que se examina, el cual 
tanto, carece de fundamento y debe ser desestimado; , por  
sación r les motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
pronunciada 	

ca. interpuesto por Crucito Romero, contra sentencia 
por el Juzgado de Primera Instancia del Dis. 

trito Judicial de San Cristóbal, en fecha 28 de noviembre 
de 1960, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 

fallo; y Segundo: Condena al recurrente al de las costas, con 
distracción de las mismas en favor del Dr. 

Dr. Federico Red 
zado en su mayor parte. 
Medina, abogado del recurrido, que declara haberlas avan- 

(Firmados) Manuel A. Amiama ._ r 
 E 4  Feolpidio Beras. 1111  —P. E. Ravelo de la Fuente, Manuel D. Bergés Chupani. 

—Barón T. Sánchez — Olegario Helena Guzmán.— Al-
General. 
fredo Conde PausasL.

— Ernesto 	 •
Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los señores Jueces que figuran en su 

encabezamiento, en la au-
diencia

a pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué certifico.— firmad, leída y publicada por mí, Secretario General 

(P  do.) Ernesto Curiel hijo. 	
, que  

BOLETÍN JUDICIAL 
	 303 

.------ 
SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 1962 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde 
Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 26 de febrero de 1962, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Castaños Cárdenas, mayor de edad, dominicano, soltero, 
agricultor, del domicilio y residencia de San Miguel, Muni-
cipio de Cotuí, cédula 2793, serie 49, sello 56431 y María 
Luis, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, del do-
micilio y residencia de San Miguel, Municipio de Cotuí, cé-
dula 1214, serie 49, sello 2847775, contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 10 de mayo del 1961, 
dictada en relación con la Parcela N 9  1150 del Distrito Ca-
tastral N9 7 del Municipio de Cotuí; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. R. Francisco Thevenin, cédula 15914, s
e 

 1, sello 72480, abogado de los recurrentes, en la lectur 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justici 
de fecha 25 de agosto del 1961, por la cual se declara e 

al defecto de los recurridos, José Antonio Evangelista, Victoria 
Evangelista, Teodoro Evangelista y Altagracia Evangelista 
de Castaños; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de julio del 
1961, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual 
se invocan los medios de casación que más adelante se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado, y vistos 
los artículos 1351 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en el saneamiento de la Parcela N9 1150 del Distrito Catas- tral N9 7 del Municipio de Cotuí, ésta fué adjudicada en 
Jurisdicción Original, en comunidad, y en el lugar de sus posesiones actuales, en favor de Ramón Castaños Cárde-nas y María Luis, de una parte, y Raimunda Espino Santos 
Vda. Evangelista y Sucesores de José Antonio Evangelista, 
de la otra parte; b) que esta sentencia fué confirmada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 4 de septiembre de 1957; c) que en fecha 24 de junio del 1958 el Registrador de Títulos 

del Departamento de La Vega, expidió el Certificado 
de Título N9 39 sobre la Parcela 1150 antes mencionada, en 
la forma como se expresa precedentemente; d) que en fecha 
7 de diciembre del 1961 José Antonio Evangelista, por sí y a nombre de los Sucesores de José Antonio Evangelista Y 
Raimunda Espino Santos Vda. Evangelista, dirigió una ins-tancia 

al Tribunal Superio rde Tierras en revisión por causa de 
error material cometido en las sentencias dictadas en el 
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saneamiento en relación con la Parcela mencionada ante-

ri
ormente; e) que en la audiencia celebrada por dicho Tribu 

 para conocer del recurso en revisión por error los peti-

lionarios expresaron que lo que habían planteado al Tribu-

nal era, en realidad, la interpretación de las sentencias dicta-

das en el saneamiento de la parcela a fin de que se esclarecie-

ra la cantidad que correspondía a cada dueño en el terreno; 

f) que  el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia aho-

ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 19—Se 

acogen las conclusiones del Dr. F. Guillermo Sánchez Gil, a 

nombre y en representación de los señores José Antonio 

Evangelista y Sucesores de José Antonio Evangelista y 

Raimunda Espino Santos Vda. Evangelista, modificativas de 

las contenidas en la instancia de estos señores de fecha 7 

de diciembre del 1960; 29—Se ordena que, interpretando las 

sentencias del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 

y del Tribunal Superior de Tierras, de fechas 26 de julio y 

4 de septiembre del 1957, respectivamente, dictadas en oca-

sión del saneamiento de la Parcela N 9  1150 del Distrito Ca-

tastral 1\19  7 del Municipio de Cotuí, Sitio de "Sierra Prieta", 
Provincia Sánchez Ramírez, dicha parcela debe quedar ad-
judicada como se expresa a continuación: a) 18 Has., 87 
Cas., (300 tareas), en favor de los señores Ramón Castaño 
Cárdenas y María Luis; y b) El resto de la Parcela, o sea 
16 Has., 89 As., 23 Cas., en favor de los Sucesores de José 
Antonio Evangelista y Raimunda Espino Santos Vda. Evan-
gelista; Haciéndose constar que los señores Ramón Castaño 
Cárdenas y María Luis son dueños dentro de esta porción, 

de los derechos sucesorales que puedan corresponderle al 
heredero Ramón Mejía en la sucesión de su padre Fermín 
Mejía de Jesús y de las mejoras que él hubiere fomentado, 
los cuales derechos deberán ser determinados cuando se 
proceda a la subdivisión. 39—Se ordena al Registrador de 
Títulos del Departamento de La Vega, la cancelación del 
Certificado de Título N9  39, de fecha 24 de junio del 1958, 
Y la expedición de un nuevo certificado en la forma indicada 
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Oído el Lic. R. Francisco Thevenín, cédula 15914, seri
a 1, sello 72480, abogado de los recurrentes, en la lectura d
e  sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 25 de agosto del 1961, por la cual se declara el 
defecto de los recurridos, José Antonio Evangelista, Victoria 
Evangelista, Teodoro Evangelista y Altagracia Evangelista 
de Castaños; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de julio del 
1961, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual 
se invocan los medios de casación que más adelante se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1351 del Código Civil y 1 

y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en el saneamiento de la Parcela N 9  1150 del Distrito Catas-
tral N9 7 del Municipio de Cotuí, ésta fué adjudicada en 
Jurisdicción Original, en comunidad, y en el lugar de sus 
posesiones actuales, en favor de Ramón Castaños Cárde-
nas y María Luis, de una parte, y Raimunda Espino Santos 
Vda. Evangelista y Sucesores de José Antonio Evangelista, 
de la otra parte; b) que esta sentencia fué confirmada por 
el Tribunal Superior de Tierras en fecha 4 de septiembre de 
1957; c) que en fecha  24 de junio del 1958 el Registrador de 
Títulos del Departamento de La Vega, expidió el Certificado 
de Título N9  39 sobre la Parcela 1150 antes mencionada, en 
la forma como se expresa precedentemente; d) que en fecha 
7 de diciembre del 1961 José Antonio Evangelista, por sí y a 
nombre de los Sucesores de José Antonio Evangelista Y 
Raimunda Espino Santos Vda. Evangelista, dirigió una ins-
tancia al Tribunal Superio rde Tierras en revisión por causa de 

error material cometido en las sentencias dictadas en el 
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saneamiento en relación con la Parcela mencionada ante-
riormente; e) que en la audiencia celebrada por dicho Tribu-

nal para  conocer del recurso en revisión por error los peti-
cionarios expresaron que lo que habían planteado al Tribu-
nal era, en realidad, la interpretación de las sentencias dicta-
das en el saneamiento de la parcela a fin de que se esclarecie-
ra la cantidad que correspondía a cada dueño en el terreno; 

que el 'Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia aho- 

r 
o a imPugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 19—Se 
acogen las conclusiones del Dr. F. Guillermo Sánchez Gil, a 
nombre y en representación de los señores José Antonio 
Evangelista y Sucesores de José Antonio Evangelista y 
Raimunda Espino Santos Vda. Evangelista, modificativas de 
las contenidas en la instancia de estos señores de fecha 7 

de diciembre del 1960; 2 9—Se ordena que, interpretando las 
sentencias del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
y del Tribunal Superior de Tierras, de fechas 26 de julio y 
4 de septiembre del 1957, respectivamente, dictadas en oca-
sión del saneamiento de la Parcela N 9  1150 del Distrito Ca-

tastral N 9  7 del Municipio de Cotuí, Sitio de "Sierra Prieta", 
Provincia Sánchez Ramírez, dicha parcela debe quedar ad-
judicada como se expresa a continuación: a) 18 Has., 87 
Cas., (300 tareas), en favor de los señores Ramón Castaño 
Cárdenas y María Luis; y b) El resto de la Parcela, o sea 
16 Has., 89 As., 23 Cas., en favor de los Sucesores de José 
Antonio Evangelista y Raimunda Espino Santos Vda. Evan-
gelista; Haciéndose constar que los señores Ramón Castaño 
Cárdenas y María Luis son dueños dentro de esta porción, 
de los derechos sucesorales que puedan corresponderle al 
heredero Ramón Mejía en la sucesión de su padre Fermín 
Mejía de Jesús y de las mejoras que él hubiere fomentado, 
les cuales derechos deberán ser determinados cuando se 
proceda a la subdivisión. 39—Se ordena al Registrador de 
Títulos del Departamento de La Vega, la cancelación del 
Certificado de Título N 9  39, de fecha 24 de junio del 1958, 
Y la expedición de un nuevo certificado en la forma indicada 
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en el ordinal anterior, haciendo constar el mismo gravamen 

celar"; 
que figura en el Certificado de Título que se ordena can, 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de los artículos 1351 del Código Civil, y 86 de la 
Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Falsa aplicación 
de la regla que le concede poder a los Jueces para interpretar sus 

sentencias; Tercer Medio: Violación del derecho al doble 
grado de jurisdicción consagrado por la Constitución de la 
República; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios del recurso, reunidos, los recurrentes alegan, en sín- 
tesis, que el Tribunal a quo estimó que las decisiones del 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original son meros pro- yectos de 

sentencias, que no tienen la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada, mientras no son objeto 

de revi- 
sión por parte del Tribunal Superior de Tierras y que por 
consiguiente es a este Tribunal al que corresponde decidir 
el caso; que el Tribunal Superior de Tierras olvidó que la 
sentencia del Juez de Jurisdicción Original dictada en el 
saneamiento, fué revisada por el Tribunal Superior, adqui-
riendo así la autoridad de la cosa juzgada y en consecuencia 
es al Tribunal de Tierras de jurisdicción original al que co-
rresponde interpretar su decisión; que, además, al expe-
dirse el decreto de registro sobre la parcela objeto del litigio 
el título que luego fué expedido es inconmovible y oponible 
a todo el mundo; que el Tribunal a quo, so pretexto de inter-
pretar la referida sentencia, violó la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada al agregar una nueva adjudica-
ción en favor de Ramón Castaños Cárdenas y María Luis, 
o sean los derechos que puedan corresponderle al heredero 
Ramón Mejía en la sucesión de su padre Fermín Mejía de 
Jesús y de las mejoras que él hubiera fomentado, derechos 
que deberán ser determinados en la subdivisión; que "los 
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tribunales pueden interpretar sus sentencias en tanto que 

dr ne5selo hacvl as 

 ocupasen 

a p  

stne:nses 

se presentan 

 ni la cónyuge superviviente, Raimunda Espino 

en la Parcela N9  1150, ni se comprobó que aquellos 

asen parte de la misma, sino que se ciñeron a cha-

mar 	tareas, más o menos, razones por las cuales el Juz 

l Vda. Evangelista, sometieron la prueba de sus dere- 

presentan oscuras y ambiguas"; que en el proce- 
de saneamiento, ni los sucesores de José Antonio 

de jurisdicción original estimó procedente ordenar el regis-
tro del derecho de propiedad de esta parcela, en comunidad, 

y 
en el lugar de sus respectivas posesiones actuales; pero 

Considerando que es de principio que el Tribunal que 
ha dictado una sentencia puede interpretarla si sobre ciertos 
puntos es oscura o ambigua; pero la interpretación no ofrece 
ningún interés sino para las decisiones que tienen la auto-
ridad de la cosa juzgada, ya que las que no la adquieren 
pueden ser modificadas por un fallo posterior; que las sen-
tencias de los jueces de jurisdicción original del Tribunal 
de Tierras, dictadas en el saneamiento catastral, no adquie-
ren la autoridad de la cosa juzgada en razón de que, de 
acuerdo con el artículo 124 de la Ley de Registro de Tie-
rras, ellas deben ser revisadas por el Tribunal Superior, 
aún sin que intervenga apelación, y, por tanto, correspon-
de a este último Tribunal interpretar la decisión de revi-
sión; que la ambigüedad en el fallo objeto de la interpre-
tación es evidente, por cuanto, después de establecerse en 
sus motivos que los únicos derechos que los actuales recu- 
rrentes tenían en la Parcela 1150 consistían en la extensión 
de 18 hectáreas, 87 áreas, más la porción que ellos adquirie- 
ron de Ramón María Luis y se rechazaron sus pretensiones 
sobre el resto de la Parcela, más adelante se expresa que la 
adjudicación debe hacerse, en comunidad y en el lugar de las 
Posesiones actuales de los reclamantes, lo que constituye un 
equívoco susceptible de causar dificultades en su ejecución, 
y, por tanto, requería una aclaración, que es lo que hizo el 
Tribunal a quo al interpretar dicha sentencia, en la forma 
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en el ordinal anterior, haciendo constar el mismo gravamen 

celar"; que figura en el Certificado de Título que se ordena ca n, 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso de casación, los siguientes medios: Primer Medi o:  Violación de los artículos 1351 del Código Civil, y 86 de la 
Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Falsa aplicación 
de la regla que le concede poder a los Jueces para inteetar sus sentencias; Tercer Medio: Violación del derecho al doble 
grado de jurisdicción consagrado por la Constitución de la República; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios del recurso, reunidos, los recurrentes alegan, en sín-
tesis, que el Tribunal a quo estimó que las decisiones del 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original son meros pro-
yectos de sentencias, que no tienen la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada, mientras no son objeto de revi-
sión por parte del Tribunal Superior de Tierras y que por 
consiguiente es a este Tribunal al que corresponde decidir 
el caso; que el Tribunal Superior de Tierras olvidó que la 
sentencia del Juez de Jurisdicción Original dictada en el 
saneamiento, fué revisada por el Tribunal Superior, adqui-
riendo así la autoridad de la cosa juzgada y en consecuencia 
es al Tribunal de Tierras de jurisdicción original al que co-
rresponde interpretar su decisión; que, además, al expe-
dirse el decreto de registro sobre la parcela objeto del litigio 
el título que luego fué expedido es inconmovible y oponible 
a todo el mundo; que el Tribunal a quo, so pretexto de inter- 
pretar la referida sentencia, violó la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada al agregar una nueva adjudica- 
ción en favor de Ramón 'Castaños Cárdenas y María Luis, 
o sean los derechos que puedan corresponderle al heredero 
Ramón Mejía en la sucesión de su padre Fermín Mejía de 
Jesús y de las mejoras que él hubiera fomentado, derechos 
que deberán ser determinados en la subdivisión; que "los 
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tribunales pueden interpretar sus sentencias en tanto que 
ellas se presentan oscuras y ambiguas"; que en el proce-

dirni 
 lento de saneamiento, ni los sucesores de José Antonio 

Evangelista, ni la cónyuge superviviente, Raimunda Espino 
Santos Vda. Evangelista, sometieron la prueba de sus dere-
chos en la Parcela N9  1150, ni se comprobó que aquellos 
ocupasen parte de la misma, sino que se ciñeron a el recia-

rnar 140 tareas, más o menos, razones por las cuales Juez 
de jurisdicción original estimó procedente ordenar el regis-
tro del derecho de propiedad de esta parcela, en comunidad, 

y 
en el lugar de sus respectivas posesiones actuales; pero 

Considerando que es de principio que el Tribunal que 
ha dictado una sentencia puede interpretarla si sobre ciertos 
puntos es oscura o ambigua; pero la interpretación no ofrece 
ningún interés sino para las decisiones que tienen la auto-
ridad de la cosa juzgada, ya que las que no la adquieren 
pueden ser modificadas por un fallo posterior; que las sen-
tencias de los jueces de jurisdicción original del Tribunal 
de Tierras, dictadas en el saneamiento catastral, no adquie-
ren la autoridad de la cosa juzgada en razón de que, de 
acuerdo con el artículo 124 de la Ley de Registro de Tie-
rras, ellas deben ser revisadas por el Tribunal Superior, 
aún sin que intervenga apelación, y, por tanto, correspon-
de a este último Tribunal interpretar la decisión de revi-
sión; que la ambigüedad en el fallo objeto de la interpre-
tación es evidente, por cuanto, después de establecerse en 
sus motivos que los únicos derechos que los actuales recu-
rrentes tenían en la Parcela 1150 consistían en la extensión 
de 18 hectáreas, 87 áreas, más la porción que ellos adquirie-
ron de Ramón María Luis y se rechazaron sus pretensiones 
sobre el resto de la Parcela, más adelante se expresa que la 
adjudicación debe hacerse, en comunidad y en el lugar de las 
Posesiones actuales de los reclamantes, lo que constituye un 
equívoco susceptible de causar dificultades en su ejecución, 
Y, por tanto, requería una aclaración, que es lo que hizo el 
Tribunal a quo al interpretar dicha sentencia, en la forma 
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indicada precedentemente, valiéndose para llo, como era d 
rigor, de los elementos suministrados por la misma decisión; 

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes 
de que el Tribunal a quo violó también la autoridad de la 
cosa juzgada porque ha agregado a la sentencia del sanea_ 
miento una nueva adjudicación en favor de Ramón Casta. 
ños y María Luis; que los recurrentes carecen de interés en 
presentar este alegato en razón de que esta disposición de la 
sentencia no les hace ningún agravio, puesto que esos dere-
ellos fueron adjudicados a los propios recurrentes dentro de 
la porción de la Parcela cuyo registro fué ordenado en pro-
vecho de sus oponentes, y, por tanto, éstos serían los únicos 
que tendrían interés en impugnar esa reclamación; por todo 
lo cual, el Tribunal a quo al interpretar la decisión definitiva 
dictada sobre la Parcela N9 1150 del Distrito Catastral 

1\19 7 del Municipio de Cotuí, en la forma en que lo ha hecho, no 
ha violado las disposiciones de los artículos 1351 del Código 
Civil y 86 de la Ley de Registro de Tierras ni ha incurrido 
en los demás vicios alegados por los recurrentes; por lo cual, 
los medios del recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que no obstante haber sucumbido, los re-
currentes no pueden ser condenados al pago de las costas, 
en vista de que los recurridos, por haber hecho defecto, no 
tuvieron la oportunidad de pedir dicha condenación, y ésta 
no debe ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Ramón Castaños Cárdenas y María Luis con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 10 
de mayo del año 1961, dictada en relación con la Parcela 
N9 1150 del Distrito Catastral N9  7, del Municipio de Cotuí, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo. 
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(Firmados) Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupará. 

Da rón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre- 
Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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indicada precedentemente, valiéndose para no, 
rigor, de los elementos suministrados por la misma decisió 

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes 
 l

e
a cosa juzgada porque ha agregado a la sentencia del sanea.. 
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no pueden ser condenados al pago de las costas, 
en vista de que los recurridos, por haber hecho defecto, 

no tuvieron la oportunidad de pedir dicha condenación, 
y ésta no debe ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación 
in-terpuesto 

por Ramón Castaños Cádenas Mía Luis 
con-tra sentencia del Tribunal Superior

r 
 de Tierrass

ar 
 de fecha 10 de mayo del año 1961, dictada en relación con la Parcela 
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(Firmados) 
Manuel A. Amiama.— Fco. Elpidio Beras. 

F E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 

leíBa
. rón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre-

do Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 1962 
Sentencia impugnada: Tribunal Superior 

de Tierras, de fecha 24 de marzo de 1961. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Emilio G. Montes de Oca. 
Abogado: 

Dr. Luis Augusto González Vega. 

Recurridos: Virgílio Díaz Terrero y compartes, (defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Manuel A. Amiama, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Ba-
rón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Con-
de Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 26 de febrero de 1962, años 118' de la 

Independencia y 99' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio G. 
Montes de Oca, dominicano, mayor de edad, agrimensor 

pú-blico, 
domiciliado y residente en el Hotel Paz de esta ciudad, 

cédula 20233, serie 1, sello NQ 603, contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 24 de 
marzo de 1961, relativa a la Parcela N9 2, del Distrito Ca-
tastral 1\19 2, del Municipio de Barahona, cuyo dispositivo se 
copia: "FALLA: 19

—Rechazar, por infundados, los recursos 
de apelación interpuestos por el Lic. Angel Salvador Gon-
zález y por la señora Pastora Gómez, contra la Decisión N9  

-1 
 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción original 

en fecha 
 21 de julio del año 1960; 29—Confirmar dicha De- 

cisión en el sentido de desaprobar la Subdivisión realizada 

el Agrimensor Emilio G. Montes de Oca en la Parcela 

N.  2r  del Distrito Catastral 1\1 9  2 del Municipio de Barahona, 

(Antiguo Distrito Catastral N 9  14), lugar de "Pescadería", 
Provincia de Barahona; 39—Modificar la Decisión recurrida 
en el sentido de ordenar al Juez del Tribunal de Tierras de 
jurisdicción original residente en la ciudad de Barahona, 

designado 
para conocer del expediente conforme al auto de 

fecha 10 de febrero de 1960, que, sin esperar a que la nueva 
subdivisión sea aprobada, conozca y falle las diversas peti-
ciones de transferencia., así como todas las demás instancias 

y asuntos de que está apoderado; 49—Ordenar al Agrimen-
sor contratista Emilio G. Montes de Oca la localización de 
cada porción de terreno perteneciente a cada adjudicatario 
o a su causahabiente, de acuerdo con lo dispuesto por la De-

cisión N9  1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras en 
fecha 9 de junio de 1950, y las demás decisiones y Resolu-
ciones dictadas a 1 efecto, así como el solar o los solares re-
sultantes de la urbanización, midiendo cada solar hasta el 

eje de la calle para así determinar qué porción debe reba-
jarse del mismo para dicha vía; Haciéndose constar que la 
rebaja del 25.34% a cada copropietario es arbitraria porque 
incluye a los adjudicatarios cuyos terrenos están ubicados 
frente a la Carretera Enriquillo, quienes no se han benefi-
ciado de las calles de la urbanización"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Luis Augusto González Vega, cédula 20220, 

serie 18, sello N9  92, abogado del recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación depositada en la 

Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 24 de 
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9  
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1  dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción original 

en  fecha 21 de julio del año 1960; 29—Confirmar dicha De-
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por  el Agrimensor Emilio G. Montes de Oca en la Parcela 

N" 2 del Distrito Catastral N 9  2 del Municipio de Barahona, 

(Antiguo Distrito Catastral N 9  14), lugar de "Pescadería", 

Provincia de Barahona; 39—Modificar la Decisión recurrida 

en el 
sentido de ordenar al Juez del Tribunal de Tierras de 

jurisdicción original residente en la ciudad de Barahona, 

designado para conocer del expediente conforme al auto de 

fecha 10 de febrero de 1960, que, sin esperar a que la nueva 

subdivisión sea aprobada, conozca y falle las diversas peti-
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y asuntos de que está apoderado; 49—Ordenar al Agrimen-
sor contratista Emilio G. Montes de Oca la localización de 

cada porción de terreno perteneciente a cada adjudicatario 

o a su causahabiente, de acuerdo con lo dispuesto por la De-

cisión N9  1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras en 

fecha 9 de junio de 1950, y las demás decisiones y Resolu-

ciones dictadas a 1 efecto, así como el solar o los solares re-
sultantes de la urbanización, midiendo cada solar hasta el 

eje de la calle para así determinar qué porción debe reba-

jarse del mismo para dicha vía; Haciéndose constar que la 

rebaja del 25.34% a cada copropietario es arbitraria porque 

incluye a los adjudicatarios cuyos terrenos están ubicados 

frente a la Carretera Enriquillo, quienes no se han benefi-

ciado de las calles de la urbanización"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Luis Augusto González Vega, cédula 20220, 

serie 18, sello N9 92, abogado del recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación depositada en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 24 de 
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que el examen del fallo impugnado pone de manifiesto que 
dicho recurrente no figuró como parte ante los jueces del 

forido, sino el Licdo. Angel Salvador González y Pastora 
Gómez, cuyos recursos de apelación fueron rechazados por 
la sentencia ahora impugnada, que confirmó la decisión 
apelada en cuanto desaprobó los trabajos de subdivisión rea-
lizados sobre la indicada parcela por dicho agrimensor; que 
en tal virtud, en la especie el agrimensor Emilio G. Montes 
de Oca, no tiene calidad para recurrir en casación; 

Considerando que no obstante haber sucumbido, el re-
currente no puede ser condenado al pago de las costas, en 
vista de que los recurridos, por haber hecho defecto, no han 
tenido la oportunidad de pedir dicha condenación, y ésta no 
debe ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Emilio G. Montes de Oca, contra 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha 24 de marzo de 1961, relativa a la parcela N° 2, del 
Distrito Catastral N9  2, del Municipio de Barahona, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otra parte del presente fallo; 

(Firmados) Manuel A. Amiarna..— Fco. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupan!. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre-
do Conste Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
idiriemncaidaap leúbíldicaa del día, mes y año en él expresados, y fué 

y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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mayo de 1961, suscritapor el abogado del recurrente, 

que luego se indican; 	
en la cual se alegan contra la sentencia impugnada los medios 

Vista la resolución dictada por la Suprema Corte de Ju
s  ticia en fecha 10 de agosto de 1961•  por la cual se declara 
. 

el defecto contra los recurridos por no haber const
o-gado; Virgilio Díaz Terrero, Eloiza Cederio, Juan i 

 Fturan
ido cis

abco Canario Carbonell, Manuel Tezanos, Felipe Ferreras, 
Halirn Nesrala, Ana Theotiste Lafontaine de Cabral y Leonidas 

Costa Gómez;  Da  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 133 de la ley de Registro de 
Tierras, y 1 y 4 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que las personas calificadas para inter- 
poner el recurso de casación son las que han sido partes 
en la instancia que culmina con la sentencia impugnada; 
esta condición resulta explícitamente de los términos que 

 del artículo 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación según 
el cual "pueden pedir la casación primero: las partes inte- 
resadas que hubieren figurado en el juicio; segundo: el Mi- 
nisterio Público ante el tribunal que dictó la sentencia, en 
los asuntos en los cuales intervenga como parte principal, en 
virtud de la ley, o como parte adjunta en los casos que inte-
resen al orden público"; y, resulta igualmente de los tér-
minos del artículo 133 de la Ley de Registro de Tierras, 
aplicable a la materia de que se trata, al expresar textual-
mente: "Podrán recurrir en casación, en materia civil, las 
partes interesadas que hubieren figurado verbalmente o por 
escrito en el procedimiento seguido por ante el Tribunal que 
dictó la sentencia impugnada; y, en materia 
gado del Estado y la parte condenada"; 	

penal, el Abo- 

Considerando que el recurso de casación  de esta sentencia fué interpuesto 	
que es objeto 

por Emilio G. Montes de Oca, agrimensor contratista de la subdivisión de la Parcela N9 2 
del Distrito Catastral N° 2 del Municipio de Barahona; 
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 que
ncipal 
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tér-minos 

del artículo 133 de la Ley de Registro de Tierras, 
aplicable a la materia de que se trata, al expresar textual-
mente: "Podrán recurrir en casación, en materia civil, las 
partes interesadas que hubieren figurado verbalmente o por 
escrito en el procedimiento seguido por ante el Tribunal que 
dictó la sentencia impugnada; y, en materia penal, el Abo-
gado del Estado y la parte condenada"; 

Considerando que el recurso de casación  de esta sentencia fué interpuesto por 	
que es objeto 

Emilio G. Montes de Oca, agrimensor contratista de la subdivisión de la Parcela N9  2 
del Distrito Catastral N° 2 del Municipio de Barahona; 

         

  

(lil
e el examen del fallo impugnado pone de manifiesto que 

dicho recurrente no 'figuró como parte ante los jueces del 

fondo, sino el Licdo. Angel Salvador González y Pastora 
Gómez, cuyos recursos de apelación fueron rechazados por 
la  sentencia ahora impugnada, que confirmó la decisión 
apelada en cuanto desaprobó los trabajos de subdivisión rea-
lizados sobre la indicada parcela por dicho agrimensor; que 
en tal virtud, en la especie el agrimensor Emilio G. Montes 
de Oca, no tiene calidad para recurrir en casación; 

Considerando que no obstante haber sucumbido, el re-
currente no puede ser condenado al pago de las costas, en 
vista de que los recurridos, por haber hecho defecto, no han 
tenido la oportunidad de pedir dicha condenación, y ésta no 
debe ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Emilio G. Montes de Oca, contra 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha 24 de marzo de 1961, relativa a la parcela N9  2, del 
Distrito Catastral N9  2, del Municipio de Barahona, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otra parte del presente fallo; 

(Firmados) Manuel A. Amiama.— Feo. Elpidio Beras. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfre-
do Conae Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DE 1962  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo 
(l e  fecha 22 de junio de 1961. 

Materia Penal. 

Recurrente: Nicolás Antonio Parra. 

Abogado: Dr. Roberto Salvador Mejía García. 

Interviniente: Daniel Emilio Messina. 

Abogado,: Dra. Florencia Santiago de Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 

L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 
de febrero de 1962, años 119' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Antonio Parra, dominicano, mayor de edad, agricultor, do-
miciliado y residente en la casa N° 21 de la calle "Las Hon-
radas", de esta ciudad, cédula 12343, serie 55, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
correccional dictada en fecha 22 de junio de 1961 por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

oído el doctor Roberto Salvador Mejía García, cédula 

59101, serie 1, sello 2036, abogado del recurrente, en la lec-

tura de sus conclusiones; 
Oída la D 

Florencia Santiago de Castillo, cédula 
7  

3 serie, sello 
Doctora lo 28F15,  

abogada del interviniente Daniel 

Emilio Messina, 	. 

3  
a cédula 2104, serie 67, sello 68, dominicano, 

tila

,  

yor 
de edad, domiciliado y residente en la Ave. Cordell 

flUll NQ  
130, de esta ciudad, casado, en la lectura de sus 

conclusiones ; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fe- 

cha 12 de julio de 1961 en la Secretaría de la Corte a qua, 

a requerimiento del doctor Roberto Salvador Mejía García, 

en nombre y representación del recurrente; 
Visto el memorial de casación de fecha 18 de diciem-

bre de 1961, suscrito por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se enuncian; 

Visto el escrito presentado por el abogado de la parte 
interviniente, en fecha 18 de diciembre de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley I\T'? 2022, del año 
1949, modificado por la Ley N9 3749, del año 1954; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; 1384 del Código Civil; y 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
el día 7 de febrero del año 1961, César Pimentel y Nicolás 
Antonio Parra fueron sometidos a la acción de la justicia 
inculpados de haber violado la Ley N' 2022, sobre accidentes 
causados con un vehículo de motor, y la N° 4809, sobre 
Tránsito de Vehículos; b) que apoderado del caso, el Juz-
gado de Paz de Asuntos Penales del Distrito Nacional lo 
declinó en fecha 23 de febrero de 1961, por tratarse de un 

hecho  que no era de su competencia; e) que en fecha 23 de 



BOLETÍN JUDICIAL 
_ - 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DE1962 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo d e  fecha 22 de junio de 1961. 

Materia Penal. 

Recurrente: Nicolás Antonio Parra. 

Abogado: Dr. Roberto Salvador Mejía García. 

Interviniente: Daniel Emilio Messina. 

Abogado.: Dra. Florencia Santiago de Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

21411  En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Jus- ticia, 

regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor 

Ma-nuel 
D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L., 

Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra 

sus au-diencias, 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 

de febrero de 1962, años 119' de la Independencia y 99' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Antonio Parra, dominicano, mayor de edad, agricultor, do-
miciliado y residente en la casa N9  21 de la calle "Las Hon -radas", de esta ciudad, cédula 12343, serie 55, cuyo sello de 

renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
correccional dictada en fecha 22 de junio de 1961 por la Corte de Apelación de Santo Domingo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el 
doctor Roberto Salvador Mejía García, cédula 

5501, serie 
1, sello 2036, abogado del recurrente, en la lec- 

r Oída conclusiones 

la 

Doctora Florencia Santiago de Castillo, cédula 

t3nill

,raa de sus 

serie 3es7  
Emilio 

	sello 82815,  abogada del interviniente Daniel 

Ein m 
'sino., cédula 2104, serie 67, sello 68, dominicano, 

d domiciliado y 

gull N9 130, de esta ciudad, casado, en la lectura de sus 
residente en la Ave. Cordell 

conclusiones; 

yoorídd da 

Oído el 

eeldic, 

dictamen del Magistrado Procurador General 

• 	d  

de la República; 
el acta Vista del recurso de casación levantada en fe-

cha 12 de julio de 1961 en la Secretaría de la Corte a qua, 

a requerimiento del doctor Roberto Salvador Mejía García, 

en nombre y representación del recurrente; 
Visto el memorial de casación de fecha 18 de diciem-

bre de 1961, suscrito por el abogado del recurrente, en el 

cual se invocan los medios que luego se enuncian; 

Visto el escrito presentado por el abogado de la parte 

interviniente, en fecha 18 de diciembre de 1961; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley N9  2022, del año 

1949, modificado por la Ley 1\19  3749, del año 1954; 141 del 

Código de Procedimiento Civil; 1384 del Código Civil; y 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
el día 7 de febrero del año 1961, César Pimentel y Nicolás 
Antonio Parra fueron sometidos a la acción de la justicia 
inculpados de haber violado la Ley NQ 2022, sobre accidentes 
causados con un vehículo de motor, y la I\T 9  4809, sobre 

Tránsito de Vehículos; b) que apoderado del caso, el Juz-
gado de Paz de Asuntos Penales del Distrito Nacional lo 
declinó en fecha 23 de febrero de 1961, por tratarse de un 
hecho que no era de su competencia; c) que en fecha 23 de 

314 
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marzo de 1961, la Tercera Cámara Penal del Juzgad
o d  Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente e 

. derada, dictó una sentencia con el siguiente disposjo 
u 
ap

vo . "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al nom, 
brado César Pimentel, de generales que constan, no culpa. 
ble del delito de golpes involuntarios producidos con el rn

a. nejo de vehículo de motor, en la persona de Nicolás Anto-
nio Parra (violación a las Leyes Nos. 2022 y 4809) y 

en  consecuencia lo descarga de toda resnsabilidadpenal por 
no haber cometido ninguna de las faltases  tablecidaspe por  chas leyes y por haber sucedido el accidente a causa di 

de la falta exclusiva de Nicolás Antonio Parra, víctima del mo, y pronuncia, en lo que respecta a este  costas penales de oficio; SEGUNDO: 	
prevenido, las 

Que debe declarar y declara, regular y válida en cuanto a la forma, la constitu- 
ción en parte civil hecha por Nicolás Antonio Parra, en 
contra del conductor César Pimentel y del señor Daniel 
Messina, parte civilmente responsable, en su calidad de 
propietario del vehículo que conducía el referido César Pi- 
mentel, y en contra de la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., en su condición de entidad aseguradora del ve- 
hículo que manejaba el antes dicho César Pimentel; TER- 
CERO: Que debe pronunciar, como al efecto pronuncia, el 
defecto de dicha parte civilmente responsable señor Daniel 
Messina, y de la entidad aseguradora, la Compañía Domi- 
nicana de Seguros, C. por A., por no haber comparecido a 
esta audiencia, a pesar de haber sido legalmente emplazados; 
CUARTO: Que debe rechazar, corno en efecto rechaza, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones producidas 
en audiencia por la parte civil constituída Nicolás Antonio 
Parra y la condena al pago de las costas civiles; QUINTO: 
Que debe declarar, como al efecto declara, al prevenido Ni-
colás Antonio Parra, culpable de violación al artículo 92, 
letra b), de la Ley N9 4809, sobre Tránsito de Vehículos, 
por no haber observado las reglas establecidas por dicho 
artículo, al tratar de rebasarle al vehículo que conducía 
César Pimentel, y en tal virtud lo condena a pagar una 
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multa de cinco pesos oro, moneda de curso legal (RD$5.00), 
conipensables, en caso de insolvencia, con prisión a razón 

de  un día por cada peso dejado de pagar, y al pago de las 

costas penales"; 
 que sobre los recursos de apelación inter-

puestos por el Procurador General de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo y por la parte civil constituida, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado 
Procurador General de esta Corte, en cuanto se refiere al 
prevenido César Pimentel; SEGUNDO: Declara inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, en cuanto se refiere al pre-
venido Nicolás Antonio Parra, por haber sido juzgado dicho 
prevenido en última instancia: TERCERO: Admite en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto 
por la parte civil constituída Nicolás Antonio Parra; CUAR-
TO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
23 del mes de marzo del año 1961, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara al nombrado César Pimentel, de generales 
que constan, no culpable del delito de golpes involuntarios 
producidos con el manejo de vehículo de motor, en la per-
sona de Nicolás Antonio Parra (Violación a las Leyes Nos. 
2022 y 4809) y en consecuencia lo descarga de toda respon-
sabilidad penal por no haber cometido ninguna de las faltas 
establecidas por dichas leyes y por haber sucedido el acci-
dente a causa de la falta exclusiva de Nicolás Antonio Pa-
rra, víctima del mismo, y pronuncia, en lo que respecta a 
este prevenido, las costas penales de oficio; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular y válida en cuanto a 
la forma, la constitución en parte civil hecha por Nicolás 
Antonio Parra, en contra del conductor César Pimentel y 
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marzo de 1961, la Tercera Cámara Penal del Juzgad
o d  Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente j 

derada, dictó una sentencia con el siguiente dispos ap 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar itivo: y 	

noni, brado César Pimentel, de generales que constan,declara al 
no culpa, ble del delito de golpes involuntarios producidos con el rn

a, nejo de vehículo de motor, en la persona de Nicolás Ara
o,. nio Parra (violación a las Leyes Nos. 2022 y 4809) 

consecuencia lo desear 	 y en  rga de toda responsabilidad 	al por  no haber cometido ninguna de las faltas establecidasPen 
 por di- chas leyes y por haber sucedido el accidente a causa d la 

falta exclusiva de Nicolás Antonio Parra, víctima de 
del mis- mo, y pronuncia, en lo que respecta a este prevenido, las 

costas penales de oficio; SEGUNDO: Que debe declarar y 
declara, regular y válida en cuanto a la forma, la constitu- 
ción en parte civil hecha por Nicolás Antonio Parra, en 
contra del conductor César Pimentel y del señor Daniel 
Messina, parte civilmente responsable, en su calidad de 
propietario del vehículo que conducía el referido César 

Pi- mentel, 
y en contra de la Compañía Dominicana de Seguros, 

C. por A., en su condición de entidad aseguradora del ve- 
hículo que manejaba el antes dicho César Pimentel; 
CERO: Que debe pronunciar 

C0/110 al efecto señor TER- cia, el defecto de dicha parte civilmente responsable señor Daniel 
Messina, y de la entidad aseguradora, la Compañía Domi- 
nicana de Seguros, C. por A., por no haber comparecido a 
esta audiencia, a pesar de haber sido legalmente emplazados; 
CUARTO: Que debe rechazar, corno en efecto rechaza, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones producidas 
en audiencia por la parte civil constituída Nicolás Antonio Parra y 

la condena al pago de las costas civiles; QUINTO: 
Que debe declarar, corno al efecto declara, al prevenido Ni-
colás Antonio Parra, culpable de violación al artículo 92, 
letra b), de la Ley N9 4809, sobre Tránsito de Vehículos, 
por no haber observado las reglas establecidas por dicho 
artículo, al tratar de rebasarle al vehículo que conducía 
César Pimentel y en tal virtud lo condena a pegar una 
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m
ulta de cinco pesos oro, moneda de curso legal (RD$5.00), 

elrnpensables, en caso de insolvencia, con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar, y al pago de las 

costas l Co 	o que sobre los recursos de apelación inter- 
puestos por el Procurador General de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo y por la parte civil constituida, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado 
Procurador General de esta Corte, en cuanto se refiere al 
prevenido César Pimentel; SEGUNDO: Declara inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, en cuanto se refiere al pre-
venido Nicolás Antonio Parra, por haber sido juzgado dicho 
prevenido en última instancia: TERCERO: Admite en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto 
por la parte civil constituida Nicolás Antonio Parra; CUAR-
TO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
23 del mes de marzo del año 1961, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara al nombrado César Pimentel, de generales 
que constan, no culpable del delito de golpes involuntarios 
producidos con el manejo de vehículo de motor, en la per-
sona de Nicolás Antonio Parra (Violación a las Leyes Nos. 
2022 y 4809) y en consecuencia lo descarga de toda respon-
sabilidad penal por no haber cometido ninguna de las faltas 
establecidas por dichas leyes y por haber sucedido el acci-
dente a causa de la falta exclusiva de Nicolás Antonio Pa-
rra, víctima del mismo, y pronuncia, en lo que respecta a 
este prevenido, las costas penales de oficio; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular y válida en cuanto a 
la forma, la constitución en parte civil hecha por Nicolás 
Antonio Parra, en contra del conductor César Pimentel y 
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del señor Daniel Messina,parte civilmente responsable 
su calidad de propietario del vehículo que conducía el, en 

 refe-rido César Pimentel, y en condición de entidad aseguradora 
del vehículo que manejaba el antes dicho César Pimentel• 
TERCERO: Que debe pronunciar, como al efecto pr

o. nuncia, el defecto de dicha parte civilmente responsable 
señor Daniel Messina, y de la entidad aseguradora, la Com-
pañía Dominicana, de Seguros, C. por A. por no haber 
comparecido a esta audiencia, a pesar de haber sido 

legal. 
efecto rechaza mente emplazados; CUARTO: Que debe rechazar, como en 

, por improcedentes y mal fundadas, las con- 
clusiones producidas en audiencia por la parte civil consti- 
tuída Nicolás Antonio Parra y la condena al pago de las 
costas civiles; QUINTO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al prevenido Nicolás Antonio Parra, culpable de 

.iolación al artículo 92, letra b) de la Ley 
N9 4809, sobre Tránsito de Vehículos, por no haber observado las reglas 

establecidas por dicto artículo, al tratar de rebasarle al 
vehículo que conducía César Pimentel, y en tal virtud lo 
condena a pagar una multa de cinco pesos oro moneda de 
curso legal (RD$5.00), compensables en caso de insolven-
cia con prisión a razón de un día por cada peso dejado de 
pagar, y al pago de las costas penales". QUINTO: Rechaza 
las conclusiones de la parte civil constituída por improce-
dentes y mal fundadas; y SEXTO: Declara las costas de 
oficio en cuanto se refiere al prevenido César Pimentel, y en 
cuanto al prevenido Nicolás Antonio Parra, lo condena al 
pago de las costas". 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial, 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación 
de las Leyes Nos. 4809 y 2022— Segundo Medio: Desnatu-
ralización de los testimonios.— Tercer Medio: Contradic-
ción de motivos.— Cuarto Medio: Falta de base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, alega el recurrente, en síntesis, que por las declara-
ciones "de los testigos oculares, e inclusive las de las partes, 
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se 	que el accidente no ocurrió cuando el carro 

s
: disponía doblar por la calle Benito González, sino que, 

por 
el contrario, ocurrió varios metros antes de llegar a esa 

esquina; que a consecuencia del impacto, el ciclista... cayó 

al suelo, Y el conductor del carro César Pimentel paró su 
carro  inmediatamente; que el carro quedó parado a su dere-
cha en la misma avenida (Duarte) y mucho antes de la 

esquina Benito González"; que "estas comprobaciones des-

cartan la posibilidad de que el accidente ocurriera cuando 
Pimentel se disponía doblar por la esquina Benito González", 

como lo afirma la Corte a qua; que "hasta por la propia 
declaración del prevenido César Pimentel quedó establecido 
el hecho de que en ningún momento él se dispuso a doblar 
por la Benito González; que ni siquiera llegó a esa esquina 
como eran sus intenciones, porque tan pronto trató de salir-
se de la fila de carros, haciendo un giro a su derecha, chocó 
a la bicicleta en un lugar que distaba de la esquina Benito 
González varios metros"; que, por consiguiente, "cuando 
la Corte a qua dice que César Pimentel se dispuso a doblar 
doblar por la Benito González y que esa maniobra la im-
pidió Nicolás Parra, desnaturaliza el testimonio de los tes-
tigos y la declaración de las partes, y edifica su sentencia 
sobre una falsa apreciación, con el consecuente perjuicio pa-
ra la parte civil, a quien imputan una falta exclusiva, to-
mando en consideración un hecho que no sucedió"; 

Considerando que, según consta en la sentencia impug-
nada, la Corte a qua rechazó la demanda civil intentada por 
el recurrente Nicolás Antonio Parra contra el prevenido 
César Pimentel y la persona civilmente responsable Daniel 
Messina, sobre el fundamento de que de conformidad con 
las declaraciones de las partes y de los testigos quedó "esta-
blecido que César Pimentel no cometió falta alguna en di-
cho accidente y que el hecho se debió a la falta exclusiva 
de Nicolás Antonio Parra"; pero, 

Considerando que en las actas de las audiencias cele-
por 

ra 

	la Corte a qua, en fechas 22 y 26 del mes de junio 
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del señor Daniel Messina,parte civilmente responsable, en 
su calidad de propietario del vehículo que conducía el refe-
rido César Pimentel, y en condición de entidad asegu 
del vehículo que manejaba el antes dicho César Pimradora  

en TERCERO: Que debe pronunciar 	 tel., como al efecto pro: nuncia, el defecto de dicha parte civilmente responsable 
señor Daniel Messina, y de la entidad aseguradora, la Corn-
pañía Dominicana, de Seguros, C. por A., por no haber 
comparecido a esta audiencia, a pesar de haber sido legal. 

efecto rechaza mente emplazados; CUARTO: Que debe rechazar, como en 
, por improcedentes y mal fundadas, 	con- clusiones producidas en audiencia por la parte civillas 

consti- tuida Nicolás Antonio Parra y la condena al pago de las 
costas civiles; QUINTO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al prevenido Nicolás Antonio Parra, culpable de -iolación al artículo 92, letra b) de la Ley 

N9 4809, sobre Tránsito de Vehículos, por no haber observado las reglas 
establecidas por dicho artículo, al tratar de rebasarle al 
vehículo que conducía César Pimentel, y en tal virtud lo 
condena a pagar una multa de cinco pesos oro moneda de 
curso legal (RD$5.00), compensables en caso de insolven-
cia con prisión a razón de un día por cada peso dejado de 
pagar, y al pago de las costas penales". QUINTO: Rechaza 
las conclusiones de la parte civil constituída por improce-
dentes y mal fundadas; y SEXTO: Declara las costas de 
oficio en cuanto se refiere al prevenido César Pimentel, y en 
cuanto al prevenido Nicolás Antonio Parra, lo condena al 
pago de las costas". 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial, 
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación 
de las Leyes Nos. 4809 y 2022.-- Segundo Medio: Desnatu-
ralización de los testimonios.— Tercer Medio: Contradic-
ción de motivos.— Cuarto Medio: Falta de base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, alega el recurrente, en síntesis, que por las declara-
ciones "de los testigos oculares, e inclusive las de las partes, 
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se comprobó que el accidente no ocurrió cuando el carro 

se  disponía doblar por la calle Benito González, sino que, 

pa' 
el contrario, ocurrió varios metros antes de llegar a esa 

esquina; que a consecuencia del impacto, el ciclista. .. cayó 
al suelo, y el conductor del carro César Pimentel paró su 
carro inmediatamente; que el carro quedó parado a su dere-
cha en la misma avenida (Duarte) y mucho antes de la 
esquina, Benito González"; que "estas comprobacioties des-
cartan la posibilidad de que el accidente ocurriera cuando 
Pimentel se disponía doblar por la esquina Benito González", 
como lo afirma la Corte a qua; que "hasta por la propia 
declaración del prevenido César Pimentel quedó establecido 
el hecho de que en ningún momento él se dispuso a doblar 
por la Benito González; que ni siquiera llegó a esa esquina 
como eran sus intenciones, porque tan pronto trató de salir-
se de la fila de carros, haciendo un giro a su derecha, chocó 
a la bicicleta en un lugar que distaba de la esquina Benito 
González varios metros"; que, por consiguiente, "cuando 
la Corte a qua dice que César Pimentel se dispuso a doblar 
doblar por la Benito González y que esa maniobra la im-
pidió Nicolás Parra, desnaturaliza el testimonio de los tes-
tigos y la declaración de las partes, y edifica su sentencia 
sobre una falsa apreciación, con el consecuente perjuicio pa-
ra la parte civil, a quien imputan una falta exclusiva, to-
mando en consideración un hecho que no sucedió"; 

Considerando que, según consta en la sentencia impug-
nada, la Corte a qua rechazó la demanda civil intentada por 
el recurrente Nicolás Antonio Parra contra el prevenido 
César Pimentel y la persona civilmente responsable Daniel 
Messina, sobre el fundamento de que de conformidad con 
las declaraciones de las partes y de los testigos quedó "esta-
blecido que César Pimentel no cometió falta alguna en di-
cho accidente y que el hecho se debió a la falta exclusiva 
de Nicolás Antonio Parra"; pero, 

Considerando 
 por 

 d 	que en las actas de las audiencias cele- 
bradas 	Corte a qua, en fechas 22 y 26 del mes de junio 
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de 1961, consta que, las únicas declaraciones que se oyeron 
en dichas audiencias fueron la del testigo juramentado Ju an 

 Nicolás García Reyes y las de los prevenidos César Pimentel 
y Nicolás Antonio Parra, este último constituido en part e 

 civil; que el testigo García Reyes declaró: "el hecho fijé 
5 ó 10 metros antes de la esquina; si el carro de Pimentel 
se para detrás de los otros carros, no se produce el acciden-
te"; y el prevenido César Pimentel declaró: "yo me paré en 
la (Avenida Duarte) ... a recojer la víctima y me paré a la 
derecha; yo paré mi vehículo antes de pasar el semáforo; el 
accidente fué tres o cuatro metros antes de la esquina Beni- 
to González"; 

Considerando que, sin embargo, en la sentencia im-
pugnada se afirma, "que al llegar a la esquina de la men-
cionada calle Benito González, el prevenido César Pimentel 
se dispuso doblar a la derecha de la referida vía, tan pronto 
se lo permitió el semáforo que se encuentra situado en esa 
esquina, pero esta maniobra se la impidió Nicolás Antonio 
Parra, quien manejaba una bicicleta de canasto, placa N 9  
1331, por la misma avenida y en la misma dirección, y se 
introdujo entre el automóvil manejado por Pimentel y la 

1
1 	acera, resultando Parra con golpes curables antes de veinte 

días"; que, como se advierte, en dicha sentencia se da por 
establecido que el accidente ocurrió en un sitio distinto al 
que se indica en las declaraciones anteriormente transcritas, 
según las cuales la colisión entre el automóvil y la bicicleta 
se produjo varios metros antes de la esquina que forman la 
avenida Duarte y la calle Benito González; que al afirmar 
lo contrario de lo que se expresa en esas declaraciones, la 
Corte a qua las ha desnaturalizado en perjuicio de la parte 
civil, ya que, en la especie, la localización precisa del sitio 
en que se produjo la referida colisión podría conducir a una 
comprobación exacta de las circunstancias en que ocurrió 
el accidente; que, por tanto, el segundo medio del recurso 
debe ser acogido, sin que haya que ponderar para la casa-
ción de la sentencia impugnada los demás medios invocados en el memorial del recurrente; 

por tales motivos, Primero: Admite la intervención de 

Daniel Emilio Messina, persona civilmente responsable; Se- 

o  : Casa la sentencia dictada en atribuciones correccio-

D-  ale
s po r la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 

de junio de 1961, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, en lo relativo al aspecto civil, 
y envía elasunto a la Corte de Apelación de San Cristóbal; 

Terc
ero: Condena a la parte interviniente al pago de las 

cos
tas, distrayéndolas en provecho del doctor Roberto Sal-

vador Mejía García, quien afirma haberlas avanzado en su 

tFUtaleni(tdFae.:m.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de la 

L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de 1961, consta que, las únicas declaraciones que se oyeron 
en dichas audiencias fueron la del testigo juramentado Juan 
Nicolás García Reyes y las de los prevenidos César Pimentel 
y Nicolás Antonio Parra, este último constituido en parte 
civil; que el testigo García Reyes declaró: "el hecho fué 
5 ó 10 metros antes de la esquina; si el carro de Pimentel 
se para detrás de los otros carros, no se produce el acciden-
te"; y el prevenido César Pimentel declaró: "yo me paré en 
la (Avenida Duarte) ... a recojer la víctima y me paré a la 
derecha; yo paré mi vehículo antes de pasar el semáforo; el 
accidente fué tres o cuatro metros antes de la esquina Beni- 
to González"; 

Considerando que, sin embargo, en la sentencia im- 
pugnada se afirma, "que al llegar a la esquina de la men- 
cionada calle Benito González, el prevenido César Pimentel 
se dispuso doblar a la derecha de la referida vía, tan pronto 
se lo permitió el semáforo que se encuentra situado en esa 
esquina, pero esta maniobra se la impidió Nicolás Antonio 
Parra, quien manejaba una bicicleta de canasto, placa 

N9  1331, por la misma avenida y en la misma dirección, y se 
introdujo entre el automóvil manejado por Pimentel y la 
acera, resultando Parra con golpes curables antes de veinte 
días"; que, como se advierte, en dicha sentencia se da por 
establecido que el accidente ocurrió en un sitio distinto al 
que se indica en las declaraciones anteriormente transcritas, 
según las cuales la colisión entre el automóvil y la bicicleta 
se produjo varios metros antes de la esquina que forman la 
avenida Duarte y la calle Benito González; que al afirmar 
lo contrario de lo que se expresa en esas declaraciones, la 
Corte a qua las ha desnaturalizado en perjuicio de la parte 
civil, ya que, en la especie, la localización precisa del sitio 
en que se produjo la referida colisión podría conducir a una 
comprobación exacta de las circunstancias en que ocurrió 
el accidente; que, por tanto, el segundo medio del recurso 
debe ser acogido, sin que haya que ponderar para la casa-
ción de la sentencia impugnada los demás medios invocados 
en el memorial del recurrente; 
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por tales motivos, Primero: Admite la intervención de 
Daniel Emilio Messina, persona civilmente responsable; Se- 

/I
do: Casa la sentencia dictada en atribuciones correccio- 

Tl
de por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 

junio de 1961, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, en lo relativo al aspecto civil, 

y 
envía el asunto a la Corte de Apelación de San C

c
ristóbal; 

Tercero: Condena a la parte interviniente al pago de las 
costas, distrayéndolas en provecho del doctor Roberto Sal-
vador Mejía García, quien afirma haberlas avanzado en su 

totalidad. lni(tdFe  — a.id. 

(Firmados) ados) Fco. Elpidio Beras.— F. E. Ravelo de la 
Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Abril 	 
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Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre . 

Octubre .. 

Noviembre . 

Diciembre . . 

4 

2 

8 

4 

5 

4 

5 

5 

6 

3 

7 

3 

— 

1. 

1 

1 

2 

— 

1 

3 

3  

2 

3 
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52 

87 
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71 

55 

92 
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60 
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13 

66 
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2 
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4 

5 

14 

5 

13 

8 

5 

11 

10 

39 

10 
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222 

594 

392 

260 

417 

297 

388 

439 

312 

335 

229 

Totales 	 56 21 1011 162 2765 5 142 4162 

Santo Domingo, D. N. 
28 de febrero de 1962. 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
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..................... 	..................... ' 	1
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 Autos autorizando emplazamientos .................. 	
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..... Autos pasando expedientes para dictamen ......... . 
	

0 1 
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Total................................ 	211 

Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General de la Suprema 

Santo Domingo, D. N 	
Corte de Justicia.

., 
28 de febrero de 1962. 
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AÑO 1961 
7.1 

o ó 8 
b 

«1  
1 

a 

2 w 
áai 

É 

Enero 	 4 52 4 199 18 	277 

Febrero 	 2 1 	87  13 114 1 4 	222 

Marzo 	 8 1 	145 66 369 5 	594 

Abril 	 4 1 	118 18 237 14 	392 

Mayo 	 5 2 	71 2 173 2 5 	260 

Junio 	 4 55 13 331 1 13 	417 

Julio 	 5 1 	92 16 175 8 	297 

Agosto 	 5  3 	131 9 235 5 	388 

Septiembre 6 3 	106 8 305 11 	439 

Octubre . . 3 2 	60 6 231 10 	312 

Noviembre . 7 3 	54 1 231 39 	335 

Diciembre . . 3 4 	40 6 165 1 10 	229 

Totales 	 56 21 1011 162 2765 5 142 4162 
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CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL 	
CORTE DE APELACION DE SANTIAGO 

AÑO 1961 
ayi 

AÑO 1961 A N■ 

:111 

   

ái 

c 

C
o
rr

ec
c  

  

  

   

kl
ab

 

o O 
o 

 _ ■ 	Enero 	 — 	2 19 	1 107 — 	3 132 	 Enero ...... 
1 

3 

1 

3 

— 

2 

— 

3 

2 

— 

	

_ 	38 

	

— 	64 

	

1 	49 

— 

	

— 	43 

	

— 	51 

74 

— 55 

— 

	

— 	62 

37 

38 

27 

— 	13 

4 

2 

9 

7 

7 

— 

4 

17 

8 

3 

9 

5 

82 

83 

103 

103 

145 

113242 

84 

110 

119 

126 

154 

— 

— 

— 

— 

1 

_1 

— 

— 

— 

— 

— 

8 	132 

9 	159 

3 	168 

4 	170 

5 	204 

4 	193 

4 	204 

2 	167 

4 	159 

 162 

— 162 

1 173 

15 1 	551 75 1365 2 44 2053 

Febrero . . . . 	1 — 22 	6 61 	1 	1 92 Febrero . . 

Marzo 	 2 — 20 — 79 — 2 103 

Abril 	 — 2 	64 	

Marzo ...... 

«

4 

2 

2 

1 

 1 __.1 24 

— 

	

1 4264 	2 39 

1 31 

36 

7 42 

7 46 

4 33 

2 36 

— 

— 

— 

— 

— 

— 2 55 	

Junio 	 

4 104 

4 71 

2 73 

1 91 

	

64 	

• . 

: 

Abril 	 

Mayo 	 

AJuglosto  io 

Septiembre 

Octubre . , 

1 31 7 23 — 

1 	Mayo 	 2 1 17 7 28 

I; 	Junio 	 
ill 	Julio 	 tiI 
if 	Agosto 	 
1„1  
'1 	Septiembre . 

Octubre ... 
11, i ! 

■ ¡ 	 — — 

1 	 Totales 	 Totales 	 17 	7 311 47 570 	1 22 975 	 • Tt 

Noviembre Noviembre . 

Iti 1 	Diciembre .. 

. 1 — 18 	3 41 — 3 66 I! 
Diciembre . . . 1 — 23 	1 35 	 60 
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CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL 	
CORTE DE APELACION DE SANTIAGO 

AÑO 1961 
o  

ASO 1961 

s 

1 

20 	— 	79 	— 	2 103 	 Marzo  Marzo 	2 	— 

Junio  	1 	1 	24 	2 	36 	— 	— 	64 	
. 

Enero  	— 	2 	19 	1 	107 	— 	3 	132 	Enero ...... 
Febrero • . . 	1 	— 	22 	6 	61 	1 	1 	92 	 Febrero ..... 

Abril  	— 	1 	31 	7 	23 	— 	2 	64 	 Abril 	 

Mayo 	2 	1 	17 	7 	28 	— 	 Mayo 	 

Julio  	2 	1 	31 	4 	33 	— 	 Julio 	 

Agosto 	1 	— 	36 	7 	46 	— 	1 	91 	 Agosto 	 

Septiembre . 	2 	— 	24 	2 	39 	— 	4 	71 	 Septiembre . 

Octubre . . . 	4 	1 	46 	7 	42 	— 	4 	104 	 Octubre .. . 

Noviembre . 	1 	— 	18 	3 	41 	_ 	3 	66 	 Noviembre . 

Diciembre .. 	1 	— 	23 	1 	35 	— 	— 	60 	 Diciembre .. . 

2 	55 	• . 

2 	73 	*e 

..... 

, 	Junio 	 

	

— 	— 	38 	4 	82 	— 	8 132 

	

1 	— 	64 	2 	83 	— 	9 159 

	

3 	1 	49 	9 	103 	— 	3 	168 

	

1 	— 	55 	7 103 	— 	4 170 

	

3 	— 	43 	7 	145 	1 	5 	204 

	

3 	— 	51 	— 134 	1 	4 193 

	

— 	— 	74 	4 122 	— 	4 204 

	

2 	— 	62 	17 	84 	— 	2 167 

	

— 	— 	37 	8 110 	— 	4 159 

	

2 	— 	38 	3 119 	— 	— 162 

	

— 	— 	27 	9 126 	— 	— 162 

	

_ 	_ 	13 	5 154 	— 	1 173 

15 	1 	551 	75 1365 	2 	44 2053 
	• 

 Totales  	17 	7 	311 	47 	570 	1 	22 	975 	
Totales 	 I 
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- 91 

1 79 
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63 

44 
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- 84 

- 69 

- 63 

- 85 

- 60 

- 24 

o 
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BTE DE APELACION DE SAN PEDRO DE MACORIS 

Enero 	 

Febrero 1 
Marzo 	 2 
Abril 	 1 
Mayo . . 1 
Junio 	 1 

Julio 	 1 

Agosto 	 2 

Septiembre . 1 

Octubre .. . 

Noviembre . 1 

Diciembre .. 1 

Totales ..... 12 

AÑO 1961 

3 	7 

3 90 

2 107 

64 

	

3 	7 

4 

8 

7 4 

2 12 

4 95 

	

4 	3 

	

4 	3 

7d 

E 
5 

1 	4  179 
1 	2 185 

1 129 

- 1 56 

66 

- 2 95 

- 1 83 

78 

- 2 186 

- 3 71 

- 2 34 

a .0 

104 

Aso 1961 
o 
133  

8 

Naa  

co 
01 

O) 

— — 6 1 54 1 62 

— — 22 3 35 4 64 

2 1 21 6 56 3 89 

— — 21 3 25 	— 2 51 

1 — 24 2 43 	1 2 73 

1 — 23 1 42 	— — 67 

4 — 17 2 39 	— 5 67 

— — 19 5 56 	— 2 82 

— 1 28 3 49 	— 2 83 

I. 1 32 8 39 	— 3 84 

1 — 32 4 56 	— 1 94 

. 	— 1 7 1 43 	— — 52 

10 4 252 39 537 	1 25 868 2 793 32 404 	2 21 1266 

C
o  

Enero 	 

Febrero . 

Marzo 	 

Abril 	 

• 	Mayo 	 

f 	Junio 	 

▪ Julio 	 
Agosto 	 

Septiembre 	 

Octubre . . 	 

Noviembre 	 

Diciembre . 	 

Totales 

0.■ 
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»TE DE APELACION DE SAN PEDRO DE IVIACORIS 

Enero 	 

Febrero 1 1 

8 

91 

79 
Marzo 	 2 1 70 
Abril 	 1 63 
Mayo . . 1 44 
Junio 	 1 61 
Julio 	 1 84 
Agosto 	 2 69 
Septiembre . 1 63 
Octubre . 	. 85 
Noviembre . 1 60 
Diciembre .. 1 24 

Totales ..... 12 2 793 

AÑO 1961 EJ.  

cn 

O 9 
1 

. ; 	,ft  
. > O 

- a • • ' 

1 .1  
e 
i 
1 

'V 91 

O) t 

3 7 — 3 	104 
3 90 1 4 	179 
2 107 1 2 	185 

— 64 — 1 	129 
3 7 1 	56 

— 4 — 66 
— 8 2 	95 
7 4 1 	83 
2 12 78 

4 95 — 2 	186 
4 3 — 3 	71 

4 3 — 2 	34 

32 404 2 21 1266 

. N 

U 
e 

o U 

o 

e 

Ñ

C  

• 

c 

>. 
o 

— — 

6 

22 

1 

3 

54 	— 

35 

1 

4 

62 

64 

2 1 21 6 56 	— 3 89 

— — 21 3 25 	— 2 51 

1 24 2 43 	1 2 73 

1 — 23 1 42 	— — 67 

4 — 17 2 39 	— 5 67 

— — 19 5 56 2 82 

— 1 28 3 49 2 83 

1 1 32 8 39 	— 3 84 

1 — 32 4 56 	— 1 94 

— 1 7 1 43 	— _ 52 

10 4 252 39 537 	1 25 868 

AÑO 1961  

Enero . . 

Febrero . . 	 

Marzo 	 

Abril 	 
•  Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 	 

Octubre . . 	 

Noviembre 	 

Diciembre 	 

Totales 

r. 
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CORTE DE APELACION DE BARAHONA CORTE DE APELACION DE SAN FRANCISCO 
DE MACORIS 

AÑO 1961 =1 

>> 

Vi 

o 

69  
C

o  

H
a b

ea
s  

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre . 

Octubre 	 

Noviembre . 

Diciembre . . 

Totales 	 1 

— 	25 
1 	— 	25 

13 

14 

32 

23 

13 

14 

14 

9 

16 

— 198 

.52 o o 
AÑO 1961 

o ai E-4 

8 
— 

2 

41 

52 

	

1 	1 	68 

	

— 	— 80 

2 75 1 91 
3 46 1 64 
3 80 — 115 
5 48 1 77 
6 72 91 
4 10 28 
2 16 32 
4 59 72 

3 53 2 74 

34 552 

1 

Enero 	 23 3 42 68 

Febrero 	 33 2 77 2 114 

Marzo 	 28 4 80 112 

Abril 	 15 6 75 96 

Mayo 	 2 37 3 83 2 127 

Junio 	 1 17 4 90 3 115 

Julio 	 1 26 4 73 2 106 

Agosto 	 22 4 60 86 

Septiembre 14 2 85 1 102 

Octubre 	 30 4 90 4 128 

Noviembre 29 1 93 6 129 

Diciembre 2 13 4 114 1 134 

Totales 	 6 287 41 962 21 1317 
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CORTE DE APELACION DE BARAHONA CORTE DE APELACION DE SAN FRANCISCO 
DE MACORIS 

AÑO 1961 
29)  o o 

05 

W F C
o
m

e
  11 

'E S 
./ AÑO 1961 

il 

>.• 

vO 

Cl 

H
a  

C
rI

m
  

e 
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Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

— 	25 
1 	— 	25 

13 

	

— 	41 

	

2 	52 

	

2 	75 

1 	1 	68 
— — 80 

1 	91 
Mayo 	 14 3 	46 1 	64 
Junio 	 32 3 	80 — 	115 
Julio 	 — — 	23 5 	48 1 	77 
Agosto 	 13 6 	72 91 
Septiembre 	 14 4 	10 28 
Octubre 	 — — 	14 2 	16 32 
Noviembre . . — 	9 4 	59 72 
Diciembre .. 	 16 3 	53 2 	74 

Totales 	 1 — 198 34 	552 1 6 	792 

Enero 	 23 3 42 68 

Febrero 	 33 2 77 2 114 

Marzo 	 28 4 80 112 

Abril 	 15 6 75 96 

Mayo . 	, • 2 37 3 83 2 127 

Junio 	 1 17 4 90 3 115 

Julio 	 1 26 4 73 2 106 

Agosto 	 22 4 60 86 

Septiembre . 14 2 85 1 102 

Octubre 	 30 4 90 4 128 

Noviembre . 29 1 93 6 129 

Diciembre . 2 13 4 114 1 134 

Totales 	 287 41 962 21 1317 
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CORTE DE APELACION DE SAN JUAN DE 
LA MAGUANA 

A-110 1961 

Enero 	  

Febrero 	 — — — — 

Marzo 	  

Abril 	  

Mayo 	  

Junio . 	 — — — — 

Julio 	  

- 

6 	50 

- 	

1 
Agosto 	 

- 

19 4 63 

- 

1 8 
Septiembre . 	

- 

19 	2 55 	1 
Octubre  	11 	1 52 	2 	1 67 
Noviembre .  	1 16 	1 85 

- 

— 103 
Diciembre  	13 	2 52 	 67 
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Totales 	 1 84 10 357 	3 	3 458 

orryald SOINSISW:1311821i 

£(0.WISIWYZWIc1913  
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act uonuldns 
Esta Corte fué suprimida en enero de 1961 y creada de 
nuevo en julio del mismo año. 
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CORTE DE APELACION DE SAN JUAN DE 
LA MAGUANA 

      

    

Vl 

O 

8 
AÑO 1961 

  

o 

   

ti o u 

      

      

Enero 	  

Febrero 	 — — — — 

Marzo 	  

Abril 	  

Mayo 	  

Junio . 	 — — — — 

Julio 	  

- 	

6 	50 	1 57 
Agosto 	 

- 

19 4 63 

- 

1 87 
Septiembre . 	

- 

19 	2 55 	1 	77 
Octubre  	11 	1 52 	2 	1 67 
Noviembre .  	1 16 	1 85 	 103 
Diciembre 	 

- 

13 2 52 	

- 

67 

Totales 	 

Esta Corte fué suprimida en enero de 1961 y creada de 
nuevo en julio del mismo año. 

Á .5-1  
.0 c., 
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3 	3 458 1 84 10 357 
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CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL 
DISTRITO NACIONAL 

AÑO 1961 

Enero 	  90 27 271 388 
Febrero 	  102 45 348 495 
Marzo 	  86 33 253 372 
Abril 	  92 19 217 328 
Mayo 	  107 16 202 325 
Junio 	  104 42 176 322 
Julio 	  123 33 191 347 
Agosto 	  134 20 192 346 
Septiembre 	 109 14 199 322 
Octubre 	  106 20 150 276 
Noviembre 	 111 19 114 244 
Diciembre 	 76 6 188 273 

Totales 	 1243 294 2501 4038 

   

 

C
om
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a  o 
40 
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ogERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACIONAL 

Alo 1961 
o  

6 

2 
:94. 

< 

Enero 	 217 6 529 

Febrero 	 235 9 642 

Marzo 	 314 43 577 

Abril 	  598 13 477 

Mayo 	 218 14 463 

Junio 	 112 11 391 

Julio 	 137 23 426 

Agosto 	 130 27 351 

Septiembre . 	. 112 12 353 

Octubre 	 198 11 492 

Noviembre . 	. 197 10 493 

Diciembre . 	. 93 7 254 

Totales 	 2561 186 5448 
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CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL 
DISTRITO NACIONAL 

FOIERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACIONAL 

Enero 	  90 27 271 388 
Febrero 	  102 45 348 495 
Marzo 	  86 33 253 372 
Abril 	  92 19 217 328 
Mayo 	  107 16 202 325 
Junio 	  104 42 176 322 
Julio 	  123 33  191 347 
Agosto 	  134 20 192 346 
Septiembre 	 109 14 199 322 
Octubre 	  106 20 150 276 
Noviembre 	 111 19 114 244 
Diciembre 	 76 6 188 273 

Totales 	  1243 294 2501 4038 

Enero . ... 217 6 529 — 6 758 

Febrero 	 235 9 642 — 1 887 

Marzo 	 314 43 577 2 3 939 

Abril 	 598 13 477 — 4 1092 

Mayo 	 218 14 463 — 4 699 

Junio 	 112 11 391 2 3 519 

Julio 	 137 23 426 — 1 587 

Agosto 	 130 27 351 — 3 511 

Septiembre . 	. 112 12 353 — 2 479 

Octubre 	 198 11 492 3 4 708 

Noviembre . 	. 197 10 493 6 2 708 

Diciembre . 93 7 254 3 12 369 

Totales 	 2561 186 5448 16 45 8256 
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SEGUNDA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACIONAL 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 335 

oucERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACIONAL 

44 

AÑO 1961 
o 

O 

AÑO 1961  

1 E  

áai I," 

H
 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo . 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio . 	 

Agosto 	 

Septiembre . 	 

Octubre 	 

Noviembre . 	 

Diciembre . . 

Totales 

449 	5 	279 	— 	9 	742 
608 	3 	730 	— 	6 	1347 
428 	3 	360 	1 	9 	801 
600 	1 	760 	1 	11 	1373 
462 	3 	470 	— 	5 	940 
359 	1 	450 	 4 	814 
635 	3 	650 	— 	5 	1293 
385 	2 	450 	— 	17 	854 
384 	— 	280 	— 	8 	672 
494 	3 	260 	1 	10 	768 

324 	14 	200 	 11 	549 

70 	3 	140 	2 	12 	227 

 	5198 41 	5029 	5 	107 10380 

Enero .. 300 	— 	— 	 300 

Febrero 	 488 	3 	190 	 6 	687 

Marzo 382 	4 	168 	 554 

Abril  	368 	2 	152 	 5 	527 

• 	Mayo 	  319 	2 	146 	1 	4 	472 

Junio  	163 	1 	124 	 1 	289 

o 

Agosto 	 
E. 	Julio  	 334 

401 	2 	152 	— 	— 	555 

196 	2 	136 	— 	— 

Septiembre 	256 	5 	196 	1 	1 	459 

Octubre  	393 	10 	158 	1 	8 	570 

Noviembre . 	. 196 	18 	180 	— 	6 	400 

Diciembre . 	. supw. 178 	6 	80 	1 	5 	270 

Totales  	3640 	55 	1682 	4 	36 	5417 
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SEGUNDA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACI0/17,1 

A!O 1961 
7d 

8 

V> o 

cei 

Enero 	 449 5 279 — 	9 	742 
Febrero . . 608 3 730 6 	1347 
Marzo . 	 428 3 360 1 	9 	801 
Abril 	 600 1 760 1 	11 	1373 
Mayo 	 462 3 470 — 	5 	940 
Junio 	 359 1 450 4 	814 
Julio . 	 635 3 650 -_5 	1293 
Agosto 	 385 2 450 17 	854 
Septiembre . . 384 — 280 8 	672 
Octubre 	 494 3 260 1 	10 	768 
Noviembre . . 324 14 200 11 	549 
Diciembre . 	. 70 3 140 2 	12 	227 

Totales ...... 5198 41 5029 5 	107 10380 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 335 

------ 

oscERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO NACIONAL 

1 
Á G4 
;501 

Enero ** 300 — — _ 300 

Febrero 	 488 3 190 — 6 687 

Marzo . 	 382 4 168 — — 554 

Abril 	 368 2 152 — 5 527 

Mayo 	 319 2 146 1 4 472 

Junio 	 1 124 289 

Julio 	 
Agosto 	 

401 
196 

2 
2 

152 
136 

— 
— 

_ 
— 

555 
334 

Septiembre . 256 5 196 1 1 459 

Octubre 	 393 10 158 1 8 570 

Noviembre . 196 18 180 _ 6 400 

Diciembre 	 178 6 80 1 5 270 

Totales 	 3640 55 1682 4 36 5417 

Asro 1961 

H
a

be
as

  C
or

p
u

s  



336 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRN 
JUDICIAL DE SAN CRISTOBAL 

DE PREVIERA INSTAN CIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN PEDRO DE MACORIS 

AÑO 1961 

1->,; g 

4  
5 

1 
o 

Al% 1961  

C
om

. e
rc

ia
le

  

8 	
3 	Z oi 

2 	.1 
o 

3 109 

4 91 

3 105 

3 85 

2 93 

— 91 

11 13941 

31 10419 	I I 
1 

Enero . . . 4 — 163 2 26 4 	199 
Febrero 	 2 4 	153 13 33 5 	210 
Marzo 	 6 1 	124 12 52 2 	197 
Abril 	 10 — 	96 17 57 2 	182 
Mayo 	 6 — 268 16 16 3 	309 
Junio 	 2 2 	155 11 28 2 	200 
Julio 	 4 — 196 7 49 3 	259 
Agosto 	 11 3 	135 5 31 1 	186 
Septiembre 11 1 	203 5 75 2 	297 
Octubre 	 9 — 216 8 131 1 	365 
Noviembre 11 1 	200 14 176 7 	404 
Diciembre 	 16 1 	96 7 18 4 	142 

Totales 	 86 13 1737 101 676 33 2955 

..... 

Enero . • 

Febrero • • 

Marzo • • 

Abril .... 

Mayo . • • 

Junio . 

Julio .... 

Agosto 

Septiembre 

Octubre . 

> 
8 

3 2 	98 1 	2 

3 82 1 	1 

• 

2 1 	86 4 	9 

2 1 	75 1 	3 

7 1 	79 3 	1 

5 82 4 — 

3 1 	84 

74 3 	13 

5 	40 

. 	. 3 72 1 	22 

• • 1 46 1 	— 

5 1 	53 
Noviembre . • 

Diciembre . • 

Totales ..... . 	34  
7 831 26 115 23 1036 
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2 	98 
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1 	86 

1 	75 

1 	79 
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1 
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3 	109 

4 	91 

3 	105 

3 	85 

2 	93 

91 

3 1 84 5 40 1 134 

— 74 3 13 1 91 

3 72 1 22 3 101 

1 46 1 — 1 49 

5 1 53 2 24 2 

.— 

87 

---- 

34  7 831 26 115 23 1036 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRN 
JUDICIAL DE SAN CRISTOBAL 

wiG ADO DE PRIMERA DE SAN PEDRO DE MACORIS 
JUDICIAL 

BOLETÍN JUDICIAL 

INSTANCIA DEL DISTRITO 

N 	 2 c.) 	uu

N  

AÑO 1961 	 o p, E 
8 	

,c;  E2 

Al0 1961 

Enero . 	. 	. 	. 4 — 163 2 26 A 
4 	199 Enero . • 

Febrero .. 2 4 	153 13 33 
Marzo 	 6 1 	124 12 52 5 	

Febrero . 

2 	129170  Marzo . 	• 
Abril 	 10 96 17 57 2 	182 	Abril 	. 	. 	• 	.... 
Mayo 	 6 — 268 16 16 3 	309 	Mayo • 
Junio 	 2 2 	155 11 28 2 	200 	 Junio . 
Julio 	 4 — 196 7 49 3 	259 	 Julio . 
Agosto 	 11 3 	135 5 31 1 	186 	 Agosto . 	• 
Septiembre . . 11 1 	203 5 75 2 	297 	 Septiembre . 
Octubre 	 9 — 216 8 131 1 	365 	 Octubre .. 	.... 
Noviembre 11 1 	200 14 176 7 	404 	 Noviembre 
Diciembre 	 16 1 	96 7 18 4 	142 	 Diciembre . 	• 

Totales ..... Totales 	 86 13 1737 101 676 33 2955 

r. 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DIS 
JUDICIAL DE EL SEIBO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE AZUA 

AÑO 1961 u
d 

Ú o  

AÑO 1961 

C
o

m
  

C
r  

8 

• 

rt 

1 220 

— 301 

1 291 

1 199 

1 288 

1 223 

1 319 

2 322 

— 179 

3 161 

1 159 

1 95 

Enero 	 

Febrero . 

Marzo 	 
Abril ... 

6 

7 

8 

14 

99 

114 

113 

 93 

t 

3 	111 

4 	175 

2 	167 

4 	86 

1 

— 

1 
Mayo ... 12 84 6 	184 1 
Junio . 9 91 2 	120 
Julio .. 	 18 — 	99 — 201 
Agosto 	 8 114 13 	185 — 
Septiembre . 11 94 05 	68 1 
Octubre ... 6 1 	123 3 	25 
Noviembre . 5 — 124 7 	22 
Diciembre ... 3 — 	63 7 	21 

Totales ..... 107 1 1211 56 1365 4 

3 — 

— — 79 

1 	

1 	

61 

73 

57 

3 — 

1 11539  1 

3 — 

— 102 3 

4 — 82 

1 — 54 

1 	51 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio . . 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 

Diciembre 	 

13 2757 20 4 847 Totales . 

< 
§ 
p 
á pi 

— 31 1 	111 

2 1120 1 	78 

8 11 93 

3 8 1 	75 

2 — 129 1126  

77 

3 73  2 	1175  6  

2 8 1 	97 

8 1 	61 

3 26 1 	85 

29 154 8 1062 
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339 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DLS 
JUDICIAL DE EL SUBO 

Vi 

AÑO 1961 	
I 2 Cy  

o
Q 

Ú 	1 
5 
Ú 2 

Enero .... 	6 	— 	99 
Febrero 

3 	111 — 1 	220 
. 	7 	— 	114 

Marzo 
4 	175 1 — 301 .... 	 8 	— 	113 

Abril 	 
2 	167 — 1 	291 

14 	— 	93 
Mayo 

4 	86 1 1 	199 .. 	12 	84 
Junio 

6 	184 1 1 	288 . 	. 	. 	. 	. 	9 	91 
Julio 

2 	120 — 1 	223 

	

....... 	18 	— 	99 
Agosto 	 

— 201 — 1 	319 
8 	— 114 

Septiembre 
13 	185 — 2 	322 

. . 	11 	— 	94 
Octubre 

05 	68 1 — 179 . 	. 	. 	• 	6 	1 	123 
Noviembre 

3 	25 — 3 	161 
. . 	5 	124 

Diciembre 
7 	22 — 1 	159 

. . . 	3 	— 	63 7 	21 1 	95 
Totales ..... 	107 	1 1211 56 1365 4 13 2757 

DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE AZÚA 

AÑO 1901 

Enero . 79 31 1 	111 

Febrero 	 3 57 2 12 74 

Marzo 	 3 63 1 10 1 	78 

Abril 	  1 73 8 11 93 
I 	• 

Mayo 	  1 1 61 3 8 1 	75 

ww, 

	

Junio 		  

	

Julio 	. 	. 

1 1 

1 

113 

59 

2 

1 

12 

16 

— 129 

77 

Agosto . 3 — 102 3 7 2 	117 

Septiembre 3 53 4 5 65 

Octubre 	 4 82 2 8 1 	97 

Noviembre 1 51 8 1 	61 

Diciembre 	 1 54 3 26 1 	85 

Totales . 20 4 847 29 154 8 1062 
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o 11  
AÑO 1961 

C
 

3 — 102 Enero 	 

2 — 141 Febrero .. • 

6 	1 135 	 Marzo 	 

	

2 — 131 	 Abril 	 

3 	129 	 Mayo 	 

	

85 	 Junio 	 

4 	1 114 	r 	Julio 	 

1 	108 	 Agosto 	 

	

2 — 94 	 Septiembre 

5 	1 56 	 Octubre .. 

11 	2 104 	 Noviembre 

	

— — 79 	 Diciembre . • 

39 	5 1278 	 Totales 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTR 
JUDICIAL DE BARAHONA 

BOLETÍN JUDICIAL 	 341 

ADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN JUAN DE LA 11IAGUANA 

       

       

       

Vr 

C.) 

C
 

 

H
a

b 

2 1.■ 

;4' 
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3 AÑO 1961 

Enero 	  

Febrero 	 

Marzo 	  

4 

5 

5 

— 	93 

— 132 

— 119 

2 

2 

4 

Abril 	  1 1 	125 2 

Mayo 	  3 1 	119 3 

Junio 	  4 1 	79 1 

Julio 	  2 3 	99 5 

Agosto 	 3 — 102 2 

Septiembre . 2 — 	84 6 

Octubre 	 3 — 	43 4 

Noviembre . 	. 12 2 	74 3 

Diciembre . 	. 2 3 	72 2 

Totales 	 46 11 1141 36 

7 

• 	10 

9 

14 

— 131 

4 	97 

— 102 

1 	117 

1 

10 

7 

3 

11 

19 

12 

20 

— 

— 

2 

— 

2 	152 

1 	141 

2 	134 

2 	157 

13 — 168 10 9 — — 200 

8 — 129 — 12 — — 149 

8 — 121 9 10 — — 148 

10 1 	94 2 7 — — 114 

13 — 	78 — 12 1 — 104 

8 — 	69 4 20 — 2 	103 

8 1 	116 6 22 — 1 	154 

8 — 	71 8 3 — — 	90 

 	116 7 1293 60 157 3 10 1646 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRIro 
JUDICIAL DE BARAHONA 

AJ)O DE PRLMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN JUAN DE LA MAGUANA 
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AÑO 1961 = 
> 

U z 
§ 
o o 

wl 

›.› 

8 

2 

1 

Enero 	 4 — 	93 2 3 — 102 
Febrero 	 5 — 132 2 2 — 141 
Marzo 	 5 — 119 4 6 1 	135 
Abril 	  1 1 	125 2 2 131 
Mayo 	 3 1 	119 3 3 — 129 
Junio 	 4 1 	79 1 — 85 

Julio 	  2 3 	99 5 4 1 	114 

Agosto 	 3 — 102 2 1 108 

Septiembre . 2 84 6 2 — 	94 

Octubre 	 3 — 	43 4 5 1 	56 

Noviembre . 12 2 	74 3 11 2 	104 

Diciembre . 2 3 	72 2 — — 	79 

Totales 	 46 11 1141 36 39 5 1278 

1 

o 

Enero 	 7 — 131 1 11 — 2 	152 

Febrero 10 4 	97 10 19 — 1 	141 

Marzo 	 9 — 102 7 12 2 2 	134 

Abril 	 14 1 	117 3 20 — 2 	157 

Mayo 	 13 — 168 10 9 — — 200 

Junio 	 8 — 129 — 12 — — 149 

Julio 	 8 — 121 9 10 — — 148 

Agosto 	 10 1 	94 2 7 — — 114 

Septiembre . 13 — 	78 — 12 1 — 104 

Octubre . . . 8 — 	69 4 20 — 2 	103 

Noviembre . 8 1 	116 6 22 — 1 	154 

Diciembre .. 8 — 	71 8 3 — — 	90 

Totales 	 116 7 1293 60 157 3 10 1646 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN RAFAEL 

ADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BAORUCO (Neibai) 

AÑO 1981 ARO 19131 v a  
8 b 

8 

Enero 	 — 30 56 86 

Febrero 	 2 26 2 87 117 

Marzo 	 1 24 23 — 48 

Abril 	  32 5 1 38 

Mayo 	 1 23 4 6 34 

Junio 	 42 1 13 56 

Julio 	  17 2 8 27 

Agosto 	 22 1 6 29 

Septiembre . 13 1 5 19 

Octubre 	 1 24 1 5 31 

Noviembre . 11 — 4 — 15 

Diciembre . — 42 3 3 — 48 

Totales 	 5 306 20 216 1 548 

Enero . 	. — — 58 — 4 — 62 

Febrero 	 — — 55 1 4 1 61 

Marzo 	 2 — 69 6 8 — 85 

Abril 	  2 — 75 1 8 — 86 

Mayo 	  — — 51 1 10 62 

Junio 	  — — 86 — 5 — 91 

Julio 	  — — 66 1 5 1 73 

Agosto 	 1 — 63 — 13 1 78 

Septiembre —  60 3 13 76 

Octubre 	 1 — 54 1 — 1 57 

Noviembre — 1 17 2 6 2 28 

Diciembre 	 1 — 31 4 5 — 41 

Totales 7 1 685 20 81 6 800 



e 
ARO 1961 

" 

< 
< 

9 

8 

a 

anzrIN JUDICIAL 	 343 342 	 BOLETÍN JUDICIAL 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SAN RAFAEL 

Enero  	30 	56 	86 

Febrero  	2 	26 	2 	87 	117 

Marzo  	1 	24 	23 — 48 

Abril  	32 	5 	— 	1 	38 

Mayo  	1 	23 	4 	6 	34 

Junio  	— 	42 	1 	13 	56 

Julio  	— 	17 	2 	8 	27 

Agosto  	22 	1 	6 	— 29 

Septiembre . . 	— 	13 	1 	5 	19 

Octubre  	1 	24 	1 	5 	— 	31 

Noviembre . 	 11 	— 	4 	— 15 

Diciembre . — . 42 	3 	3 	— 	48 

Totales  	5 306 	20 216 	1 548 

ARO 1961 

— .._ 58 — 

— 55 1 

2 — 69 6 

2 — 75 1 

— — 51 1 

— — 86 — 

— — 66 1 

1 — 63 — 

— — 60 3 

1 — 54 1 

— 1 17 2 

1 — 31 4 

7 1 685 20 

8 	

e o e 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre   

Noviembre 

Diciembre 

Totales 

ADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BAORUCO (Neibei) 

fp. 

cci 

N 

O 

4 — 62 

4 1 61 

8 — 85 

8 — 86 

10 62 

5 — 91 

	

5 	1 73 

	

13 	1 78 

13 — 76 

— 1 57 

	

6 	2 28 

	

5 	41 

81 	6 800 
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— 76 

3 54 

2 86 

— 180 

— 182 

— 144 

3 103 

1 141 

1 126 

3 60 

1 — 

— 66 

14 1218 

AÑO 1961 

Enero 	 2 1 	139 3 	261 — 1 	407 

Febrero 	 7 — 116 5 	237 — — 365 
Marzo 	 2 1 	122 7 	204 — — 336 
Abril 	 6 1 	126 3 	192 1 1 	330 

Mayo 	 4 — 122 3 	22 — — 151 

Junio 	 1 1 	101 4 	50 — 2 	159 

Julio 	 4 94 13 	49 — 2 	162 

Agosto 	 5 — 	97 9 	31 — 142 

Septiembre . 1 1 	85 2 	30 — 1 	120 

Octubre 	 3 — 	74 3 	33 — 3 	116 

Noviembre . 4 — 	35 3 	25 — 3 	70 

Diciembre .. 1 — 	21 6 	28 — — 	56 

Totales 	 40 5 1132 61 1162 1 13 2414 

AÑO 1961 o 

Enero 	 

Febrero 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

5 

2 

3 

3 

4 * 

Junio 	 2 

Julio 	 3 

Agosto 	 6 

Septiembre 	 3 

Octubre 	 3 

Noviembre . . 10 

Diciembre . . . 1 

Totales ..... 45 

5 < 
;5 Id 

— 26 — 8 	115 

1 18 1 4 	83 

— 14 — 4 	109 

1 29 — 6 	219 

1 26 — 8 	221 

5 — — — 151 

5 5 — 1 	120 

4 4 — 3 	159 

7 5 — 2 	144 

3 7 — 8 	84 

1 5 — 2 	19 

— — — — 	67 

28 139 1 46 1491 

H
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s  
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o 

So. 

›• 
1, 

7.5 pi o 

C
o  

z o 
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C
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lo
  

1 

2 162 

	

Mayo 

1 	Enero 	 

Febrero 

, 
Albarrzil° 	 , • 

Jjulunioio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 	 

Diciembre . 

Totales . 

26 — 

18 	1 

14 — 

— 

29 — 

26 

8 	115 

4 	83 

4 	109 

6 	219 

8 	221 

— — 

—

— 151 

1 120 5 

4 — 3 159 

5 — 2 144 

8 84 7 — 

 

5 — 2 19 

.— — 67 — 

139 	1 46 1491 

Enero 	2 	1 	139 	3 	261 	— 1 	407 

Febrero 	7 	— 116 	5 237 	— 	— 365 

Marzo 	2 	1 	122 	7 204 	— 	— 336 

Abril  	6 	1 	126 	3 	192 	1 	1 	330 

Mayo 	4 	— 122 	3 	22 	— — 151 

Julio 	 

Junio 	 

4 

1 	1 	101 	4 	50 

— 	94 	13 	49 

	— 

— 

2 	159 

Agosto 	5 	— 	97 	9 	31 	 142 

Septiembre . 	1 	1 	85 	2 	30 	— 	1 	120 

Octubre 	3 	— 74 	3 	33 	— 	3 116 

Noviembre . 	4 	— 	35 	3 	25 	— 	3 	70 

Diciembre . . 	1 — 	21 	6 	28 	— 	— 	56 

Totales  	40 	5 1132 	61 1162 	1 	13 2414 

5 	— 	76 	— 

2 	3 	54 	1 

3 	2 	86 	— 

3 	— 180 	1 

4 . — 	182 	1 

 	2 	— 144 	5 

3 	3 	103 	5 

6 	1 	141 	4 	

 3 	1 	126 	7 

3 	3 	60 	3 

. 	10 	1 	— 	1 

. . 	1 	— 	66 	— 

45 	14 1218 	28 
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CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SANTIAGO PEDIERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE SANTIAGO 

    

      

      

      

AÑO 1961 
o 

O 

Enero 	  54 3 41 98 
Febrero 	  67 1 29 97 
Marzo . 75 3 37  115 
Abril 	  56 7 56 119 
Mayo 	  59 1 31 91 
Junio 	  33 2 31 66 
Julio 	  48 3 45 96 
Agosto 	  54 5 42 101 
Septiembre 	 60 3 45 108 
Octubre 	  65 1 41 107 
Noviembre 	 44 2 40 86 
Diciembre 	 642 33 452 1127 

Totales 	  1257 64 890 2211 

AÑO 1901  

8 
TJ 

o 

Enero . 87 2 139 2 230 

Febrero 	 75 2 89 1 167 

Marzo 	 88 4 121 1 214 

Abril 	 86 1 114 	1 1 203 

Mayo 	 81 3 106 190 

Junio 	 83 91 1 175 

Julio 	 86 4 73 2 165 

Agosto . 	. 	. 85 2 122 2 211 

Septiembre . 69 1 129 1 200 

Octubre . 	. 88 3 92 3 186 

Noviembre . 63 2 85 2 152 

Diciembre . 5 2 53 2 . 62 

Totales 	 896 26 1214 	1 18 2155 
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01DIERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SANTIAGO 

E 

5 8 

< T  
1961 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 

54 

67 

75 

3 

1 

3 

41 

29 

37 

98 

97 

115 

Enero 

Febrero 

Marzo 

87 

75 

88 

2 

2 

4 

139 

89 

121 

2 

1 

1 

230 

167 

214 

Abril 	 56 7 56 119 Abril 	.. 86 1 114 1 1 203 

Mayo 	 59 1 31 91 Mayo 	..... 81 3 106 190 

Junio 	 33 2 31 66 Junio 	 83 91 1 175 

Julio 	  48 3 45 96 Julio 	 86 4 73 2 165 

Agosto 	 54 5 42 101 Agosto 	 85 2 122 2 211 

Septiembre 	 60 3 45 108 Septiembre . 69 1 129 1 200 

Octubre 	 65 1 41 107 Octubre 	. 88 3 92 3 186 

Noviembre 	 44 2 40 86 Noviembre . 63 2 85 2 152 

Diciembre 	 642 33 452 1127 Diciembre . 5 2 53 2 62 

Totales . 	. 896 26 1214 1 18 2155 
Totales 	 1257 64 890 2211 

AÑO 1961 

CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SANTIAGO 
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SEGUNDA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
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AÑO 1961 

BOLETÍN JUDICIAL 	 349 

TERCERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SANTIAGO 

4111" 
AÑO 1961 

Enero 	 72 2 	86 — 2 162 Enero 	 90 2 114 — 1 207 
Febrero 	 83 5 	131 2 221 Febrero 	 94 — 147 — 2 243 
Marzo 	 74 3 	149 — — 226 Marzo 	 68 7 367 — 1 443 
Abril 	 111 3 	147 — 261 . 	Abril 	 77 3 127 — 1 208 
Mayo 	 83 3 	197 — :3 286 Mayo 	 83 3 136 — 1 223 
Junio 	 70 1 	161 1 233 Junio . 88 2 142 1 — 233 
Julio 	 99 3 	148 3 253 Julio 	  133 2 164 — 5 304 
Agosto 	 80 2 	105 — 2 189 Agosto 	 54 3 135 — 2 194 
Septiembre 80 3 	131 1 3 218 Septiembre . 61 1 121 — 2 185 
Octubre 	 74 4 	92 — 8 178 Octubre 	 70 1 110 — 12 193 
Noviembre 53 1 	119 — 1 174 Noviembre . 	. 56 4 136 — 6 202 
Diciembre 	 21 2 	102 — 1 126 Diciembre . 18 2 76 — — 96 

Totales 	 900 32 	1568 2 25 2527 Totales . 	. 	• 	. 	. 892 30 1775 1 33 2731 

1" 
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CERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE SANTIAGO 

eA  

o  
O 

AÑO 1961 

o 

o >, pc., 

H
a  

AÑO 1961 

C
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Enero 	 72 2 	86 2 162 Enero 	 90 2 114 — 1 207 
Febrero 	 83 5 	131 2 221 Febrero 	 94 — 147 — 2 243 
Marzo 	 74 3 	149 226 Marzo 	 68 7 367 — 1 443 
Abril 	 111 3 	147 261 Abril 	 77 3 127 1 208 
Mayo 	 83 3 	197 3 286 Mayo 	 83 3 136 — 1 223 
Junio . 	.. 70 1 	161 1 233 Junio 	 88 2 142 1 — 233 
Julio 	 99 3 	148 3 253 Julio 	  133 2 164 — 5 304 
Agosto 	 80 2 	105 2 189 Agosto 	 54 3 135 — 2 194 
Septiembre . 80 3 	131 1 3 218 Septiembre 	 61 1 121 — 2 185 
Octubre 	 74 4 	92 8 178 Octubre 	 70 1 110 — 12 193 
Noviembre . 53 1 	119 1 174 Noviembre . 56 4 136 — 6 202 
Diciembre 	 21 2 	102 1 126 Diciembre . 18 2 76 — — 96 

Totales 	 900 32 	1568 2 25 2527 Totales 	 892 30 1775 1 33 2731 
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JUZGADO DE PREVIERA INSTANCIA DEL DISTR 
JUDICIAL DE ESPAILLAT 

ADO DE PREVIERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE PUERTO PLATA 

AÑO 1961 o  

Vi 
CJ  

2 
O 

1 

AÑO 1961 

Enero 	 — — — 
Febrero 	 9 1 69 3 13 95 
Marzo 	 4 1 55 13 3 	76 
Abril 	  1. 2 79 3 6 3 	94 
Mayo 	 5 3 106 2 10 — 126 
Junio 	 6 54 4 24 2 	90 
Julio 	  8 1 76 30 1 	116 
Agosto 	 8 2 56 4 37 107 
Septiembre 5 48 30 1 	84 
Octubre 	 4 68 2 24 2 	100 
Noviembre 4 1 51 4 17 77 
Diciembre . 6 17 21 1 	45 

Totales 	 60 11 679 22 225 13 1010 

Enero 	 4 1 86 6 15 2 114 

Febrero 	 3 86 6 19 4 118 

Marzo 	 6 1 62 2 18 3 92 

Abril 	 2 120 11 16 4 153 
• 

9 Mayo 	 4 77 12 19 4 116 

Junio 	 5 2 56 3 22 1 89 

Julio 5 73 4 28 3 113 

Agosto 	 9 1 181 5 22 1 219 

Septiembre 5 169 5 20 1 200 

Octubre 	 7 118 1 14 2 142 

Noviembre 9 80 2 30 3 124 

Diciembre 	 3 28 2 10 1 44 

Totales 	 62 5 1136 59 233 29 1524 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTR 
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o 
AÑO 1961 

2 
aooi aY 11  

7.1 C
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o o  
8 

ADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE PUERTO PLATA 

a 2 
V

o 
ASO 1961 

.5.1 

a zi 
C

om
  

e 
Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 

Diciembre . 

9 

4 

1 

5 

6 

8 

8 

5 

4 

4 

6 

1 

1 

2 

3 

— 

1 

2 

1 

69 

55 

79 

106 

54 

76 

56 

48 

68 

51 

17 

3 

3 

2 

4 

4 

2 

4 

13 

13 

6 

10 

24 

30 

37 

30 

24 

17 

21 

95 

3 	76 

3 	94 

126 

2 	90 

1 	116 

107 

1 	84 

2 	100 

77 

1 	43 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio . 

Julio 	. 	. 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 

Diciembre 	 

4 

3 

6 

2 

4 

5 

5 

9 

5 

7 

9 

3 

1 

1 

2 

1 

86 

86 

62 

120 

77 

56 

73 

181 

169 

118 

80 

28 

6 

6 

2 

11 

12 

3 

4 

5 

5 

1 

2 

2 

15 

19 

18 

16 

19 

22 

28 

22 

20 

14 

30 

10 

2 

4 

3 

4 

4 

1 

3 

1 

1 

2 

3 

1 

114 

118 

92 

153 

116 

89 

113 

219 

200 

142 

124 

44 

Totales 	 62 5 1136 59 233 29 1524 Totales 	 60 11 679 22 225 13 1010 
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 
DE MONTE CRISTY 

AÑO 1901 

E?. 

A/40 1961  
= 

! 	:8153  a 
«. 	.1.1 

E 	

,51 

t 	

tol  8 	1 
5 t PI 
,.., < 

E 4 	1 D'' É Zi pi 

Enero 	 7 1 56 2 

Febrero 	 6 3 80 3 

Marzo 	 — 64 4 

Abril 	 4 — 68 2 

Mayo 	 11 — 48 3 

Junio 	 1 1 38 — 
Julio 	 2 1 43 2 

Agosto 	 2 1 41 3 

Septiembre . 5 — 68 3 

Octubre . . . 3 4 26 1 

Noviembre . 9 3 44 3 

Diciembre .. 2 — 34 2 

Totales 	 52 14 610 28 

49 

43_ 4 113 

29 	1 3 125 
12 	1 	2 83 

23 	1 98 

26 	2 90 

26 	2 68 

22 	1 71 

24 — 7 78 

19 — 2 97 

24 	....... 	1 	59 

20 — 3 82 

11 

279 2 28 1013 

Enero . 	.. 

Febrero 	 

Marzo 	 

Ambaryi l 	 

Mayo 	 

Junio 

Julio 	 

Agosto ... 

 

Septiembre . 

Octubre   

Noviembre . 

Diciembre   

... 

. 	• 

. 

. 

• 

1 

_ 

2 

_ 

1 

_  

1 

— 

— 

1 

2 

2 

1 
_ 

— 

— 

— 

1 

1 

— 

— 

—

— 

— 

22 

32 

41 

44 

29 

22 

18 

21 

25 

23 

37 

24 

1 

2 

1 

1 

1 

2 

1 

—.

— 

2 

2 

1 

4 

4 

12 

7 

6 

17 

17 

8 

7 

12 

9 

17 

1 

— 

— 

— 

— 
1 

2 

— 

— 

— 
— 

— 

30 

38 

56 

52 

37 

73 

40 

29 

32 

38 

50 

44  

Totales 10 3 338 14 120 4 489 
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AÑO 1961 2 
p5 C

om
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AÑO 1961 

C
om

e  

Enero 	 

Febrero 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto ..... . . 

Septiembre . . 

Octubre 	 

Noviembre . . 

Diciembre 	 

— 

Enero 	 7 1 56 2 
Febrero 	 6 3 80 3 
Marzo 	 — — 64 4 
Abril 	 4 — 68 2 
Mayo 	 11 48 3 
Junio 	 1 1 38 — 
Julio 	 2 1 43 2 
Agosto 	 

Septiembre . 

2 

5 

1 

— 

41 

68 

3 

3 
Octubre . . . 3 4 26 1 
Noviembre . 9 3 44 3 
Diciembre .. 2 — 34 2 

Totales 	 52 14 610 28 

1 1 22 1 4 1 30 

— 32 2 4 — 38 

2 — 41 1 12 — 56 

— — 44 1 7 — 52 

1 — 29 1 6 — 37 

— 1 22 2 17 1 73 

1 1 18 1 17 2 40 

— — 21 — 8 — 29 

— — 25 — 7 — 32 

1 — 23 2 12 — 38 

2 — 37 2 9 — 50 

2 — 24 1 17 — 44 

10 3 338 14 120 4 489 

	

43 	4 113 

	

29 	1 
	

3 125 

	

12 	1 	2 83 

	

23 	1 98 

	

26 
	

2 90 

	

26 	2 68 

	

22 	1 71 

24 — 7 78 

19 —2 97 

24 — 1 59 

20 — 3 82 

11 — — 49 

	

279 	2 28 1013 Totales 
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CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL DLSTRITo 	 PRIMERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE LA VEGA 	 JUDICIAL DE LA VEGA 

AÑO 1981 3 Q « 

< 

Enero 	  47 2 137 
Febrero 	  43 3 104 
Marzo .. 	 47 62 
Abril 	  50 1 65 
Mayo 	  45 1 42 
Junio 	  44 2 38 
Julio 	  50 42 
Agosto 	  37 1 49 
Septiembre 	 41 1 64 
Octubre 	  51 1 33 
Noviembre 	 32 — 64 
Diciembre 	 17 27 

Totales 	  504 12 727 

AÑO 1981 

Enero 	 88 2 127 217 

Febrero 	 81 2 130 2 4 219 

Marzo 	 109 6 156 271 

Abril 	  103 3 144 1 1 252 

Mayo 	 171 214 2 387 

Junio 	 103 2 127 1 1 234 

Julio 	  165 10 220 1 396 

Agosto 	 107 4 126 1 238 

Septiembre 74 4 109 2 189 

Octubre 	 91 3 130 3 227 

Noviembre 60 5 82 147 

Diciembre 	 67 3 100 170 

Totales 	 1219 44 1665 4 15 2947 

186 

150 

109 

116 

88 

84 

92 

87 

106 

85 

96 

44 

1243 
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PRIMERA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE LA VEGA 

AÑO 1961  
.4.110 1961 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	  

Mayo 	  

Junio 	  

Julio 	  

Agosto 	 

Septiembre 	 

Octubre 	 

Noviembre 	 

Diciembre 	 

47 

43 

47 

50 

45 

44 

50 

37 

41 

51 

32 

17 

2 

3 

1 

1 

2 

1 

1 

1 

— 

137 

104 

62 

65 

42 

38 

42 

49 

64 

33 

64 

27 

186 

150 

109 

116 

88 

84 

92 

87 

106 

85 

96 

44 

Enero 	 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 

Junio 	 

Julio 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 

Diciembre 	 

88 

81 

109 

103 

171 

103 

165 

107 

74 

91 

60 

67 

2 

2 

6 

3 

2 

10 

4 

4 

3 

5 

3 

271  

127 

130 

156 

144 

214 

127 

220 

126 

130 

82 

100 

109  

2 

1 

1 

— 

4 

— 

1 

2 

1 

1 

1 

2 

3 

217  

219 

252 

387 

234 

396 

238 

189 

227  

147  

170 

Totales 	 504 12 727 1243 Totales 	 1219 44 1665 4 15 2947 

Ir 
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SEGUNDA CAMARA PENAL DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE LA VEGA 

Enero 	 74 2 8 3 87 
Febrero 	 104 5 . 4 1 114 
Marzo 	 64 5 8 3  80 
Abril 	 121 4 2 1 128 
Mayo 	 128 4 25 5 162 
Junio 	 85 4 4 2 95 
Julio 	 108 6 3 2 119 
Agosto 	 84 3  2 1 2 92 
Septiembre 	 72 4 6 6 88 
Octubre 	 57 2 13 3 5 80 
Noviembre . 57 2 16 4 6 85 
Diciembre . 

Totales 	 954 41 91 11 33 1130 

CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL DISTRITO 
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Enero 	 . 

Febrero . 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo . 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 	 

Diciembre 	 

Totales 

AÑO 1961 
o 

C.) 

7 

Vl 

3 

8 

— 

Ñ 
-a 5 

>, 

178 

e 
1 

185 

7 — 72 79 

7 1 55 63 

11 — 61 72 

6 1 43 50 

8 — 17 25 

6 — 69 75 

9 — 8 17 

6 — 35 41 

5 1 42 48 

5 — 10 15 

4 — 18 22 

81 3 608 692 
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AÑO 1961 

8 
o 

g 2 
C.," 

áai E?, 

Enero 	 74 2 8 3 87 
Febrero 	 104 5 4 1 114 
Marzo . . 64 5 8 3 80 
Abril 	 121 4 2 	1 128 
Mayo 	 128 4 25 5 162 
Junio 	 85 4 4 	2 95 
Julio 	 108 6 3 2 119 
Agosto 	 84 3 2 	1 2 92 
Septiembre 	 72 4 6 6 88 
Octubre 	 57 2 13 	3 5 80 
Noviembre . 57 2 16 	4 6 85 
Diciembre . 

Totales 	 954 41 91 11 33 1130 

H
ab
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o a 
8 

‘11.  2 
1 
E. 

7 	— 	178 	185 

7 	— 	72 	79 

.. 	• 	• 	7 	1 	55 	63 

11 	— 	61 	72 

6 	1 	43 	50 

8 	— 	17 	25 

6 	— 	69 	75 

9 	— 	8 	17 

6 	— 	35 	41 

5 	1 	42 	48 

. 	5 	— 	10 	15 

. 	4 	— 	18 	22 

81 	3 	608 	692 

AÑO 1961 

Enero 	 . 

Febrero 	 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 . 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 

Diciembre 	 

Totales 
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9 .<2 
3 

AÑO 1961 o 

8 E 

C 
§ 

Enero 	  

Febrero 	 

10 	44 

9 	43 

Marzo 	  4 	43 

Abril 	  2 	84 

Mayo 	  9 	65 

Junio 	  1 	39 

Julio 	  9 	4 	32 

Agosto 	 6 	48 

Septiembre 10 	54 
Octubre 	 7 	1 	62 

Noviembre . 6 	53 
Diciembre . 9 	24 

Totales 	 82 	5 	591 

AÑO 1961 

Enero 	 22 163 185 

Febrero 19 260 279 

Marzo 	 28 230 258 

Abril 	  37 218 255 

Mayo 	  28 220 248 

Junio 	  30 173 203 

Julio 	  30 30 

Agosto 	 33 199 232 

Septiembre . 26 26 

Octubre 	 22 169 191 

Noviembre . 25 84 109 

Diciembre . 10 67 77 

Totales 	. 	. 310 1783 2093 

á Di 

59 	1 114 

6 59 — 117 

2 42 	1 92 

1 58 — 145 

1 36 	2 113 

1 20 	2 63 

3 	15 	1 	66 

4 67 	125 

1 51 	2 118 

5 63 	1 139 

3 57 	2 121 

1 20 	54 

30 547 12 1267 
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Enero 	 

Febrero 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 	 

Octubre 	 

Noviembre 	 

Diciembre . 

Totales . 

AÑO 1961 
‘ . ‘4  

H 

10 	44 — 59 	1 114 
9 — 43 6 59 — 117 

4 — 43 2 42 1 92 

2 — 84 1 58 — 145 

9 — 65 	1 36 	2 113 
1 — 39 	1 20 	2 63 
9 	4 32 	5 15 	1 66 
6 	48 	4 67 — 125 

10 — 54 	1 51 	2 118 
7 	1 	62 	5 63 	1 139 
6 	53 	3 57 	2 121 
9 	____ 	24 	1 	20 	54 

82 	5 591 30 547 12 1267 

<1; 

Zt I  
1 

22 163 185 

19 260 279 

28 230 258 

37 218 255 

28 220 248 

30 173 203 

30 30 

33 199 232 

26 26 

22 169 191 

25 84 109 

10 67 77 

310 1783 2093 

AÑO 1961 

Enero 	  

Febrero 	 

Marzo 	  

Abril 	  

Mayo 	  

Junio 	  

Julio 	  

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre . 

Diciembre . 

Totales 	 
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Enero 	 1 1 

Febrero 	 2 

Marzo 	 1 1 

Abril 	 2 3 

Mayo 	 2 3 

Junio 	 2 

Julio 	 2 5 

Agosto 	 3 2 

Septiembre . 4 2 

Octubre 	 1 

Noviembre . 1 1 

Diciembre . 1 

Totales 	 11 --  21 

2 

2 

5 

5 

2 

7 

5 

6 

1 

2 

1 

-40   

11 
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